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INTRODUCCIÓN1

El estudio de la prueba en el proceso penal constituye uno de los ejes 
centrales del Derecho procesal contemporáneo, en la medida en que de su 
correcta configuración y aplicación depende, en última instancia, la legiti-
midad de la decisión judicial. La actividad probatoria no solo articula el trán-
sito desde la incertidumbre inicial hacia la fijación de los hechos relevantes, 
sino que también actúa como garantía frente al ejercicio del ius puniendi del 
Estado, al imponer límites claros y exigentes a la posibilidad de dictar una 
sentencia condenatoria. En este contexto, el análisis de la prueba no puede 
reducirse a una mera descripción de los medios probatorios, sino que exige 
una reflexión más amplia sobre su concepto, finalidad, objeto, reglas de valo-
ración y su íntima conexión con derechos fundamentales como la presunción 
de inocencia.

Partiendo de esta premisa, el presente trabajo, bajo el título «Prueba penal 
y violencia sexual», se estructura en dos grandes bloques. En primer lugar, se 
aborda un estudio general de la prueba en el proceso penal, con el objetivo de 
establecer el marco teórico imprescindible desde el cual analizar cualquier 
problemática probatoria específica. Así, se examinan las principales cons-
trucciones doctrinales en torno al concepto de prueba, sus distintas acep-
ciones —como actividad, medio o resultado—, así como la finalidad que está 
llamada a cumplir dentro del proceso. Del mismo modo, se analizan cuestio-
nes fundamentales como la delimitación del objeto y del tema de la prueba, la 
distribución de las cargas probatorias entre acusación y defensa y, de manera 
especialmente relevante, el alcance y las manifestaciones del derecho a la 
presunción de inocencia como garantía estructural del proceso penal.

1	 Este trabajo ha sido realizado en el marco de los Proyectos I+D+i «Vulnerabilidad y Jus-
ticia en la era 4.0», financiado por el Ministerio de Ciencia, innovación y universidades, 
PID2024-156597OB-I00 y «Eficiencia y proceso civil. Su incidencia en la tutela procesal 
de la vivienda», financiado por el Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades, Ref. 
PID2024-157026OB-I00, así como en el marco de la Red de investigación: «Evaluación 
de las estrategias e instrumentos de prevención de la corrupción en Europa» (RED2024-
153998-E), DOI: 10.13039/501100011033.
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Este primer bloque no constituye un mero ejercicio teórico, sino que cum-
ple una función instrumental decisiva: dotar de coherencia y rigor al análisis 
posterior. En efecto, las particularidades que presenta la prueba en determi-
nados ámbitos —como el de los delitos contra la libertad sexual— no pueden 
comprenderse adecuadamente sin una previa clarificación de las categorías 
generales del sistema probatorio penal. Solo desde este enfoque es posible 
evitar soluciones que, bajo la apariencia de responder a las dificultades pro-
pias de estos delitos, terminen erosionando principios básicos del proceso 
penal, como el respeto a las garantías constitucionales o el equilibrio entre 
las partes.

En segundo lugar, el trabajo se adentra en el estudio de las singularida-
des que presenta la actividad probatoria en el enjuiciamiento de la violencia 
sexual y, en particular, de los delitos contra la libertad sexual. A tal efecto, 
se analizan estas particularidades en relación con las fuentes y medios de 
prueba, la práctica probatoria y su posterior valoración. Asimismo, se incide 
en la prueba del consentimiento sexual como núcleo de la controversia pro-
batoria en el delito de agresión sexual, en cuanto constituye una de las mani-
festaciones más frecuentes de esta forma de violencia.

Este análisis resulta particularmente relevante en el contexto actual, 
caracterizado por una creciente sensibilización social e institucional frente 
a este fenómeno. La violencia sexual ha dejado de ser una cuestión invisibili-
zada para convertirse en un problema de primer orden en la agenda jurídica, 
política y social, lo que ha impulsado importantes reformas legislativas y ha 
generado un intenso debate doctrinal y jurisprudencial.

Sin embargo, esta mayor atención también ha puesto de manifiesto las 
profundas dificultades probatorias que caracterizan a este tipo de delitos. 
Se trata, en muchos casos, de hechos que se producen en contextos de inti-
midad, sin testigos directos y con una escasa o nula presencia de elemen-
tos probatorios objetivos. Ello sitúa en el centro del proceso la declaración 
de la víctima, planteando complejos interrogantes en torno a su valoración 
y suficiencia para enervar la presunción de inocencia del acusado. A ello se 
suman otros factores, como las dinámicas propias de la violencia sexual, los 
posibles efectos psicológicos en la víctima o los estereotipos de género que 
pueden incidir, de forma más o menos consciente, en la apreciación judicial 
de la prueba.

En este escenario, el desafío consiste en articular un modelo probatorio 
que, sin renunciar a la eficacia en la persecución de estos delitos, respete 
plenamente las garantías propias del proceso penal. No se trata, por tanto, 
de flexibilizar los estándares probatorios, sino de comprender las particulari-
dades de estos supuestos para aplicar correctamente los criterios generales, 
evitando tanto la impunidad como el riesgo de condenas injustas. En otras 
palabras, el objetivo es lograr un equilibrio entre la necesaria protección de 
las víctimas y la preservación de los derechos fundamentales del acusado.
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En definitiva, este trabajo pretende ofrecer una aproximación sistemática 
y rigurosa al fenómeno probatorio en el proceso penal, poniendo de relieve, 
en una primera parte, sus fundamentos teóricos y, en una segunda, sus mani-
festaciones específicas en el ámbito de la violencia sexual. Solo desde esta 
doble perspectiva es posible abordar con solvencia una materia tan compleja 
como sensible, en la que confluyen exigencias de justicia material, garantías 
procesales y una creciente demanda social de respuestas eficaces frente a 
una de las formas más graves de vulneración de la libertad y dignidad de la 
persona.
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PARTE I

LA PRUEBA EN EL PROCESO PENAL

1. Concepto y finalidad

La prueba ocupa una posición central en el proceso penal, en la medida 
en que constituye el cauce a través del cual se introducen y verifican los ele-
mentos fácticos relevantes para la decisión judicial. Con todo, la doctrina ha 
abordado el fenómeno probatorio desde perspectivas diversas, lo que acon-
seja detenerse, en primer término, en el examen de las principales construc-
ciones doctrinales elaboradas en torno a esta noción y en la precisión del 
sentido en el que será empleada en este trabajo, para abordar seguidamente 
la cuestión relativa a la finalidad que la actividad probatoria está llamada a 
cumplir en este ámbito.

1.1. Concepto de prueba

Resulta llamativo que, siendo mucha la literatura jurídica dedicada al fenó-
meno probatorio, no se haya logrado dar forma a un concepto unívoco de 
prueba; algunos de los elaborados, incluso, lejos de esclarecer su significado 
han terminado por oscurecerlo, convirtiendo la prueba en una institución de 
difícil comprensión al emplearse un mismo término para referirse a activida-
des procesales muy diversas.

Las distintas construcciones doctrinales en torno a este concepto suelen 
clasificarse, conforme a una división clásica, en tres grandes grupos: quienes 
conciben la prueba como actividad, quienes la consideran un medio y quie-
nes la definen como un resultado2. Conforme a ello, Cortés Domínguez afirma 

2	 Véase en este sentido: Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, 
Ed. Trivium, Madrid, 1989, pág. 15, Cortés Domínguez, V. (con Gimeno Sendra, V. y Moreno 
Catena, V.), Derecho Procesal Civil, Ed. Colex, Madrid, 1996, págs. 199-200, Gómez Orba-
neja, E.: Derecho Procesal Civil, Vol. I, 7.º edición, Ed. Artes Gráficas y Ediciones, Madrid, 
1975, págs. 285-286, Jiménez Asenjo, E.: Derecho Procesal Penal, Vol. I, Revista de Dere-
cho Privado, Madrid, 1950, pág. 392; Muñoz Sabaté, L.: Técnica probatoria: estudios sobre 
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que el término «prueba» se utiliza en el ámbito jurídico con tres significados 
distintos. En este sentido, explica que es frecuente decir «se está probando», 
para aludir a la actividad probatoria; «se probó por documento», haciendo 
referencia a la prueba en sentido de medio; o afirmar que «se probó», cuando 
se ha alcanzado un determinado resultado tras su práctica en el plenario3.

En la primera acepción, la prueba se entiende como la actividad que des-
pliegan las partes y, en ocasiones, el órgano judicial durante el desarrollo del 
proceso4. En sintonía con esta idea, Prieto-Castro apunta que se trata del 
conjunto de actuaciones procesales que desarrollan las partes ante el tribu-
nal para aportar a los jueces la convicción de la verdad de una afirmación o 
para fijarla a efectos del proceso5. Esta concepción es compartida por otros 
autores como Cortés Domínguez quien también indica que la prueba hace 
referencia a la «actividad de las partes encaminadas a convencer al juez de 
la veracidad de unos hechos que se afirman existentes en la realidad»6. Con-
forme señala Miranda Estrampes, las definiciones doctrinales que conciben 
la prueba como una actividad de los sujetos procesales, aun siendo ciertas 
en ese plano, no permiten determinar propiamente qué es la prueba. Según 
apunta, se limitan a describir el conjunto de actos procesales que integran el 
procedimiento probatorio, tanto los realizados por las partes —como la soli-
citud de apertura del período probatorio, la proposición y la práctica de la 
prueba— como los llevados a cabo por el órgano jurisdiccional, entre ellos, la 
admisión de los medios propuestos o su intervención en su práctica. De este 
modo, dichas concepciones ponen el acento en el desarrollo de la actividad 
probatoria a lo largo de las distintas fases del proceso y en las facultades de 
iniciativa probatoria atribuidas a cada sujeto procesal. No obstante, el propio 
autor reconoce que es precisamente desde esta perspectiva desde la que 
puede comprenderse que, en materia probatoria, el papel de las partes y del 
órgano jurisdiccional varíe en función de que se trate del proceso civil o del 
proceso penal, llegando incluso a incorporarse esta diferenciación en la pro-
pia definición de prueba procesal7.

las dificultades de la prueba en el proceso, 2.ª edición, Ed. Praxis, Barcelona, 1983, págs. 
191-192, Pietro-Castro, L.: Tratado de Derecho Procesal Civil: Proceso declarativo y pro-
ceso de ejecución, Ed. Aranzadi, Pamplona, 1982, págs. 614-615. 

3	 Cortés Domínguez, V.; Gimeno Sendra, V. y Moreno Catena, V.: Derecho Procesal Civil, Ed. 
Colex, Madrid, 1996, pág. 199. 

4	 Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, 
pág. 6.

5	 Pietro-Castro, L.: Tratado de Derecho Procesal Civil: Proceso declarativo y proceso de 
ejecución, Ed. Aranzadi, Pamplona, 1982, pág. 614.

6	 Cortés Domínguez, V.; Gimeno Sendra, V. y Moreno Catena, V.: Derecho Procesal Civil, Ed. 
Colex, Madrid, 1996, pág. 199. 

7	 Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, 
págs. 6-7.
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Frente a esta concepción se sitúan quienes definen la prueba como el 
medio o medios utilizados para la demostración del thema probandum. Den-
tro de este grupo se sitúa Bentham, para quien la prueba se configura como 
un medio o vehículo orientado a la determinación de la verdad de un hecho, 
cuya eficacia puede variar en función de su calidad y grado de completitud, 
de modo que puede ser «bueno o malo, completo o incompleto»8. El principal 
inconveniente del que adolece esta postura es que al adoptarla se corre el 
riesgo de confundir la prueba con los medios de prueba que operan como los 
instrumentos de los que se sirven las partes para introducir en el proceso las 
fuentes de prueba9.

Por último, algunos autores abordan la prueba desde una perspectiva fina-
lista, entendiéndola como el resultado que se obtiene a partir de la valoración 
conjunta de los diversos elementos probatorios incorporados al proceso. 
Esta postura tiende a considerar, con carácter general, que el objetivo de la 
prueba es lograr la convicción del juzgador o, incluso, su certeza. Conforme a 
ello, Chiovenda sostiene que probar significa convencer al juez sobre la exis-
tencia o la no existencia de determinados hechos relevantes en el marco del 
proceso10 y, en el mismo sentido, Guasp afirma que probar es tratar de per-
suadir al órgano judicial de la existencia o inexistencia de los datos procesa-
les que han de servir de fundamento para adoptar la decisión11. El principal 
inconveniente de esta corriente es que no explica la dinámica de funciona-
miento de la prueba en el marco del proceso y, además, puede dar a entender 
que cualquier acto procesal orientado a alcanzar la convicción judicial puede 
tener la consideración de prueba12.

Por tanto, y dada la complejidad que entraña ofrecer una definición de 
prueba ante la diversidad de concepciones existentes y sus múltiples matices 
—de lo que lo expuesto es solo una aproximación—, en esta investigación se 
va a adoptar la definición propuesta por Gimeno Sendra, quien trata de aunar 
las diferentes posturas y entiende la prueba como «la actividad de los sujetos 
procesales, dirigida a obtener la convicción del juez o Tribunal sobre la pre-
existencia de los hechos afirmados por las partes, intervenida por el órgano 
jurisdiccional bajo la vigencia del principio de contradicción y de las garan-
tías constitucionales tendentes a asegurar su espontaneidad, e introducida 

8	 Bentham, J.: Tratado de las pruebas judiciales (trad. por Ossorio Florit, M.), Ed. Comares, 
Granada, 2001, pág. 21.

9	 Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, 
pág. 10. 

10	 Chiovenda, G.: Instituciones de Derecho procesal civil, Tomo II, Revista de Derecho Pri-
vado, Madrid, pág. 205.

11	 Guasp, J.: Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Tomo II, Volumen Primero, Segunda 
Parte, M. Aguilar editor, Madrid, 1947, pág. 362. 

12	 Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, 
pág. 8-9.
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en el juicio oral a través de los medios lícitos de prueba»13. A pesar de que la 
definición puede encuadrarse dentro de las concepciones que entienden la 
prueba como actividad de las partes y, en su caso, del órgano judicial, el valor 
de esta aportación reside en que no se limita a enumerar actos que llevan a 
cabo los sujetos procesales, sino que ofrece una explicación más completa 
de la dinámica probatoria, abarcando diferentes aspectos, evitando confun-
dir la prueba con los medios de prueba y sin reducir el concepto a su mera 
finalidad.

1.2. La finalidad de la prueba

Una vez efectuado un breve recorrido por los distintos significados atribui-
dos a la prueba, resulta necesario abordar la finalidad que la actividad pro-
batoria está llamada a cumplir en el proceso penal. A este respecto, pueden 
distinguirse, en términos generales, tres grandes corrientes doctrinales: en 
primer lugar, aquella que concibe la prueba como un instrumento de fijación 
formal de los hechos; en segundo lugar, la que sitúa su finalidad en la forma-
ción de la convicción del órgano judicial; y, por último, la que identifica el fin 
de la prueba con la averiguación o descubrimiento de la verdad.

1.2.1. La finalidad de la prueba como fijación formal de los 
hechos

La primera teoría considera que el fin de la prueba en el proceso es la fija-
ción formal de los hechos. Uno de los mayores exponentes de esta tesis es 
Carnelutti quien explica que en los ordenamientos jurídicos —como es el 
caso del español— en los que existen normas que limitan la obtención de 
conocimiento por parte del órgano judicial, por ejemplo, al prohibirse en el 
proceso penal la valoración de la prueba ilícitamente obtenida, no puede 
afirmarse que el proceso judicial esté orientado a la búsqueda de la verdad 
en sentido pleno. En consecuencia, desde esta perspectiva, el proceso tiene 
como finalidad establecer qué hechos deben considerarse formalmente fija-
dos conforme a las reglas jurídicas que disciplinan la actividad probatoria. 
Así, el autor sostiene que probar no equivale a demostrar la verdad de los 
hechos discutidos en el litigio, sino a determinarlos o fijarlos formalmente a 
través de los procedimientos probatorios legalmente previstos14.

En relación con esta postura, Serra Domínguez señala que la tesis de Car-
nelutti resulta parcial o incompleta, en la medida en que la fijación formal de 
los hechos constituye únicamente uno de los fines de la prueba, omitiendo 

13	 Almagro Nosete, J., Cortés Domínguez, V., Gimeno Sendra, V. y Moreno Catena, V.: Derecho 
Procesal, Tomo II: El proceso penal, 3.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 1990, pág. 443. 

14	 Véase: Carnelutti, F.: La prova civile, 2.ª ed, Edizioni dell’ Ateneo, Roma, 1947, págs. 26 y ss. 
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otro igualmente relevante, como es la traslación de los hechos desde la rea-
lidad al proceso15. Por su parte, Guasp considera que esta concepción forma-
lista de la prueba hace que la misma se perciba como una institución pura-
mente artificial que no atiende a la realidad del proceso16.

1.2.2. La finalidad de la prueba como el logro del 
convencimiento judicial

La segunda de las teorías a las que se alude en este ámbito asegura que el 
fin de la prueba no puede ser otro que lograr el convencimiento judicial. En 
este sentido, Sentís Melendo sostiene que la finalidad de la prueba es lograr 
la convicción o persuasión del juez17. Asimismo, Pedraz Penalva también sitúa 
la convicción del órgano judicial como finalidad de la prueba, en relación con 
la afirmación de la existencia o inexistencia del hecho delictivo sostenido por 
la acusación, incluyendo todas las circunstancias jurídicamente relevantes 
que de él se deriven, así como la participación en él del acusado18.

1.2.3. La finalidad de la prueba como demostración o 
averiguación de la verdad

Por último, la tercera de las teorías indicadas concibe la finalidad de la 
prueba como la demostración o averiguación de la verdad de un hecho. Esta 
teoría se sostiene por autores como Bentham, quien señala que la prueba se 
configura como un medio para establecer la verdad de un hecho19, o Martínez 
Silva que indica que las pruebas son «los diversos medios por los cuales la 
inteligencia llega al descubrimiento de la verdad»20.

La Ley de Enjuiciamiento Civil (en adelante, LEC) no contiene una mención 
expresa al término «verdad» en relación con la prueba. Sin embargo, la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (en adelante, LECrim) sí alude a dicho concepto en 
diversas ocasiones, vinculándolo tanto a la finalidad de la práctica probatoria 
como al propio fin del proceso penal. En este sentido, el art. 273 LECrim, al 

15	 Serra Domínguez, M.: «Contribución al estudio de la prueba» en Estudios de Derecho Pro-
cesal, Ed. Ariel, Barcelona, 1967, pág. 320.

16	 Guasp, J.: Derecho Procesal Civil, Tomo I (3.º edición corregida), Instituto de Estudios Polí-
ticos, Madrid, 1973, pág. 321.

17	 Sentís Melendo, S.: La prueba. Los grandes temas del derecho probatorio, Ed. Ejea, Bue-
nos Aires, 1978, pág. 39.

18	 Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal Penal, Tomo I, Principios de Derecho Procesal Penal, 
Ed. Colex, Madrid, 2000, pág. 323. 

19	 Bentham, J.: Tratado de las pruebas judiciales (trad. por Ossorio Florit, M.), Ed. Comares, 
Granada, 2001, pág. 21. 

20	 Martínez Silva, C.: Tratado de las pruebas judiciales, Ed. Atalaya, Buenos Aires, 1947, pág. 21. 
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regular la práctica de las primeras diligencias para la averiguación del delito, 
establece que «el particular que intentare querellarse del delito podrá acudir 
desde luego al Juez de instrucción o municipal que estuviere más próximo o 
a cualquier funcionario de policía, a fin de que se practiquen las primeras dili-
gencias necesarias para hacer constar la verdad de los hechos y para dete-
ner al delincuente». Asimismo, el art. 474 LECrim, en relación con la práctica 
de la prueba pericial, dispone que «Antes de darse principio al acto pericial, 
todos los peritos (…) prestarán juramento (…) de proceder bien y fielmente en 
sus operaciones y de no proponerse otro fin más que el de descubrir y decla-
rar la verdad». Del mismo modo, el art. 726 LECrim, al regular la práctica de 
la prueba documental, vuelve a aludir a esta idea al señalar que «El Tribunal 
examinará por sí mismo los libros, documentos, papeles y demás piezas de 
convicción que puedan contribuir al esclarecimiento de los hechos o a la más 
segura investigación de la verdad»21.

En el plano doctrinal, Gimeno Sendra afirma que en el proceso penal el 
órgano jurisdiccional asume la obligación de descubrir la verdad histórica o 
material que no tiene que ser puramente coincidente con las que las partes 
le pudieran mostrar. De hecho, el autor añade que este es el motivo por el que 
la ley procesal penal trata de corregir el principio de aportación de parte en 
favor del modelo de investigación. Ello se manifiesta, entre otros aspectos, 
en la atribución al órgano jurisdiccional de la facultad de acordar de oficio 
la práctica de medios de prueba (art. 729.2 LECrim), de formular preguntas 
durante los interrogatorios (art. 708 LECrim) y de examinar por sí mismo la 
prueba documental (art. 726 LECrim)22.

Esta corriente, como las anteriores, también cuenta con posiciones 
detractoras. En este sentido, Sentís Melendo niega que sea posible que el 

21	 Asimismo, el art. 391 LECrim en el que aparece el término «verdad» en referencia a las 
declaraciones judiciales de los investigados por cuanto la ley indica que el procesado «(…) 
será siempre interrogado sobre cualquier otra circunstancia que conduzca al esclareci-
miento de la verdad», el art. 406 LECrim, en referencia a la declaración autoinculpatoria 
del investigado, en el que se indica que «La confesión del procesado no dispensará al Juez 
de instrucción de practicar todas las diligencias necesarias a fin de adquirir el convenci-
miento de la verdad de la confesión y de la existencia del delito», y los arts. 683, 701 y 713 
LECrim, relativos a la práctica de la prueba testifical, disponiendo este último que «En los 
careos del testigo con los procesados o de los testigos entre sí no permitirá el Presidente 
que medien insultos ni amenazas, limitándose la diligencia a dirigirse los careados los car-
gos y a hacerse las observaciones que creyeren convenientes para ponerse de acuerdo y 
llegar a descubrir la verdad».

22	 Gimeno Sendra, V.: Manual de Derecho Procesal Penal, Castillo de Luna, Madrid, 2015, 
pág. 801. Véase también: Almagro Nosete, J., Cortés Domínguez, V., Gimeno Sendra, V. 
y Moreno Catena, V.: Derecho Procesal, Tomo II: El proceso penal, 3.ª edición, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1990, págs.443-444; Gimeno Sendra, V.; Cortés Domínguez, V. y Moreno 
Catena, V.: Derecho Procesal Penal, 3.ª edición, Ed. Colex, Madrid, 1999, págs. 627-628 y 
Gimeno Sendra, V. Cortés Domínguez, V. y Moreno Catena, V.: Lecciones de Derecho Pro-
cesal Penal, 2.ª edición, Ed. Colex, Madrid, 2003, pág. 369. 
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órgano judicial llegue a estar en posesión de la verdad. Así, y citando a Gian-
nini, explica que a lo largo de los siglos se ha extendido la convicción de que, 
mediante un adecuado uso de los medios materiales y jurídicos, podría alcan-
zarse una representación fidedigna de la verdad, ya sea histórica o científica, 
lo que ha impulsado el perfeccionamiento y la depuración del proceso judi-
cial. Sin embargo, sostiene que «la verdad es, la certeza se tiene», de modo 
que la primera resulta inalcanzable, ya que el ser humano no puede estar en 
posesión de la verdad en sentido absoluto23.

Desde otro punto de vista, Fernández López afirma que las dos corrientes 
anteriormente expuestas, la que concibe la finalidad de la prueba como la 
fijación formal de los hechos y aquella que la concibe como el convencimiento 
judicial, parecen compartir la idea de que no es posible alcanzar la verdad en 
el proceso y, por tanto, asumen que la práctica de la prueba puede arrojar un 
resultado que no tenga nada que ver con la realidad de cómo sucedieron los 
hechos. No obstante, advierte que es evidente que existe en el legislador un 
interés en el hallazgo de la verdad puesto que configura mecanismos como, 
por ejemplo, el recurso de revisión que, en el orden penal, permite revocar 
sentencias condenatorias firmes cuando se muestran contrarias a la reali-
dad de cómo transcurrieron los hechos (arts. 954 y 955 LECrim). Por tanto, 
la autora apunta que el fallo debe extraerse tras una valoración racional de 
los medios de prueba practicados y que sea verdadera, al menos en términos 
aproximativos, ya que «está sometida a las limitaciones inherentes al cono-
cimiento humano y, en el caso del proceso, adicionalmente condicionada por 
límites temporales, legales y constitucionales»24.

En sintonía con esta interpretación también se pronuncia Calaza López, 
quien sostiene que la prueba no puede aspirar a alcanzar una verdad pura o 
trascendental por cuanto esa elevada verdad no puede erigirse como el obje-
tivo del juez del proceso penal, sino que el objetivo del órgano judicial será 
averiguar la realidad de unos hechos externos al proceso, acontecidos en el 
pasado y con relevancia penal25.

Por tanto, y dado que no se puede entender que el convencimiento judicial 
es irrelevante en este ámbito, es posible afirmar que debe conectarse con 
dos ideas, por un lado, la de su racionalidad derivada de su carácter intersub-
jetivo y, por otro lado, la relativa a su correspondencia con la realidad de los 
hechos acaecidos, aunque sea con un carácter aproximativo26. Asimismo, es 

23	 Sentís Melendo, S.: La prueba. Los grandes temas del derecho probatorio, Ed. Ejea, Bue-
nos Aires, 1978, págs. 40-43. 

24	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, págs.31-34. 

25	 Calaza López, S.: «El juicio oral» en Díaz Martínez, M. (Dir.), Gimeno Sendra, V., y Calaza 
López, S.: Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 457.

26	 En este sentido, véase: Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, 
Madrid, 2005, pág. 33.
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preciso apartarse de las posturas escépticas respecto de la posibilidad de 
alcanzar la verdad y asumir que la función de la prueba consiste en realizar 
la mejor aproximación posible a la verdad de los hechos introducidos por las 
partes en el proceso. Así, se puede entender que la actividad probatoria tiene 
por finalidad principal lograr la convicción del órgano judicial sobre la exac-
titud de una afirmación fáctica, no en términos de certeza absoluta, sino de 
probabilidad27.

2. Objeto y tema de la prueba

Sentado lo anterior, resulta necesario detenerse en el objeto de la activi-
dad probatoria desplegada por las partes, cuya delimitación no ha sido pací-
fica, sino que ha sido abordada de manera diversa por la doctrina. Asimismo, 
procede examinar qué es lo que ha de probarse en un proceso concreto, esto 
es, el denominado tema de la prueba.

2.1. El objeto de la prueba

La doctrina ha mantenido distintas posiciones acerca de cuál es el objeto 
de la prueba en el proceso. Un sector sostiene que lo constituyen los hechos, 
en cuanto acontecimientos de la realidad que resultan jurídicamente relevan-
tes. Otra corriente afirma que lo que realmente se prueba no son los hechos 
en sí mismos, sino las afirmaciones que las partes formulan acerca de esos 
hechos dentro del proceso. A estas dos posiciones se añaden planteamien-
tos intermedios, según los cuales el objeto de la prueba puede estar inte-
grado tanto por los hechos como por las afirmaciones sobre los mismos, en 
función de la posición procesal que se ocupe y de la función que la actividad 
probatoria deba cumplir en cada caso concreto28. Por tanto, resulta necesa-
rio examinar cada una de estas posturas doctrinales con el fin de precisar 
cuál de ellas ofrece una comprensión más adecuada del objeto de la prueba 
en el proceso penal.

27	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 15 y Gimeno Sendra, V., (con Cortés Domínguez, V. y Moreno Catena, V.): Leccio-
nes de Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. Colex, Madrid, 2003, pág. 370. 

28	 Silva Melero explica que estas teorías perciben el objeto de la prueba desde una doble 
perspectiva, por un lado, desde las partes del proceso que exponen hipótesis y, por tanto, 
introducen afirmaciones en el proceso y, por otro lado, desde el punto de vista del juez 
para el que la prueba sí tendrá por objeto los hechos. Véase: Silva Melero, V: La prueba 
procesal, Ed. Revista de Derecho Privado, Tomo I, Madrid, 1963, pág. 53. 
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2.1.1. Los hechos como objeto

La teoría que sostiene que el objeto de la prueba son los hechos consti-
tuye la teoría clásica en la materia, ya que, tradicionalmente, ha sido la pos-
tura que ha contado con mayor respaldo. Conforme a esta corriente, autores 
como Gómez Orbaneja afirman que el objeto sobre el que versa la actividad 
probatoria, aquello que hay necesidad de probar, y que se logra o no probar, 
son hechos29. En el mismo sentido, se pronuncia Pietro Castro quien añade 
que estos hechos pueden provenir tanto del mundo exterior como ser inter-
nos, siempre y cuando sean relevantes para la resolución judicial que se vaya 
a dictar en el proceso30.

En la misma corriente se ubica Fenech. Para este autor, el objeto de la 
prueba está constituido tanto por los datos de hecho, es decir, los datos fác-
ticos que conforman el supuesto de hecho de la norma a aplicar en el caso 
concreto, como por los datos normativos o de derecho que están conforma-
dos por las normas aplicables en el proceso, para las que rige el principio iura 
novit curia. Por tanto, afirma que los esfuerzos probatorios se deben centrar 
en los primeros datos, es decir, en los hechos que conforman la norma jurí-
dica aplicable31.

También parece acoger esta interpretación la propia LECrim, que hace alu-
sión a la consideración de los hechos como objeto de la prueba en el proceso 
penal. Así, en la última parte de su art. 729.2.º indica que «(…) Las diligencias 
de prueba no propuestas por ninguna de las partes, que el Tribunal considere 
necesarias para la comprobación de cualquiera de los hechos que hayan sido 
objeto de los escritos de calificación». De este precepto se desprende que 
el órgano jurisdiccional puede acordar la práctica de diligencias probatorias 
de oficio cuando las estime imprescindibles para el esclarecimiento de los 
hechos, los cuales se configuran, así, como el objeto de la prueba en el pro-
ceso penal32.

29	 Gómez Orbaneja, E.: Derecho Procesal Civil, Vol. I, 7.º edición, Ed. Artes Gráficas y Edicio-
nes, Madrid, 1975, pág. 291. También sostienen la tesis de que el objeto de la prueba son los 
hechos: Fenech, M.: Derecho Procesal Penal, Vol. I, Ed. Bosch, Barcelona, 1945, pág. 590, 
Chiovenda, G.: Instituciones de Derecho Procesal, Tomo III, Revista de Derecho Privado, 
1936, Madrid, pág. 208 y Micheli, G.A.: La carga de la prueba (Traducc. de Sentís Melendo), 
Buenos Aires, 1961, pág. 112.

30	 Pietro-Castro, L.: Tratado de Derecho Procesal Civil: Proceso declarativo y proceso de 
ejecución, Ed. Aranzadi, Pamplona, 1982, pág. 618.

31	 Guasp, J.: Derecho Procesal Civil, Tomo I (3.º edición corregida), Instituto de Estudios Polí-
ticos, Madrid, 1973, págs. 328-329. 

32	 Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, 
pág. 11.
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2.1.2. Las afirmaciones relativas a los hechos

La segunda de las posturas doctrinales, considera que el objeto de la 
prueba no lo constituyen los hechos de la realidad, sino las afirmaciones 
que las partes realizan acerca de estos hechos. Carnelutti fue el primero en 
plantearse esta tesis, dando origen a una discusión doctrinal, enfrentada a 
la anterior postura, que se mantiene hasta la actualidad33. En este sentido, 
el autor sostiene que «(…) justo es reconocer que objeto de la prueba no son 
los hechos sino las afirmaciones, las cuales no se conocen, pero se comprue-
ban, mientras que aquellos no se comprueban, sino que se conocen»34. En 
consecuencia, desde esta concepción, la actividad probatoria se orienta a 
la comprobación de enunciados fácticos, en cuanto constituyen construc-
ciones procesales susceptibles de verificación, y no a los hechos en su reali-
dad ontológica. En el mismo sentido, también se pronuncian Gimeno Sendra 
y Asencio Mellado. Por tanto, según esta postura, para comprobar si las afir-
maciones realizadas por las partes en el proceso se ajustan a la realidad, el 
órgano judicial deberá atender a la prueba de los hechos, que habrán sido 
introducidos por aquellas a través de los correspondientes medios de prueba, 
a fin de ponerlos en conocimiento del juzgador35.

Los argumentos a favor de esta teoría son diversos, especialmente cuando 
se ponen en relación con la postura anterior. El primero de ellos radica en la 
dificultad que entraña la prueba de los hechos, en la medida en que se trata 
de sucesos pasados e irrepetibles. En cambio, las afirmaciones que las partes 
formulan en el proceso sí pueden ser objeto de comprobación por el órgano 
jurisdiccional, a fin de determinar si se ajustan o no a la realidad de lo suce-
dido36. El segundo argumento apunta a que la falta de prueba de un hecho 
en el proceso no implica necesariamente que el mismo no haya existido en la 
realidad, del mismo modo que la consideración procesal de un hecho como 
probado no garantiza su correspondencia plena con lo realmente ocurrido. 
Conforme a ello, Serra Domínguez, los hechos pertenecen al plano de la rea-
lidad extraprocesal y existen con independencia del resultado que arroje la 
práctica de los distintos medios de prueba. Este planteamiento puede ilus-
trarse con el ejemplo propuesto por el autor, quien señala que no es posible 
«probar una mesa» en abstracto, pero sí es posible probar la afirmación for-

33	 Montero Aroca, J.: La prueba en el proceso civil, 6.ª edición, Ed. Thomson Civitas, 2011, 
pág. 69. 

34	 Carnelutti, F.: La prova civile, 2.ª ed, Edizioni dell’ Ateneo, Roma, 1947, pág. 40. 

35	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 15 y Gimeno Sendra, V., (con Cortés Domínguez, V. y Moreno Catena, V.): Leccio-
nes de Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. Colex, Madrid, pág. 370. 

36	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 37. 
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mulada por una persona acerca de una mesa concreta, situada en un lugar 
determinado y con unas características específicas37.

En esta misma línea se pronuncia Sentís Melendo cuando afirma que «los 
hechos no se prueban, los hechos existen. Lo que se prueba son las afirmacio-
nes que podrán referirse a los hechos». Asimismo, el autor añade que son pre-
cisamente esas afirmaciones —dotadas de un contenido concreto, referidas 
a una determinada materia y formuladas dentro del proceso— las que suelen 
versar sobre hechos, y que de ahí deriva la confusión en la que incurren quienes 
sostienen que lo que se prueba en el proceso son los hechos en sí mismos38.

2.1.3. Teorías eclécticas sobre el objeto de la prueba: los 
hechos como objeto de la prueba y las afirmaciones 
como tema de la prueba

Por último, es preciso hacer alusión a las teorías eclécticas para las cua-
les el objeto de la prueba puede ser tanto los hechos como las afirmaciones 
en relación a los mismos. En este sentido, Garcimartín Montero afirma que 
no es posible negar que las partes presentan los hechos al juez por medio 
de afirmaciones, pero ello no implica que las afirmaciones sean el objeto de 
la prueba, sino que son únicamente el instrumento del que se dispone para 
lograr el traslado de los hechos al proceso39.

En la misma línea, Montero Aroca explica que la aparente oposición entre 
quienes consideran que el objeto de la prueba son los hechos y quienes afir-
man que lo son las afirmaciones de las partes acerca de los hechos es, en rea-
lidad, conciliable si se entiende que ambas posturas se refieren a planos dis-
tintos. Así, señala que, si por objeto de la prueba se entiende aquello que debe 
ser probado, en abstracto y sin referencia a un proceso concreto, es decir, todo 
lo que puede ser establecido por una norma material como supuesto fáctico 
de una consecuencia jurídica, el objeto estará constituido por los hechos en 
sentido general. Por el contrario, cuando la cuestión se plantea en relación con 
un proceso concreto, lo que debe probarse son las afirmaciones que las partes 
realizan sobre esos hechos, esto es, el tema de la prueba40.

37	 Serra Domínguez, M.: «Contribución al estudio de la prueba» en Estudios de Derecho Pro-
cesal, Ed. Ariel, Barcelona, 1967, pág. 322. 

38	 Devis Echandía H.: Teoría general de la prueba judicial, Tomo I, ed. Víctor P. de Zavalía, 
Buenos Aires, 1961, págs. 12-13. Véase, en el mismo sentido: Muñoz Sabaté, L.: Técnica pro-
batoria: estudios sobre las dificultades de la prueba en el proceso, 2.ª edición, Ed. Praxis, 
Barcelona, 1983, pág. 57.

39	 Garcimartín Montero, R.: El objeto de la prueba en el proceso civil, Ed. Cedecs, Barcelona, 
1997, págs. 48-49. 

40	 Montero Aroca, J.: La prueba en el proceso civil, 6.ª edición, Ed. Thomson Civitas, 2011, 
págs. 68-69.
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Desde esta perspectiva, al aludir al objeto de la prueba se hace referen-
cia a aquello que puede ser probado en términos generales dentro del pro-
ceso, con especial referencia a los hechos que integran el supuesto fáctico 
de la norma cuya aplicación se pretende. Así, Barona Vilar señala que, en 
el ámbito del proceso penal, el objeto de la prueba comprende no solo los 
hechos punibles, sino también los hechos impeditivos, extintivos y excluyen-
tes que inciden en la tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad y determinación 
de la pena. En cambio, cuando se alude a las afirmaciones concretas que, en 
un proceso determinado, deben ser probadas para que el órgano jurisdiccio-
nal pueda declarar la consecuencia jurídica prevista en la norma cuya apli-
cación se pretende, se está haciendo referencia a un aspecto distinto, con-
cretamente al tema de la prueba. Como apunta la misma autora, este debe 
abordarse desde la particularidad de cada caso concreto, atendiendo a cuál 
es el objeto del proceso, quiénes son los sujetos intervinientes o qué medios 
de prueba se han propuesto, entre otros factores41.

Por tanto, esta última postura no solo permite armonizar las dos posicio-
nes anteriormente expuestas, sino que también hace posible distinguir entre 
los hechos que delimitan el objeto de la prueba —por constituir el supuesto 
fáctico de la norma penal— y las afirmaciones que las partes realizan sobre 
los hechos relevantes en un proceso penal concreto, las cuales integran el 
tema de la prueba. Por ello, es preciso abordar a continuación la noción de 
hecho para poder adentrarse posteriormente en el estudio de cuáles de ellos 
deben ser probados en un concreto proceso penal.

A) El hecho como objeto de prueba en el proceso penal

Respecto a qué se debe entender por un «hecho» sobre el que recae la 
actividad probatoria, Montero Aroca, citando a Rosenberg, afirma que dicho 
término se emplea para hacer referencia a «los acontecimientos y circunstan-
cias concretas determinados en el espacio y en el tiempo, pasados y presen-
tes, del mundo exterior y de la vida anímica humana, que el derecho objetivo 
ha convertido en presupuesto de un efecto jurídico»42. A ello hay que añadir la 
posibilidad de que también se hayan de probar hechos futuros, como podrían 
ser las secuelas de una determinada conducta delictiva43. Dentro de estos 
hechos —pasados, presentes o futuros—, que pueden ser objeto de prueba 

41	 Por todo, véase: Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la acti-
vidad probatoria» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. 
Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 80.

42	 Véase: Montero Aroca, J.: La prueba en el proceso civil, 6.ª edición, Ed. Thomson Civitas, 
2011, págs. 68-69 y Rosenberg, L.: Tratado de derecho procesal civil, II (Traduc. De Romera 
Vera), Buenos Aires, 1955, pág. 209 y ss. 

43	 Satta, S.: Commentario al codice di procedura civile, I, Milano, 1959, pág. 454-455. 
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también se pueden encontrar hechos positivos, negativos, incluso, una con-
secuencia jurídica44.

Por el contrario, quedan excluidos de prueba los hechos notorios, los 
hechos evidentes, los hechos no controvertidos y los hechos presumidos. 
Los hechos notorios son aquellos conocidos por todos y, en consecuencia, 
por el juzgador, puesto que hacen referencia a eventos que han tenido una 
importante repercusión pública o que forman parte de la cultura propia de 
un determinado círculo social en el momento en que se toma la decisión45. 
Gómez Orbaneja cita como ejemplos de ello, un desastre a nivel nacional o 
internacional, como pudieran ser catástrofes naturales, una inundación o un 
terremoto o una guerra46. No se considerarán como tales, aquellos que hayan 
sido conocidos por el órgano jurisdiccional, de manera oficial o privada, sino 
solo los que gozan de un reconocimiento general en el espacio y en el tiempo 
en el que se está llevando a cabo el proceso47. Asimismo, Barona Vilar señala 
que los hechos evidentes también quedan exentos de prueba, en la medida 
en que su constatación resulta innecesaria dentro del proceso penal. Por 
tanto, se trata de supuestos en los que la realidad del hecho se impone de 
manera inmediata como ocurre, por ejemplo, ante la presencia de un cuerpo 
humano en avanzado estado de putrefacción, respecto del cual no cabe duda 
de que se trata de un cadáver48.

Respecto a los hechos no controvertidos, en el proceso civil sí se realiza la 
distinción entre estos y los hechos controvertidos, que están conformados 
por aquellos hechos o actos alegados por las partes sobre los que existe con-
tradicción y que son determinados en la audiencia previa49. No obstante, en 
el proceso penal todos los hechos tienen la naturaleza de controvertidos y, en 
consecuencia, todos pueden ser objeto de prueba en el proceso por cuanto 
las partes no pueden fijarlos de ninguna forma.

44	 Montero Aroca, J.: La prueba en el proceso civil, 6.ª edición, Ed. Thomson Civitas, 2011, 
págs. 71. 

45	 En este sentido, véase: Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de 
la actividad probatoria» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La 
prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 100.

46	 Gómez Orbaneja, E.: Derecho Procesal Civil, Vol. I, 7.º edición, Ed. Artes Gráficas y Edicio-
nes, Madrid, 1975, pág. 292. El art. 281.4 LEC hace alusión expresa a los hechos notorios 
indicando que «No será necesario probar los hechos que gocen de notoriedad absoluta 
y general». Se entiende que este artículo es de aplicación supletoria también en el orden 
penal (art. 4 LEC). 

47	 Guasp, J.: Derecho Procesal Civil, Tomo I (3.º edición corregida), Instituto de Estudios Polí-
ticos, Madrid, 1973, pág. 330. 

48	 Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad probato-
ria» en González Cano, M. I. (Dir.) Y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La 
prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 100.

49	 Cortés Domínguez, V. y Moreno Catena, V.: Derecho Procesal Civil. Parte general, Ed. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pág. 212.
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Los hechos presumidos también quedan excluidos de la prueba, debiendo 
distinguirse, a este respecto, entre las presunciones iuris tantum, las pre-
sunciones iuris et de iure y las denominadas verdades aparentes o interinas. 
Tanto las presunciones iuris et de iure como las presunciones iuris tantum 
comparten una misma estructura lógica: un hecho base o indicio, un hecho 
presumido y un nexo que permite inferir este último a partir del primero. Sin 
embargo, el régimen probatorio que se deriva de cada una es distinto. En 
las presunciones iuris et de iure, la ley dispensa de probar el hecho presu-
mido, pero exige que se acredite el hecho base. Una vez probado este, no se 
admite prueba en contrario ni respecto del hecho presumido ni del nexo que 
los vincula. No obstante, sí es posible combatir la presunción negando o des-
virtuando la existencia del hecho base. En cambio, en las presunciones iuris 
tantum, aunque la estructura es idéntica, sí se admite prueba en contrario. 
Puede discutirse tanto el hecho base —sin cuya acreditación la presunción 
no opera— como el hecho presumido, incluso después de haberse probado 
el indicio inicial50.

No sucede lo mismo con el caso de las verdades interinas o presunciones 
aparentes, ya que su rasgo más característico es que se encuentran total-
mente excluidas de prueba, a no ser que se compruebe lo contrario. Las 
verdades interinas no pueden ser tratadas como verdaderas presunciones 
por cuanto no comparten los elementos esenciales de aquellas, esto es, la 
existencia de un hecho base, un nexo y un hecho presumido. La presunción 
de inocencia es el ejemplo más ilustrativo de esta categoría en el marco del 
proceso penal, puesto que el imputado no habrá de acreditar su no culpabi-
lidad para que le sea aplicable ni tampoco habrá de probar ningún indicio al 
respecto51. Se abordará esta cuestión con mayor profundidad en las siguien-
tes páginas.

Por tanto, se entiende que cuando se alude a los hechos objeto de la 
prueba se está haciendo referencia a aquellos acontecimientos y circunstan-
cias —pasados, presentes e, incluso, futuros— que integran el presupuesto 
fáctico de una norma penal excluyéndose, en todo caso, los hechos noto-
rios, los hechos evidentes, los hechos amparados por verdades interinas y, 
con carácter general, las presunciones legales, con las particularidades que 
estas presentan. Asimismo, también cabe advertir que en este ámbito tam-
bién se excluyen las normas jurídicas y las máximas de experiencia.

Así pues, una vez sentado lo anterior, procede incidir en cuáles son las con-
cretas afirmaciones de hecho que las partes deben alegar en un concreto 
proceso y, en particular, en el marco del proceso penal.

50	 Por todo, véase: Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 
2005, págs. 41-44.

51	 Asencio Gallego, J.M.: «Presunción de inocencia y presunciones iuris tantum en el pro-
ceso penal», en Revista General de Derecho Procesal», n.º 36, 2015, págs. 23 y ss.
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2.2. El tema de la prueba

Conforme a lo apuntado, la expresión «tema de la prueba» se utiliza para 
designar el conjunto de afirmaciones fácticas que deben ser acreditadas en 
un proceso concreto para que el órgano jurisdiccional pueda declarar la con-
secuencia jurídica interesada por la parte52.

La determinación de los hechos que integran las afirmaciones de las par-
tes ha sido una cuestión ampliamente desarrollada respecto al proceso civil, 
mientras que en el proceso penal no ha recibido un tratamiento tan sistemá-
tico. En este sentido, hay voces que consideran trasladable al proceso penal la 
clasificación de los hechos elaborada en dicho ámbito con el objetivo de preci-
sar sobre qué tipo de hechos deben centrar las partes su actividad probatoria 
en un caso concreto53. Conforme a esta clasificación, y con las debidas mati-
zaciones, cabe diferenciar entre hechos constitutivos —objetivos y subjetivos— 
impeditivos, extintivos, modificativos y excluyentes, si bien estos últimos son 
los únicos que no resultan plenamente trasladables al proceso penal54.

2.2.1. Las afirmaciones relativas a los hechos constitutivos

Bajo la expresión hechos constitutivos se comprenden «aquellos que fun-
damentan la pretensión de la parte activa del proceso, en la medida en que 
conforman el supuesto de hecho de la norma jurídica cuya aplicación se soli-
cita»55. No se trata, por tanto, de cualquier circunstancia fáctica vinculada 
al caso, sino exclusivamente de los hechos jurídicamente relevantes que, de 
resultar probados, permiten sustentar la consecuencia jurídica pretendida. 
Así, se entiende que en el proceso penal los hechos constitutivos se refieren 
a aquellos que conforman la pretensión punitiva, es decir, al hecho o hechos 
ilícitos atribuidos al acusado, así como sobre la forma de participación que 

52	 Montero Aroca, J.: La prueba en el proceso civil, 6.ª edición, Ed. Thomson Civitas, 2011, 
pág. 76-77. 

53	 En este sentido, véase: Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, 
Madrid, 2005, págs.48-67 y Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales 
de la actividad probatoria» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La 
prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs. 93-98. 

54	 En este sentido, Fernández López apunta que la única categoría de hechos que no parece 
trasladable al proceso penal es la referida a los hechos excluyentes ya que se tratan de 
«hechos que otorgan contra derechos a la parte pasiva del procedimiento». Ello implica 
que estos derechos son de carácter privado y que, en consecuencia, solo se puedan alegar 
a instancia de parte. Como se ha apuntado, esta categoría no tendría encaje en el marco 
del proceso penal en el que las partes no tienen el poder de disposición sobre los hechos. 
Véase: Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, 
págs.48-49 y 71. 

55	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 49.
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se le atribuye en su comisión56. Ello exige acreditar los elementos objetivos y 
subjetivos del tipo penal aplicable, así como las circunstancias penalmente 
relevantes cuya apreciación se pretenda57.

Por tanto, se pueden distinguir dos tipos de hechos constitutivos en el 
marco del proceso penal, los objetivos y los subjetivos. Los hechos consti-
tutivos objetivos se refieren a los elementos materiales del delito y se defi-
nen como aquellos que el sujeto realiza, u omite, como condición necesaria 
para la realización de la conducta típica. Del mismo modo, han de ser objeto 
de prueba las circunstancias agravantes de la responsabilidad penal, en la 
medida en que su apreciación puede conducir a una respuesta punitiva más 
severa y, en consecuencia, influye de forma directa en la determinación de 
la consecuencia jurídica derivada del conjunto de los elementos fácticos 
acreditados58. Por su parte, los hechos constitutivos subjetivos se refieren 
al conjunto de circunstancias que conforman el estado mental del sujeto al 
que se le imputa la conducta típica, tales como su voluntad o creencias. Así, 
se podrían englobar en este ámbito circunstancias tales como si el sujeto ha 
actuado de forma dolosa o imprudente, con alevosía o en legítima defensa59.

La actividad probatoria en relación con estos hechos recae sobre la acu-
sación, y su acreditación puede llevarse a cabo mediante prueba directa o a 
través de prueba indiciaria. Esta última permite alcanzar la certeza sobre las 
referidas afirmaciones fácticas a partir de datos que no constituyen hechos 
constitutivos en sentido estricto, pero que, debidamente acreditados y valo-
rados de forma conjunta, permiten inferir razonablemente su existencia60. 
Posteriormente, se hará referencia a ella más pormenorizadamente.

56	 Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad probatoria» 
en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba 
en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs. 93. 

57	 Moreno Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: 
Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, 
pág.445 y Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad 
probatoria» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo 
II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs. 93-96, 

58	 Véase Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad pro-
batoria» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. 
La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 92 y Fernández López, 
M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 54. 

59	 Como apunta Fernández López, se identifican como tales aquellas circunstancias que en 
el ámbito penal configuran el elemento de la culpabilidad. Fernández López, M.: Prueba y 
presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, págs. 58-59. En este sentido, véase tam-
bién: Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad proba-
toria» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La 
prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 94. 

60	 Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad probatoria» 
en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba 
en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs. 94-95. 
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2.2.2. Las afirmaciones relativas a los hechos favorables a la 
defensa

En el proceso penal no constituyen objeto de prueba únicamente las afir-
maciones fácticas relativas al hecho delictivo introducidas por las partes acu-
sadoras, sino también aquellos hechos alegados por la defensa que puedan 
incidir en la existencia del delito, la participación del acusado o la eventual 
atenuación o exclusión de su responsabilidad penal. Estos últimos reciben la 
denominación de hechos favorables a la defensa61.

Por tanto, estas afirmaciones fácticas son aquellas que resultan favorables 
al acusado, en la medida en que su acreditación puede conducir al dictado de 
una sentencia absolutoria, impedir o dificultar la emisión de un pronuncia-
miento condenatorio o incidir en la culpabilidad o en la punibilidad. En este 
contexto, la doctrina suele distinguir entre hechos impeditivos, modificativos 
y extintivos de la responsabilidad penal62.

A) Las afirmaciones relativas a hechos impeditivos

Los hechos impeditivos se definen como aquellos encaminados a excluir 
la condena, bien negando la existencia del hecho delictivo o la participa-
ción del acusado, bien sosteniendo que el hecho no es penalmente relevante 
—por falta de tipicidad o por concurrir una causa de justificación—, o bien 
afirmando la ausencia de culpabilidad o la existencia de una causa de exclu-
sión de la punibilidad63. Por tanto, estos hechos aluden a la no originación o 
a aquello que obstaculizó su nacimiento y, en consecuencia, implican que los 
hechos constitutivos carecen de las condiciones necesarias para producir los 
efectos que les son propios64. No se puede afirmar que su prueba suponga 
una carga para la defensa, pero se puede admitir que, una vez probadas las 
alegaciones de la acusación respecto a los hechos constitutivos del delito y la 
participación en ellos del acusado, este deberá alegar y, por ende, acreditar 
los hechos impeditivos que para él se deriven de lo imputado y probado65.

61	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, págs. 67-71. 

62	 Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad probatoria» 
en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba 
en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 93. 

63	 En este sentido, véase: Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, 
Madrid, 2005, pág. 68. 

64	 Díaz Fuentes, A.: La prueba en la nueva Ley de enjuiciamiento civil, 2.ª edición, Ed. Bosch, 
Barcelona, 2004, págs. 26 y ss. 

65	 Así, resulta ilustrativa la STS de 9 de febrero de 1995, que apunta que «Una cosa es el hecho 
negativo, y otra distinta el impeditivo, pues no es lo mismo la negación de los hechos que 
la introducción de un hecho que, aún acreditados aquéllos, impida sus efectos punitivos, 
pues esto debe probarlo quien lo alega ya que el equilibrio procesal de las partes impone a 
cada una el "onus probandi" de aquello que pretende aportar al proceso, de modo que pro-
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A tales efectos, la defensa puede optar por negar la existencia del hecho 
delictivo, por ejemplo, afirmando que la supuesta víctima de homicidio vive; 
asimismo puede sostener su no participación en los hechos por los que se 
le acusa, para lo que puede afirmar la existencia de una coartada, por ejem-
plo, que en el momento de comisión de los hechos delictivos se encontraba 
a kilómetros de distancia; y también puede alegar la ausencia de tipicidad, 
de antijuridicidad, de culpabilidad o alguna causa de exclusión de la puni-
bilidad66. A tales efectos, y en relación a la ausencia de tipicidad, el acusado 
puede tratar de alegar hechos que pongan de manifiesto la falta de alguno de 
los elementos objetivos o subjetivos exigidos por el tipo penal y que, en con-
secuencia, determinen la atipicidad de la conducta. Esta atipicidad puede 
derivar no solo de la inexistencia material de alguno de tales elementos, sino 
también de un error del autor acerca de la concurrencia de un elemento obje-
tivo del tipo. Dicho error excluye el dolo y, por tanto, impide afirmar la tipici-
dad dolosa. Así sucede, por ejemplo, en los supuestos de error de tipo previs-
tos en el art. 14.1 CP67.

En relación a la ausencia de antijuridicidad, se puede alegar como hecho 
impeditivo la concurrencia de alguna causa de justificación que determina 
que el hecho punible sea lícito. En este sentido, el art. 20 CP enumera una 
serie de eximentes algunas de las cuales se consideran que son causas de 
justificación en la medida en que eliminan la antijuridicidad, distinguiéndose 
la legítima defensa (art. 20.4 CP), el estado de necesidad (art. 20.5 CP), el 

bados el hecho y la participación en él del acusado que es la carga probatoria que recae 
sobre la acusación, dicha carga se traslada a aquél cuando sea él quien alegue hechos o 
extremos que eliminen la antijuridicidad, la culpabilidad o cualquier otro elemento exclu-
yente de la responsabilidad por los hechos típicos que se probaren como por él cometidos 
(sentencias del Tribunal Supremo de 9 y 15 de febrero de 2015)» (STS de 9 de febrero de 
1995, ECLI:ES:TS:1995:11705, FJ 1.º). En idéntico sentido se pronuncian otras como la STS 
76/2025, de 31 de enero, ECLI:ES:TS:2025:788. Asimismo, la STS 366/2020, de 2 de julio, 
apunta que «(…) la presunción de inocencia abarcaba la demostración de la autoría del 
hecho delictivo y de la realidad material del acto que ha sido enjuiciado y que la concu-
rrencia del elemento culpabilístico que autoriza la aplicación de los tipos delictivos perte-
nece a la libertad de criterio de la Sala siempre que actúe sobre bases fácticas que previa-
mente lo configure. Los elementos subjetivos culpabilísticos en el sentido técnico-penal 
del término y la inferencia de los mismos pertenecen al ámbito de la legalidad ordinaria 
y no están cubiertos por la presunción constitucional, más que en el concreto punto de 
que si han de estar probados los hechos o datos objetivos sobre los que las valoraciones 
actúen, sin que el principio constitucional sirva de cobertura a las circunstancias eximen-
tes y atenuantes, por cuanto la concurrencia y prueba de las causas de justificación no 
corresponde a la acusación sino a la defensa que las alegan (SSTS 21.1.2002, 20.5.2003, 
12.5.2010). Es decir que el acusado viene obligado a probar los hechos impeditivos de la 
responsabilidad penal que para él se derive de lo imputado y probado» (STS 366/2020, de 
2 de julio, ECLI:ES:TS:2020:2465, FJ 2.º). 

66	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 68. 

67	 Muñoz Conde, F. y García Arán, M.: Derecho Penal: Parte general, 11.ª edición, Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2022, pág. 256. 
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ejercicio legítimo de un derecho (art. 20.7 CP), el desempeño de un oficio o 
cargo (art. 20.7 CP).

También pueden operar como hechos impeditivos la alegación de circuns-
tancias que determinen la ausencia de culpabilidad. Por ejemplo, aquellas 
que excluyan la imputabilidad, como la concurrencia de una anomalía o alte-
ración psíquica, o de un trastorno mental transitorio, en los términos del art. 
20.1.º CP; las dirigidas a excluir la exigibilidad de una conducta conforme a 
Derecho, como el miedo insuperable (art. 20.6.º CP); o aquellas que exclu-
yan la culpabilidad por desconocimiento de la antijuridicidad del hecho, 
como sucede en los casos de error de prohibición (art. 14.3 CP). Asimismo, 
la defensa también puede esgrimir la exclusión de la punibilidad mediante la 
acreditación de alguna excusa absolutoria, por ejemplo, las contempladas en 
los arts. 268 o 480 CP68.

B) Las afirmaciones relativas a hechos modificativos

Además de invocar la concurrencia de algún hecho impeditivo o, subsidia-
riamente, para el caso de que dicha alegación no prospere, el acusado puede 
también tratar de acreditar la existencia de hechos modificativos de la res-
ponsabilidad penal. De este modo, aun cuando no se excluya la existencia del 
delito ni su participación en él, la prueba de tales circunstancias puede incidir 
en la determinación del grado de culpabilidad o en la concreta consecuencia 
jurídico-penal a imponer. Así pues, estos hechos se refieren a circunstancias 
que, sin excluir la responsabilidad criminal, inciden en su alcance o intensidad, 
normalmente mediante la apreciación de circunstancias atenuantes u otras 
causas que determinan una menor gravedad de la consecuencia jurídica69.

En este sentido, el acusado puede optar por plantear la existencia de 
circunstancias que, sin excluirla por completo, pueden llegar a afectar a la 
tipicidad como, por ejemplo, la introducción en el proceso de un hecho que 
implique realizar una nueva calificación jurídica de los hechos que están 
enjuiciando70; la existencia de circunstancias atenuantes específicas del tipo 
delictivo concreto objeto de acusación, de eximentes incompletas (art. 21.1.ª 
CP) o de atenuantes genéricas (art. 21.2.ª y ss. CP) como, por ejemplo, alegar 

68	 In extenso, Muñoz Conde, F. y García Arán, M.: Derecho Penal: Parte general, 11.ª edición, 
Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2022, págs. 283 y ss. 

69	 En este sentido, véase: Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, 
Madrid, 2005, págs.69-70.

70	 Ello podría suceder en un caso en que la calificación sea de asesinato, por la concurrencia 
de la circunstancia de precio, y se introduzca la posibilidad de que el acusado no actuara 
por precio, supuesto en el que cabría calificar el hecho como homicidio y no como asesi-
nato». Véase Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, 
págs.69-70.
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una grave adicción a sustancias tóxicas (art. 21.2.ª CP), la reparación del daño 
(art. 21.5.ª CP) o la existencia de dilaciones indebidas (art. 21.6.ª CP)71.

C) Las afirmaciones relativas a hechos extintivos

Por último, se encuentran los hechos extintivos que, en el ámbito penal, 
pueden definirse como aquellos que, aun existiendo el delito y la responsa-
bilidad penal derivada del mismo, impiden la imposición o la ejecución de la 
pena. Por tanto, se trata de circunstancias que, pese a ser ajenas a la comi-
sión del delito, pueden extinguir la pretensión acusatoria. Dentro de esta 
categoría cabría incluir, entre otros, la prescripción del delito (art. 130.1.6.º 
CP), la cosa juzgada o el perdón del ofendido (art. 130.1.5.º CP), siempre y 
cuando, se le atribuya esta eficacia extintiva72.

Estos hechos también deben probarse por la defensa para que pue-
dan desplegar el efecto pretendido73. No obstante, es preciso advertir que 
tanto la cosa juzgada como la prescripción son cuestiones de orden público 
que pueden ser apreciadas también de oficio. Así, en este último sentido, 
el Tribunal Supremo afirma que «la prescripción tiene naturaleza de orden 
público, debiendo ser apreciada incluso de oficio en cualquier momento del 
procedimiento en que se detecte», siendo posible su aplicación después de 
celebrado el juicio oral74.

En definitiva, mientras que el objeto de la prueba se sitúa en un plano más 
general y abstracto, referido a los hechos sobre los que puede recaer la acti-
vidad probatoria de las partes y, en su caso, del órgano judicial en el proceso 
penal, el tema de la prueba se ubica en un ámbito más concreto y delimi-
tado, relativo a las afirmaciones sobre los hechos que deben acreditarse en 

71	 Muñoz Conde, F. y García Arán, M.: Derecho Penal: Parte general, 11.ª edición, Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2022, págs. 335-349. 

72	 En este sentido, véase: BARONA VILAR, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de 
la actividad probatoria» en GONZÁLEZ CANO, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La 
prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 97 y 
Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, págs.70-71.

73	 Barona Vilar, S.: «Objeto de la prueba y principios esenciales de la actividad probatoria» 
en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba 
en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 97 y Fernández López, M.: Prueba 
y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 97. En este sentido, la STS de 19 de 
abril de 1996, apunta que «Lo que dispensa o libera de carga probatoria es la simple y 
mera negación de la intervención en el hecho, pero acreditada la misma se produce una 
nivelación procesal de las partes y así, la acusada, si introduce en la causa un hecho extin-
tivo, tiene la carga de justificar probatoriamente la existencia del mismo, pues la propia 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha limitado la carga de la prueba de la acusa-
ción a la de los hechos constitutivos de la pretensión penal» (STS de 19 de abril de 1996, 
ECLI:ES:TS:1996:2887). 

74	 En este sentido, véase: SSTS 793/2011, de 8 de julio, ECLI:ES:TS:2011:5048, FJ 1.º y 
839/2002, de 6 de mayo, ECLI:ES:TS:2002:3160, FJ 1.º. 
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un proceso penal específico para que el órgano judicial pueda declarar la 
consecuencia jurídica interesada por la acusación. No obstante, como se ha 
apuntado, el tema de la prueba no se agota en la acreditación de los hechos 
constitutivos de la pretensión punitiva, sino que se refiere también a aquellas 
afirmaciones fácticas introducidas por la defensa que pueden excluir, ate-
nuar o extinguir la responsabilidad penal. Desde esta perspectiva, la clasi-
ficación de los hechos elaborada en el ámbito del proceso civil —relativa a 
los hechos constitutivos, impeditivos, modificativos y extintivos— resulta útil 
también en el proceso penal, con las adaptaciones y particularidades deriva-
das del principio acusatorio y de la presunción de inocencia.

Así, los hechos constitutivos, tanto objetivos como subjetivos, delimitan el 
núcleo de la acusación y su prueba incumbe a las partes acusadoras, quienes 
deben acreditar la realidad del hecho punible, la participación del acusado y 
las circunstancias que agravan la responsabilidad. Frente a ello, la defensa 
puede introducir hechos favorables que operen como impeditivos —negando 
la tipicidad, la antijuridicidad, la culpabilidad o la punibilidad—, como modi-
ficativos —dirigidos a atenuar la respuesta penal— o como extintivos, orien-
tados a impedir la imposición o ejecución de la pena pese a la existencia del 
delito y la responsabilidad. Si estas afirmaciones se alegan por parte del 
acusado en el plenario, por lo general, deberá acreditarlas para que puedan 
desplegar eficacia jurídica. No obstante, lo esencial es que el deber de pro-
bar los elementos constitutivos del delito corresponde a las partes acusado-
ras. Si estas no despliegan una actividad de cargo suficiente para enervar el 
derecho a la presunción de inocencia que asiste al acusado, el órgano judicial 
no podrá dictar una sentencia condenatoria. Por tanto, dada la relevancia de 
este derecho en el proceso penal, resulta imprescindible efectuar una aproxi-
mación a su estudio, que cobrará especial relevancia cuando se aborde, con 
posterioridad, el tratamiento de las singularidades que presenta la prueba 
en el ámbito de la violencia sexual, donde la actividad probatoria presenta 
notables singularidades y en el que su respeto se erige como un límite funda-
mental para evitar la vulneración de las garantías procesales.

3. Derecho a la presunción de inocencia y carga de 
la prueba

Una vez delimitado el marco general de la actividad probatoria, procede 
abordar una institución que ocupa una posición central en la estructura del 
proceso penal, el derecho a la presunción de inocencia. Este constituye una 
de las garantías estructurales del proceso penal y uno de los principales lími-
tes al ejercicio del ius puniendi del Estado. Su relevancia no se agota en la 
proclamación del estatuto inicial de inocencia del acusado, sino que pro-
yecta efectos concretos sobre la configuración de la actividad probatoria, 
sobre las exigencias de validez y suficiencia de la prueba de cargo y sobre la 
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propia decisión judicial. Por ello, su examen resulta imprescindible para com-
prender en qué condiciones puede reputarse legítimamente desvirtuada la 
inocencia del acusado y dictarse una sentencia condenatoria. Asimismo, se 
abordará la cuestión relativa a la carga de la prueba que, teniendo en cuenta 
las particularidades que presenta su configuración en el proceso penal, su 
estudio permite precisar el alcance de las exigencias probatorias que corres-
ponden a la acusación, los márgenes de actuación de la defensa y los crite-
rios que han de orientar la decisión judicial cuando subsisten dudas acerca 
de los hechos relevantes del proceso.

3.1. Concepto y manifestaciones del derecho a la 
presunción de inocencia

El derecho a la presunción de inocencia es un derecho fundamental con-
sagrado constitucionalmente en el art. 24.2 CE y que implica que se ha de 
considerar inocente a toda persona investigada hasta que recaiga sobre ella 
una sentencia penal condenatoria que, además, sea firme75.

La consagración de este derecho comenzó a gestarse a partir del siglo 
XVIII, periodo en el que se generalizó el rechazo al proceso inquisitivo. En ese 
sistema, las personas sospechosas de haber cometido un delito eran trata-
das desde el inicio como culpables, obligadas a demostrar su inocencia y, 
en muchos casos, sometidas a tortura para obtener una confesión76. Con el 
objetivo de operar un cambio en este modelo, las ideas reformistas se expan-
dieron por toda Europa, aunque tuvieron un impacto especialmente signifi-
cativo en Francia, donde se había instaurado una de las versiones más seve-
ras del proceso inquisitivo para el inculpado77. Finalmente, estas corrientes 
de pensamiento cristalizaron en la Declaración de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano, aprobada en el año 1789 por la Asamblea Nacional Consti-
tuyente francesa, documento que reconoció expresamente la presunción de 
inocencia78.

75	 Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2015, 
pág. 137. 

76	 En el Antiguo Régimen el proceso penal era utilizado como un medio coactivo caracte-
rizado por ser un proceso inquisitivo, en el que el juzgador por sí mismo detenía, interro-
gaba, investigaba y, finalmente, condenaba al sospechoso que no era sujeto, sino objeto 
de su actividad. Además, el proceso se celebraba en secreto y partía de la presunción de 
culpabilidad. Véase: Roxin, C. y Schünemann, B.: Derecho Procesal Penal (traducción de la 
29.ª edición), Ediciones Didot, 2019, pág. 156.

77	 Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y prueba en el proceso penal, La Ley, Madrid, 
1993, pág. 17. 

78	 Concretamente, el derecho a la presunción de inocencia se consagró como una regla de 
tratamiento al imputado, al establecer en su art. IX que: «Puesto que cualquier hombre se 
considera inocente hasta no ser declarado culpable, si se juzga indispensable detenerlo, 
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Posteriormente, este derecho también comenzó a ser reconocido en otros 
textos tanto nacionales como internacionales. En el ámbito internacional, el 
derecho a la presunción de inocencia está expresamente consagrado en el 
artículo 11.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, que 
establece que: «toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la 
ley y en un juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías 
necesarias para su defensa». Esta misma afirmación se reitera en el art. 14.2 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado también 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 
y ratificado por España el 13 de abril de 1977, que reconoce igualmente que 
toda persona acusada de un delito gozará del derecho a la presunción de ino-
cencia.

En el ámbito europeo, el derecho a la presunción de inocencia viene consa-
grado en el apartado 2 del art. 6 del Convenio Europeo para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, conocido como 
Convención Europea de Derechos Humanos, de fecha 4 de noviembre de 
1950 (En adelante, CEDH). Esta norma, dispone que: «toda persona acusada 
de una infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido 
legalmente declarada».

En el mismo sentido, se pronuncia el párrafo final del apartado VII del Acta 
Final de Helsinki, adoptada en el seno de la Conferencia para la Seguridad y la 
Cooperación en Europa en 1975, dedicado al respeto de los derechos huma-
nos y de las libertades fundamentales. Este instrumento establece que, en 
el campo de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, los 
Estados participantes deberán actuar de conformidad con los propósitos y 
principios de la Carta de las Naciones Unidas y de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, y cumplir sus obligaciones tal como han sido defini-
das en los acuerdos y declaraciones internacionales pertinentes, incluidos 
los Pactos Internacionales de Derechos Humanos.

En el plano de la Unión Europea, la plasmación de este derecho se encuen-
tra en la Directiva (UE) 2016/343 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 
de marzo de 2016, por la que se refuerzan en el proceso penal determinados 
aspectos de la presunción de inocencia y el derecho a estar presente en el 
juicio (En adelante, Directiva (UE) 2016/343, de 9 de marzo de 2016). El artí-
culo 3 de dicho texto establece que los Estados miembros garantizarán que 

cualquier rigor que no sea necesario para apoderarse de su persona debe ser severamente 
reprimido por la Ley». Tomás y Valiente, F.: Manual de historia del Derecho español, 4.ª 
edición, Ed. Tecnos, 1983, pág. 423.
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se presume la inocencia de los sospechosos y acusados hasta que se pruebe 
su culpabilidad con arreglo a la ley79.

A nivel nacional, este derecho fundamental se encuentra consagrado en el 
artículo 24.2 de la Constitución Española, ubicado en la Sección 1.ª del Capí-
tulo Segundo, relativa a los derechos fundamentales y las libertades públi-
cas. No cabe duda, por tanto, de que se trata de un derecho fundamental que 
vincula a todos los poderes públicos, de conformidad con el art. 53 CE80.

Pese a su denominación, la presunción de inocencia no constituye una 
verdadera presunción en sentido técnico-jurídico, sino más bien una verdad 
interina o provisional que opera mientras no exista una condena firme81. Ello 
es así porque no concurren en ella los elementos estructurales propios de las 
presunciones. En efecto, no puede identificarse un hecho base o indicio del 
que se parta, ni un nexo lógico o causal que permita enlazarlo con otro hecho, 
ni tampoco un hecho presumido o consecuencia que se deduzca de aquel82. 

79	 En cuanto a su aplicación en España, la transposición no se ha realizado mediante una 
única ley específica, sino a través de reformas parciales de la legislación procesal penal y 
de la práctica judicial. No obstante, desde distintos sectores doctrinales se ha señalado 
que la adaptación no ha sido plenamente sistemática ni completa en todos los aspectos 
exigidos por la Directiva, especialmente en lo relativo a las manifestaciones públicas de 
autoridades sobre la culpabilidad del investigado y al uso de medidas que puedan presen-
tar a la persona como culpable antes de sentencia firme. En este sentido, véase: Guerrero 
Palomares, S.: «¿Es necesaria la transposición de la Directiva 343/2016, de 9 de marzo, en 
materia de presunción de inocencia?», en Revista de Estudios Europeos, número extraor-
dinario monográfico, 1-2019, págs. 164-183. 

80	 Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y prueba en el proceso penal, La Ley, Madrid, 
1993, págs. 33-34. 

81	 En este sentido, véase: Asencio Mellado, J.M.: Derecho Procesal Penal, 7.ª edición, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2015, pág. 263, Luzón Cuesta, J.M.: La presunción de inocencia ante 
la casación, Ed. Colex, Madrid, 1991, pág. 14, Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad 
probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, pág. 10; Moreno Catena, V. y Cortés Domín-
guez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, 
V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 465 y Pedraz Penalva, E.: Derecho 
Procesal Penal, Tomo I, Principios de Derecho Procesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 2000, 
pág. 332. 

82	 La fundamentación de esta postura radica en la imposibilidad de identificar en la presun-
ción de inocencia los elementos estructurales propios de una presunción en sentido téc-
nico. En primer lugar, no puede apreciarse la existencia de un hecho base propiamente 
dicho, ya que no cabe atribuir tal condición a los hechos constitutivos del tipo penal. En las 
presunciones auténticas, el hecho base debe estar previamente acreditado; sin embargo, 
en este ámbito, la prueba de tales hechos supondría precisamente la destrucción de la 
presunción de inocencia. En segundo término, tampoco es posible afirmar la concurren-
cia de un nexo causal o lógico, dado que no operan máximas de la experiencia que per-
mitan inferir un hecho a partir de otro previamente probado. Finalmente, tampoco cabe 
hablar de un hecho consecuencia, puesto que no se trata de deducir jurídicamente un 
hecho desconocido a partir de otro acreditado, sino, por el contrario, de preservar una 
situación jurídica de no culpabilidad mientras la acusación no logre demostrar, con pleno 
respeto a las garantías procesales, los hechos que fundamentan la condena. Véase Asen-
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Asimismo, la presunción de inocencia no es un concepto estanco, sino que 
responde a varias vertientes o significados.

3.1.1. La presunción de inocencia como principio informador 
del ordenamiento jurídico

En primer lugar, la presunción de inocencia se erige como un principio rec-
tor del proceso penal de corte liberal, en la medida en que establece un con-
junto de garantías destinadas a limitar el ejercicio del ius puniendi del Estado 
frente al imputado83. A diferencia del modelo inquisitivo, en el que el poder 
del juzgador prevalecía sobre el acusado, este principio surge con una clara 
vocación de equilibrio entre el interés estatal en la persecución de los deli-
tos y el interés del inculpado en la plena garantía de sus derechos dentro del 
proceso, particularmente su derecho a la libertad. De este modo, la presun-
ción de inocencia se erige en un límite de ponderación infranqueable frente 
al ejercicio del poder punitivo del Estado84.

En consecuencia, este derecho se convierte en uno de los pilares sobre 
los que se asienta el proceso penal de corte liberal y, como tal, condiciona 
tanto su estructura como su desarrollo. Desde esta perspectiva, cuando se 
produce la necesaria ponderación entre el ejercicio del ius puniendi y los 
derechos del investigado, debe prevalecer siempre el respeto a las garantías 
procesales de este último. Ello obedece a la idea de que la condena de un 
inocente constituye un daño que debe evitarse en todo caso, no solo por el 
grave perjuicio que supone para quien es injustamente condenado, sino tam-

cio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 1989, 
pág.40 y Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal Penal, Tomo I, Principios de Derecho Pro-
cesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 200, pág. 332. Frente a esta concepción se sitúan autores 
como Rives Seva y Climent Durán. El primero sostiene que, aun cuando la presunción de 
inocencia no encaja estrictamente en la noción técnico-jurídica de presunción, sí funciona 
de manera análoga a estas desde un punto de vista estructural y operativo. Por su parte, 
Climent Durán defiende que la presunción de inocencia constituye una verdadera presun-
ción, al identificar en ella una estructura presuntiva en la que la máxima de experiencia 
viene representada por el denominado principio de normalidad, según el cual resulta esta-
dísticamente ordinario que quien vive en sociedad de forma pacífica y se dedica a sus 
actividades cotidianas no cometa delito alguno. Véase, respectivamente: Rives Seva, A.P.: 
La prueba en el Proceso Penal. Doctrina de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, Tomo 
I (Capítulos I a VIII), 6.ª edición, Aranzadi, Pamplona, 2016, pág. 65 y Climent Durán, C.: 
La prueba penal (doctrina y jurisprudencia), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, pág. 713.

83	 Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y prueba en el proceso penal, La Ley, Madrid, 
1993, pág. 35.

84	 Véase: Roxin, C. y Schünemann, B.: Derecho Procesal Penal (traducción de la 29.ª edición), 
Ediciones Didot, 2019, pág.147 y Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Proce-
sal Penal, 10.ª edición, Artes gráficas y ediciones S.A, Madrid, 1987, pág. 279-280.
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bién para la propia sociedad, en la medida en que implica que el verdadero 
responsable del delito permanece sin castigo85.

3.1.2. La presunción de inocencia como regla de tratamiento 
del imputado

En segundo lugar, la presunción de inocencia se configura como una regla 
de tratamiento conforme a la cual se ha de partir de la idea de que el acu-
sado es inocente y debe ser considerado como tal hasta que no se establezca 
indubitadamente su culpabilidad86. No obstante, la doctrina no mantiene una 
posición unánime respecto al alcance temporal de esta regla. Para algunos 
autores, el sujeto pasivo del proceso penal debe ser considerado inocente 
hasta que se dicte sentencia condenatoria en primera instancia, momento 
en el que la culpabilidad puede entenderse legalmente declarada87. Sin 
embargo, otros sostienen que el derecho a la presunción de inocencia exige 
mantener dicho trato hasta que recaiga una sentencia condenatoria firme, es 
decir, cuando haya adquirido fuerza de cosa juzgada y ya no quepa recurso 
ordinario alguno, sin perjuicio de los mecanismos extraordinarios de revisión 
o anulación88.

En este sentido, Nieva Fenoll explica que la importancia de mantener el 
respeto a la presunción de inocencia hasta la firmeza de la sentencia radica 
en evitar que el órgano judicial pueda verse influido por datos negativos que 
vaya conociendo sobre el inculpado. A juicio del autor, este derecho actúa 
precisamente como un instrumento para combatir el prejuicio de culpabili-
dad o sesgo incriminatorio al que el juez no es ajeno y que puede poner en 
riesgo su imparcialidad. Y si se admite la posible incidencia de ese prejui-
cio en el ámbito judicial, este se proyecta con mayor intensidad en el plano 
social89.

85	 Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Procesal Penal, 10.ª edición, Artes grá-
ficas y ediciones S.A, Madrid, 1987, pág. 279-280.

86	 González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción de ino-
cencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. 
(Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2017, págs. 472-473 y Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y prueba en el proceso 
penal, La Ley, Madrid, 1993, pág. 35.

87	 Es el caso de Vegas Torres quien señala que hasta la sentencia dictada en la instancia «en 
todas las resoluciones que se dicten durante la sustanciación del proceso, los Tribunales 
penales han de partir de la inocencia del inculpado». Vegas Torres, J.: Presunción de ino-
cencia y prueba en el proceso penal, La Ley, Madrid, 1993, pág. 41.

88	 Roxin, C. y Schünemann, B.: Derecho Procesal Penal (traducción de la 29.ª edición), Edi-
ciones Didot, 2019, pág. 146 y Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. 
Aranzadi, Pamplona, 2015, pág. 137.

89	 El citado autor afirma que algunos de los factores que pueden contribuir a alimentar dicha 
presunción de culpabilidad por parte de la sociedad pueden ser la difusión de la notitia 
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Asimismo, la consideración de la presunción de inocencia como regla de 
tratamiento resulta especialmente relevante en dos ámbitos del proceso. Por 
un lado, en relación con la adopción de medidas cautelares sobre el inves-
tigado, por cuanto la vigencia de este derecho implica que durante la tra-
mitación del proceso deben reducirse al mínimo las medidas restrictivas de 
derechos90. No obstante, como advierte Gimeno Sendra, la doctrina ha sido 
escasamente exigente en reclamar la vigencia de la presunción de inocen-
cia durante la fase de instrucción, en la que sus vulneraciones han tendido a 
quedar subsumidas bajo otros derechos fundamentales lesionados, como la 
libertad o el derecho de defensa91.

Por otro lado, esta vertiente de la presunción de inocencia cobra especial 
importancia respecto de aquellas personas que han sido acusadas en un pro-
ceso penal que concluye con sentencia absolutoria por insuficiencia de prue-
bas. Se trata de evitar que, pese a la absolución, puedan seguir siendo objeto 
de sospechas sobre la comisión del delito92. En este sentido, debe recordarse 
que en nuestro sistema procesal penal no existen sentencias absolutorias en 
la instancia y que las sentencias, tanto condenatorias como absolutorias, una 
vez firmes, producen efectos de cosa juzgada con independencia de la causa 
que las haya motivado93.

criminis que se realiza por parte de los medios de comunicación o la posición que ocupa 
el acusado en la Sala de juicio. Véase: Nieva Fenoll, J.: «La sentencia penal: presunción de 
inocencia, motivación, congruencia y cosa juzgada» en Nieva Fenoll, J. y Bujosa Vadell, 
L. (Dirs.): Nociones Preliminares de Derecho Procesal Penal, Ed. Atelier, Barcelona, 2016, 
págs. 180-181. 

90	 González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción de ino-
cencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. 
(Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2017, pág. 473.

91	 Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2015, 
pág. 138.

92	 Fernández López, M.: «El derecho a la presunción de inocencia» en Asencio Mellado, J.M., 
(Dir.) y Fuentes Soriano, O., (Coord.): Derecho Procesal Penal (2.ª edición), Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2020, pág. 439. 

93	 Sobre esta cuestión resulta particularmente ilustrativa la STEDH de 13 de julio de 2010, 
asunto Tendam contra España. En este caso, el demandante, Hans Herwin Tendam, acu-
dió al Tribunal tras la desestimación por parte de las autoridades españolas de su solicitud 
de indemnización por los perjuicios derivados de los casi cinco meses que permaneció en 
prisión provisional, acusado de un delito de robo del que posteriormente fue absuelto en 
apelación por la Audiencia Provincial. No obstante, su reclamación fue rechazada por las 
instituciones españolas. La denegación se fundamentó en la redacción entonces vigente 
del art. 294 LOPJ, que reconocía el derecho a indemnización por responsabilidad patrimo-
nial del Estado únicamente a quienes hubieran sido absueltos por inexistencia del hecho 
imputado, ya fuera porque el hecho no se produjo o porque no era constitutivo de delito, 
pero no a quienes resultaran absueltos por insuficiencia de pruebas, que era la situación 
del demandante. Finalmente, el TEDH concluyó que dicha decisión vulneraba el artículo 
6.2 CEDH relativo a la presunción de inocencia. En conexión con esta doctrina, la STC 
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Por último, Moreno Catena va un paso más allá y afirma que este dere-
cho no solo opera en el ámbito del proceso, sino que tiene una «aplicación 
extraprocesal»94. En sintonía con ello, la STC 109/1986, de 24 de septiembre, 
afirma que la presunción de inocencia:

«Opera en las situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la 
consideración y el trato de no autor o no partícipe en hechos de carácter delictivo 
o análogos a estos y determina por ende el derecho a que no se apliquen las 
consecuencias o los efectos jurídicos anudados a hechos de tal naturaleza en 
las relaciones jurídicas de todo tipo»95

A modo de ejemplo, también se puede citar el pronunciamiento contenido en 
la STEDH de 10 de febrero de 1995, asunto Allenet de Ribemont contra Fran-
cia. En este caso, Allenet de Ribemont fue detenido el 29 de diciembre de 1976, 
acusado de complicidad en el homicidio voluntario del Ministro y diputado del 
departamento de Eure, Jean de Broglie. Posteriormente, fue puesto en libertad 
el 1 de marzo de 1977 y, finalmente, se dictó a su favor un auto de sobreseimiento 
el 21 de marzo de 1980. El mismo día de su detención se celebró una rueda de 
prensa en la que el entonces Ministro del Interior francés y dos altos funcionarios 
policiales le señalaron públicamente, sin reservas, como cómplice de asesinato. 
El TEDH consideró que, si bien la libertad de expresión está garantizada en el 
art. 10 CEDH y las autoridades pueden informar al público sobre investigaciones 
penales en curso, tales declaraciones deben realizarse con la máxima prudencia 
y con las reservas necesarias para salvaguardar el derecho a la presunción de 
inocencia contemplado en el art. 6.2 CEDH, lo que no ocurrió en este caso.

Asimismo, es preciso destacar que el art. 4 de la Directiva (UE) 2016/343, 
de 9 de marzo de 2016, ahonda en esta misma dirección por cuanto esta-
blece que los Estados miembros deberán adoptar las medidas necesarias 
para garantizar que, tanto en las resoluciones judiciales que no sean de con-
dena como en las declaraciones públicas realizadas por las autoridades, no 
se presente a la persona sospechosa o acusada como culpable mientras su 
culpabilidad no haya sido legalmente establecida.

85/2019, de 19 de junio, declaró la inconstitucionalidad de los incisos «por inexistencia del 
hecho imputado» y «por esta misma causa» del apartado 1 del art. 294 LOPJ. El Tribunal 
consideró que tales expresiones vulneraban el derecho a la presunción de inocencia al 
establecer una diferencia de trato entre quienes habían sido absueltos por inexistencia 
del hecho —o beneficiados por un sobreseimiento libre por esa misma causa— y quienes 
habían sido absueltos por insuficiencia de pruebas, por aplicación del principio in dubio 
pro reo o mediante un sobreseimiento libre fundado en estos motivos (STC 85/2019, de 19 
de junio, ECLI:ES:TC:2019:85).

94	 Moreno Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: 
Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 
492. Véase también: Luzón Cuesta, J.M.: La presunción de inocencia ante la casación, Ed. 
Colex, Madrid, 1991, pág. 13. 

95	 STC 109/1986, de 24 de septiembre, ECLI:ES:TC:1986:109, FJ 1. 
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3.1.3. La presunción de inocencia como regla probatoria

En tercer lugar, procede analizar la presunción de inocencia como regla 
probatoria. Esta implica que para destruir el estatus de inocente del acusado 
la actividad probatoria debe reunir determinados requisitos que han sido 
progresivamente definidos por el Tribunal Constitucional y por el Tribunal 
Supremo. Uno de los pronunciamientos más relevantes a este respecto se 
encuentra en la STC 31/1981, de 28 de julio, de la que emanan muchos de los 
posteriores desarrollos doctrinales y jurisprudenciales que se han elaborado 
con posterioridad96. En esta sentencia, el Tribunal Constitucional se pronun-
cia por primera vez sosteniendo que para «desvirtuar la presunción de ino-
cencia, es preciso una mínima actividad probatoria producida con las garan-
tías procesales que de alguna forma pueda entenderse de cargo y de la que 
se pueda deducir, por tanto, la culpabilidad del procesado»97. A partir de este 
planteamiento, el Tribunal Supremo ha declarado en numerosas ocasiones 
que el control de las posibles vulneraciones del derecho a la presunción de 
inocencia se articula mediante la comprobación de los siguientes extremos:

«a) Que el Tribunal juzgador dispuso, en realidad, de material probatorio 
susceptible de ser sometido a valoración; b) Que ese material probatorio, 
además de existente, era lícito en su producción y válido, por tanto, a efectos 
de acreditación de los hechos; y c) Que los razonamientos a través de los 
cuales alcanza el Juez de instancia su convicción, debidamente expuestos en 
la sentencia, son bastantes para ello, desde el punto de vista racional y lógico, y 
justifican, por tanto, la suficiencia de dichos elementos de prueba»98.

En la misma línea, en sentencias más recientes, el Alto Tribunal ha sistemati-
zado dichos criterios y ha apuntado que cuando en sede de casación se denun-
cia la vulneración del derecho a la presunción de inocencia se debe verificar 
si la prueba de cargo sobre la que el tribunal dictó sentencia condenatoria ha 
sido obtenida con respeto a las garantías inherentes del proceso. Para ello, la 
Sala Segunda explica que es preciso realizar, en primer lugar, un «juicio sobre la 

96	 Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y prueba en el proceso penal, La Ley, Madrid, 
1993, pág. 36.

97	 STC 31/1981, de 28 de julio, ECLI:ES:TC:1981:31, FJ 3. Esta resolución declara la nulidad de 
la sentencia dictada en primera instancia por la Audiencia Provincial de Barcelona. El fun-
damento que sustenta la nulidad de la resolución es que condena al acusado basándose 
únicamente en su confesión prestada ante la policía sin presencia letrada. A ello se une 
que el acusado no ratificó dicha asunción de culpabilidad ni ante el Juez de instrucción ni 
en sede de juicio oral no siendo suficiente, por tanto, para considerar desvirtuada la pre-
sunción de inocencia. 

98	 Véase: SSTS 837/2022, de 24 de octubre, ECLI:ES:TS:2022:3827, FJ 2.º, 800/2021, 
de 20 de octubre, ECLI:ES:TS:2022:3827, FJ: 1.º, 700/2020, de 16 de diciembre, 
ECLI:ES:TS:2020:4332, 565/2019, de 19 de noviembre, ECLI:ES:TS:2019:4079, FJ: 2.º, 
892/2014, de 17 de diciembre, ECLI:ES:TS:2014:5525, FJ: 1.º, entre otros muchas. 
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prueba», es decir, analizar si existió prueba de cargo, entendiendo por tal aquélla 
que ha sido obtenida con respeto al canon de legalidad constitucional exigible 
e introducida en el plenario de acuerdo con el canon de legalidad ordinaria. En 
segundo lugar, se ha de efectuar un «juicio sobre la suficiencia», es decir, si una 
vez constatada la existencia de prueba de cargo, esta posee virtualidad de pro-
vocar el decaimiento de la presunción de inocencia. Y, en tercer lugar, se debe 
verificar «el juicio sobre la motivación y su razonabilidad», es decir, si el Tribunal 
cumplió con el deber de motivación, o sea, si explicitó los razonamientos para 
justificar el efectivo decaimiento de la presunción de inocencia99.

Por tanto, de los anteriores pronunciamientos se desprende que, para 
que la prueba practicada en un proceso penal pueda enervar el derecho a la 
presunción de inocencia, deben concurrir varios requisitos: la existencia de 
una mínima actividad probatoria; su validez, tanto desde la perspectiva de la 
licitud como de la regularidad procesal; su carácter de auténtica prueba de 
cargo, idónea para sustentar una conclusión incriminatoria; la atribución de 
la carga de la prueba a las partes acusadoras; y, finalmente, la exteriorización 
en la sentencia de un razonamiento suficiente y racional que permita el con-
trol de la valoración probatoria realizada.

A) Existencia de una mínima actividad probatoria

Tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional suelen emplear, 
en relación a la actividad probatoria, expresiones como «mínima», «sufi-
ciente» o «bastante», para referirse al umbral exigible a la prueba de cargo a 
efectos de enervar la presunción de inocencia100. No obstante, ello no implica 
que dicha actividad pueda ser cuantificada o mesurada, en el sentido de que 
se exija una determinada cantidad de pruebas para entender enervado el 
estatus de inocencia del acusado101.

99	 SSTS 229/2025, de 12 de marzo, ECLI:ES:TS:2025:1182, FJ 3.º, 988/2024, de 7 de noviem-
bre, ECLI:ES:TS:2024:5455, FJ 1.º, 935/2023, de 12 de diciembre, ECLI:ES:TS:2023:5691, FJ 
9.º, 753/2021, de 7 de octubre, ECLI:ES:TS:2021:3704, FJ 2.º, 636/2020, de 26 de noviem-
bre, ECLI:ES:TS:2020:3799, FJ 2.º, 648/2019, de 20 de diciembre, ECLI:ES:TS:2019:4285, 
FJ 2.º, 351/2018, de 11 de julio, ECLI:ES:TS:2018:2661, FJ 2.º, entre otras muchas. 

100	 Véase, entre otras muchas: SSTS 75/2023, de 9 de febrero, ECLI:ES:TS:2023:470, FJ 
3.º, 46/2022, de 20 de enero, ECLI:ES:TS:2022:135, FJ 1.º, 278/2021, de 25 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2021:1306, FJ 2.º, 459/2017, de 21 de junio, ECLI:ES:TS:2017:2516, FJ 1.º, 
454/2015, de 10 de julio, ECLI:ES:TS:2015:3377, FJ 4.º, 1026/2007, de 10 de diciem-
bre, Ponente: Juan Ramón Berdugo Gómez de la Torre, ECLI:ES:TS:2007:8327, FJ 1.º 
y SSTC 104/2011, de 20 de junio, ECLI:ES:TC:2011:104, FJ 3, 148/2009, de 15 de junio, 
ECLI:ES:TC:2011:104, FJ 3, 259/1994, de 3 de octubre, ECLI:ES:TC:1994:259, FJ 2, 
347/2006, de 11 de diciembre, FJ 8. 

101	 En este sentido véase: BARONA VILAR, S.: «Medios de prueba» en Gómez Colomer, J.L. y 
Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, pág. 422, Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconsti-
tuida, Ed. Trivium, Madrid, 1989, pág. 41; Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad pro-
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En este sentido, Miranda Estrampes afirma que dicha fórmula, utilizada habi-
tualmente por la jurisprudencia, no es acertada desde el punto de vista técni-
co-jurídico, puesto que estas expresiones pueden llevar a error ya que en la 
prueba procesal no cabe hablar de mínimos ni de máximos, sino de existen-
cia o inexistencia de prueba102. De modo que esta mínima actividad probato-
ria hace alusión a la necesidad de que existan elementos o datos probatorios, 
obtenidos de medios de prueba legalmente practicados, sobre el que el juz-
gador pueda fundar su convicción103. En consecuencia, se descarta que pue-
dan servir como base de la misma las meras sospechas, presentimientos y, por 
supuesto, el conocimiento privado del juez obtenido al margen del proceso104.

La prueba que se utilice como fundamento para desvirtuar la presunción de 
inocencia debe consistir en verdaderos actos de prueba practicados en el jui-
cio oral con todas las garantías constitucionales y legales previstas en el orde-
namiento jurídico y con el debido respeto a los derechos fundamentales del 
inculpado105. Por tanto, las diligencias de investigación, sumariales o policiales, 
no pueden utilizarse para fundamentar la convicción del órgano judicial sobre 
la culpabilidad del acusado, a menos que hayan adquirido valor probatorio 
mediante su reproducción en el juicio oral con todas las garantías106.

batoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, pág. 12; Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal 
Penal, Tomo I, Principios de Derecho Procesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 2000, pág. 333; 
Jaén Vallejo, M.: La presunción de inocencia en la jurisprudencia constitucional, Ed. Akal, 
Madrid, 1987, pág. 35.

102	 Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, 
pág. 12-13. 

103	 Moreno Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: 
Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 
492 y González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción 
de inocencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, 
M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2017, pág. 518. 

104	 En este sentido véase: Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial 
Bosch, Barcelona, 2006, pág. 11-13; Fuentes Soriano, O.: «Valoración de la prueba indiciaria 
y declaración de la víctima en los delitos sexuales», en Problemas actuales de la administra-
ción de justicia en los delitos sexuales, Defensoría del Pueblo, Lima, 2000, pág. 163 y Fer-
nández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, págs. 140-141.

105	 Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso 
Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 422.

106	 González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción de ino-
cencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. 
(Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2017, pág. 487 y ss.
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B) Validez de la prueba

Respecto al requisito de validez de la prueba, Pedraz Penalva engloba den-
tro de este concepto tanto la licitud como la regularidad de la misma. Según 
apunta, el requisito de la licitud se refiere a que solo podrán considerarse 
auténticas pruebas aquellas que hayan sido obtenidas con respeto a los dere-
chos fundamentales (art. 11.1.º LOPJ)107. En esta misma línea, Moreno Catena 
añade que tampoco podrán valorarse como prueba válida aquellas actuacio-
nes que, aun no implicando directamente la vulneración de un derecho funda-
mental sustantivo, hayan generado indefensión (art. 238. 3.ª LOPJ)108.

Por su parte, el requisito relativo a la regularidad implica que para des-
virtuar la presunción de inocencia es necesario que la prueba existente, y 
sobre la que el órgano judicial fundamenta su decisión, se haya practicado 
ante el órgano sentenciador bajo los principios de inmediación, contradic-
ción, concentración, oralidad y publicidad, y sea sometida a debate contra-
dictorio en el seno del juicio oral (art. 741 LECrim)109. No obstante, el ordena-
miento jurídico ha contemplado algunas excepciones a esta regla general 
como es el caso de la prueba preconstituida, a la que nos referiremos con 
posterioridad110.

C) Existencia de prueba que pueda considerarse de cargo

La definición de prueba de cargo ha sido configurada tanto por el Tribu-
nal Supremo como por el Tribunal Constitucional y con ella se hace alusión a 
varios requisitos o parámetros que han de ser valorados por parte del Juez o 
Tribunal juzgador.

En primer lugar, se exige que la prueba tenga un contenido objetivamente 
incriminatorio para que pueda considerarse auténtica prueba de cargo. 
Tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo coinciden en 
que se vulnera la presunción de inocencia cuando las pruebas obrantes 
en la causa carecen de aptitud objetiva para sustentar una conclusión de 

107	 Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal Penal, Tomo I, Principios de Derecho Procesal Penal, 
Ed. Colex, Madrid, 2000, pág. 333-340.

108	 Moreno Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: 
Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 494.

109	 En este sentido, véase: Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal Penal, Tomo I, Principios de 
Derecho Procesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 2000, pág. 336, Gimeno Sendra, V.: Derecho 
Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2015, pág. 140 y Barona Vilar, S.: «La 
prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, Derecho Pro-
cesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 421.

110	 Moreno Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: 
Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, 
págs. 484-485.
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culpabilidad. Por ello, no basta con la mera presencia de actividad proba-
toria, sino que esta debe presentar un contenido claramente inculpatorio, 
de modo que de su contenido se extraiga base suficiente como para esta-
blecer un nexo racional y ajustado a la lógica deductiva que conduzca a la 
condena111.

En este sentido, Vegas Torres explica que, para determinar si una prueba 
tiene contenido incriminatorio, no debe acudirse a su valoración, sino que es 
preciso situarse en el plano de la interpretación, es decir, en la determinación 
de su contenido objetivo. Conforme a ello, señala que el resultado de dicha 
interpretación debe ser objetivamente incriminatorio; es decir, de la prueba 
ha de desprenderse un hecho que pueda considerarse directamente deter-
minante de la responsabilidad criminal del acusado o, cuando menos, cons-
titutivo de un indicio de dicha responsabilidad112. En la misma línea, Barona 
Vilar sostiene que una prueba presenta tal consideración cuando «(…) de su 
interpretación, que no de su valoración, resulte la culpabilidad, derivada de la 
comprobación de los hechos subsumidos en el supuesto normativo delictivo, 
así como de la certeza de la participación del encausado en los mismos»113. 
Así, la prueba de cargo se define por su aptitud objetiva para proyectar un 
contenido incriminatorio que pueda sustentar racionalmente una declara-
ción de culpabilidad.

En segundo lugar, para que una prueba pueda ser considerada de cargo, 
se exige que recaiga sobre los hechos constitutivos del delito, es decir, sobre 
aquellos supuestos fácticos determinantes del tipo penal cuya aplicación 
se pretende114. Ello implica que la actividad probatoria debe referirse tanto 
a los elementos objetivos del tipo penal como a los elementos subjetivos, 
cuando estos últimos resulten determinantes de la culpabilidad del acusado, 
así como a la acreditación de su participación en los hechos y a las posibles 

111	 SSTC 122/2021, de 2 de junio, ECLI:ES:TC:2021:122, FJ 8.º, 75/2006, de 13 de marzo, 
ECLI:ES:TC:2006:75, FJ 1.º y 175/1985, de 4 de octubre, ECLI:ES:TC:1985:175, FJ 3.º y 
SSTS 20/2023, de 19 de enero, ECLI:ES:TS:2023:189, FJ 1.º, 151/2022, de 22 de febrero, 
ECLI:ES:TS:2022:758, FJ 1.º, 102/2021, de 5 de febrero, ECLI:ES:TS:2021:439, FJ 1.º, 
325/2017, de 8 de mayo, ECLI:ES:TS:2017:1878, FJ ÚNICO, entre otras muchas. 

112	 Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y prueba en el proceso penal, La Ley, Madrid, 
1993, pág. 130-131.

113	 Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso 
Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 421.

114	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 41. Al respecto, el Tribunal Constitucional también apunta que «el derecho 
fundamental a la presunción de inocencia impone que se prueben todos y cada uno de 
los elementos fácticos que constituyen el tipo delictivo» SSTC 93/2001, de 17 de marzo, 
ECLI:ES:TC:2001:63, FJ 4, 97/1999, de 31 de mayo, ECLI:ES:TC:1999:97, FJ 4, 35/1995, de 
6 de febrero, FJ 3, entre otras. 
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circunstancias agravantes de la responsabilidad penal115. Conforme a ello, el 
Tribunal Supremo apunta que:

«(…) el derecho a la presunción de inocencia no tolera en ningún caso que 
alguno de los elementos constitutivos del delito se presuma en contra del 
acusado, y la jurisprudencia (por todas STC. 87/2001 de 2.4), viene afirmando 
que no cabe condenar a una persona sin que tanto el elemento objetivo como 
el elemento subjetivo del delito cuya comisión se le atribuye hayan quedado 
suficientemente probados, por más que la prueba de este último sea dificultosa 
y que, en la mayoría de los casos, no quepa contar para ello más que con la 
existencia de la prueba indiciaria. (…) Por ello únicamente debe considerarse 
prueba de cargo suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia "aquella 
encaminada a fijar el hecho incriminado que en tal aspecto constituye el delito, 
así como las circunstancias concurrentes en el mismo, por su parte, y por otra, 
la participación del acusado, incluso la relación de causalidad, con las demás 
características subjetivas y la imputabilidad»116.

Asimismo, y conforme se desprende del anterior fragmento, debe seña-
larse que la prueba de cargo puede consistir tanto en prueba directa como 
en prueba indiciaria117.

115	 Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Pro-
ceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 427-428, 
Gimeno Sendra, V.: Manual de Derecho Procesal Penal, Castillo de Luna, Madrid, 2015, págs. 
576-577, Díaz Fuentes, A.: La prueba en la nueva ley de enjuiciamiento civil, 2.ª edición, Ed. 
Bosch, Barcelona, 2004, págs. 28-29, Ramos Méndez, F.: Enjuiciamiento Criminal: Decimo-
tercera lectura constitucional, Ed. Atelier, Barcelona, 2022, pág. 413, Mascarell Navarro, M. 
J.: «La carga de la prueba y la presunción de inocencia», en Picó I Junoy, J. (Dir.): La evolu-
ción del Derecho Procesal a la luz de la justicia: 40 años de historia, Ed. Bosch, Barcelona, 
2022, pág. 464, Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal Penal, Tomo I, Principios de Derecho 
Procesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 2000, pág. 333 y Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohi-
bida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 1989, pág. 41.

116	 STS 919/2010, de 14 de octubre, ECLI:ES:TS:2010:5292, FJ 2.º. En la misma dirección, se 
pronuncia el Tribunal Constitucional al afirmar que «mediante la actividad probatoria 
practicada con todas las garantías necesarias para su adecuada valoración y para la pre-
servación de los derechos de defensa del acusado han de resultar acreditadas tanto la 
existencia del hecho punible como la intervención del acusado en el mismo (…). Es preciso 
poner en relación la actividad probatoria con el delito por el que ha sido condenado el 
imputado, pues a los efectos de considerar enervada la presunción de inocencia de forma 
constitucionalmente legítima se han de acreditar todos los elementos fácticos, cuya con-
currencia es presupuesto de la subsunción en la norma penal aplicada, esto es, todos 
los elementos del hecho constitutivo de la infracción» (STC 188/2002, de 14 de octubre, 
ECLI:ES:TC:2002:188, FJ 3.º).

117	 Véase en este sentido, Ramos Méndez, F.: Enjuiciamiento Criminal: Decimotercera lectura 
constitucional, Ed. Atelier, Barcelona, 2022, págs. 412-413, Moreno Catena, V. y Cortés 
Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: Damián Moreno, J. y Guzmán 
Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 493, Pedraz Penalva, E.: Dere-
cho Procesal Penal, Tomo I, Principios de Derecho Procesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 2000, 
pág. 337. Posteriormente, se abordará el concepto y requisitos de la prueba indiciaria.
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D) La prueba de la acusación corresponde a las partes acusadoras

El derecho a la presunción de inocencia exige asimismo que el acusado 
sea tratado como inocente hasta que recaiga una sentencia condenatoria y 
excluye que pueda imponérsele la obligación de aportar pruebas destinadas a 
acreditar su propia inocencia118. Ello se traduce en que la actividad probatoria 
destinada a sustentar la pretensión punitiva, en los términos antes expuestos, 
recae sobre la acusación a la que corresponde incorporar al proceso la prueba 
de cargo119. Así, se sostiene que es precisamente la vigencia de este derecho 
fundamental el que comporta el desplazamiento de la carga de la prueba hacia 
la parte acusadora en relación a tales extremos120. Conforme a ello, el Tribunal 
Constitucional ha afirmado en reiteradas ocasiones que:

«Si el Tribunal tan sólo puede, pues, fundamentar su sentencia condenatoria 
en auténticos actos de prueba, y todo acusado se presume inocente hasta que 
sea definitivamente condenado, lógicamente la presunción de inocencia ha de 
incidir también en las reglas de distribución de la carga material de la prueba, 
produciendo un desplazamiento de la misma hacia la parte acusadora: Incumbe 
a la acusación, y no a la defensa (quien, en otro caso, se vería sometida a una 
probatio diabolica de los hechos negativos) probar en el juicio oral los elementos 
constitutivos de la pretensión penal o, lo que es lo mismo, la realización de esa 
actividad probatoria de cargo suficiente para desvirtuar dicha presunción 
constitucional»121.

La insuficiencia de esa actividad probatoria impide dictar una senten-
cia condenatoria y mantiene incólume la presunción de inocencia, incluso 
cuando la defensa adopta una posición enteramente pasiva, pues, como ha 

118	 González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción de ino-
cencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. 
(Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2017, pág. 515, Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 
2005, págs.145. 

119	 Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Pro-
ceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 427-
428, GIMENO Sendra, V.: Manual de Derecho Procesal Penal, Castillo de Luna, Madrid, 
2015, págs. 576-577, DÍAZ Fuentes, A.: La prueba en la nueva ley de enjuiciamiento civil, 
2.ª edición, Ed. Bosch, Barcelona, 2004, págs. 28-29, Ramos Méndez, F.: Enjuiciamiento 
Criminal: Decimotercera lectura constitucional, Ed. Atelier, Barcelona, 2022, pág. 413 y 
Mascarell Navarro, M. J.: «La carga de la prueba y la presunción de inocencia», en Picó i 
Junoy, J. (Dir.): La evolución del Derecho Procesal a la luz de la justicia: 40 años de historia, 
Ed. Bosch, Barcelona, 2022, pág. 464.

120	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 46. 

121	 STC 140/1991, de 20 de junio, ECLI:ES:TC:1991:140, FJ 2. En idéntico sentido: 182/1989, de 
3 de noviembre, ECLI:ES:TC:1989:182 y 137/1988, de 7 de julio, ECLI:ES:TC:1988:137, entre 
otras. 
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reiterado la jurisprudencia, «el derecho fundamental a la presunción de ino-
cencia no precisa de un comportamiento activo por parte de su titular»122. Por 
tanto, la prueba de cargo aportada por la acusación debe generar la certeza 
en el juzgador sobre la realidad de los hechos delictivos que se imputan al 
acusado más allá de toda duda razonable, es decir, sin que existan explica-
ciones alternativas que hagan surgir la duda sobre su culpabilidad123.

E) El órgano judicial debe expresar en la sentencia los argumentos 
o razones por los que ha llegado a la decisión de inocencia o 
culpabilidad

El art. 142 LECrim, relativo a la motivación de las sentencias, regula la 
forma en que deben redactarse estas resoluciones judiciales y se limita a exi-
gir que en ellas consten los hechos que se declaren probados, los fundamen-
tos jurídicos que sustenten la decisión y el fallo. Sin embargo, no contiene 
una referencia expresa al razonamiento o «iter formativo de la convicción 
judicial» seguido por el órgano juzgador para alcanzar la conclusión sobre 
la inocencia o culpabilidad del acusado. En este sentido, Asencio Mellado 
explica que este hecho puede tener su origen en el momento histórico en el 
que fue redactada la LECrim, puesto que en el año 1882 la norma procesal se 
elaboró pensando, principalmente, en la institución del Jurado, al que no se 
podía demandar una motivación especialmente técnica o detallada124.

No obstante, posteriormente, la carta magna consagra en su art. 120.3 
CE el deber de motivar las sentencias que se impone como una exigencia 
que vincula a todos los órganos judiciales, dando por superada la tradicional 
creencia de la configuración de un sistema de libre valoración de la prueba, 
como es el español, resulta incompatible con dicha obligación125. Asimismo, 
la doctrina apunta que esta exigencia está en íntima conexión con el derecho 

122	 SSTS 72/2004, de 29 de enero, ECLI:ES:TS:2004:434, FJ 5.º, 1282/2002, de 8 de julio, 
ECLI:ES:TS:2002:5059, FJ 2.º, 711/2000, de 19 de abril, ECLI:ES:TS:2000:3373, FJ 1.º y 
1041/1996, de 12 de diciembre, ECLI:ES:TS:1996:7160, FJ 1.º. En este sentido también inci-
den Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal Penal, Tomo I, Principios de Derecho Procesal 
Penal, Ed. Colex, Madrid, 2000, pág. 332.

123	 González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción de ino-
cencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. 
(Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2017, pág. 533. 

124	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 48 y Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria, Editorial Bosch, 
Barcelona, 2006, pág. 226. 

125	 En este sentido: Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. Aranzadi, 
Pamplona, 2015, pág. 144 Y Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconsti-
tuida, Ed. Trivium, Madrid, 1989, pág. 48, Ramos Méndez, F.: Enjuiciamiento Criminal: Deci-
motercera lectura constitucional, Ed. Atelier, Barcelona, 2022, pág. 412. 
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a los recursos, implícito en el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) 
y el derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE)126.

La motivación permite que el Tribunal superior pueda controlar si el órgano 
inferior, a efectos de argumentar el fallo, ha hecho uso de elementos no cons-
titutivos de prueba, practicados sin las garantías legales o si el proceso de 
valoración seguido fue irracional o ilógico127. Así, el contenido de la motiva-
ción no se agota en la mera declaración de hechos probados, los fundamen-
tos de Derecho y el fallo, que constituyen exigencias formales previstas en los 
arts. 142 LECrim y 248.3 LOPJ. La sentencia debe explicitar también, por un 
lado, la valoración del resultado de cada uno de los medios de prueba prac-
ticados en el juicio oral, así como el resultado de su apreciación conjunta; y, 
por otro, las máximas de experiencia que han conducido al juzgador a inferir 
la participación del acusado en los hechos declarados probados, junto con 
el razonamiento por el cual se descarta la concurrencia de hipótesis fácticas 
alternativas que pudieran resultarle más favorables128.

Por tanto, la presunción de inocencia, en su dimensión de regla probatoria, 
se erige como un pilar del proceso penal que se proyecta en la exigencia de 
una actividad probatoria de cargo suficiente, válida y practicada con todas 
las garantías, en la atribución de la carga de la prueba a las partes acusa-
doras y en la necesidad de una motivación judicial racional y controlable. De 
este modo, no solo delimita los estándares de enjuiciamiento, sino que actúa 
como garantía frente a condenas arbitrarias, asegurando que toda declara-
ción de culpabilidad se fundamente en prueba lícita y en un razonamiento 
lógico que excluya cualquier duda razonable.

126	 Gómez Colomer, J.L.: «La terminación del proceso penal» en Gómez Colomer, J.L. y 
Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, pág. 483, Calaza López, S.: «Sentencia y cosa juzgada» en Gimeno Sen-
dra, V., Díaz Martínez, M. y Calaza López, S.: Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2025, págs. 486-487, Pedraz Penalva, E.: Derecho Procesal Penal, 
Tomo I, Principios de Derecho Procesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 2000, pág. 342, Asencio 
Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 1989, pág. 
49 y Gimeno Sendra, V.: Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2015, 
págs. 144-145.

127	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 49. En este sentido, véase también: Mascarell Navarro, M. J.: «La carga de la 
prueba y la presunción de inocencia», en Picó i Junoy, J. (Dir.): La evolución del Derecho 
Procesal a la luz de la justicia: 40 años de historia, Ed. Bosch, Barcelona, 2022, pág. 475.

128	 Véase en este sentido: Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, 
Ed. Trivium, Madrid, 1989, pág. 49-50, Ramos Méndez, F.: Enjuiciamiento Criminal: Deci-
motercera lectura constitucional, Ed. Atelier, Barcelona, 2022, pág. 412.



52

PRUEBA PENAL Y VIOLENCIA SEXUAL

3.1.4. La presunción de inocencia como regla de juicio

Por último, el derecho a la presunción de inocencia también se articula 
como una regla de decisión o regla de juicio que impone al órgano juzgador 
dictar una sentencia absolutoria cuando, tras la práctica de la prueba en las 
condiciones antes expuestas, exista una situación de duda razonable sobre 
la culpabilidad del acusado129. No obstante, se profundizará en esta mani-
festación de este derecho fundamental al abordar la vertiente material de la 
carga de la prueba.

En definitiva, el derecho a la presunción de inocencia se erige como uno 
de los ejes estructurales del proceso penal en un Estado de Derecho. Lejos 
de constituir una mera proclamación formal, se trata de una garantía con 
un contenido material complejo que condiciona de manera decisiva tanto la 
configuración del procedimiento penal como la actuación de todos los pode-
res públicos. Su evolución histórica revela que nace como reacción frente a 
los abusos del sistema inquisitivo, afirmándose progresivamente como límite 
al poder punitivo del Estado y como salvaguarda esencial de la dignidad y 
libertad de la persona sometida a un proceso penal. En el plano normativo, su 
reconocimiento en textos internacionales, europeos y constitucionales con-
firma su carácter de derecho fundamental de alcance universal, dotado de 
una intensa fuerza vinculante. Desde el punto de vista funcional, la presun-
ción de inocencia despliega una pluralidad de manifestaciones: como prin-
cipio informador, actuando como criterio rector del proceso penal e impo-
niendo que toda intervención estatal se realice bajo un estándar reforzado de 
garantías; como regla de tratamiento, exigiendo que el investigado o acusado 
sea considerado y tratado como inocente tanto dentro como fuera del pro-
ceso; como regla probatoria, estableciendo la necesidad de que exista una 
verdadera actividad probatoria de cargo, obtenida y practicada con todas las 
garantías; y, por último, como regla de juicio, conectando directamente con 
el estándar de la duda razonable. De modo que, cuando, tras la valoración 
de la prueba, subsiste una incertidumbre racional sobre la culpabilidad del 
acusado, el órgano judicial está constitucionalmente obligado a dictar sen-
tencia absolutoria. Esta vertiente pone de manifiesto que el proceso penal no 
persigue cualquier condena, sino únicamente aquellas que puedan afirmarse 
con un grado de certeza compatible con la protección de los derechos fun-
damentales.

Así pues, la presunción de inocencia no solo protege al individuo frente a 
condenas injustas, sino que preserva la legitimidad misma del sistema penal. 
Garantiza que el ejercicio del ius puniendi se someta a límites estrictos y que 
la potestad de castigar del Estado solo se active cuando la culpabilidad haya 
quedado plenamente acreditada mediante un proceso con todas las garan-

129	 En este sentido, véase: Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, 
Madrid, 2005, págs.157-159.



53

PARTE I. LA PRUEBA EN EL PROCESO PENAL

tías. Así, se configura como una garantía indispensable de justicia material y 
como una piedra angular del proceso penal democrático.

3.2. La carga de la prueba

La noción de carga de la prueba surge y se desarrolla en los primeros estu-
dios sobre la materia en el ámbito del proceso civil. Según se explica Fenech, 
este proceso se rige por el principio dispositivo, que implica la ausencia de 
actividad investigadora por parte del órgano judicial y la plena igualdad entre 
las partes, a quienes corresponde acreditar los hechos en que sustentan sus 
alegaciones. Dada la vigencia de este principio, puede suceder que, una vez 
el asunto queda visto para sentencia, alguno de los hechos invocados por una 
de las partes carezca de prueba o no esté suficientemente acreditado. En tal 
caso, resulta necesario determinar a cuál de ellas incumbía la obligación de 
probarlo, con el fin de hacer recaer sobre esa parte las consecuencias des-
favorables derivadas de su falta de prueba. En este ámbito donde surge la 
institución de la carga de la prueba130.

En este sentido, tradicionalmente se distinguen dos vertientes o manifes-
taciones, la vertiente formal o subjetiva y la vertiente material u objetiva. La 
primera de ellas hace referencia a la forma en la que el legislador determina 
qué hechos ha de probar cada parte en el proceso, por tanto, responde a las 
reglas de distribución establecidas en el ordenamiento jurídico. Esta dimen-
sión cobra importancia durante la fase probatoria, ya que indica a las par-
tes qué hechos deben acreditar para obtener una resolución favorable a sus 
pretensiones. Por su parte, la vertiente material u objetiva actúa como un 
mecanismo de decisión para los supuestos en que persisten dudas judiciales 
acerca de los hechos del proceso. Esta manifestación opera en la fase deci-
soria y se dirige al órgano judicial señalándole cuál debe ser el sentido de la 
resolución cuando alguno de los hechos relevantes permanece incierto131. Por 
tanto, las reglas sobre la carga de la prueba surgen con la finalidad de ofrecer 
una solución al problema del hecho incierto en el marco del proceso civil132.

No obstante, esta situación de incertidumbre puede darse en cualquier 
tipo de proceso y afectar a la prueba de los hechos que se consideren rele-
vantes para dictar la resolución. Además, debe ser resuelta en un sentido u 
otro, ya que un «non liquet en la quaestio facti no puede conducir a un non 

130	 Fenech, M.: Derecho Procesal Penal, Tomo II, Ed. Bosch, Barcelona, 1945, págs. 138-139. 
No obstante, posteriormente se ha señalado la errónea identificación realizada por los pri-
meros estudios sobre la carga de la prueba entre el principio dispositivo y el principio de 
aportación de parte. 

131	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, págs. 72-75.

132	 Fenech, M.: Derecho Procesal Penal, Tomo II, Ed. Bosch, Barcelona, 1945, págs. 138-139. 
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liquet en la quaestio iuris»133. En consecuencia, el juez o tribunal siempre está 
obligado a pronunciarse. Por ello, este problema también se proyecta sobre 
el proceso penal, ya que, aunque en él rija el principio de investigación de 
oficio, ello no impide que el juez penal deba determinar quién ha de asumir 
las consecuencias desfavorables en caso de que algún hecho permanezca 
incierto134. Por tanto, resulta necesario examinar el contenido propio de la 
carga de la prueba y determinar su configuración en el marco del proceso 
penal135.

3.2.1. Vertiente formal o subjetiva de la carga de la prueba

La carga de la prueba desde la vertiente formal se puede definir como 
«aquella actividad realizada por cada parte en apoyo de su interés en aras a 
evitar el perjuicio de una sentencia desfavorable»136. Como se ha señalado, 
esta concepción de la carga de la prueba es característica del proceso civil, 
ya que si las partes no solicitan ni aportan la prueba de los hechos que han 
alegado, dicha prueba no puede practicarse. Ello se debe a que el órgano 
jurisdiccional no puede suplir la iniciativa de las partes, pues no tiene obliga-
ción de investigar de oficio ni de realizar las diligencias necesarias para averi-
guar los hechos137. En consecuencia, suele sostenerse que la vertiente formal 
de la carga de la prueba no resulta compatible con la estructura propia del 
proceso penal por diversos motivos138.

133	 Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Procesal Penal, 10.ª edición, Artes grá-
ficas y ediciones S.A, Madrid, 1987, págs. 277-278. 

134	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 45. 

135	 Es preciso advertir que, al contrario de lo que se expone en estas sucesivas líneas existen 
autores, como es el caso de Nieva Fenoll, que afirman que la carga de la prueba es un con-
cepto ajeno al proceso penal puesto que los supuestos de hecho inciertos o situaciones 
de not liquet se resuelven a través de la presunción de inocencia que no es una norma de la 
carga de la prueba. Véase Fenoll Nieva, J.: Derecho Procesal III. Proceso Penal, 2.ª edición, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2022, pág. 421.

136	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 44.

137	 Rosenberg, L.: La carga de la prueba, 2.ª edición (Trad. Ernesto Krotoschin), Ed. Bdef, Bue-
nos Aires, 2002, pág. 41.

138	 Al respecto, Leo Rosenberg afirma que «solo puede hablarse de carga subjetiva de las par-
tes en los procedimientos construidos sobre la máxima dispositiva, como lo es, por ejem-
plo, nuestro proceso civil actual». Véase: Rosenberg, L.: La carga de la prueba, 2.ª edición 
(Trad. Ernesto Krotoschin), Ed. Bdef, Buenos Aires, 2002, pág. 41. Al respecto, véase también 
Gómez Orbaneja, E. y Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Procesal Penal, 
10.ª edición, Artes gráficas y ediciones S.A, Madrid, 1987, pág. 278 y Asencio Mellado, J.M.: 
Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 1989, pág. 44-45.
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El primero de ellos es que en el proceso penal no rige el principio dispo-
sitivo, sino que opera el principio de investigación de oficio. Este principio 
implica que el juez instructor tiene el deber de llevar a cabo todas aque-
llas actuaciones que considere necesarias para esclarecer los hechos, 
pudiendo intervenir activamente y producir los medios de prueba que 
estime pertinentes cuando considere insuficientes los aportados por las 
partes139. Así, a diferencia de lo que ocurre en el proceso civil —en el que el 
juez no puede atender a circunstancias que no deriven de las actuaciones 
practicadas por las partes, conforme a la máxima iudicet secundum alle-
gata et probata; quod non est in actis non est in mundo («Lo que no está 
en los autos, para el juez no existe en el mundo»)— en el proceso penal el 
órgano jurisdiccional no adopta una posición pasiva, sino activa. Puede 
ordenar y practicar las diligencias que considere necesarias para dictar la 
resolución judicial correspondiente, de acuerdo con lo previsto en el artí-
culo 729.2.º LECrim140.

El segundo motivo por el que la carga de la prueba, en su vertiente formal, 
se considera incompatible con el proceso penal se relaciona con el papel que 
desempeña en este ámbito el Ministerio Fiscal. Este órgano está sometido 
al principio de legalidad y, en consecuencia, tiene la obligación de incor-
porar al sumario todas las circunstancias relativas al investigado, tanto las 
que le perjudican como aquellas que le resultan favorables141. Asimismo, en 
muchas ocasiones la pretensión punitiva no es sostenida por el propio ofen-
dido por los hechos delictivos, sino que es ejercida por el acusador público, 
cuyo conocimiento sobre la comisión del delito se forma a partir de los datos 
e investigaciones realizadas durante la fase de instrucción. En consecuen-
cia, la información de que dispone el Ministerio Fiscal acerca de los hechos 
punibles suele haberse obtenido de manera mediata, lo que implica que sus 
facultades respecto a la elección y utilización de las fuentes de prueba en el 
caso concreto pueden estar más limitadas142.

Por último, y de manera especialmente relevante, se sostiene que no puede 
hablarse de un reparto de la prueba de los hechos en el proceso penal, ya que 
en este ámbito resulta de aplicación directa el derecho a la presunción de 
inocencia (art. 24.2 CE)143. Este derecho fundamental dispensa al acusado 
de aportar prueba de su inculpabilidad, ya que, en la mayoría de los casos, 

139	 Fenech, M.: El proceso penal, 4.ª edición, AGESA, Madrid, 1982, pág. 139.

140	 Chiovenda, J.: Principios de Derecho Procesal Civil, (Trad. por Casais y Santaló, J.) Tomo II, 
Ed. Reus, Madrid, 2000 (reimpresión), pág. 267.

141	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 44-45.

142	 Fenech, M.: El proceso penal, 4.ª edición, AGESA, Madrid, 1982, pág. 139. 

143	 Gimeno Sendra, V.: Manual de Derecho Procesal Penal, Castillo de Luna, Madrid, 2015, 
pág. 576. 
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demostrar la propia inocencia resultaría extremadamente difícil y supondría 
incurrir en la prueba de hechos negativos, es decir, en una auténtica prueba 
diabólica144.

Por tanto, como se avanzaba en el anterior epígrafe, ello implica que en el 
proceso penal la carga de probar los hechos constitutivos, tanto objetivos 
como subjetivos, la participación en ellos del acusado y, en su caso, las cir-
cunstancias agravantes de la responsabilidad penal que pudieran concurrir 
incumbe a la acusación145. Frente a ello, la defensa puede permanecer pasiva 
y no tiene la obligación de aportar pruebas de su inocencia146. Sin embargo, 
una vez que la acusación ha aportado pruebas de las que se deduce la cul-
pabilidad del acusado, más allá de toda duda razonable, se admite que la 
defensa puede verse en la necesidad de alegar circunstancias favorables 
para su defensa y, en consecuencia, de aportar medios de prueba para fun-
damentar estas alegaciones147. En este sentido, el acusado puede optar por 
negar las afirmaciones relativas a los hechos constitutivos sostenidos por 
la acusación, o bien introducir alegaciones referidas a hechos impeditivos, 
modificativos o extintivos de la responsabilidad penal, con la finalidad de 
obtener una sentencia absolutoria o, en su caso, una atenuación de la pena 
que pudiera imponerse148. Esta actividad probatoria del acusado se deno-
mina prueba de descargo149.

144	 Fenech, M.: El proceso penal, 4.ª edición, AGESA, Madrid, 1982, pág. 139. 

145	 Al respecto, véase: Moreno Catena, V.: «El desarrollo del juicio oral. La prueba» en Moreno 
Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: Damián 
Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 470 y 
Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso 
Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024., págs. 427-428.

146	 En este sentido, véase: y Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona 
Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2024, pág. 418 y Moreno Catena, V.: «El desarrollo del juicio oral. La prueba» en Moreno 
Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: Damián 
Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 470.

147	 En este sentido, véase: Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona 
Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valen-
cia, 2024, pág. 428 y Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, 
Madrid, 2005, pág. 283.

148	 En este sentido, véase: Moreno Catena, V.: «El desarrollo del juicio oral. La prueba» en Moreno 
Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: Damián 
Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 470, y 
Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso 
Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, págs. 427-428.

149	 Moreno Catena, V.: «El desarrollo del juicio oral. La prueba» en Moreno Catena, V. y Cor-
tés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: Damián Moreno, J. y 
Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 470.
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Por tanto, y pese a lo expuesto, puede afirmarse que en el proceso penal 
existe cierta distribución de las cargas probatorias, aunque no es equipara-
ble a la propia del ámbito civil.

3.2.2. Vertiente material u objetiva de la carga de la prueba

La vertiente material u objetiva de la carga de la prueba opera una vez se 
ha producido la actividad probatoria en el proceso y su objetivo es resolver 
el problema en relación a cuál de las partes ha de soportar las consecuen-
cias desfavorables del hecho incierto o falto de prueba150. Esta perspectiva 
de la carga de la prueba sí se puede reivindicar tanto en el proceso civil 
como en el proceso penal, aunque con distinto fundamento, como se va a 
exponer.

En el marco del proceso civil, la respuesta al problema planteado viene 
dada en virtud de las normas que reparten la carga de la prueba entre las par-
tes en atención a la clasificación de los hechos en constitutivos, impeditivos, 
extintivos y excluyentes151. Ello implica que las consecuencias desfavorables 
de que alguno de los citados hechos quede sin probar deben recaer sobre la 
parte que debía probarlos y no lo hizo o, al menos, no suficientemente152.

En el proceso penal también existe base para el reparto ya que, cómo se 
ha visto en el epígrafe anterior, en el derecho penal también se puede dis-
tinguir entre hechos constitutivos, impeditivos extintivos y modificativos. No 
obstante, el fundamento es muy distinto y el problema, por tanto, se plantea 
de una manera radicalmente diferente. En el proceso penal no hay igualdad 
entre las partes, sino que se trata de un proceso de partes únicamente en 
un sentido formal o impropio y en el que se confrontan dos intereses, por un 
lado, que no se quede sin pena el culpable de unos hechos delictivos y, de 
otro lado, que no se le imponga pena a un inocente. Ello implica que, entre 
los dos intereses contrapuestos, la condena al inocente es el que debe ser 
evitado en todo caso, por el enorme perjuicio que supone no solo por casti-
gar a una persona que no es la autora de unos hechos delictivos, sino por el 
daño que implica para la sociedad que se escape de la acción de la justicia 
un delincuente efectivo153. En este sentido, Asencio Mellado indica que «Se 
trata, pues, de hacer prevalecer por razones de justicia, el interés del ciuda-

150	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 283, 
pág. 280.

151	 Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Procesal Penal, 10.ª edición, Artes grá-
ficas y ediciones S.A, Madrid, 1987, pág. 279-280.

152	 Chiovenda, J.: Principios de Derecho Procesal Civil, (Trad. por Casais y Santaló, J.) Tomo II, 
Ed. Reus, Madrid, 2000 (reimpresión), pág. 270. 

153	 Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Procesal Penal, 10.ª edición, Artes grá-
ficas y ediciones S.A, Madrid, 1987, pág. 275-280.
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dano en su libertad sobre el interés del colectivo en su seguridad, teniendo 
en cuenta el mayor daño que provocaría la condena de un inocente que la 
absolución de un culpable»154.

Asimismo, cabe advertir que en el marco del proceso penal no es posible 
dejar abierta la causa como consecuencia de la falta de prueba o prueba 
insuficiente que pueda generar dudas en el tribunal sobre la culpabilidad del 
acusado, ya que no es posible dictar una sentencia absolutoria en la instancia 
o meramente procesal (art. 144 LECrim) ni sobreseer por este motivo (art. 742 
LECrim)155.

En consecuencia, si tras la práctica de la prueba persiste una duda razona-
ble acerca de la culpabilidad del acusado —bien porque la prueba practicada 
no alcanza un grado de certeza suficiente, bien porque los elementos de cargo 
coexisten con hipótesis alternativas plausibles compatibles con la inculpabi-
lidad—, procede dictar sentencia absolutoria en aplicación del derecho a la 
presunción de inocencia, que opera en este ámbito como una regla de juicio 
o regla de decisión156. Como afirma Fernández López, esta manifestación de 
la presunción de inocencia se identifica con el principio in dubio pro reo que 
ha alcanzado valor constitucional al integrarse en este derecho fundamental 
por cuanto, la autora explica que:

«La exigencia de que la culpabilidad del acusado se encuentre respaldada 
por prueba de cargo suficiente no es más que la objetivación del estado de duda 
que debe llevar al juez a dictar una sentencia absolutoria cuando la prueba no 
sea suficiente, de manera que indirectamente se ha incorporado en el núcleo 
esencial del derecho a la presunción de inocencia la regla in dubio pro reo»157

Así, el principio in dubio pro reo actúa como un criterio que orienta la deci-
sión del juzgador en sentido absolutorio cuando la culpabilidad del acusado 
es incierta158.

154	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, págs. 45-46.

155	 Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso 
Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 428.

156	 En este sentido, véase: Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, 
Ed. Trivium, Madrid, 1989, págs. 45-46 y González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: 
«Valoración de la prueba, presunción de inocencia y principio in dubio pro reo» en Gon-
zález Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el 
proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs. 532-533. 

157	 Por la concreción de tal argumento, véase: Fernández López, M.: «El derecho a la presun-
ción de inocencia» en Asencio Mellado, J.M., (Dir.) y Fuentes Soriano, O., (Coord.): Dere-
cho Procesal Penal (4.ª edición), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 472.

158	 González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción de inocen-
cia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): 
La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pág. 533. 
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Por tanto, la función que asume la distribución de la carga material u obje-
tiva de la prueba en el proceso civil, se cumple en el proceso penal a través de 
la aplicación del principio in dubio pro reo, por cuanto, en caso de duda, hay 
que preferir la impunidad de un culpable a la condena de un inocente, lo que 
además es consecuencia del principio, que constituye la base del derecho 
penal moderno, nulla poena sine crimine, nullum crimen sine culpa159.

En cambio, diferente problemática plantea la determinación de si la duda 
que recae sobre los hechos favorables invocados por la defensa puede con-
siderarse igualmente amparada por el derecho a la presunción de inocencia 
y, por ende, debe resolverse a favor del acusado. Esta cuestión dista de ser 
pacífica, pues ha dado lugar a posiciones divergentes tanto en la doctrina 
como en la jurisprudencia.

En este sentido, algunos autores sostienen que también procede la abso-
lución cuando la duda recae sobre alguno de los hechos favorables a la 
defensa puesto que, en tales casos, debe admitirse, al menos, una disminu-
ción en la probabilidad con la que el órgano jurisdiccional puede afirmar que 
el acusado cometió los hechos160. Por tanto, se afirma que esta merma en el 
grado de certeza debe reflejarse necesariamente en la sentencia, pues en 
tal situación no puede considerarse plenamente acreditada la culpabilidad161. 
Sin embargo, el Tribunal Supremo apunta que estas circunstancias «deben 
quedar tan acreditadas como los hechos objeto de punición»162. En conse-
cuencia, expresa que los hechos favorables a la defensa no es suficiente invo-
carlos, sino que el acusado debe acreditarlos debidamente debido a que:

«no están cubiertos por la presunción de inocencia, ya que de otro modo se 
impondría las acusaciones la carga indebida, y hasta imposible, de tener que 
probar además de los hechos positivos integrantes del tipo penal imputado y 
la participación del acusado, los hechos negativos de la no concurrencia de las 
distintas causas de extinción de responsabilidad incluidas en el catálogo legal 
de las mismas»163

159	 Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Procesal Penal, 10.ª edición, Artes grá-
ficas y ediciones S.A, Madrid, 1987, pág. 279-280.

160	 En este sentido, véase: Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconsti-
tuida, Ed. Trivium, Madrid, 1989, págs. 46-47, Fernández López, M.: Prueba y presunción 
de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 28, págs. 210-233 y Gómez Orbaneja, E. y Gómez 
Orbaneja, E. y Herce Quemada, V.: Derecho Procesal Penal, 10.ª edición, Artes gráficas y 
ediciones S.A, Madrid, 1987, págs. 275 y ss.

161	 Fernández López, M.: Prueba y presunción de inocencia, Iustel, Madrid, 2005, pág. 283, 
págs. 210-233.

162	 SSTS 335/2017, de 11 de mayo, 87/2001, de 2 de abril, 36/1996, de 11 de marzo y 133/1994, 
de 9 de mayo.

163	 STS 76/2025, de 31 de enero, ECLI:ES:TS:2025:788, FJ 3.º). En idéntico sentido, también 
las SSTS 1353/2005, de 16 de noviembre, ECLI:ES:TS:2005:7166, 1395/1999, de 9 de octu-
bre, ECLI:ES:TS:1999:6243, 15 de febrero de 1995, ECLI:ES:TS:1995:788, entre otras. 
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Frente a ello, Asencio Mellado sostiene que el hecho de que la presunción 
de inocencia deba operar en los casos en los que subsistan dudas acerca de 
la concurrencia de un hecho impeditivo o extintivo no implica que el órgano 
judicial, en el momento de fundar el fallo, deba ir desmontando tales circuns-
tancias, ni que su mera alegación por el acusado implique que sea necesario 
probar su no presencia164

Por todo lo expuesto se puede afirmar que el análisis realizado a lo largo 
de esta primera parte ha permitido efectuar una aproximación sistemática 
a la institución de la prueba en el proceso penal, abordando sus principales 
dimensiones dogmáticas. Partiendo del estudio de su concepto y finalidad, 
se ha puesto de relieve la complejidad del fenómeno probatorio, así como, la 
necesidad de distinguir entre el objeto de la prueba y el tema de la prueba. 
Asimismo, se ha evidenciado que la actividad probatoria no puede enten-
derse al margen de los límites constitucionales que la condicionan, especial-
mente en lo que respecta al derecho a la presunción de inocencia, que actúa 
como el eje del enjuiciamiento penal y como garantía del acusado frente al 
ejercicio del ius puniendi del Estado. La exigencia de una prueba de cargo 
válida, suficiente y racionalmente valorada, junto con la operatividad del prin-
cipio in dubio pro reo, configuran un sistema probatorio orientado a minimi-
zar el riesgo de condenas injustas.

No obstante, el propósito de este análisis no ha sido agotar el estudio de 
la prueba en el proceso penal, sino sentar las bases teóricas imprescindibles 
para delimitar con precisión el marco en el que se inscribe el objeto espe-
cífico de esta investigación. La clarificación conceptual de qué se entiende 
por prueba, qué puede ser objeto de acreditación y cómo se distribuyen las 
cargas probatorias constituye un presupuesto metodológico necesario para, 
a continuación, examinar las principales particularidades que, desde este 
plano, plantea la violencia sexual y, en concreto, los delitos contra la libertad 
sexual. Por tanto, lo expuesto no constituye un punto de llegada, sino una 
base teórica que permitirá abordar, en los apartados siguientes, las espe-
cialidades que presenta la prueba de estas conductas delictivas en el pro-
ceso penal, identificar dónde se sitúan sus principales obstáculos y analizar 
cómo pueden equilibrarse las exigencias necesarias para garantizar el pleno 
respeto de las garantías procesales con la efectividad de la respuesta penal 
frente a estas conductas.

164	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 47.
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LA PRUEBA EN LOS PROCESOS 
SEGUIDOS POR DELITOS CONTRA LA 

LIBERTAD SEXUAL. SINGULARIDADES

El proceso penal por delitos contra la libertad sexual presenta singularida-
des probatorias que lo diferencian de forma notable de otras tipologías delic-
tivas. En estos casos, los hechos suelen producirse en contextos de intimi-
dad y, con frecuencia, sin testigos directos, lo que sitúa en centro del debate 
probatorio la declaración de la víctima, así como, la adecuada obtención, 
práctica y valoración de otros elementos probatorios que puedan estar dis-
ponibles en este ámbito y que puedan contribuir a esclarecerlos. Asimismo, 
este contexto determina la necesidad de articular la actividad probatoria de 
modo que se compatibilicen plenamente las garantías propias del proceso 
penal —en particular, las derivadas del derecho de defensa y de la presunción 
de inocencia—, con una protección reforzada de quienes sufren este tipo de 
violencia, evitando prácticas susceptibles de generar fenómenos de revicti-
mización. En consecuencia, este propósito exige un enfoque especializado 
desde la fase de investigación hasta el enjuiciamiento.

Para poder abordar las diferentes cuestiones que surgen a este respecto 
resulta imprescindible, en primer lugar, delimitar el propio concepto de vio-
lencia sexual en el que se enmarcan los delitos contra la libertad sexual. 
Posteriormente, es necesario abordar el papel de la víctima como fuente 
de prueba, así como incidir en su tutela en el marco del proceso. Del mismo 
modo, debe profundizarse en las particularidades de los medios de prueba 
que adquieren especial relevancia en este ámbito, analizando tanto su con-
tenido como su forma de incorporación al proceso y las singularidades que 
pueden presentarse en su práctica. Finalmente, cobra una relevancia deci-
siva la fase de valoración judicial de la prueba. En este ámbito resulta particu-
larmente necesario extremar la cautela ante a la posible incidencia de sesgos 
que pueden proyectarse con especial intensidad en los delitos contra la liber-
tad sexual, con el fin de garantizar una respuesta penal ajustada a Derecho y 
respetuosa con los derechos fundamentales de todas las partes implicadas.



62

PRUEBA PENAL Y VIOLENCIA SEXUAL

1. La delimitación del concepto de violencia sexual

Antes de abordar las particularidades probatorias propias de los delitos 
contra la libertad sexual en el marco del proceso penal, resulta imprescindi-
ble delimitar el marco conceptual en el que se inscribe esta forma de crimi-
nalidad. En este sentido, procede examinar, en primer lugar, el alcance que el 
ordenamiento jurídico español atribuye al concepto de violencia sexual tras 
la aprobación de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de Garantía 
Integral de la Libertad Sexual (en adelante, LO 10/2022, de 6 de septiembre), 
en la medida en que esta norma ha supuesto una reformulación de sus con-
tornos. Seguidamente, se analizará el debate relativo a su encuadre como 
manifestación de la violencia de género, a la luz de las tensiones existentes 
entre la regulación interna y los estándares internacionales y supranaciona-
les en la materia.

1.1. El concepto de violencia sexual en el Código Penal: 
alcance y delimitación en la LO 10/2022, de 6 de 
septiembre

En el ámbito nacional, la LO 10/2022, de 6 de septiembre, define la vio-
lencia sexual en el apartado primero de su art. 3 como cualquier «acto de 
naturaleza sexual no consentido o que condicione el libre desarrollo de la 
vida sexual de la persona, tanto en el ámbito público como en el privado, 
incluido el entorno digital». A estos efectos, se consideran comprendidos en 
ella todos los delitos tipificados en el Título VIII del Libro II del Código Penal 
—esto es, aquellos configurados como delitos contra la libertad sexual, por 
afectar directamente a este bien jurídico—, entre los que se incluyen la agre-
sión sexual, la agresión sexual a menores de dieciséis años, el acoso sexual, 
los delitos de exhibicionismo y provocación sexual, así como los relativos a la 
prostitución y a la explotación sexual y corrupción de menores.

Igualmente, la ley incorpora dentro del concepto de violencia sexual los 
delitos de mutilación genital femenina, matrimonio forzado, acoso con con-
notación sexual y trata de seres humanos con fines de explotación sexual. 
Asimismo, reconoce de forma expresa esta modalidad de violencia cometida 
en el entorno digital, comprendiendo la difusión de actos violentos de natu-
raleza sexual, la pornografía no consentida —incluida, en todo caso, la por-
nografía infantil— y la extorsión sexual realizada mediante el uso de medios 
tecnológicos165. Por tanto, la LO 10/2022, de 6 de septiembre, adopta una 

165	 En este sentido, véase: González Tascón, M.M.: «El delito de agresión sexual en su con-
figuración por la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la 
libertad sexual: Comentario al artículo 178 del Código Penal», Estudios Penales y Crimi-
nológicos, 43 (2023), págs. 4-5 y Álvarez García, F.J.: «Algunos comentarios generales 
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concepción amplia del concepto de violencia sexual, que no se circunscribe 
exclusivamente a los actos sexuales no consentidos. Esta opción normativa 
se aparta, al menos desde una perspectiva sistemática y de delimitación 
conceptual, de la seguida por otros instrumentos jurídicos internacionales, 
como el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, de 11 de mayo de 2011, 
conocido como Convenio de Estambul166.

En este sentido, el propio Preámbulo de la Ley pone de manifiesto la com-
prensión que el legislador asume respecto de este fenómeno, al destacar que 
la violencia sexual, así como las consecuencias físicas, psíquicas y emocio-
nales que comporta, afecta de manera particularmente grave a las mujeres y 
las niñas. Desde esta perspectiva, se afirma expresamente que no se trata de 
una cuestión individual ni coyuntural, sino de un problema de carácter social y 
estructural, al encontrarse estrechamente relacionada con una determinada 
cultura sexual arraigada en patrones discriminatorios que, según apunta, 
debe ser transformada167.

Este último inciso conduce directamente a abordar una cuestión de espe-
cial relevancia en este ámbito y que no resulta pacífica en la doctrina, a saber, 
si la violencia sexual se puede entender como una forma de violencia de 
género168.

a la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía de la libertad sexual», Revista 
Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 25-r3 (2023), págs. 5-6. 

166	 Como se abordará más adelante, el concepto de violencia sexual en el marco del Conve-
nio de Estambul se ciñe a los actos sexuales no consentidos. Este es elmotivo por el que 
algunos autores, como Álvarez García, sostienen que esta ley «desdibuja» el concepto 
de violencia sexual y se aparta de la definición ofrecida por el Convenio de Estambul, al 
que, además, pretende dar cumplimiento mediante las reformas introducidas en mate-
ria penal. Véase Álvarez García, F.J.: «Algunos comentarios generales a la Ley Orgánica 
10/2022, de 6 de septiembre, de garantía de la libertad sexual», Revista Electrónica de 
Ciencia Penal y Criminología, 25-r3 (2023), pág. 5. 

167	 En concreto, el Preámbulo de la ley señala que la violencia sexual «no es una cuestión indi-
vidual, sino social; y no se trata de una problemática coyuntural, sino estructural» (Apar-
tado I del Preámbulo de la LO 10/2022, de 6 de septiembre). 

168	 En este sentido, existen autoras como Marín de Espinosa Ceballos, Jericó Ojer, Acale 
Sánchez o Cerrato Guri aluden a la violencia sexual equiparándola a la violencia de 
género. En cambio, autores como Subijana Zunzunegui o Galdeano Santamaría ponen de 
relieve las dificultades que presenta concebir los delitos sexuales como delitos de género, 
tal y como actualmente los configura el ordenamiento jurídico, subrayando los límites 
dogmáticos y sistemáticos de dicha equiparación. Véase, respectivamente Marín de Espi-
nosa Ceballos, E.B.: «Por qué es innecesaria e inconveniente una ley integral en garantía 
de la libertad sexual», La Ley Penal, N.º 150, Sección Estudios, Mayo-Junio 2021, págs. 2 y 
ss., Jericó Ojer, L.: «Perspectiva de género, violencia sexual y Derecho Penal» en Monge 
Fernández, A. (Dir.) y Parrilla Vergara, J. (Coord.): Mujer y Derecho Penal: ¿Necesidad de 
una reforma desde la perspectiva de género?, J.M.Bosch, Barcelona, 2019, pág. 305 y ss., 
Acale Sánchez, M.: Violencia sexual de género contra mujeres adultas. Especial referencia 
a los delitos de agresión y abuso sexuales, Ed. Reus, Madrid, 2019, págs. 19 y ss., Cerrato 
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1.1.1. Violencia sexual y violencia de género: tensiones entre la 
regulación nacional, internacional y supranacional

La normativa internacional y supranacional converge en la consideración 
de la violencia sexual como una manifestación específica de la violencia de 
género169. Distintas organizaciones internacionales de carácter universal y 
regional han elaborado instrumentos dirigidos a la eliminación de la violencia 
contra la mujer, marco desde el cual se aborda el fenómeno de la violencia 
sexual. En este sentido, destaca la labor llevada a cabo por la Organización 
de Naciones Unidas. La Asamblea General de este órgano aprobó el 18 de 
diciembre del año 1979 la Convención sobre la eliminación de todas las for-
mas de discriminación contra la mujer (En adelante, CEDAW) que surge en el 
marco de la I Conferencia Mundial de Mujeres170. Este instrumento normativo, 
pese a no realiza ninguna alusión específica a la violencia, define por primera 
vez en el marco internacional el concepto de discriminación contra la mujer 
en los siguientes términos:

«a los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra 
la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 
que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base 
de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil, o en 
cualquier otra esfera» (art. 1).

Asimismo, el texto prevé la creación de un órgano formado por expertos 
encargados de supervisar la aplicación y cumplimiento de la Convención, así 
como, con potestad de aclarar e interpretar su contenido. Conforme a ello, 
se crea el Comité para la Eliminación de cualquier forma de discriminación 

Guri, E.: La protección judicial de las víctimas de violencia de género: algunas cuestiones 
problemáticas, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, págs. 159-160, Subijana Zunzunegui, I.J.: 
«La perspectiva de género en la interpretación de las leyes penales, sustantivas y proce-
sales», Legebiltzarreko Aldizkaria -LEGAL- Revista del Parlamento Vasco, 4, 2023, págs. 
114-137. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945 y Galdeano 
Santamaría, A.: «Violencia sexual en la sombra» en Llorente Sánchez-Arjona, M. y Zafra 
Espinosa de los Monteros, R. (Dirs.): La violencia de género en la sombra, Aranzadi, Pam-
plona, 2023, págs. 127 y ss.

169	 Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes 
penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria -LEGAL- Revista del Parla-
mento Vasco, 4, 2023, págs. 128-129. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/article/
view/6135/6945 

170	 Organización de Naciones Unidas: Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer, Asamblea General, resolución 34/180, 18 de diciembre de 
1979. Disponible en: https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/
convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women 

https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women
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contra la mujer (En adelante, Comité CEDAW)171. De este organismo procede 
la Recomendación General núm. 19 que se publica el 29 de enero de 1992 y 
donde, partiendo de dicho precepto, el Comité CEDAW interpreta que:

«El artículo 1 de la Convención define la discriminación contra la mujer. Esa 
definición incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra 
la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada. Incluye actos 
que infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de 
cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad»172

Por tanto, esta interpretación incluye expresamente a la violencia contra 
la mujer dentro del objeto del texto de la Convención173. En sintonía con ello, 
con posterioridad, la Asamblea General de las Naciones Unidas incorpora 
por primera vez, en el articulado de la Declaración sobre la eliminación de 
la Violencia contra la Mujer de 1993174, una definición expresa de «violencia 
contra la mujer», dotando al concepto de un contenido jurídico propio.

Este instrumento dispone que, a los efectos de la Declaración, se entiende 
por violencia contra la mujer «todo acto de violencia basado en la pertenen-
cia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufri-
miento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas de 
tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se pro-
ducen en la vida pública como en la vida privada» (art. 1). Como afirma López 
de Zubiría Díaz esta Declaración supone el primer texto en materia de violencia 
de género, lo que implica que la comunidad internacional comience a tomar 
conciencia de la continua vulneración de derechos sufrida por las mujeres175. 

171	 En este sentido, el apartado primero del art. 17 de la Convención sostiene que «Con el fin de 
examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente Convención, se establecerá 
un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (denominado en adelante 
el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en vigor de la Convención, de dieciocho 
y, después de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés 
expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención. Los 
expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones 
a título personal; se tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representa-
ción de las diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos».

172	 Comité Cedaw. Recomendación general núm. 19. Comentario General, párrafo 6 (29 de 
enero de 1992), párrafo 24 b). Disponible en: https://www.right-to-education.org/es/
resource/cedaw-recomendaci-n-general-28 

173	 López de Zubiría Díaz, S.: «La agravante de discriminación por género como respuesta 
a las limitaciones penales en la violencia de género», Eunomía, Revista en Cultura de la 
Legalidad, N.º 22, abril-septiembre, pág. 161.

174	 Organización de Naciones Unidas: Declaración sobre la eliminación de la Violencia con-
tra la Mujer, 20 de diciembre de 1993. Disponible en: https://www.ohchr.org/es/instru-
ments-mechanisms/instruments/declaration-elimination-violence-against-women 

175	 López de Zubiría Díaz, S.: «La agravante de discriminación por género como respuesta 
a las limitaciones penales en la violencia de género», Eunomía, Revista en Cultura de la 
Legalidad, N.º 22, abril-septiembre, pág. 161.

https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomendaci-n-general-28
https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomendaci-n-general-28
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-elimination-violence-against-women
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-elimination-violence-against-women
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Asimismo, el art. 2 de este texto precisa que la violencia contra la mujer com-
prende la violencia sexual, física y psicológica ejercida tanto en el ámbito fami-
liar como aquella perpetrada en el seno de la comunidad en general. En este 
mismo precepto, incluye entre sus manifestaciones, el abuso sexual, la violen-
cia relacionada con la dote, la violación conyugal, la mutilación genital feme-
nina, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educati-
vas y en otros espacios, así como la trata de mujeres y la prostitución forzada176.

Estas orientaciones se complementan con la Recomendación General 
núm. 35 sobre la violencia por razón de género contra la mujer, publicada el 
26 de julio de 2017 y por la que el Comité CEDAW actualiza la Recomendación 
General n.º 19 anteriormente expuesta. En este documento, se reitera la con-
ceptualización de la violencia sexual como una manifestación específica de 
la violencia por razón de género, precisando que:

«La violencia por razón de género afecta a las mujeres a lo largo de todo su 
ciclo de vida y, en consecuencia, las referencias a las mujeres en este documento 
incluyen a las niñas. Dicha violencia adopta múltiples formas, a saber: actos u 
omisiones destinados a o que puedan causar o provocar la muerte o un daño o 
sufrimiento físico, sexual, psicológico o económico para las mujeres, amenazas 
de tales actos, acoso, coacción y privación arbitraria de la libertad (…)»177

Además, se reconoce que este tipo de violencia se produce en todos los 
espacios y esferas de la interacción humana, ya sean públicos o privados, 
entre ellos los contextos de la familia, la comunidad, los espacios públicos, 
el lugar de trabajo, el esparcimiento, la política, el deporte, los servicios de 
salud y los entornos educativos y a través de entornos tecnológicos178.

En el ámbito europeo, la Recomendación del Comité de Ministros del Con-
sejo de Europa, de 30 de abril de 2002, relativa a la protección de las mujeres 

176	 Esta definición amplia del concepto de violencia sexual que prevé la Declaración también 
se refleja en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Este instrumento fue 
adoptado el 17 de julio de 1998, en el marco de la Conferencia Diplomática de Plenipoten-
ciarios de las Naciones Unidas celebrada en Roma. En su art. 7, referido a los crímenes de 
lesa humanidad, se refiere a la violencia sexual incluyendo en ella la violación, la esclavitud 
sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, la esterilización forzada o cualquier 
otra forma de violencia sexual de gravedad comparable. Véase Naciones Unidas. Estatuto 
de Roma de la Corte Penal Internacional, de 17 de julio de 1998. Disponible en: https://
www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf 

177	 Comité Cedaw. Recomendación general núm. 35 sobre la violencia por razón de género 
contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general núm. 19, párrafo 14 
(26 de julio de 2017). Disponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/
BDL/2017/11405.pdf 

178	 Comité Cedaw. Recomendación general núm. 35 sobre la violencia por razón de género 
contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general núm. 19, párrafo 20 
(26 de julio de 2017). Disponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/
BDL/2017/11405.pdf

https://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf
https://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
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contra la violencia, se pronuncia en términos sustancialmente coincidentes con 
los anteriormente expuestos. Este instrumento reconoce expresamente que la 
violencia contra la mujer constituye una manifestación grave de discriminación 
por razón de sexo y ofrece una definición amplia de «violencia contra la mujer», 
comprensiva de cualquier acto de violencia por razón de género que tenga como 
resultado, o pueda tenerlo, un daño físico, sexual o psicológico. Asimismo, y en 
sintonía con la Recomendación General n.º 35, afirma que dicha violencia puede 
producirse tanto en el ámbito familiar o de la unidad doméstica como en el seno 
de la comunidad en general. Desde esta perspectiva, integra de forma expresa 
entre sus formas la violación y los abusos sexuales, el incesto, la violación entre 
cónyuges, parejas ocasionales o estables y personas convivientes, la mutilación 
sexual y genital femenina, los matrimonios forzados, el acoso sexual, el tráfico de 
mujeres con fines de explotación sexual y el turismo sexual179.

En este contexto, también resulta imprescindible examinar las disposi-
ciones contenidas en el denominado Convenio de Estambul de 11 de mayo 
de 2011, primer instrumento normativo de carácter vinculante e integral en 
el ámbito europeo en la lucha por la violencia contra las mujeres, incluida la 
violencia sexual180. En el apartado a) de su artículo 3 establece que por «vio-
lencia contra la mujer» deben entenderse «todos los actos de violencia basa-
dos en el género que impliquen o puedan implicar para las mujeres daños o 
sufrimientos de naturaleza física, sexual, psicológica o económica (…)». No 
obstante, y a diferencia de la Recomendación anterior, en el apartado d) del 
mismo precepto ofrece una definición de qué debe entenderse por «violencia 
basada en el género». El Convenio de Estambul define este fenómeno como 
«toda violencia ejercida contra una mujer por el hecho de ser mujer o que 
afecte a las mujeres de manera desproporcionada»181.

179	 Consejo de Europa: Recomendación Rec (2002)5 del Comité de Ministros a los Estados 
miembros sobre la protección de la mujer contra la violencia, Adoptada por el Comité de 
Ministros el 30 de abril de 2002, en la 794.ª reunión de delegados ministeriales, Apéndice a 
la Recomendación, párrafo 1, pág. 6. Disponible en: https://violenciagenero.igualdad.gob.
es/wp-content/uploads/Rec_2002_5_Spanish.pdf 

180	 Consejo de Europa: Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, 11 de mayo de 2011, Estambul. Dispo-
nible en: https://rm.coe.int/1680462543 

181	 En el Informe Explicativo del Convenio de Estambul, concretamente en el apartado rela-
tivo al artículo 3, el Consejo incide en que la violencia por razón de género es toda forma de 
daño ejercido contra una mujer que surge de relaciones de poder desiguales entre muje-
res y hombres y que, al mismo tiempo, contribuye a perpetuarlas, reforzando la posición 
de subordinación de las mujeres tanto en la esfera privada como en la pública. Se trata de 
una violencia profundamente enraizada en las estructuras sociales y culturales, así como 
en los valores y normas que organizan la vida social, y que con frecuencia se mantiene 
mediante dinámicas de invisibilización, negación y silencio. Véase: Council of Europe: 
«Explanatory Report to the Council of Europe Convention on preventing and combating 
violence against women and domestic violence», Istambul, 11 May 2011. Paragraph 42. Dis-
ponible en: https://rm.coe.int/1680a48903 

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Rec_2002_5_Spanish.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Rec_2002_5_Spanish.pdf
https://rm.coe.int/1680462543
https://rm.coe.int/1680a48903
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Asimismo, el texto enumera de forma sistemática las distintas manifes-
taciones que puede revestir la violencia de género, configurando un catá-
logo amplio de conductas. Así, contempla la violencia psicológica (art. 33), 
el acoso (art. 34), la violencia física (art. 35), la violencia sexual (art. 36), los 
matrimonios forzosos (art. 37), las mutilaciones genitales femeninas (art. 
38), el aborto y la esterilización forzosos (art. 39), así como el acoso sexual 
(art. 40). De este modo, y en línea con lo ya establecido por los instrumen-
tos normativos anteriormente citados, el Convenio integra de forma expresa 
la violencia sexual dentro del núcleo de las violencias basadas en el género, 
ofreciendo además una regulación detallada y sistemática de lo que ha de 
entenderse por violencia sexual182.

En este sentido, el texto la define en su art. 36 como todo acto de natura-
leza sexual realizado de manera intencionada y sin el consentimiento libre y 
voluntario de la persona valorado acorde a las circunstancias concurrentes. 
Dentro de estos actos incluye la penetración vaginal, anal u oral con cualquier 
parte del cuerpo o con objetos, así como, la conducta consistente en obligar 
a una persona a participar en actos de carácter sexual no consentidos con 
un tercero, con independencia del vínculo existente entre agresor y víctima, 
incluido el matrimonial o de pareja. Como se abordará con posterioridad, la 
concepción del consentimiento que subyace a la regulación de la violencia 
sexual introducida en el texto va a resultar determinante en la forma en que 
se delimiten y valoren jurídicamente estas conductas en la regulación de la 
mayoría de los Estados parte del Convenio.

Por su parte, en el marco de la Unión Europea, cabe destacar la reciente 
Directiva (UE) 2024/1385 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo 
de 2024183. En sintonía con lo dispuesto en el Convenio de Estambul, el texto 
afirma en su art. 2 que por violencia contra las mujeres se ha de entender:

«todo acto de violencia de género dirigido contra una mujer o una niña por 
el hecho de ser mujer o niña, o que afecten de manera desproporcionada a 
mujeres o niñas, que causen o sea probable que causen daños o sufrimientos 
de naturaleza física, sexual, psicológica o económica, incluidas las amenazas de 
realizar tales actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, tanto si se 
producen en la vida pública como en la vida privada»

Como se desprende de las disposiciones citadas, los distintos instrumen-
tos normativos de ámbito internacional y supranacional coinciden en con-
siderar como violencia de género toda forma de violencia —incluida la vio-
lencia sexual— que afecta de manera desproporcionada a mujeres y niñas. 

182	 Acale Sánchez, M.: Violencia sexual de género contra mujeres adultas. Especial referen-
cia a los delitos de agresión y abuso sexuales, Ed. Reus, Madrid, 2019, págs. 81-82.

183	 Directiva (UE) 2024/1385 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, 
sobre la lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica. Disponible 
en: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:32024L1385 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:32024L1385
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En este sentido, si se observan los datos estadísticos se puede constatar 
que el número de victimizaciones —entendido como el conjunto de hechos 
denunciados por personas que manifiestan ser víctimas o perjudicadas— en 
el ámbito de los delitos sexuales ascendió en el año 2024 a 19.514 en el caso 
de las mujeres, frente a 3.246 en el de los hombres. De forma coherente con 
esta distribución, el número de personas detenidas e investigadas por estos 
delitos alcanzó ese mismo año los 13.278 hombres, frente a 907 mujeres184. 
En la misma línea, los datos de la Macroencuesta de violencia contra la mujer 
del año 2024 revelan que 14,2 % de mujeres mayores de dieciséis años y resi-
dentes en España han sufrido violencia física y/o sexual dentro de la pareja en 
algún momento de su vida (2.692.564 mujeres) y el 14,5 % de mujeres mayo-
res de dieciséis años y residentes en España la ha sufrido violencia física y/o 
sexual fuera una relación de pareja (3.076.748 mujeres)185. Estos resultados 
ponen de manifiesto el impacto diferencial de estas conductas sobre las 
mujeres, evidenciando la dimensión estructural y de género del fenómeno186. 
Desde esta perspectiva, no existirían reparos en calificar la violencia sexual 
como una manifestación de la violencia de género, puesto que resulta incues-
tionable que los delitos comprendidos bajo dicha denominación inciden de 
manera significativamente mayor en las mujeres que en los hombres.

Asimismo, y en apoyo a esta postura, Jericó Ojer y Acale Sánchez subra-
yan que el género constituye un factor explicativo clave de las distintas mani-
festaciones de la violencia y, en particular, de la violencia sexual, al poner el 
acento en la intersección entre la subordinación estructural basada en el 
género y la perpetuación de determinados roles y estereotipos asignados a 
lo femenino. De hecho, esta última autora alude al concepto de «violencia 
sexual de género», en la medida en que sostiene que esta modalidad espe-
cífica de violencia se caracteriza por procesos de victimización sexualmente 
perfilados, ejercidos mayoritariamente por hombres que buscan afirmar 
o reforzar una posición de control y dominación sobre las mujeres. Según 
explica, el eje central de esta categoría reside en la existencia de una estruc-
tura social en la que los hombres han detentado históricamente el control 
sobre la vida, la autonomía y la libertad de las mujeres en los ámbitos perso-
nal, laboral y familiar.

184	 Datos extraídos del Portal Estadístico de Criminalidad del Ministerio del Interior, Series 
anuales. Victimizaciones y Detenciones e investigados. Véase: https://estadisticasdecri-
minalidad.ses.mir.es/publico/portalestadistico/datos.html?type=jaxi&title=Victimizacio-
nes&path=/Datos4/ 

185	 Macroencuesta de violencia sobre la Mujer, Delegación del Gobierno contra la violencia de 
género, 2024. Disponible en: https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaencifras/
macroencuesta-de-violencia-contra-la-mujer-2024/

186	 En este sentido, véase: Parra-Barrera, S.M., Sánchez-Fuentes, M.M., Moyano, N.: «Vio-
lencia sexual: impacto del consentimiento sexual sobre los derechos humanos de las 
mujeres» en Derechos Humanos ante los nuevos desafíos de la globalización, Dykinson, 
Madrid, pág. 1077. 

https://estadisticasdecriminalidad.ses.mir.es/publico/portalestadistico/datos.html?type=jaxi&title=Victimizaciones&path=/Datos4/
https://estadisticasdecriminalidad.ses.mir.es/publico/portalestadistico/datos.html?type=jaxi&title=Victimizaciones&path=/Datos4/
https://estadisticasdecriminalidad.ses.mir.es/publico/portalestadistico/datos.html?type=jaxi&title=Victimizaciones&path=/Datos4/
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaencifras/macroencuesta-de-violencia-contra-la-mujer-2024/
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaencifras/macroencuesta-de-violencia-contra-la-mujer-2024/
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No obstante, en el ámbito nacional dicha equiparación suscita relevantes 
reticencias desde el punto de vista jurídico. El principal obstáculo reside en 
que la LO 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género, circunscribe esta categoría a aquella violencia que, como manifes-
tación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de 
poder de los hombres sobre las mujeres, «se ejerce sobre estas por parte de 
quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado 
ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia» 
(art. 1.1). Por tanto, esta ley opta por articular un concepto de violencia de 
género de alcance limitado, anclado en el ámbito privado y estrictamente cir-
cunscrito a las relaciones de pareja o expareja, lo que impide la calificación y 
punición como violencia de género de otras formas de violencia —incluida la 
violencia sexual— que se producen fuera de dicho marco relacional187.

Además, se advierte que, pese a que en el ámbito de dicha ley también 
se encuentra la consideración de las agresiones sexuales como violencia de 
género, el legislador no les otorga una respuesta específica, como sí realiza 
con otros delitos como, por ejemplo, el delito de violencia habitual a la pareja 
o expareja (art. 173.2.º CP) o las lesiones agravadas por ser pareja o expareja 
(art. 147.1.º y 148.4.º CP)188.

En este contexto, Marín de Espinosa Ceballos sostiene que la LO 10/2022, 
de 6 de septiembre, permite superar esta concepción restrictiva y reco-
noce que las víctimas de violencia sexual han de ser consideradas, a todos 
los efectos, como víctimas de violencia de género. En este sentido, afirma 
que esta última constituye una auténtica ley de género, en la medida en que, 
conforme a lo dispuesto en su artículo 3.2, resulta de aplicación «a mujeres, 

187	 En este sentido, Fuentes Soriano apunta que esta ley contribuye a que el empleo del con-
cepto «violencia de género» se utilice de forma confusa, puesto que se limita a proteger 
únicamente la violencia que se produce en el ámbito doméstico. En la misma dirección, 
Marín de Espinosa Ceballos afirma que la citada ley «concibe la violencia de género como 
un problema reducido al ámbito privado, por lo que recoge tan solo una de las manifesta-
ciones de la violencia machista, como es la denominada violencia de género intrafamiliar, 
sin incluir las otras violencias de género que se ejecutan en el ámbito público. La identi-
ficación de la violencia de género con la realizada en las relaciones de pareja o expareja 
obstaculiza que las agresiones sexuales se consideren violencia de género, no sólo por 
las dificultades de prueba, sino por la resistencia de algunos órganos judiciales a castigar 
estos hechos en las relaciones de pareja, perpetuando la doctrina jurisprudencial anterior 
a la reforma promovida por la LO 3/1989, de 21 de junio». Véase respectivamente Fuentes 
Soriano, O.: El enjuiciamiento de la violencia de género, Iustel, Madrid, 2009, págs. 21-26 
y Marín de Espinosa Ceballos, E.B.: «Por qué es innecesaria e inconveniente una ley inte-
gral en garantía de la libertad sexual», La Ley Penal, N.º 150, Sección Estudios, Mayo-junio 
2021, pág. 7. 

188	 Marín de Espinosa Ceballos, E.B.: «Por qué es innecesaria e inconveniente una ley integral 
en garantía de la libertad sexual», La Ley Penal, N.º 150, Sección Estudios, mayo-Junio 
2021, págs. 6-7. 
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niñas y niños que hayan sido víctimas de violencias sexuales en España»189. 
En la misma línea, incide en que el legislador prevé en esta norma los aspec-
tos preventivos, de atención, sanción, especialización o asistencia integral 
con los que ya contaba la ley vigente en el ámbito de la violencia de género190. 
Asimismo, cabe advertir que la Disposición Final vigésima de la Ley Orgánica 
10/2022, de 6 de septiembre, prevé la revisión de las competencias de los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer. Aunque inicialmente no se precisaba 
el alcance concreto de esta reforma, el mismo ha quedado delimitado con la 
aprobación de la Ley Orgánica 1/2025, que atribuye a las Secciones de Vio-
lencia sobre la Mujer de los Tribunales de Instancia la competencia para la 
instrucción de los procesos por delitos de violencia sexual, siempre que el 
sujeto pasivo sea una mujer (art. 89.5 h) LOPJ)191.

En cambio, de Torres Guajardo se muestra crítico con esta concepción, 
al sostener que la LO 10/2022, de 6 de septiembre, ha tratado de reconducir 
la violencia sexual hacia una noción propia de la violencia de género, si bien 
dicha pretensión se «queda a medio camino», en la medida en que la ley no 
equipara plenamente el régimen de derechos reconocido a las víctimas de 
violencia sexual con el previsto para las víctimas de violencia de género en el 
EVD. En consecuencia, sostiene que no existe obstáculo jurídico alguno para 
invocar la aplicación de un concepto amplio de violencia de género en los 
términos dispuestos por el Convenio de Estambul, incluyendo expresamente 
la violencia sexual y extendiendo a sus víctimas el conjunto de derechos y 
beneficios previstos en dicha regulación. La razón de ello —según explica— 
radica en que España sigue un modelo monista en materia de recepción de 
los tratados internacionales, conforme al cual estos se incorporan directa-
mente al Derecho interno sin necesidad de un desarrollo legislativo especí-
fico, siempre que concurran tres requisitos: su entrada en vigor en el plano 
internacional, su publicación oficial y su carácter self-executing, es decir, que 

189	 Así, la autora afirma que la inclusión de los niños y niñas en el ámbito de protección de la 
ley resulta plenamente coherente con lo previsto en la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género que, tras la reforma operada por la 
Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección de la infancia y 
la adolescencia, pasó a considerar a los menores como víctimas directas de la violencia 
de género. Marín de Espinosa de Ceballos, E. B.: «La reforma y contrarreforma del delito 
de agresión sexual», Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, RECPC 25-24 
(2023), pág. 6.

190	 De hecho, la autora recalca que la disposición final novena de la Ley 10/2022, de 6 de sep-
tiembre, ha afectado a la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de pro-
tección integral contra la violencia de género, reformando once artículos, añadiendo tres 
preceptos nuevos y modificando la redacción de tres disposiciones adicionales con el fin 
de equiparar los servicios y prestaciones de ambas leyes integrales. Marín de Espinosa 
de Ceballos, E. B.: «La reforma y contrarreforma del delito de agresión sexual», Revista 
Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, RECPC 25-24 (2023), pág. 7.

191	 Vallespín Pérez, D. y Ortego Pérez, F.: Manual de Derecho Procesal Penal, 3.ª edición, 
Atelier, Barcelona, 2025, pág. 42.
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sus disposiciones son suficientemente claras, precisas y completas como 
para poder aplicarse directamente por los órganos jurisdiccionales y admi-
nistrativos, sin necesidad de que el legislador nacional apruebe una norma 
de desarrollo192.

Por el contrario, otros autores advierten que, pese a que la LO 10/2022, 
de 6 de septiembre, ha tratado de paliar la falta de inclusión de las víctimas 
sexuales como víctimas de violencia de género, introduciendo importantes 
avances en esta dirección, no se puede afirmar su plena equiparación a efec-
tos penales y procesales193. En este sentido, Subijana Zunzunegui sostiene 
que en la descripción de la violencia sexual cuando la víctima es mujer y el 
agresor es un hombre no se contiene la desaprobación inherente a su espe-
cífico carácter de expresión de violencia de género. Aun así, admite que esta 
situación se ve en parte paliada por cuanto en el nuevo delito de agresión 
sexual (art. 178 CP) el legislador prevé como circunstancia agravante especí-
fica el hecho de que el ataque sexual se cometa contra la víctima que «sea o 
haya sido esposa o mujer que esté o haya estado ligada por análoga relación 
de afectividad, aun sin convivencia» (art. 180.1 4.ª CP). No obstante, como 
señala el autor, esta incorporación vuelve a reproducir el esquema impuesto 
por la LO 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la violencia de 
género, y limita la consideración de la violencia sexual, en su manifestación 
mediante actos sexuales no consentidos, a las relaciones de pareja o análo-
gas194. Por tanto, sostiene que, fuera de estos casos, lo único que se puede 
realizar es tratar de aplicar la agravante por razón de género prevista en el 
artículo 22.4.ª CP195.

192	 In extenso, de Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2025, págs. 68-71.

193	 En este sentido, véase: Galdeano Santamaría, A.: «Violencia sexual en la sombra» en Llo-
rente Sánchez-Arjona, M. y Zafra Espinosa de los Monteros, R. (Dirs.): La violencia de 
género en la sombra, Aranzadi, Pamplona, 2023, págs. 127 y ss. y Subijana Zunzunegui, I.J.: 
«La perspectiva de género en la interpretación de las leyes penales, sustantivas y proce-
sales», Legebiltzarreko Aldizkaria —LEGAL— Revista del Parlamento Vasco, 4, 2023, págs. 
129-130. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945 

194	 Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes 
penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria -LEGAL- Revista del Par-
lamento Vasco, 4, 2023, págs. 129-130. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/arti-
cle/view/6135/6945 

195	 Esta agravante genérica se introduce en el texto penal por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 
de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal, y en ella se cualifica la acción en los casos en los que se comete «por motivos racis-
tas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o creencias 
de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad 
sexual, razones de género, la enfermedad que padezca o su discapacidad» (art. 22.4.ª CP). 
En cuanto a la aplicación por motivos de género, en los primeros pronunciamientos el Tri-
bunal Supremo, limitó su aplicación a aquellos supuestos en los que entre el autor y la 
víctima mediaba una relación de pareja presente o pasada, de manera acorde al concepto 

https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
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Ahora bien, ello tampoco implica atribuir a dichos delitos la desaproba-
ción inherente a la violencia de género. La razón radica en que el hecho de 
que el sujeto pasivo sea mujer no entraña su automática consideración toda 
vez que, a estos efectos, la jurisprudencia precisa para ello es necesario pro-
bar que «el autor ha cometido los hechos contra la víctima mujer por el mero 
hecho de serlo y con la intención de dejar patente su sentimiento de supe-
rioridad frente a la misma, es decir, en aquellos casos en que se cometió el 
hecho por esa motivación, que atenta contra el principio constitucional de 
igualdad»196.

Por tanto, Subijana Zunzunegui concluye en que «el género no forma parte 
de la estructura del tipo de los delitos sexuales, lo que hace que, desde la des-
cripción típica, no se trate de un delito de género»197.

En esta misma línea se pronuncia Galdeano Santamaría, quien, además de 
advertir que la LO 10/2022, de 6 de septiembre, no ha corregido el trato dife-
renciado existente entre las víctimas de violencia de género y las de violencia 
sexual —al no prever ninguna cualificación específica para los supuestos en 
los que el delito se comete contra una mujer—, pone de relieve otro aspecto de 
especial relevancia para poder llevar a cabo dicha equiparación. En este sen-
tido, la autora destaca que mientras que los delitos de violencia de género son 
de acción pública, el delito de agresión sexual y el acoso sexual siguen requi-
riendo previa denuncia de la persona agraviada, o su representante legal (art. 
191.1 CP). En consecuencia, sostiene que este planteamiento entra en colisión 
con el objetivo de la lucha contra la violencia de género, que se concibe y se 
articula desde un plano estructural y colectivo, en cuanto fenómeno que invo-
lucra e incumbe al conjunto de la sociedad198.

En definitiva, se puede afirmar que la calificación de la violencia sexual 
como violencia de género presenta en el ordenamiento jurídico español una 
tensión aún no plenamente resuelta entre el enfoque internacional y supra-

de violencia de género presente en la LO 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra 
la violencia de género. No obstante, luego se fue ampliando esta interpretación. Véase: 
López de Zubiría Díaz, S.: «La agravante de discriminación por género como respuesta 
a las limitaciones penales en la violencia de género», Eunomía, Revista en Cultura de la 
Legalidad, N.º 22, abril-septiembre, págs. 178 y ss. 

196	 SSTS 63/2025, de 30 de enero, ECLI:ES:TS:2025:396, FJ 2.º, 776/2024, de 18 de septiem-
bre, ECLI:ES:TS:2024:4535, 605/2023, de 13 de julio, ECLI:ES:TS:2023:3364, 687/2021, de 
15 de septiembre, ECLI:ES:TS:2021:3457, entre otras muchas. 

197	 Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes 
penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria —LEGAL— Revista del Par-
lamento Vasco, 4, 2023, págs. 129-130. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/arti-
cle/view/6135/6945 

198	 Por todo, Galdeano Santamaría, A.: «Violencia sexual en la sombra» en Llorente Sán-
chez-Arjona, M. y Zafra Espinosa de los Monteros, R. (Dirs.): La violencia de género en la 
sombra, Aranzadi, Pamplona, 2023, págs. 129-132. 

https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
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nacional —de carácter amplio y estructural— y la configuración normativa 
interna, más restrictiva y estrechamente vinculada al ámbito de las relacio-
nes de pareja. Si bien la violencia sexual incide de manera desproporcionada 
sobre mujeres y niñas y responde, en numerosos supuestos, a dinámicas de 
desigualdad y relaciones de poder basadas en el género, el legislador penal 
español optó en la LO 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género, por no integrar de forma expresa esta violencia dentro 
de la categoría de los delitos de violencia de género. La LO 10/2022, de 6 de 
septiembre, supone un avance relevante en la aproximación y equiparación 
de ambas violencias, en la medida en que articula un conjunto de medidas 
desde distintos planos —normativo, institucional, procesal, asistencial y pre-
ventivo— que permiten abordar la violencia sexual de manera más adecuada 
y transversal, en términos similares a los asumidos por la ley del año 2004. 
No obstante, su plena equiparación desde el punto de vista jurídico continúa 
planteando importantes interrogantes, derivados, entre otros aspectos, de 
la ausencia de una incorporación expresa del desvalor específico asociado a 
la violencia de género en los tipos penales relativos a la violencia sexual —y, 
en particular, en el delito de agresión sexual— de la falta de una equiparación 
plena de los derechos reconocidos a las víctimas y del mantenimiento del 
requisito de perseguibilidad. Esta falta de asimilación completa no deja de 
suscitar dudas relevantes desde una perspectiva de género y de coheren-
cia con los estándares internacionales y supranacionales, que siguen recla-
mando una comprensión más amplia, estructural y transversal de la violencia 
sexual como una manifestación específica de la desigualdad histórica entre 
mujeres y hombres.

No obstante, a efectos de la presente investigación, no puede obviarse que 
los propios datos empíricos ponen de manifiesto que la incidencia de la vio-
lencia sexual se encuentra significativamente condicionada por el género e 
incide principalmente sobre las mujeres. Ello permite afirmar que la violencia 
sexual presenta innegables connotaciones de género, en la medida en que su 
prevalencia, manifestaciones y consecuencias se ven influidas por desigual-
dades estructurales y por roles de género persistentes, sin que ello implique 
reducir su explicación a un único marco ideológico ni desconocer la existen-
cia de otras variables relevantes.

Por último, y dado que, conforme a lo expuesto, la LO 10/2022, de 6 de 
septiembre, se aparta de los instrumentos supranacionales —en particular, 
del Convenio de Estambul— en la delimitación del ámbito objetivo de la vio-
lencia sexual, al adoptar una concepción amplia que engloba no solo los deli-
tos sexuales, sino también otras conductas como la mutilación genital feme-
nina o el matrimonio forzado, procede precisar que, a efectos de la presente 
investigación, el análisis se centrará en los delitos contra la libertad sexual 
y, en particular, a los actos de carácter sexual no consentidos, en sintonía 
con el concepto de violencia sexual adoptado por el art. 36 del Convenio de 
Estambul.
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2. La víctima de delitos contra la libertad sexual

La posición de la víctima en los delitos contra la libertad sexual presenta 
rasgos específicos que exigen un tratamiento diferenciado en el marco del 
proceso penal. La frecuente ausencia de testigos directos, la afectación a la 
esfera más íntima de la persona y el riesgo especialmente elevado de victimi-
zación secundaria hacen que el sistema procesal deba articular mecanismos 
reforzados capaces de garantizar un acceso efectivo a la justicia sin menos-
cabar las garantías del proceso contradictorio.

Desde esta perspectiva, se analiza el concepto de víctima y la problemá-
tica de la victimización secundaria, así como el catálogo de derechos proce-
sales que les asiste, con especial atención a las modificaciones introducidas 
por la LO 10/2022 en el Estatuto de la Víctima del Delito, la LECrim y otras 
medidas orientadas a proporcionarles una protección integral.

2.1. La victimización secundaria en los delitos contra la 
libertad sexual

La Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito (En ade-
lante, EVD), es el primer texto legal a nivel nacional que establece un concepto 
unitario de víctima del delito, superando su tradicional consideración estric-
tamente procesal como sujeto con una posición reforzada por su legitimación 
para ejercer la acusación en términos análogos a los del Ministerio Fiscal199. 
Así, la Ley se refiere con esta denominación a la persona física que ha sufrido 
un daño o perjuicio derivado del delito, con independencia de su situación pro-
cesal, esto es, de si decide o no ejercitar la acción penal y personarse en el 
proceso200. En este sentido, el precepto distingue en su art. 2 EVD entre la víc-
tima directa, entendida como «toda persona física que haya sufrido un daño o 
perjuicio sobre su propia persona o patrimonio, en especial lesiones físicas o 
psíquicas, daños emocionales o perjuicios económicos directamente causa-
dos por la comisión de un delito»; y la víctima indirecta, condición con la que se 
refiere a determinados familiares y allegados de la víctima directa cuando esta 
hubiera fallecido o desaparecido como consecuencia del delito. Por tanto, el 
EVD configura una definición amplia del término, con independencia del tipo 
de delito y cualquiera que sea la naturaleza del daño o perjuicio causado, no 
solamente en su persona, sino también en su patrimonio201.

199	 Planchadell Gargallo, A.: «La víctima» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. 
(Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, 
pág. 113-115. 

200	 López Yagües, V.: «Víctimas, vulnerabilidad y proceso penal» en López Yagües, V.: Víctimas 
y especial vulnerabilidad, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, págs. 26-27.

201	 En este sentido, véase: Sempere Faus, S.: La participación de la víctima en el proceso penal 
y victimización secundaria, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 103 y Planchadell Gar-
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No obstante, cabe advertir que tanto la LECrim como el CP continúan 
haciendo referencia mayoritariamente en su cuerpo legal al ofendido o per-
judicado por el delito202. Aunque estas dos cualidades pueden no coincidir 
en la misma persona —el ejemplo típico lo constituye el delito de homicidio— 
suelen confluir en el mismo sujeto en el ámbito de los delitos sexuales, en 
la medida en que quien ostenta la titularidad del bien jurídico protegido, la 
libertad o indemnidad sexual, es también quien soporta de manera directa 
las consecuencias dañosas derivadas del hecho delictivo.

La incursión de la víctima en un proceso penal da origen a la aparición de 
ciertos problemas. Algunos de ellos pueden resultar comunes a todos los 
intervinientes, como es el caso de las dilaciones del procedimiento o el coste 
económico derivado del mismo. No obstante, existen otros que les afectan y 
que son intrínsecos a su propia condición de víctima203. En este sentido, su 
contacto con el conjunto de operadores jurídicos puede ocasionarle padeci-
mientos adicionales a los inherentes a la denominada «victimización prima-
ria», es decir, a aquellos derivados directamente del delito y cuya responsabi-
lidad recae fundamentalmente en el autor de los hechos204. A este fenómeno 
se le conoce como «victimización secundaria» o revictimización y hace refe-
rencia a «las consecuencias psicológicas, sociales, jurídicas y económicas 
negativas que dejan las relaciones de la víctima con el sistema jurídico penal» 
producidas por el desajuste entre sus expectativas de protección, compren-
sión y reparación, y la respuesta real ofrecida por las instituciones205.

gallo, A.: «La víctima» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, 
Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 115.

202	 Planchadell Gargallo, A.: «La víctima» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. 
(Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, 
págs. 115-116. En este sentido, se considera ofendido o agraviado al «titular del bien jurí-
dico protegido por la norma penal bajo la cual la acción u omisión objeto del proceso se 
subsume», es decir, al titular del bien jurídico lesionado o puesto en peligro por el delito»; 
y se hace referencia al perjudicado como aquel que padece alguna consecuencia dañosa 
del hecho delictivo. Véase: Montero Aroca, J., Gómez Colomer, J.L., Barona Vilar, S., 
Esparza Leibar, I. y Etxberría Guridi, J.F.: Derecho Jurisdiccional III, Proceso Penal, 27.ª 
edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, pág. 85.

203	 En este sentido, véase: Martín Ríos, M.P.: Víctima y justicia penal, Atelier, Barcelona, 2012, 
págs. 439-440 y Sempere Faus, S.: La participación de la víctima en el proceso penal y 
victimización secundaria», Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 103. 

204	 Sempere Faus, S.: La participación de la víctima en el proceso penal y victimización secun-
daria, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 103. 

205	 Doig Díaz, Y.: «A las víctimas de delitos sexuales: les supone un beneficio la conformi-
dad?» en González Navarro, A. (Dir.): Derecho, Justicia y sostenibilidad social, Aranzadi, 
Madrid, 2025, pág. 385. En esta misma dirección, se pronuncia Sempere Faus que, en la 
delimitación conceptual de este término afirma que la victimización secundaria «consti-
tuye el conjunto de costes personales derivados de la intervención del sistema legal que, 
paradójicamente, incrementa los padecimientos de la víctima y que se amplía no solo a los 
efectos causados por la necesaria intersección entre un sujeto y el complejo aparato jurí-
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Algunos expertos señalan que las víctimas de violencia sexual presentan 
un elevado riesgo de victimización secundaria como consecuencia de su paso 
por el proceso penal debido a diversos factores como la persistencia de imá-
genes estereotipadas sobre estas víctimas en algunos operadores jurídicos, 
la tendencia a subestimar el impacto emocional de los hechos sufridos o el 
cuestionamiento temprano de la credibilidad de su relato desde el momento 
de la interposición de la denuncia206. Como resultado, estas víctimas pueden 
experimentar un mayor malestar psicológico, sentimientos de culpa, ansie-
dad o depresión, así como una menor disposición a denunciar nuevamente 
hechos de esta naturaleza207.

Por tanto, con la finalidad de prevenir estos perjuicios adicionales y refor-
zar los derechos y garantías procesales de todas las víctimas, el EVD con-
figura un estatuto jurídico que permite a los poderes públicos articular una 
respuesta desde la vertiente jurídica y social orientada a la consecución 
de dichos objetivos. Para ello, este texto articula un conjunto de facultades 
orientadas tanto a asegurar la participación efectiva de la víctima en el pro-
cedimiento como a preservar su dignidad, intimidad y bienestar a lo largo del 
mismo208.

dico estatal del Estado, sino también por el mal funcionamiento de otros servicios socia-
les». Sempere Faus, S.: La participación de la víctima en el proceso penal y victimización 
secundaria, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 125. En este ámbito, algunos autores, 
como es el caso de Simó Soler, también aluden a la existencia de una denominada «vic-
timización terciaria» que se concibe como el resultado de los dos anteriores procesos 
de victimización y que, entre otros, puede dar lugar a que la víctima experimente cierto 
desamparo por parte de su círculo social que llegue a culpabilizarla por lo sucedido o a 
presionarla para que retire la denuncia. Véase Simó Soler, E.: Estereotipos de género en 
procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 220.

206	 En este sentido, véase: Lloret Martín, P., Iborra Marmolejo, I, Mret Tatay, M.ª C., Ber-
nabé Valero, G. y Beneyto Arrojo, J.: «El impacto de la victimización secundaria en víc-
timas de violencia sexual» en Anuario de Psicología, The UB Journal of Psychology, 54/1, 
2024, págs. 38 y ss. Disponible en: https://revistes.ub.edu/index.php/Anuario-psicologia/
article/view/41799/41685 y Córdoba, C.R.: «La Victimización Secundaria en la Violencia 
Sexual. Análisis de la victimización secundaria en casos de abusos y agresiones sexuales, 
y sexting» en Ehquidad. International Welfare Policies and Social Work Journal, 17, págs. 
183 y ss. Disponible en: https://revistas.proeditio.com/ehquidad/article/view/4372/5223

207	 Lloret Martín, P., Iborra Marmolejo, I, Mret Tatay, M.ª C., Bernabé Valero, G. y Beneyto 
Arrojo, J.: «El impacto de la victimización secundaria en víctimas de violencia sexual» en 
Anuario de Psicología, The UB Journal of Psychology, 54/1, 2024, págs. 38-39. Disponible 
en: https://revistes.ub.edu/index.php/Anuario-psicologia/article/view/41799/41685 

208	 En este sentido, véase: Luaces Gutiérrez, A.I.: «Las víctimas necesitadas de especial pro-
tección en el Estatuto de la víctima del delito: modificaciones introducidas en el Antepro-
yecto de Ley Orgánica de Garantía integral de la libertad sexual» en Martín Ríos, P., Pérez 
Marín, M.A. (Dirs.), Pérez-Luño Robledo, E.C. y Domínguez Barragán, M.L. (Coords.): La 
administración de justicia en España y en América: José Martín Ostos (Liber amicorum), 
Astigui, Sevilla, 2021, págs. 1131-1132.

https://revistes.ub.edu/index.php/Anuario-psicologia/article/view/41799/41685
https://revistes.ub.edu/index.php/Anuario-psicologia/article/view/41799/41685
https://revistas.proeditio.com/ehquidad/article/view/4372/5223
https://revistes.ub.edu/index.php/Anuario-psicologia/article/view/41799/41685
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En este contexto, y teniendo en cuenta que en el marco de la violencia 
sexual la afectación de un ámbito tan íntimo de la personalidad intensifica 
la victimización inherente a toda conducta delictiva209, la LO 10/2022, de 6 
de septiembre, introduce diversas modificaciones en este texto legal con la 
finalidad de reforzar el marco de protección vigente. A continuación, se ana-
lizan los principales cambios incorporados por esta norma.

2.2. La protección de la víctima de violencia sexual y 
el nuevo marco reforzado de garantías introducido 
por la LO 10/2022, de 6 de septiembre

La protección de la víctima de violencia sexual constituye uno de los ejes 
centrales de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, que introduce un refuerzo 
significativo de las garantías procesales y asistenciales dirigidas a evitar la 
victimización secundaria y a facilitar un acceso efectivo a la justicia de las 
víctimas. Este reforzamiento no se articula a través de un único instrumento, 
sino mediante una serie de modificaciones normativas de carácter transver-
sal. Algunas de estas medidas se prevén específicamente para las víctimas 
de estos delitos, mientras que otras se configuran con carácter general.

Desde esta perspectiva, procede analizar, en primer lugar, las reformas 
introducidas en el EVD, para posteriormente examinar las modificacio-
nes operadas en la LECrim y otras previsiones contenidas en la propia LO 
10/2022, de 6 de septiembre, todas ellas orientadas a consolidar un marco 
reforzado de protección en este ámbito.

A) Modificaciones introducidas en la Ley 4/2015, de 27 de abril, del 
Estatuto de la Víctima del Delito

La LO 10/2022, de 6 de septiembre, refuerza algunos de los derechos 
básicos que el Estatuto reconoce a las víctimas directas del delito, como el 
derecho a recibir información. En este sentido, la norma sustituye la previsión 
de que las víctimas deban ser informadas «sin retrasos innecesarios» por la 
exigencia de que dicha información se proporcione «de manera inmediata» 
y desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios, incluyendo 
aspectos como las medidas de asistencia y apoyo disponibles, el derecho a 
denunciar, las posibles medidas de protección o los servicios de justicia res-
taurativa (art. 5 EVD)210. Además, extiende a todas las víctimas, sin excepción, 

209	 De Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2025, págs. 41-42.

210	 Apartado Uno de la Disposición final duodécima de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de 
Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de 
la víctima del delito.
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el derecho a que se les notifiquen las resoluciones a las que se refiere el art. 7 
—tales como los autos de adopción de medidas cautelares o la resolución por 
la que se acuerde no iniciar el procedimiento penal— sin necesidad de soli-
citud expresa, prerrogativa que hasta entonces se reconocía únicamente a 
las víctimas de violencia de género211. Ahora bien, como explica Luaces Gutié-
rrez, la víctima también tiene derecho a decidir no recibir esta información 
adicional, excepto que su remisión sea obligatoria en el marco del proceso, 
opción que podrá modificar en cualquier momento del proceso212.

Asimismo, la LO 10/2022, de 6 de septiembre, impone con carácter obli-
gatorio la adopción de las medidas previstas en los apartados a), b), c) y d) 
del art. 25.1 EVD a todas las víctimas de violencia sexual, con independencia 
del resultado de su evaluación individual213. En concreto, este apartado prevé 
que, durante la fase de investigación, la declaración de la víctima deberá 
recibirse en dependencias especialmente concebidas o adaptadas a tal fin 
(art. 25.1 a) EVD); realizarse por profesionales que hayan recibido una forma-
ción especial para reducir o limitar los perjuicios a la víctima, así como, en 
perspectiva de género, o con su ayuda (art. 25.1 b) EVD)214; efectuarse por una 

211	 En concreto, el art. 7 EVD refiere que la víctima será informada de la fecha, hora y lugar del 
juicio, así como del contenido de la acusación dirigida contra el infractor, y se le notificarán 
las siguientes resoluciones (i) la resolución por la que se acuerde no iniciar el procedimiento 
penal; (ii) la sentencia que ponga fin al procedimiento; las resoluciones que acuerden la pri-
sión o la posterior puesta en libertad del infractor, así como la posible fuga del mismo; (iv) las 
resoluciones que acuerden la adopción de medidas cautelares personales o que modifiquen 
las ya acordadas, cuando hubieran tenido por objeto garantizar la seguridad de la víctima; las 
resoluciones o decisiones de cualquier autoridad judicial o penitenciaria que afecten a sujetos 
condenados por delitos cometidos con violencia o intimidación y que supongan un riesgo para 
la seguridad de la víctima. En estos casos y a estos efectos, la Administración penitenciaria 
comunicará inmediatamente a la autoridad judicial la resolución adoptada para su notifica-
ción a la víctima afectada y las resoluciones a que se refiere su art. 13. Véase Apartado Dos de 
la Disposición final duodécima de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de Garantía de Libertad 
Sexual. Modificación de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito.

212	 Luaces Gutiérrez, A.I.: «Las víctimas necesitadas de especial protección en el Estatuto de 
la víctima del delito: modificaciones introducidas en el Anteproyecto de Ley Orgánica de 
Garantía integral de la libertad sexual» en Martín Ríos, P., Pérez Marín, M.A. (Dirs.), Pérez-
Luño Robledo, E.C. y Domínguez Barragán, M.L. (Coords.): La administración de justicia en 
España y en América: José Martín Ostos (Liber amicorum), Astigui, Sevilla, 2021, pág. 1140. 

213	 Véase Apartado Cinco de la Disposición final duodécima de la LO 10/2022, de 6 de sep-
tiembre, de Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del 
Estatuto de la víctima del delito.

214	 El contenido de esta medida también ha sido modificado por la por la LO 10/2022, de 6 
de septiembre, para añadir la referencia a la «perspectiva de género», materia en la que la 
propia ley impone que se formen todos los profesionales que intervienen en distintas fases 
del proceso penal, como es el caso de las Fuerzas y cuerpos de seguridad, de la carrera 
judicial y fiscal, de la abogacía y los profesionales del ámbito forense (arts. 26, 27, 28 y 29 
LO 10/2022, de 6 de septiembre). Véase Apartado Seis de la Disposición final duodécima 
de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la 
Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito. 
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misma persona, salvo que pueda perjudicar de forma relevante el desarrollo 
del procedimiento o la declaración deba tomarse directamente por el Juez o 
un Fiscal (art. 25.1 c) EVD); y que, además, dicha persona sea del mismo sexo 
que la víctima cuando esta así lo solicite (art. 25.1 d) EVD).

En este sentido, de Torres Guajardo advierte que las previstas en los apar-
tados b) y d), introducidas ex novo por la reforma del 2022, parecen conce-
bidas exclusivamente para la toma de declaración en sede policial, y no para 
la practicada en sede judicial. Según apunta, la razón de ello reside en que 
en la fase de investigación la declaración se debe realizar en presencia del 
juez instructor, sin perjuicio de que pueda ser asistido por otros profesiona-
les, especialmente en supuestos en los que la víctima es menor de edad. Asi-
mismo, el autor señala que el principio de predeterminación legal del juez 
impide, en estos supuestos, cualquier posibilidad de elección del sexo de la 
autoridad judicial que interviene en tal diligencia215.

Además de ello, la LO 10/2022, de 6 de septiembre, modifica el art. 26 
EVD para permitir que la declaración de las víctimas de violencia sexual 
en fase de instrucción pueda ser grabada por medios audiovisuales, con el 
objetivo de que pueda ser reproducida en el juicio oral en los casos y con-
diciones determinadas por la LECrim216. Este inciso se entiende referido, 
pese a la ausencia de una previsión expresa, a los supuestos de precons-
titución de la prueba contemplados en el art. 449 ter LECrim, a los que se 
hará referencia más adelante.

Estas previsiones relativas a la tutela de la víctima en la fase de instruc-
ción se suman a las ya establecidas, con carácter general, en el EVD para 
reforzar su protección durante la fase de enjuiciamiento. En este sentido, se 
contemplan medidas dirigidas a: (i) evitar el contacto visual entre la víctima 
y el presunto autor de los hechos, incluso durante la práctica de la prueba; 
(ii) garantizar que la víctima pueda ser oída sin estar presente en la sala de 
vistas, mediante el uso de medios tecnológicos adecuados; (iii) impedir que 
se formulen preguntas relativas a la vida privada de la víctima que carezcan 
de relevancia para el hecho delictivo enjuiciado, salvo que el juez o tribunal, 
de manera excepcional, considere necesario que sean contestadas; y (iv) 
acordar la celebración de la vista oral sin presencia de público (art. 25.2 
EVD).

A su vez, la reforma del año 2022 modifica el apartado primero del art. 3 
EVD para vetar la posibilidad de recurrir a la mediación en supuestos de vio-

215	 De Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2025, págs. 81-82.

216	 Apartado Siete de la Disposición final duodécima de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, 
de Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto 
de la víctima del delito. 
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lencia sexual, al igual que se prevé en los casos de violencia de género217. El 
legislador español no explicita las razones que motivan la adopción de esta 
decisión ni tampoco se puede afirmar que responda al mandato contenido 
en el art. 48.1 del Convenio de Estambul, por cuanto este precepto no pro-
híbe la mediación en sí misma, sino la imposición obligatoria de mecanismos 
alternativos de resolución de conflictos en los supuestos de violencia com-
prendidos en el ámbito del Convenio, entre los que se encuentra la violencia 
sexual218.

Algunas de las razones tradicionalmente esgrimidas para justificar la 
prohibición de la mediación en materia de violencia sexual y de género se 
articulan, fundamentalmente, en torno a la idea de que su utilización podría 
privatizar o banalizar el delito al reducirlo a un mero conflicto interpersonal. 
Asimismo, se alude al riesgo de desequilibrio entre víctima y agresor, deri-
vado de la posible situación de vulnerabilidad o de asimetría emocional o 
económica de aquella. Finalmente, también se señala la eventual victimiza-
ción secundaria que podría derivarse del encuentro restaurativo219.

No obstante, Llorente Sánchez-Arjona advierte que la justicia restaurativa 
no implica una descriminalización ni una despenalización del ilícito. Antes 
bien, señala que existe evidencia empírica de que los mecanismos emplea-
dos en este ámbito producen efectos positivos en términos de satisfacción 
en las víctimas de todo tipo de delitos, máxime si se tiene en cuenta el ele-
vado grado de revictimización que el propio proceso penal puede generar en 
algunas de ellas. Asimismo, la autora pone de relieve que esta concepción se 
encuentra en sintonía con la Recomendación (2018) 8 del Comité de Minis-
tros del Consejo de Europa sobre justicia restaurativa en materia penal, cuyo 
art. 18 proclama el carácter de servicio de interés general de la justicia res-
taurativa, estableciendo que ni la naturaleza ni la gravedad del delito deben 

217	 Apartado Uno de la Disposición final duodécima de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de 
Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de 
la víctima del delito. 

218	 El apartado primero del art. 48 del Convenio de Estambul dispone que «Las Partes adop-
tarán las medidas legislativas o de otro tipo necesarias para prohibir los modos alternati-
vos obligatorios de resolución de conflictos, incluidas la mediación y la conciliación, en lo 
que respecta a todas las formas de violencia incluidas en el ámbito de aplicación del pre-
sente Convenio». Consejo de Europa: Convenio del Consejo de Europa sobre prevención 
y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, 11 de mayo de 2011, 
Estambul. Disponible en: https://rm.coe.int/1680462543

219	 En este sentido, se pueden consultar: Council of Europe: Explanatory Report to the Coun-
cil of Europe Convention on preventing and combating violence against women and 
domestic violence, 11 may 2011., pág. 42. Disponible en: https://rm.coe.int/ic-and-ex-
planatory-report/16808d24c6 y ONU Mujeres: «Manual de legislación sobre la violencia 
contra la mujer de Naciones Unidas», 2012, pág. 40. Disponible en: https://www.unwo-
men.org/es/digital-library/publications/2012/12/handbook-for-legislation-on-violen-
ce-against-women 

https://rm.coe.int/1680462543
https://rm.coe.int/ic-and-explanatory-report/16808d24c6
https://rm.coe.int/ic-and-explanatory-report/16808d24c6
https://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2012/12/handbook-for-legislation-on-violence-against-women
https://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2012/12/handbook-for-legislation-on-violence-against-women
https://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2012/12/handbook-for-legislation-on-violence-against-women
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impedir, por sí mismas, que víctimas y ofensores puedan acceder a estos 
mecanismos cuando concurran las condiciones adecuadas220.

En la misma línea, Sánchez Gómez sostiene que la utilización de fórmulas 
autocompositivas de resolución de conflictos, como la mediación, puede 
promover un enfoque restaurativo en el ámbito de la violencia de género 
que sitúe nuevamente a las partes en el centro de la gestión del conflicto, 
proporcionándoles un espacio institucional para alcanzar una solución con-
sensuada. En consecuencia, afirma que, siempre que pueda garantizarse un 
adecuado equilibrio entre las partes y la participación en el proceso media-
dor sea plenamente voluntaria, no existe obstáculo para que este mecanismo 
podría constituir una vía válida para la gestión y resolución del conflicto221.

Así pues, siempre que no exista ningún obstáculo para ello, y dado que el 
Estatuto solo prohíbe la mediación y la conciliación en el ámbito de la vio-
lencia de género y sexual, Alonso Rimo entiende que en estos casos podrían 
emplearse otras técnicas de justicia restaurativa, como las conferencias o los 
círculos222.

B) Modificaciones introducidas en la Ley de Enjuiciamiento Criminal

Junto a las modificaciones operadas en el EVD, la LO 10/2022, de 6 de 
septiembre, también introduce cambios en la LECrim orientados a reforzar 
la tutela de las víctimas de violencia sexual. Entre las novedades introduci-
das, la norma incorpora un nuevo segundo párrafo al art. 13 LECrim con la 
finalidad de posibilitar la adopción de medidas cautelares específicamente 
dirigidas a delitos cometidos a través de medios telemáticos de comunica-
ción, en particular en el ámbito de la denominada «delincuencia sexual onli-
ne»223. Esta previsión habilita al órgano judicial para acordar, como primeras 

220	 Por todo, véase: Llorente Sánchez-Arjona, M.: «La justicia restaurativa: reflexiones sobre 
su integración en el proceso penal» en Caro Catalán, J. (Dir.) y Sánchez Rubio, A., Durán 
Silva, C. y Pulido Manuz, P.: La optimización de la justicia: reflexiones sobre la eficiencia 
procesal, Atelier, Barcelona, 2025, págs. 137-144. 

221	 Sánchez Gómez, R.: «Mediación penal y violencia de género. Un adecuado sistema de 
resolución de conflictos» en Torres García, T. (Dir.) e Infante Ruiz, F., Otero Crespo, M. y 
Rodríguez González, A., (Coords.): Construyendo la igualdad. La feminización del derecho 
privado. Carmona III, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs. 1159-1163. 

222	 Alonso Rimo, A.: «¿No tienen derecho a una reparación integral del daño las víctimas 
de violencia de género y de delitos sexuales? La prohibición de mediación penal en esas 
infracciones a la luz de los estándares europeos», Revista General de Derecho Europeo, 63 
(2024), págs. 104-105. 

223	 Magro Servet, V.: Guía práctica de delitos de violencia de género y contra la libertad 
sexual. Adaptada a la Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, LA LEY, Madrid, 2023, pág. 357. 
En este sentido, véase también: Álvarez Buján, M.V.: «Notas sobre algunos aspectos pro-
cesales de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual» en 
Martínez Galindo, G.: La reforma de los delitos sexuales, Bosch, Barcelona, 2024, pág. 311.
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diligencias de instrucción, ya sea de oficio o a instancia de parte, la retirada 
provisional de los contenidos ilícitos, la interrupción de los servicios que los 
ofrezcan o el bloqueo de unos y otros cuando se encuentren radicados en el 
extranjero224.

La reforma de 2022 modifica también el art. 544 bis LECrim para prever 
que, cuando se investigue un delito de violencia sexual y se acuerde alguna 
de las medidas de protección de la víctima allí previstas —en particular, la 
prohibición de aproximación o comunicación o la prohibición de residir o 
acudir a determinados lugares—, pueda disponerse, mediante resolución 
motivada, la utilización de dispositivos telemáticos para controlar su cum-
plimiento225. En este caso, Torres Rosell critica que, pese a que las medidas 
del citado precepto pueden acordarse en favor de un amplio conjunto de víc-
timas —conforme a lo dispuesto en el art. 57 CP— el control telemático de 
su cumplimiento se haya previsto con carácter restrictivo únicamente para 
estos supuestos226.

En la misma línea, la LO 10/2022 modifica el art. 681.3 LECrim para esta-
blecer la prohibición de divulgar o publicar información relativa a la identi-
dad de las víctimas de violencia sexual, así como cualquier dato que pueda 
facilitar su identificación, directa o indirectamente, o revelar circunstancias 
personales tenidas en cuenta para la determinación de sus necesidades de 
protección. Del mismo modo, se prohíbe la difusión de imágenes de la víc-
tima o de sus familiares227. El refuerzo de este derecho tiene como objetivo 
evitar situaciones como la sucedida a raíz de la SAP Navarra, 38/2018, de 
20 de marzo228, caso conocido como «La Manada». En este supuesto, la 

224	 Apartado Uno de la Disposición final primera de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de 
Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada 
por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882.

225	 Apartado Tres de la Disposición final primera de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de 
Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada 
por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882.

226	 Torres Rosell, N.: «Análisis de tres de las modificaciones a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal introducidas por la Ley Orgánica de Garantía integral de la libertad sexual (LO 
10/2022, 6 de septiembre)» en García Álvarez, P. y Caruso Fontán, V. (Dirs.) y Rodríguez 
Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo sí es sí», Colex, A Coruña, 
2023, pág. 284.

227	 Apartado Cuatro de la Disposición final primera de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de 
Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada 
por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Esta previsión ya se contemplaba con ante-
rioridad pero limitada a las víctimas menores de edad y de las personas con discapacidad 
necesitadas de especial protección como consecuencia de la trasposición de las disposi-
ciones contenidas en la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 
de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo 
y la protección de las víctimas de delitos. 

228	 SAP Navarra, Sección 2.ª, 38/2018, de 20 de marzo, ECLI:ES:APNA:2018:86.
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identidad de la víctima del delito contra la libertad sexual objeto de enjuicia-
miento se preservó durante la instrucción, así como, durante el juicio oral. Sin 
embargo, la sentencia fue entregada a los medios de comunicación con un 
Código «CSV» en su lateral izquierdo que posibilitaba el acceso a través de la 
página web de la Administración electrónica del gobierno de Navarra al texto 
íntegro de la misma, incluidos todos los datos personales de la víctima. Estos 
sucesos pueden tener un impacto especialmente perjudicial sobre la víc-
tima y agravar los procesos de revictimización, particularmente en los delitos 
de naturaleza sexual que, debido a su repercusión social, suelen recibir una 
intensa atención por parte de los medios de comunicación229.

Para reforzar este régimen de protección, la LO 10/2022, de 6 de septiem-
bre, introduce un nuevo segundo párrafo en el art. 112 LECrim, con una pre-
visión de alcance general para todas las víctimas, pero especialmente signi-
ficativa en los delitos de violencia sexual, donde pueden concurrir presiones 
del entorno o del propio investigado —en particular cuando existe o ha exis-
tido una relación afectiva o familiar— en relación con ciertas decisiones en el 
marco del proceso230. En coherencia con esta finalidad protectora, la reforma 
incide específicamente en la regulación del ejercicio y la eventual renuncia a 
la acción civil prevista en el art. 112 LECrim.

Desde el momento de su promulgación, la LECrim articuló el ejercicio 
de manera conjunta de la acción civil ex delicto y de la acción penal que se 
produce de oficio desde el inicio del proceso, salvo que se renuncie expre-
samente a esta posibilidad o se reserve para ejercitarla una vez terminado 
el juicio criminal231. Tras la reforma, el párrafo segundo del art. 112 LECrim 
prevé que, pese a que la víctima haya renunciado expresamente a la acción 
civil, pueda revocar su renuncia en dos supuestos: (i) cuando las consecuen-
cias del delito sean más graves que las que se preveían en el momento de la 
renuncia o (ii) cuando la renuncia pudo estar condicionada por su relación 
con alguna de las personas responsables del delito232. No obstante, el ejerci-
cio de esta facultad exige que la parte interesada la solicite antes del trámite 
de calificación del delito y que su adopción sea acordada mediante resolu-

229	 De Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2025, págs. 77-78. 

230	 Magro Servet, V.: Guía práctica de delitos de violencia de género y contra la libertad 
sexual. Adaptada a la Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, LA LEY, Madrid, 2023, pág. 358. 

231	 Torres Rosell, N.: «Análisis de tres de las modificaciones a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal introducidas por la Ley Orgánica de Garantía integral de la libertad sexual (LO 
10/2022, 6 de septiembre)» en García Álvarez, P. y Caruso Fontán, V. (Dirs.) y Rodríguez 
Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo sí es sí», Colex, A Coruña, 
2023, págs. 293-294.

232	 Apartado Dos de la Disposición final primera de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de 
Garantía de Libertad Sexual. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada 
por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. 
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ción judicial motivada, previa audiencia de las partes personadas en el pro-
ceso (art. 112 LECrim párrafo segundo)233.

Por último, debe hacerse referencia a la modificación introducida por la LO 
10/2022, de 6 de septiembre, en el art. 709 LECrim. Este precepto, situado en 
la fase de juicio oral del procedimiento ordinario por delitos y de aplicación 
supletoria a los restantes procedimientos, despliega su operatividad en la 
práctica del interrogatorio testifical, adquiriendo una especial significación 
cuando la persona llamada a declarar es la propia víctima234.

En su redacción anterior a la reforma, el precepto atribuía, en su primer 
párrafo, al presidente del tribunal funciones de control del interrogatorio, con 
el fin de evitar que el testigo respondiera a preguntas o repreguntas capcio-
sas, sugestivas o impertinentes. Por su parte, el segundo párrafo contenía 
una previsión específica respecto del interrogatorio de la víctima, al dispo-
ner que debían evitarse las preguntas innecesarias sobre su vida privada 
que carecieran de relevancia para el hecho delictivo enjuiciado. No obstante, 
esta limitación no operaba de forma absoluta, ya que tales preguntas podían 
admitirse cuando se estimaran necesarias para la adecuada valoración de 
los hechos o de la credibilidad de su declaración235.

233	 A este respecto, Torres Rosell se muestra crítica con la posibilidad de revocar la renuncia 
a la acción civil y advierte de la posible quiebra del principio de igualdad entre las par-
tes que esta previsión podría generar. En su opinión, la nueva redacción del artículo 112 
LECrim configura un «derecho» a favor de una de las partes —el actor civil o el perjudi-
cado— que no encuentra un correlato equivalente para la parte contraria. Así, a modo de 
ejemplo, señala que la norma no contempla una solución análoga para el supuesto en que 
el responsable civil se hubiera conformado con una determinada cuantía indemnizatoria y, 
con posterioridad, se pusiera de manifiesto que los daños y perjuicios resarcibles son infe-
riores a aquellos respecto de los que prestó su conformidad. Álvarez Buján, M.V.: «Notas 
sobre algunos aspectos procesales de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía 
integral de la libertad sexual» en Martínez Galindo, G.: La reforma de los delitos sexuales, 
Bosch, Barcelona, 2024, págs. 310-311.

234	 Torres Rosell, N.: «Análisis de tres de las modificaciones a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal introducidas por la Ley Orgánica de Garantía integral de la libertad sexual (LO 
10/2022, 6 de septiembre)» en García Álvarez, P. y Caruso Fontán, V. (Dirs.) y Rodríguez 
Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo sí es sí», Colex, A Coruña, 
2023, pág. 311. 

235	 En su redacción previa a la reforma operada por la LO/2022, de 6 de septiembre, el art. 709 
LECrim estaba redactado en los siguientes términos: «El Presidente no permitirá que el 
testigo conteste a preguntas o repreguntas capciosas, sugestivas o impertinentes. El Pre-
sidente podrá adoptar medidas para evitar que se formulen a la víctima preguntas innece-
sarias relativas a la vida privada que no tengan relevancia para el hecho delictivo enjuiciado, 
salvo que el Juez o Tribunal consideren excepcionalmente que deben ser contestadas para 
valorar adecuadamente los hechos o la credibilidad de la declaración de la víctima. Si esas 
preguntas fueran formuladas, el Presidente no permitirá que sean contestadas. Contra la 
resolución que sobre este extremo adopte podrá interponerse en su día el recurso de casa-
ción, si se hiciere en el acto la correspondiente protesta. En este caso, constará en el acta la 
pregunta o repregunta a que el Presidente haya prohibido contestar» 
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La reforma de 2022 mantiene inalterado el primer párrafo del precepto, 
pero modifica el segundo para incluir de forma expresa, entre las pregun-
tas que deben evitarse en el interrogatorio de la víctima, aquellas relativas 
a su intimidad sexual. Además, el legislador suprime la anterior excepción 
que permitía su formulación cuando se estimaran necesarias para valorar 
los hechos o la credibilidad del testimonio, de modo que su admisión queda 
ahora supeditada únicamente a que el órgano judicial aprecie su pertinencia 
en el caso concreto. Así, este inciso pasa a estar redactado en los siguientes 
términos:

«El Presidente podrá adoptar medidas para evitar que se formulen a la víctima 
preguntas innecesarias relativas a la vida privada, en particular a la intimidad 
sexual, que no tengan relevancia para el hecho delictivo enjuiciado, salvo que, 
excepcionalmente y teniendo en cuenta las circunstancias particulares del caso, 
el Presidente considere que sean pertinentes y necesarias. Si esas preguntas 
fueran formuladas, el Presidente no permitirá que sean contestadas»236.

El principal objetivo que persigue esta disposición es tratar de reducir 
la revictimización en el ámbito de la práctica de la prueba, evitando que se 
genere una posible vulneración del derecho a la intimidad, especialmente en 
los procesos seguidos por delitos sexuales donde estas injerencias tienen 
una mayor incidencia237. Ahora bien, no se excluye de forma absoluta cual-
quier pregunta relativa a este extremo, sino únicamente aquellas que deban 
calificarse como impertinentes o innecesarias.

En esta línea, Torres Rosell sostiene que ambas categorías se recondu-
cen a aquellas preguntas que carecen de relación con el objeto del proceso, 
conforme al criterio establecido en el art. 283 LEC. Desde esta perspectiva, 
la apreciación de su inadmisibilidad exige que la parte que pretende formu-
lar la pregunta justifique su relevancia probatoria en relación con los hechos 
controvertidos, permitiendo así al órgano judicial efectuar un control moti-
vado sobre su pertinencia238.

236	 Apartado Cinco de la Disposición final primera. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 de la LO 10/2022, de 6 
de septiembre. 

237	 Álvarez Buján, M.V.: «Notas sobre algunos aspectos procesales de la LO 10/2022, de 6 de 
septiembre, de garantía integral de la libertad sexual» en Martínez Galindo, G.: La reforma 
de los delitos sexuales, Bosch, Barcelona, 2024, pág. 314. 

238	 En este sentido, se pronuncian: Torres Rosell, N.: «Análisis de tres de las modificaciones 
a la Ley de Enjuiciamiento Criminal introducidas por la Ley Orgánica de Garantía integral 
de la libertad sexual (LO 10/2022, 6 de septiembre)» en García Álvarez, P. y Caruso Fon-
tán, V. (Dirs.) y Rodríguez Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo 
sí es sí», Colex, A Coruña, 2023, págs. 314-317 y Álvarez Buján, M.V.: «Notas sobre algunos 
aspectos procesales de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la liber-
tad sexual» en Martínez Galindo, G.: La reforma de los delitos sexuales, Bosch, Barcelona, 
2024, pág. 314. 
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A tales efectos, González Chinchilla y Álvarez Buján subrayan en que 
resulta imprescindible conciliar la protección y tutela de la víctima de vio-
lencia sexual con las garantías propias de un proceso justo y contradictorio, 
el derecho de defensa y a la presunción de inocencia, a fin de evitar que el 
control de las preguntas conforme a la disposición legal termine mermando 
los derechos de la persona acusada239.

Por último, cabe aludir a una reforma que, si bien no está prevista en la 
LO 10/2022, de 6 de septiembre, conviene mencionar por estar directamente 
orientada a reforzar la protección de las víctimas de delitos sexuales. En este 
sentido, se debe advertir que el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciem-
bre, por el que se adoptan medidas urgentes para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de servicio público 
de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo, incorporó ex novo el 
artículo 258 bis LECrim240.

El apartado tercero de este precepto dispone que las declaraciones de 
las víctimas de violencia sexual, violencia de género o trata de seres huma-
nos, así como de las víctimas menores de edad o personas con discapa-
cidad, podrán practicarse por medios telemáticos, salvo que el juez o tri-
bunal acuerde su comparecencia presencial mediante resolución motivada 
y atendidas las circunstancias del caso. En tales supuestos, se establece 
que estas intervenciones podrán realizarse desde los espacios en los que 
la víctima esté recibiendo asistencia o protección institucional, o desde 
cualquier otro lugar, siempre que existan medios técnicos suficientes para 
verificar su identidad y preservar las garantías propias de la práctica pro-
batoria241.

239	 González Chinchilla, M.: «La Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre: el «nuevo» con-
sentimiento sexual, desde la perspectiva de la eficacia probatoria en el proceso penal», en 
Diario La Ley, n.º 10154, Sección Tribuna, 20 de octubre de 2022, pág. 12 y Álvarez Buján, 
M.V.: «Notas sobre algunos aspectos procesales de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de 
garantía integral de la libertad sexual» en Martínez Galindo, G.: La reforma de los delitos 
sexuales, Bosch, Barcelona, 2024, pág. 314. 

240	 Art. 101 apartado Tres del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se 
adoptan medidas urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia en materia de servicio público de justicia, función pública, régimen local y 
mecenazgo. 

241	 Doig Díaz, Y.: «A las víctimas de delitos sexuales: ¿les supone un beneficio la conformi-
dad?», en González Navarro, A. (Dir.): Derecho, Justicia y sostenibilidad social, Aranzadi, 
Madrid, 2025, pág. 375. En este sentido, véase también: Magro Servet, V.: Guía práctica 
de la prueba en el proceso penal, 2.ª edición, La Ley, Madrid, 2025, págs. 469-470.
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C) Otras previsiones contenidas en la LO 10/2022, de 6 de 
septiembre, para reforzar la tutela de las víctimas de violencia 
sexual

Además de las medidas contempladas en los textos legales anteriores, 
y con el propósito de asegurar que toda víctima de violencia sexual pueda 
acceder al proceso con independencia de su situación económica, la LO 
10/2022, de 6 de septiembre, también establece la previsión de una reforma 
en materia de asistencia jurídica gratuita242. Finalmente, esta se ha operado 
mediante la LO 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia 
del Servicio Público de Justicia, que modifica el apartado h) del art. 2 de la 
Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita243.Tras ella, se reco-
noce a las víctimas de violencia sexual el beneficio de la justicia gratuita con 
independencia de la existencia de recursos para litigar.

Asimismo, la LO 10/2022, de 6 de septiembre, reconoce a las víctimas de 
violencia sexual el derecho a una asistencia integral, especializada y acce-
sible, que comprende diversas medidas de carácter asistencial, laboral, 
económico y jurídico, orientadas a favorecer la recuperación de las víctimas 
y a mitigar las consecuencias físicas, psicológicas, sociales o de otra índole 
derivadas de la violencia sufrida. Entre ellas se encuentran la posibilidad de 
recibir información y orientación sobre sus derechos y recursos, el acceso 
a servicios de traducción e interpretación, incluidos los servicios de lengua 
de signos, subtitulación, guías, intérpretes, así como otro personal especia-
lizado de apoyo para la comunicación, la atención médica especializada en 
centros sanitarios y atención psicológica en centros de crisis 24 horas, y la 
atención a sus necesidades económicas, laborales, de vivienda y sociales 
conforme a lo dispuesto en los arts. 33 a 42 de la LO 10/2022, de 6 de sep-
tiembre.

A su vez, con la finalidad de garantizar la protección, el acompañamiento y 
la seguridad de las personas que han sido víctimas de un delito de violencia 
sexual, la norma refuerza el papel de las Oficinas de Asistencia a las Vícti-
mas, sin perjuicio de las competencias que ya tienen atribuidas conforme al 
EVD. En esta línea, el art. 49 prevé la formación especializada de su personal 
en materia sexual y les encomienda funciones de información a las víctimas 
sobre la interposición de la denuncia, el proceso penal, la indemnización y el 
acceso a la justicia gratuita, así como el acompañamiento durante el proce-
dimiento, y en especial a las víctimas con discapacidad. Del mismo modo, 
la ley impulsa su coordinación con los servicios de atención integral espe-

242	 Disposición final vigesimoprimera de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, de Garantía de 
Libertad Sexual. Asistencia jurídica gratuita a las víctimas de violencias sexuales.

243	 Apartado Uno de la Disposición final décima de la LO 1/2025, de 2 de enero, de medidas 
en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia. Modificación de la Ley 1/1996, de 
10 de enero, de asistencia jurídica gratuita.
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cializada e impone a las administraciones públicas la adopción de medidas 
específicas para garantizar la protección, el acompañamiento y la seguridad 
de las víctimas de violencia sexual menores de edad.

En este punto, cabe destacar que, a efectos de poder beneficiarse de 
los citados derechos, el art. 37 de la ley configura un concepto amplio de 
víctima de violencia sexual, cuya condición puede acreditarse mediante 
diversos medios y no solo por vía judicial. Según dispone la LO 10/2022, de 
6 de septiembre, este reconocimiento se puede realizar mediante: (i) una 
sentencia condenatoria por un delito de violencia sexual; (ii) una resolución 
judicial en la que se acuerde una orden de protección, una medida cautelar 
a su favor o cualquier otra resolución judicial que declare la existencia de 
violencia sexual; (iii) el informe del Ministerio Fiscal que indique la existen-
cia de indicios de que la demandante es víctima de violencia sexual; (iv) un 
informe de los servicios sociales, de los servicios especializados en igual-
dad y contra la violencia de género, de los servicios de acogida destinados 
a víctimas de violencia sexual de la Administración Pública competente o 
de la Inspección de Trabajo y de la Seguridad Social; o (v) por sentencia 
recaída en el orden jurisdiccional social o por cualquier otro título, siempre 
que ello esté previsto en las disposiciones normativas de carácter sectorial 
que regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos. En el caso de 
víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por los 
documentos sanitarios oficiales de comunicación a la Fiscalía o al órgano 
judicial.

A este respecto, Torres Rosell y Colmenero Guerra apuntan que esta 
pluralidad de vías de acreditación introduce una tensión con la propia con-
cepción del proceso penal como cauce exclusivo para la declaración de la 
existencia del delito, del delincuente y, correlativamente, de la víctima. Desde 
esta perspectiva, se sostiene que la sentencia penal no solo tiene una fun-
ción declarativa de condena, sino también una dimensión constitutiva en 
cuanto determina jurídicamente la existencia del ilícito penal y la condición 
de sujeto pasivo del mismo. A partir de esta premisa, ambos autores se cues-
tionan la coherencia sistemática de reconocer efectos jurídicos propios de la 
condición de víctima —especialmente en el ámbito de ayudas, prestaciones 
y medidas de protección— con anterioridad e, incluso, al margen de la trami-
tación del proceso penal. La crítica se intensifica si se tiene en cuenta que 
determinados delitos contra la libertad sexual son perseguibles únicamente 
previa denuncia de la persona ofendida, lo que abre la posibilidad de que la 
persona afectada decida legítimamente no instar la persecución penal, pero 
pueda acceder a los mecanismos de apoyo previstos por la ley. En la misma 
línea, se advierte que este adelantamiento de los efectos del delito podría 
incidir en el derecho a la presunción de inocencia, por cuanto la atribución de 
consecuencias jurídicas relevantes sobre la base de resoluciones adminis-
trativas o de decisiones jurisdiccionales adoptadas en ámbitos distintos del 
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proceso penal podría interpretarse como una forma de anticipar el resultado 
de un eventual enjuiciamiento penal sin las garantías propias del mismo244.

Por último, también cabe advertir que la ley prevé medidas de formación 
específica en materia de violencia sexual y en perspectiva de género dirigi-
das a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (art. 26), a los miembros de las 
Carreras Judicial y Fiscal y al conjunto del personal al servicio de la Admi-
nistración de Justicia (art. 27), así como en el ámbito de la abogacía (art. 28) 
y en el ámbito forense (art. 29). Según apunta Colmenero Guerra, el objetivo 
que se pretende con ello, es garantizar la adecuada especialización de los 
profesionales con responsabilidad directa en la prevención y detección de la 
violencia sexual, así como en la atención integral a las víctimas, su protección 
y el acceso efectivo a la justicia245. Con todo, habida cuenta de la especial 
trascendencia que esta cuestión presenta en este contexto, se procederá a 
su examen detallado más adelante.

En definitiva, se puede afirmar que la LO 10/2022, de 6 de septiembre, con-
figura un modelo de tutela reforzada de las víctimas de violencia sexual que 
se proyecta de manera transversal sobre distintas fases del proceso penal y 
sobre ámbitos extraprocesales de carácter asistencial. Las reformas que esta 
ley incorpora tanto en el EVD como en la LECrim —relativas a la práctica de 
la declaración, la protección de la intimidad, el control telemático de medidas 
cautelares, la limitación de los interrogatorios o el acceso a la justicia gra-
tuita— evidencian una clara orientación hacia el fortalecimiento de la tutela, 
la reducción de daños adicionales y la garantía de un acceso efectivo a la jus-
ticia. Asimismo, el reconocimiento de un importante conjunto de derechos 
de carácter extraprocesal y asistencial —asistencia integral, atención sanita-
ria y psicológica especializada, y apoyo social, laboral y económico— pone de 
manifiesto que la respuesta del legislador se proyecta primordialmente sobre 
la recuperación y la autonomía de la persona afectada, máxime si se tiene en 
cuenta que las víctimas de estos delitos suelen enfrentarse a elevados niveles 
de victimización secundaria. No obstante, la adecuada articulación de estas 
medidas exige una interpretación cuidadosa que permita conciliar su finalidad 
tuitiva con las exigencias propias de un proceso penal justo y contradictorio.

244	 En este sentido, véase: Torres Rosell, N.: «Análisis de tres de las modificaciones a la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal introducidas por la Ley Orgánica de Garantía integral de la 
libertad sexual (LO 10/2022, 6 de septiembre)» en García Álvarez, P. y Caruso Fontán, 
V. (Dirs.) y Rodríguez Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo sí 
es sí», Colex, A Coruña, 2023, págs. 284-285 y Colmenero Guerra, J.A.: «Algunas consi-
deraciones sobre la Ley Orgánica de garantía integral de la libertad sexual» en Llorente 
Sánchez-Arjona, M. y Zafra Espinosa de los Monteros, R. (Dirs.): La violencia de género 
en la sombra, Aranzadi, Pamplona, 2023, págs. 68-69.

245	 En este sentido, véase: Colmenero Guerra, J.A.: «Algunas consideraciones sobre la Ley 
Orgánica de garantía integral de la libertad sexual» en Llorente Sánchez-Arjona, M. y 
Zafra Espinosa De los Monteros, R. (Dirs.): La violencia de género en la sombra, Aranzadi, 
Pamplona, 2023, págs. 66-67. 
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3. Singularidades en las fuentes y medios de prueba

Los delitos contra la libertad sexual plantean particularidades probato-
rias significativas en lo relativo a las fuentes y medios de prueba disponibles 
y a su funcionalidad dentro del proceso penal. La habitual comisión de los 
hechos en ámbitos de privacidad determina que el esclarecimiento del delito 
dependa, en gran medida, de la declaración de la víctima, que con frecuencia 
constituye la principal prueba directa de los hechos, pero cuya suficiencia 
exige una valoración especialmente rigurosa y apoyada en corroboraciones 
externas. A tales efectos, los informes periciales y las testificales de referen-
cia, de poder recabarse en el caso concreto, también desempeñan un papel 
decisivo en la reconstrucción de lo sucedido y en la confirmación de la hipó-
tesis acusatoria. Del mismo modo, adquiere especial importancia la prueba 
indiciaria, en la medida en que, ante la frecuente ausencia de testigos direc-
tos o de pruebas físicas concluyentes, la acreditación de los hechos puede 
construirse a partir de un conjunto de indicios debidamente acreditados que, 
valorados de forma conjunta y conforme a las reglas de la lógica y de la expe-
riencia, permitan inferir racionalmente la realidad del hecho delictivo. En este 
sentido, la prueba indiciaria puede operar como un mecanismo complemen-
tario de corroboración del testimonio de la víctima y contribuir de manera 
decisiva a la formación de la convicción judicial.

Partiendo de estas consideraciones, procede analizar a continuación los 
principales medios de prueba que habitualmente intervienen en la acredita-
ción de los delitos contra la libertad sexual y las particularidades que presen-
tan en su valoración dentro del proceso penal.

3.1. La declaración de la víctima

Como se avanzaba, en los delitos contra la libertad sexual la declaración 
de la víctima adquiere una especial relevancia, derivada de las propias carac-
terísticas de estas conductas. Se trata, por lo general, de hechos cometidos 
en la intimidad y sin testigos directos, lo que sitúa al testimonio de la persona 
denunciante como la principal fuente de prueba disponible para el esclareci-
miento del delito246.

246	 Asimismo, cabe advertir que la violencia de género y la violencia sexual presentan relevantes 
similitudes, derivadas de la propia naturaleza de estas conductas y del contexto en el que 
habitualmente se producen. Por esta razón, y pese a la inexistencia de un consenso pleno 
en torno a su equiparación, tanto la jurisprudencia como la doctrina coinciden sustancial-
mente en algunas de las particularidades que comparten, especialmente, en relación con 
la valoración del testimonio de la víctima. En este sentido: Martín Díz, F.: «Presunción de 
inocencia en procesos penales por violencia de género» en Revista Ius et Praxis, Año 24, 
N.º 3, 2018, pág. 43, Miranda Estrampes, M.: «Particularidades de la prueba en los delitos de 
violencia de género» en de Hoyos Sancho, M. (Dir.): Tutela jurisdiccional frente a la violen-
cia de género. Aspectos procesales, civiles, penales y laborales, Lex Nova, Valladolid, 2009, 
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En este sentido, la víctima no puede considerarse un tercero ajeno a los 
hechos, sino que ocupa una posición singular como testigo directo de los 
mismos, al conocerlos en calidad de protagonista y no como un mero espec-
tador247. Así, el propio Tribunal Constitucional, en la STC 87/2020, de 20 de 
julio, reconoce, especialmente en aquellos delitos transcurren en la intimidad, 
que quien figura en el proceso como víctima «se encuentra a priori en una 
posición privilegiada como testigo directo de aquellos hechos que le afectan 
y que, con frecuencia, se desenvuelven en un entorno de privacidad»248. Asi-
mismo, en ocasiones, el Tribunal Supremo se ha referido a la posición proce-
sal de la víctima del delito como un «testigo cualificado»249.

No obstante, la atribución de tal condición nunca puede interpretarse 
como el reconocimiento de una presunción de veracidad de su relato250. En 
este sentido, como apunta Fuentes Soriano, si la admisión de esa considera-
ción implica que el testimonio de la víctima puede enervar la presunción de 
inocencia al margen de un proceso probatorio racional y objetivo, se esta-
ría perjudicando gravemente tanto el correcto funcionamiento del proceso 
penal como a la efectiva tutela de los derechos fundamentales de los ciuda-
danos251.

págs. 453-454, Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del testimonio de la víctima de 
violencia de género y absolución en el caso Alves» en Miranda Vázquez, C.D. y Munné Cata-
rina, F. (Dirs.): Desafíos de la probática y del derecho probatorio, Bosch, Barcelona, 2025, 
pág. 301, González Monge, A.: «La declaración de la víctima de violencia de género como 
única prueba de cargo: últimas tendencias jurisprudenciales en España», Revista Brasileña 
de Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, set-dez, 2020, pág. 1635. 

247	 Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del testimonio de la víctima de violencia de género 
y absolución en el caso Alves» en Miranda Vázquez, C.D. y Munné Catarina, F. (Dirs.): Desa-
fíos de la probática y del derecho probatorio, Bosch, Barcelona, 2025, pág. 301, de Torres 
Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, 
pág. 217 y González Monge, A.: «La declaración de la víctima de violencia de género como 
única prueba de cargo: últimas tendencias jurisprudenciales en España», Revista Brasileña 
de Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, set-dez, 2020, pág. 1631.

248	 STC 87/2020, de 20 de julio, ECLI:ES:TC:2020:87, FJ 3.

249	 SSTS 181/2023, de 15 de marzo, ECLI:ES:TS:2023:1255, FJ 2.º, 119/2019, de 6 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2019:678, FJ 3.º, 13/2019, de 17 de enero, ECLI:ES:TS:2019:39, FJ 3.º, 828/2018, 
de 13 de junio, ECLI:ES:TS:2018:2182, FJ 2.º. 

250	 Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del testimonio de la víctima de violencia de 
género y absolución en el caso Alves», en Miranda Vázquez, C.D. y Munné Catarina, F. 
(Dirs.): Desafíos de la probática y del derecho probatorio, Bosch, Barcelona, 2025, págs. 
301-302 y de Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2025, pág. 217. 

251	 Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algu-
nas conjeturas sostenidas en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima 
en el proceso penal desde la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista interna-
cional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, págs. 271-284, pág. 280. 
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Conforme a ello, se puede comprobar que el Alto Tribunal aclara que el 
reconocimiento de dicha posición «no quiere decir que la credibilidad de 
las víctimas sea distinta del resto de los testigos, en cuanto al valor de su 
declaración, ni que implique otorgar una especie de presunción de veracidad 
siempre y en cualquier caso»252. En la misma línea, también afirma que la atri-
bución de este particular estatus probatorio tampoco se puede considerar 
justificada por la escasez de medios probatorios o por la elevada incidencia 
del delito. En sintonía con ello, apunta que «tampoco sería admisible fundar 
la resolución en una especie de acto de fe incondicionado en la veracidad de 
la versión de quien se dice víctima, por repugnante que sea el hecho denun-
ciado, la vulnerabilidad de aquélla o la frecuencia de este tipo de hechos»253. 
Por consiguiente, y pese a los términos empleados en ciertas ocasiones, su 
testimonio no puede gozar de prevalencia automática sobre el del resto de 
testigos ni sobre el del propio acusado, máxime cuando habitualmente se 
contraponen ambos relatos254.

Así pues, en este contexto, la jurisprudencia ha venido manteniendo una 
serie de consideraciones respecto a la declaración de la víctima, dando forma 
a una doctrina consolidada en la materia que puede sintetizarse como sigue: 
(i) La declaración de la víctima no es prueba indiciaria sino prueba directa, 
y ha sido admitida como prueba de cargo tanto por la doctrina del Tribunal 
Supremo como por la del Tribunal Constitucional; (ii) no se convierte automá-
ticamente en prueba de cargo suficiente, pues, como todas, está sometida a 
la valoración del Tribunal sentenciador; (iii) las declaraciones de la víctima no 
son asimilables totalmente a las de un tercero, por ello la sola declaración de 
la víctima o denunciante puede ser prueba hábil para desvirtuar la presun-
ción de inocencia, siempre y cuando se valore de forma racional y adecuada; 
(iv) Dada la situación límite que comporta para el derecho a la presunción de 
inocencia que la única prueba de cargo sea la declaración de la supuesta víc-

252	 SSTS 181/2023, de 15 de marzo, ECLI:ES:TS:2023:1255, FJ 2.º, 119/2019, de 6 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2019:678, FJ 3.º, 13/2019, de 17 de enero, ECLI:ES:TS:2019:39, FJ 3.º, 828/2018, 
de 13 de junio, ECLI:ES:TS:2018:2182, FJ 2.º. Del mismo modo, el Tribunal Constitucional 
apunta que asumir que la víctima ocupa una posición privilegiada no implica que «(…) 
aquella declaración goce de prevalencia alguna en la convicción judicial, pero sin olvidar, 
tampoco, que el examen de su testimonio sí permite combinar los parámetros de ausencia 
de incredibilidad subjetiva, verosimilitud del testimonio y persistencia en la incriminación 
a los que viene refiriéndose la jurisprudencia ordinaria, parámetros que no resultan nece-
sariamente confluyentes o sumatorios para que esta testifical pueda adquirir un signifi-
cado incriminatorio» (STC 87/2020, de 20 de julio, ECLI:ES:TC:2020:87, FJ 3).

253	 SSTS 908/2025, de 3 de noviembre, ECLI:ES:TS:2025:4883, FJ 2.3, 841/2022, de 24 de 
octubre, ECLI:ES:TS:2022:4081, FJ 3.6, 627/2021, de 14 de julio, ECLI:ES:TS:2021:2943, 
FJ 4.º, 485/2020, de 1 de octubre, ECLI:ES:TS:2020:3173, FJ 1.º, 31/2019, de 29 de enero, 
ECLI:ES:TS:2019:233, FJ 1.º, entre otras.

254	 Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del testimonio de la víctima de violencia de 
género y absolución en el caso Alves», pág. 301-302.
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tima del delito, especialmente cuando es quien ha iniciado el proceso, el Alto 
Tribunal exige una justificación reforzada de su credibilidad255.

Por tanto, en estas situaciones es preciso encontrar un equilibrio entre las 
legítimas expectativas de justicia que se presumen a la víctima y el derecho a la 
presunción de inocencia que asiste al presunto autor de los hechos delictivos256. 
Así, el juez o tribunal penal, al confrontar la declaración de la víctima con la del 
acusado que niega los hechos en el acto del juicio, debe valorar si aquella resulta 
idónea para desvirtuar la presunción de inocencia. En este sentido, para fundar 
una sentencia condenatoria basada en dicha declaración, es necesario que el 
órgano judicial verifique de forma expresa la concurrencia de determinados 
requisitos o notas de credibilidad. Así, el Alto Tribunal apunta que:

«(…) esta Sala ha señalado reiteradamente que aun cuando, en principio, 
la declaración de la víctima puede ser hábil para desvirtuar la presunción 
constitucional de inocencia, atendiendo a que el marco de clandestinidad en 
que se producen determinados delitos, significadamente contra la libertad 
sexual, impide en ocasiones disponer de otras pruebas, ha de resaltarse que para 
fundamentar una sentencia condenatoria en dicha única prueba es necesario 
que el Tribunal valore expresamente la comprobación de la concurrencia de las 
siguientes notas o requisitos: 1.º) ausencia de incredibilidad subjetiva (…) 2.º) 
verosimilitud (…) 3.º) persistencia en la incriminación»257

La consolidación de estos criterios responde a una intensa elaboración 
jurisprudencial del órgano de casación, orientada a dotar al juzgador de 
parámetros de valoración que, sin desplazar la centralidad de la inmediación 
como manifestación del contacto directo con la fuente de prueba, permitan 
asegurar un análisis riguroso y equilibrado de la declaración de la víctima258.

Estos requisitos —también conocidos como «triple test»259— no se plan-
tean como un sistema de prueba tasada, es decir, no van orientados a reem-

255	 Véase el desarrollo de todos estos criterios y las sentencias de referencia en las SSTS 
696/2020, de 16 de diciembre, ECLI:ES:TS:2020:4288, FJ 2.º y 119/2019, de 6 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2019:678, FJ 3.º.

256	 González Monge, A.: «La declaración de la víctima de violencia de género como única 
prueba de cargo: últimas tendencias jurisprudenciales en España», Revista Brasileña de 
Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, set-dez, 2020, pág. 1636, Presunción de 
inocencia, págs. 45-46.

257	 STS 172/2022, de 24 de febrero, ECLI:ES:TS:2022:671, FJ 3.º.

258	 Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del testimonio de la víctima de violencia de 
género y absolución en el caso Alves», pág. 305, González Monge, A.: «La declaración de 
la víctima de violencia de género como única prueba de cargo: últimas tendencias juris-
prudenciales en España», Revista Brasileña de Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, 
n.3, set-dez, 2020, págs. 1627-1660, pág. 1638.

259	 Se puede comprobar el empleo de dicho término en resoluciones como la STS 976/2025, 
de 26 de noviembre, que apunta que «Fueron, por lo tanto, la inmediación y la contradicción 
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plazar el criterio del órgano judicial, sino que se tratan de pautas orientativas 
para guiar la valoración probatoria260. Por esta razón, el Tribunal Supremo 
señala que no es preciso que la declaración de la víctima supere los tres pará-
metros para enervar la presunción de inocencia, así como, el cumplimiento 
de todos ellos tampoco no le otorga automáticamente validez261. Conforme 
a ello, González Monge explica que la insuficiencia en uno de los criterios 
puede compensarse con la fuerza en los demás, pero advierte que un insufi-
ciente cumplimiento de los tres parámetros sí puede impedir la validez de la 
declaración para desvirtuar la presunción de inocencia262. Dada su relevan-
cia, es preciso analizar cuál es el contenido de cada uno de ellos.

elementos fundamentales para que el tribunal de instancia diera por probados los hechos 
en los términos que los declaró; con una valoración de la prueba, en particular del testimo-
nio de la víctima, que, para mayor garantía, lo pasó por el filtro del conocido como triple 
test (ausencia de incredibilidad subjetiva, verosimilitud de su testimonio, y persistencia en 
la incriminación) (…)» (STS 976/2025, de 26 de noviembre, ECLI:ES:TS:2025:5220, FJ 3.º). 
En similares términos las SSTS 928/2025, de 12 de noviembre, ECLI:ES:TS:2025:5409, 
875/2024, de 17 de octubre, ECLI:ES:TS:2024:5012, 1053/2024, de 20 de noviembre, 
ECLI:ES:TS:2024:5643, 683/2023, de 21 de septiembre, ECLI:ES:TS:2023:3999, entre 
otras muchas.

260	 En este sentido, se pronuncian: Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el 
proceso penal desde la perspectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional 
sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, pág. 211 y González Monge, A.: «La declara-
ción de la víctima de violencia de género como única prueba de cargo: últimas tendencias 
jurisprudenciales en España», Revista Brasileña de Dereito Processual Penal, Porto Ale-
gre, v.6, n.3, set-dez, 2020, pág. 1638 y Magro Servet, V.: «Credibilidad y fiabilidad en la 
declaración de la víctima en el proceso penal. 20 criterios al respecto», Diario La Ley, N.º 
10701, Sección Doctrina, 9 de abril de 2025, págs. 5-6. Asimismo, la STS 57/2019, de 5 de 
febrero, reitera su empleo como parámetros que, en ningún modo, soslayan la libre apre-
ciación de las pruebas por parte del tribunal enjuiciador. Conforme a ello, apunta que «no 
quiere decir que sean reglas de valoración de la prueba que sustituyan la libre evaluación 
que corresponde a los tribunales de instancia, convirtiendo así a la prueba testifical en una 
suerte de prueba tasada legalmente en cuanto a las condiciones de su eficacia demostra-
tiva» (STS 57/2019, de 5 de febrero, ECLI:ES:TS:2019:328, FJ 2.º). En la misma dirección, 
la Sala Segunda también apunta que: «No se está definiendo con ello un presupuesto de 
validez o de utilizabilidad, sino meras orientaciones que han de ser ponderadas en tanto 
constituyen herramientas que ayudan a acertar en el juicio (STS 35/2023, de 26 de enero 
ECLI:ES:TS:2023:182, FJ 4.º).

261	 Conforme a ello, la STS 35/2023, de 26 de enero sostiene que: «(…) eso no significa que 
cuando se cubran las tres condiciones haya que otorgar "por imperativo legal" crédito al 
testimonio. Ni, tampoco, que cuando falte una o varias, la prueba ya no pueda ser valorada 
y, ex lege, por ministerio de la ley (prueba legal negativa) -o de la doctrina legal en este 
caso- se considere insuficiente para fundar una condena» (STS 35/2023, de 26 de enero, 
ECLI:ES:TS:2023:182, FJ 4.º. En este sentido, también: SSTS 156/2022, de 23 de febrero, 
ECLI:ES:TS:2022:711, 64/2022, de 27 de enero, ECLI:ES:TS:2022:283, 597/2021, de 6 de 
julio, ECLI:ES:TS:2021:2837 y 150/2015, de 18 de marzo, ECLI:ES:TS:2015:1390. 

262	 González Monge, A.: «La declaración de la víctima de violencia de género como única 
prueba de cargo: últimas tendencias jurisprudenciales en España», Revista Brasileña 
de Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, set-dec, 2020, págs. 1638-1639. En 
la misma línea, Magro Servet, V.: Credibilidad y fiabilidad en la declaración de la víctima 
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A) La incredibilidad subjetiva

La apreciación del requisito de la incredibilidad subjetiva comporta la valo-
ración diferenciada de dos tipos de circunstancias263. La primera de ellas hace 
alusión a aquellas constatables de manera objetiva que pueden debilitar el 
testimonio de la víctima, como pueden ser la concurrencia de ciertos rasgos 
de carácter físico como, por ejemplo, la sordera o la ceguera, que la pudie-
ran haber llevado a una incorrecta comprensión de los hechos. Asimismo, se 
valoran en este parámetro ciertos factores de carácter psíquico que pudieran 
alterarlo, como su dependencia al alcohol o a las drogas o el padecimiento de 
alguna enfermedad mental264. En un segundo grupo, se incluyen aquellas cir-
cunstancias que implican la posible existencia de un ánimo espurio que haya 
podido motivar la acusación delictiva. En este parámetro se valoran factores 
como, por ejemplo, la concurrencia de un ánimo notorio de venganza o una 
enemistad manifiesta entre la denunciante y el acusado265. No obstante, debe 
descartarse toda inferencia basada en el ánimo de la víctima de perjudicar al 
acusado por la misma comisión del acto delictivo266. Como afirma de Torres 

en el proceso penal. 20 criterios al respecto», Diario La Ley, N.º 10701, Sección Doctrina, 
9 de abril de 2025, págs. 5-6. También resultan muy ilustrativas en este sentido las SSTS 
355/2015, de 28 de mayo, ECLI:ES:TS:2015:2599, FJ 4.º y la 653/2016, de 15 de julio, 
ECLI:ES:TS:2016:3664. 

263	 Sosteniendo esta división se pronuncia DE TORRES GUAJARDO, I.: Las víctimas del pro-
ceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 232-235.

264	 Tardón Olmos, M.: «Dificultades probatorias en los procedimientos por delitos de violen-
cia de género» en Cueto Moreno, C.: Criterios de actuación judicial frente a la violencia 
de género, Cuadernos digitales de Formación, CGPJ, Madrid, 2014, pág. 103, González 
Monge, A.: «La declaración de la víctima de violencia de género como única prueba de 
cargo: últimas tendencias jurisprudenciales en España», Revista Brasileña de Dereito Pro-
cessual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, set-dez, 2020, págs. 1639-1640, de Torres Guajardo, 
I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 232. 
De manera más amplia, la STS 832/2022, de 20 de octubre, sostiene que este parámetro 
«obliga a la identificación de las circunstancias psicofísicas de los testigos que puedan 
afectar a la capacidad de narración; del contexto psico-socio-cultural en el que se des-
envuelven; de las relaciones que le vinculaban con el acusado (…)» (STS Sala de lo Penal, 
Sección 1.ª, 832/2022, de 20 de octubre, ECLIES:2022:3928, FJ Único).

265	 En este sentido, resulta ilustrativa la STS 310/2019, de 13 de junio, ECLI:ES:TS:2019:1979, 
FJ 1.º. 

266	 Fernández Luna, F.J.: «Valoración de la declaración de las víctimas de delitos sexuales» 
en Soleto Muñoz, H. (Coord.): El sistema de justicia ante la victimización sexual, Dykin-
son, 2023, pág. 1142, de Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 232 y Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del 
testimonio de la víctima de violencia de género y absolución en el caso Alves» en Miranda 
Vázquez, C.D. y Munné Catarina, F. (Dirs.): Desafíos de la probática y del derecho probato-
rio, Bosch, Barcelona, 2025, pág. 305. En este sentido, la STS 240/2022, de 16 de marzo, 
apunta que la jurisprudencia afirma que «la lógica animadversión de la víctima derivada 
del hecho criminal es irrelevante para poner en duda su versión en cuanto no resulta de 
causas ajenas al delito (STS 240/2022, de 16 de marzo, ECLI:ES:TS:2022:980, FJ 2.3.4).
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Guajardo es lógico que quien haya padecido el hecho delictivo tenga animad-
versión y resentimiento hacia el presunto agresor, extremo que podría consi-
derarse de mayor intensidad en los delitos sexuales debido a la naturaleza de 
los bienes jurídicos lesionados267. Asimismo, el Tribunal Supremo apunta que:

«No existe una especie de presunción de que por la circunstancia de ser 
víctima ésta tenga una especie de "ánimo espurio presunto" por haber sido la 
víctima de la persona que ha denunciado, porque de ser así todas las víctimas 
tendrían siempre "ánimo espurio". Y esto no es así»268.

En ocasiones, particularmente en el ámbito de los delitos con connotaciones 
de género, hubo un tiempo en que los tribunales también venían considerando 
en relación a este parámetro ciertos factores que podían ser susceptibles de 
mermar la credibilidad subjetiva de la víctima como, por ejemplo, el retraso en 
denunciar los hechos, la existencia de un proceso civil de separación o divor-
cio que pudiera implicar conflictos personales o patrimoniales no resueltos, o 
la decisión de no renunciar a la indemnización correspondiente a los hechos269. 
No obstante, en los últimos tiempos, el Tribunal Supremo señala, en relación a 
la tardanza en denunciar, que no puede considerarse como un factor que reste 
credibilidad al testimonio, especialmente en los delitos sexuales y en los delitos 
de violencia de género, debido a que el miedo a las consecuencias que puede 
acarrear su interposición puede ser una barrera difícil de superar, especialmente 
por la relación de afectividad que suele concurrir entre la víctima y el agresor en 
estos casos270. Conforme a ello, la STS 1153/2024, de 18 de diciembre, afirma que:

«El retraso en denunciar es una de las características en la acción de las 
víctimas en delitos sexuales, tanto de mayores de edad, como de menores, 
ya que el "miedo" a la denuncia y lo que vendrá detrás de ella les supone una 
barrera muy difícil de vencer que les lleva a retrasar la denuncia, sin que por esta 
circunstancia ello se deba tener en cuenta para dudar de la credibilidad de la 
declaración de la víctima»271.

267	 De Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2025, págs. 232-233 y Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del testimonio 
de la víctima de violencia de género y absolución en el caso Alves» en Miranda Vázquez, 
C.D. y Munné Catarina, F. (Dirs.): Desafíos de la probática y del derecho probatorio, Bosch, 
Barcelona, 2025, pág. 305.

268	 SSTS 1153/2024, de 18 de diciembre, ECLI:ES:TS:2024:6298, FJ 2.º.

269	 González Monge, A.: «La declaración de la víctima de violencia de género como única 
prueba de cargo: últimas tendencias jurisprudenciales en España», Revista Brasileña de 
Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, set-dez, 2020, pág. 1640.

270	 SSTS 1153/2024, de 18 de diciembre, ECLI:ES:TS:2024:6298, FJ 2.º, 625/2024, de 19 de 
junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, 184/2019, de 2 de abril, ECLI:ES:TS:2019:1071, 930/2022, 30 
de noviembre, ECLI:ES:TS:2022:4489, entre otras. 

271	 STS 1153/2024, de 18 de diciembre, ECLI:ES:TS:2024:6298, FJ 2.º. En la misma línea, la 
STS 930/2022, 30 de noviembre, apunta que «Hemos señalado en varias ocasiones de que 
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En el mismo sentido, el Alto Tribunal afirma que la iniciación de trámites 
de divorcio, la adjudicación provisional de bienes gananciales o el comienzo 
de una nueva relación sentimental no pueden servir, por sí mismos, para que 
la denunciante pierda credibilidad por estos mismos hechos272. Respecto a 
la renuncia, o no, a la posible indemnización derivada del delito el Alto Tri-
bunal enfatiza que la existencia de un interés económico, como la solicitud 
o renuncia a una indemnización, tampoco debe interpretarse automática-
mente como un indicio que disminuya la credibilidad del relato273.

B) La persistencia en la incriminación

El segundo de los factores a los que se atiende es la persistencia en la 
incriminación. El contenido de este parámetro se articula en torno a tres ele-
mentos fundamentales. El primero de ellos exige que la declaración sea deta-
llada, aspecto que implica advertir si el relato resulta excesivamente gené-
rico o evita entrar en detalles relevantes274. El segundo consiste en examinar 
la coherencia entre las sucesivas declaraciones, esto es, si mantienen una 
razonable uniformidad o si, por el contrario, pueden apreciarse modificacio-
nes sustanciales entre ellas. A este respecto, la STS 467/2020, de 21 de sep-
tiembre, puntualiza que este parámetro no implica una reiteración mecánica 
y carente de espontaneidad del relato, en la que la víctima, en lugar de expo-
ner de forma natural una vivencia especialmente traumática, reproduzca con 
excesiva rigidez el contenido de sus manifestaciones iniciales275. Así, la Sala 
segunda afirma que «Se trata de una persistencia material en la incrimina-
ción, valorable no en un aspecto meramente formal de repetición de un disco 
o lección aprendida, sino en su constancia sustancial de las diversas decla-
raciones»276. En la misma línea, se reconoce la posibilidad de que la víctima 
vaya completando el relato en sus sucesivas declaraciones en sede judicial o 
en el plenario, siempre y cuando, estas no alteren en lo sustancial el relato de 

los hechos relativos a delitos sexuales y de violencia de género conllevan que la respuesta 
de la víctima en su aspecto reaccional ante los ilícitos de los que son víctimas muchas 
mujeres conlleve una respuesta distinta a la víctima de cualquier otro hecho delictivo. De 
esta manera, las víctimas en este tipo de casos pueden tardar en denunciar los hechos, 
o pueden silenciarlos» (STS 930/2022, 30 de noviembre, ECLI:ES:TS:2022:4489, FJ 8.º). 

272	 SSTS 125/2021, de 11 de febrero, ECLI:ES:TS:2021:600, FJ 8.º y 239/2018, de 23 de mayo. 
ECLI:ES:TS:2020:1325, FJ 2.º.

273	 SSTS 108/2023, de 16 de febrero, ECLI:ES:TS:2023:534, FJ 1.º. En esta línea: SSTS 
468/2019, de 14 de octubre, ECLI:ES:TS:2019:3312, 404/2005, de 25 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2005:1853.

274	 GONZÁLEZ MONGE, A.: «La declaración de la víctima de violencia de género como única 
prueba de cargo: últimas tendencias jurisprudenciales en España», Revista Brasileña de 
Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, set-dez, 2020, pág. 1643.

275	 STS 467/2020, de 21 de septiembre, ECLI:ES:TS:2020:3021, FJ 3.5.1. 

276	 STS 506/2025, de 3 de junio, ECLI:ES:TS:2025:2584, FJ 3.º. 
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hechos inicial277. Conforme a ello, Magro Servet explica que la admisión de 
esta circunstancia se debe a que la gravedad de los hechos —especialmente 
en el ámbito de los delitos sexuales— puede originar que la víctima sea capaz 
de aportar más datos conforme va tomando distancia del hecho delictivo. En 
este sentido, sostiene que, en muchos casos, la declaración de la víctima es 
«progresiva», lo que significa que su versión de los hechos va avanzando, ya 
que conforme se distancia de los hechos puede reunir más fuerza y tranquili-
dad para recordar con detalle lo ocurrido tras el shock inicial278.

En cuanto al tercer elemento, la persistencia en la incriminación se rela-
ciona con la inexistencia de contradicciones en las sucesivas declaraciones. 
Sin embargo, el Alto Tribunal matiza esta exigencia y subraya que no pue-
den confundirse los matices en las declaraciones con la existencia de con-
tradicciones relevantes y puras. Así, la STS 401/2021, de 12 de mayo, precisa 
que «la contradicción debe ser esencial y nuclear para deducir de ella que 
existen dudas de la veracidad de la declaración (…)»279. En ocasiones, el Alto 
Tribunal ha señalado que las eventuales divergencias en el testimonio de la 
víctima pueden encontrar justificación en sus particulares condiciones físi-
cas o psíquicas, lo que exige una valoración contextualizada y no meramente 
formal del relato. En este sentido, resulta particularmente ilustrativa la STS 
815/2013, de 5 de noviembre que ya indicó que:

«El Tribunal sentenciador estima que estas contradicciones pueden deberse 
a la propia debilidad mental de la joven y a sus dificultades de comunicación por 
la sordera que padece, por lo que no descarta su veracidad y opta por considerar 
probado lo que constituye el mínimo común a todas las declaraciones, es decir 
que la joven mantuvo al menos alguna relación sexual con el acusado»280.

277	 En este sentido, la STS 930/2022, de 30 de noviembre, apunta que «Las víctimas de delitos 
sexuales exponen una línea de progresividad en su declaración que determina que puedan 
existir modificaciones puntuales que para el recurrente puedan resultar relevantes, pero 
que en un contexto de gravedad como el relatado en los hechos probados no tienen el rango 
que podría conllevar una duda capaz de apuntar a la falta de credibilidad de la víctima. La 
progresividad en la declaración de la víctima es importante, porque estos datos que para el 
recurrente son alteraciones relevantes no son más que construcciones expositivas realiza-
das por la víctima que puede ser interrogada en cada fase de distinta manera, se pueden 
cambiar las observaciones en las preguntas y la víctima, sobre todo, puede ir explicando 
con más detalle, conforme pasa el tiempo lo ocurrido, añadiendo datos que antes no había 
relatado» (STS 930/2022, de 30 de noviembre, ECLI:ES:TS:2022:4489, FJ 8.º). 

278	 Magro Servet, V.: Credibilidad y fiabilidad en la declaración de la víctima en el proceso 
penal. 20 criterios al respecto», Diario La Ley, N.º 10701, Sección Doctrina, 9 de abril de 
2025, págs. 10-11. 

279	 STS 401/2021, de 12 de mayo, ECLI:ES:TS:2021:1898, FJ 2.º. 

280	 STS 815/2013, de 5 de noviembre, ECLI:ES:TS:2013:5437, FJ 6.º. A este respecto, véase 
también: STS 653/2016, de 15 de julio, ECLI:ES:TS:2016:3664. 
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De nuevo, estas inconsistencias encuentran justificación, siempre y 
cuando, no afecten a los elementos esenciales de la declaración y, en parti-
cular, a los hechos que fundamentan la acusación.

C) La verosimilitud del testimonio

Por último, se ha de valorar la verosimilitud del testimonio. Este paráme-
tro se despliega en dos exigencias, la coherencia interna del propio relato y 
su coherencia externa. La coherencia interna implica que la versión de los 
hechos debe ser objetivamente posible por su propio contenido, es decir, que 
el testimonio no sea fantasioso o increíble281. En consecuencia, el relato debe 
ser lógico y no contradecir las reglas de la experiencia, es decir, no deben 
existir «elementos fácticos escasamente verosímiles»282. Por su parte, la 
coherencia externa hace alusión a que el testimonio esté corroborado por 
datos objetivos de carácter periférico obrantes en el proceso y que apoyen 
las manifestaciones sobre los hechos delictivos realizadas por la víctima283. 
No obstante, esta última exigencia suscita dudas en varios sentidos.

En primer lugar, se plantea si la existencia de elementos de corroboración 
siempre es necesaria, dado que habrá supuestos en los que sea imposible 
recabar datos objetivos que puedan apoyar la declaración de la víctima. Y, en 
segundo lugar, y en aquellos supuestos en los que la corroboración es posible, 
se cuestiona sobre qué elementos debe recaer dicha actividad probatoria.

Respecto de la primera cuestión, el Tribunal Supremo afirma la importancia 
de que concurran elementos objetivos independientes de la propia declara-
ción de la víctima. En este sentido, la STS 510/2025, de 4 de junio, apunta que:

«Como recuerda la STS n.º 1033/2009, de 20 de octubre, junto con la 
reiteración de esa posibilidad que ofrece la declaración de la víctima para 
ejercer como prueba de cargo sustancial y preferente, hemos venido reforzando 

281	 Fernández Luna, F.J.: «Valoración de la declaración de las víctimas de delitos sexuales» 
en Soleto Muñoz, H. (Coord.): El sistema de justicia ante la victimización sexual, Dykinson, 
2023. En este sentido, también: Montesinos García, A.: «Especifidades probatorias en los 
procesos por violencia de género», Revista de Derecho Penal y Criminología, 3, Época, n.º 
17 (enero 2017), pág. 133.

282	 SSTS 1153/2024, de 18 diciembre, 426/2023, de 1 de junio y 579/2019, de 26 de noviembre. 

283	 En este sentido: Cerrato Guri, E.: «Criterios de valoración del testimonio de la víctima 
de violencia de género y absolución en el caso Alves» en Miranda Vázquez, C.D. y Munné 
Catarina, F. (Dirs.): Desafíos de la probática y del derecho probatorio, Bosch, Barcelona, 
2025, pág. 308, DE Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 236, González Monge, A.: «La declaración de la víc-
tima de violencia de género como única prueba de cargo: últimas tendencias jurispruden-
ciales en España», Revista Brasileña de Dereito Processual Penal, Porto Alegre, v.6, n.3, 
set-dez, 2020, pág. 1641, Montesinos García, A.: «Especifidades probatorias en los pro-
cesos por violencia de género», Revista de Derecho Penal y Criminología, 3, Época, n.º 17 
(enero 2017), pág. 133. 
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los anteriores requisitos, añadiendo además la ineludible concurrencia de algún 
dato, ajeno y externo a la persona del declarante y a sus manifestaciones, que, 
sin necesidad de constituir por sí mismo prueba bastante para la condena, sirva 
al menos de ratificación objetiva a la versión de quien se presenta como víctima 
del delito»284.

No obstante, el Alto Tribunal reconoce que la inexistencia de datos que 
permitan corroborar el testimonio de la víctima no siempre puede provo-
car que decaiga su credibilidad, por cuanto, esta circunstancia puede estar 
directamente relacionada con la clandestinidad en la que se cometen cier-
tos delitos, como sucede en el ámbito sexual285. Por tanto, y aunque ello no 
implique reconocer, con carácter general, la plena validez del testimonio no 
corroborado, la Sala apunta que en estos supuestos resulta necesario aten-
der a las circunstancias del caso concreto y analizar si la exigencia de una 
corroboración externa resulta razonable o, por el contrario, si la naturaleza 
de los hechos y el contexto en que se produjeron dificultan objetivamente la 
obtención de otras fuentes de prueba. Así, la STS 262/2025, de 26 de marzo, 
se pronuncia en los siguientes términos:

«El problema es que "ese dato" podría no existir, y no por ello debe decaer 
la credibilidad si hay ausencia de incredibilidad subjetiva y persistencia y 
firmeza en lo que ha declarado. La inexistencia de los datos objetivos no hace 
decaer la credibilidad de la declaración de la víctima. Es preciso valorar cada 
caso y cada supuesto concreto para comprobar si puede exigirse esa prueba 
de corroboración de datos periféricos (...) Las corroboraciones objetivas de 
la declaración de la víctima en supuestos en los que estas son posible deben 
exigirse como pruebas de cargo, por lo que su no aportación irá a favor de la 
presunción de inocencia por falta de la "suficiente prueba" para condenar, y su 
ausencia debería llevar a la absolución. Pero debe entenderse que esto lo es 
analizando cada supuesto concreto, ya que, como mantenemos, habrá casos 
en los que esta prueba no pueda exigirse porque no exista al tratarse de casos 
ocurridos en la intimidad»286.

284	 STS 510/2025, de 4 de junio, ECLI:ES:TS:2025:2575, FJ 2.º. En idéntico sentido, véase 
también: 262/2025, de 26 de marzo, 54/2025, de 29 de enero, 585/2024, de 13 de junio, 
ECLI:ES:TS:2024:3343 ECLI:ES:TS:2025:302, 527/2024, de 5 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3192 
713/2023, de 28 de septiembre, ECLI:ES:TS:2023:3987, FJ 6.º, 352/2021, de 29 de abril, 
ECLI:ES:TS:2021:1493, 38/2019, de 30 de enero, 13/2019, de 17 de enero, ECLI:ES:TS:2019:39, 
658/2018, de 14 de diciembre, ECLI:ES:TS:2018:4223, entre otras. 

285	 SSTS 713/2023, de 28 de septiembre, ECLI:ES:TS:2023:3987, FJ 6.º, 352/2021, de 
29 de abril, ECLI:ES:TS:2021:1493, 38/2019, de 30 de enero, 13/2019, de 17 de enero, 
ECLI:ES:TS:2019:39, entre otras. 

286	 STS 262/2025, de 26 de marzo, ECLI:ES:TS:2025:1203, FJ 2.º. En idéntico sentido, véase 
también: SSTS 54/2025, de 29 de enero, ECLI:ES:TS:2025:302, 625/2024, de 19 de junio, 
ECLI:ES:TS:2024:3348, 352/2021, de 29 de abril, ECLI:ES:TS:2021:1493, entre otras.
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En el mismo sentido, se pronuncia la STS 725/2007 de 13 septiembre, en 
la que el Alto Tribunal afirma que «(...) en cualquier caso, la inexistencia de 
estos datos no puede ser interpretada como una circunstancia de incredi-
bilidad objetiva de las manifestaciones de la víctima en torno al maltrato y 
a las agresiones sexuales de las que fue objeto»287. Ahora bien, en aquellos 
supuestos en los que no resulte posible contar con elementos de corrobo-
ración externa, la jurisprudencia exige, en todo caso, la concurrencia de los 
criterios relativos a la ausencia de incredibilidad subjetiva y a la persistencia 
en la incriminación como parámetros indispensables para la valoración de la 
declaración de la víctima como prueba de cargo288.

Por tanto, el Tribunal Supremo otorga una especial relevancia a la exigencia 
de que la declaración de la víctima se encuentre corroborada por elementos 
objetivos y externos a su propio testimonio que respalden sus manifestaciones, 
de modo que su ausencia, cuando dicha corroboración hubiera sido posible, 
puede operar en favor de la tesis absolutoria. No obstante, la clandestinidad 
que caracteriza ciertos contextos conduce a que el Alto Tribunal no descarte, 
en supuestos excepcionales, la posibilidad de atribuir eficacia probatoria sufi-
ciente a la declaración aun en ausencia de tales apoyos cuando no haya sido 
posible obtenerlos. Como se apuntará a continuación, si se lleva a cabo una 
investigación rigurosa y se actúa con la debida celeridad, en aquellos casos en 
que ello resulte posible, pueden recabarse elementos probatorios de especial 
relevancia a efectos de corroborar el testimonio de la víctima.

Además de las dudas que suscita la exigencia misma de corroboración, 
también se ha apuntado a otra cuestión que no es pacífica, esto es, sobre qué 
elementos debe recaer dicha corroboración. En este sentido, Ramírez Ortiz 
explica que existen dos interpretaciones distintas sobre este particular, por un 
lado, la exigencia de una «corroboración en sentido fuerte», que requiere que 
la propia existencia del delito, en relación a sus elementos configuradores, esté 
apoyado en algún dato añadido a la pura manifestación subjetiva de la víctima; 
y, por otro lado, la exigencia de una «corroboración en sentido débil» que per-
mite entender respaldado el testimonio de la víctima si existen datos que, sin 
referirse propiamente al hecho delictivo, responden a algún aspecto fáctico 
cuya comprobación contribuya a dotar de verosimilitud a la declaración289.

287	 STS 725/2007, de 13 de septiembre, ECLI:ES:TS:2007:6124, FJ 2.º.

288	 Así, conforme a lo apuntado en la propia STS 262/2025, de 26 de marzo, antes referen-
ciada el Tribunal Supremo señala que, en estos casos, en los que no existe corroboración 
periférica, «(...) no por ello debe decaer la credibilidad si hay ausencia de incredibilidad 
subjetiva y persistencia y firmeza en lo que ha declarado» (STS 262/2025, de 26 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2025:1203, FJ 2.º). En el mismo sentido, véase también: SSTS 54/2025, de 
29 de enero, ECLI:ES:TS:2025:302, 625/2024, de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, 
352/2021, de 29 de abril, ECLI:ES:TS:2021:1493, entre otras.

289	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, pág. 218. 



103

PARTE II. LA PRUEBA EN LOS PROCESOS SEGUIDOS POR DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL...

Con carácter general, la jurisprudencia afirma que la existencia de los ele-
mentos constitutivos del delito debe estar apoyada por algún dato objetivo 
adicional a las manifestaciones realizadas por la víctima durante el proceso 
(«corroboración en sentido fuerte»)290. Conforme a ello, la STS 506/2025, de 
3 de junio, afirma que:

«La declaración de la víctima ha de estar rodeada de corroboraciones 
periféricas de carácter objetivo obrantes en el proceso; lo que significa que el 
propio hecho de la existencia del delito esté apoyado en algún dato añadido a la 
pura manifestación subjetiva de la víctima»291

No obstante, frente a esta interpretación, Fuentes Soriano advierte que 
los elementos objetivos de corroboración no deberían ser elementos que se 
refieran propiamente el hecho delictivo, sino a datos periféricos que la víc-
tima haya relatado en su declaración («corroboración en sentido débil»). Por 
consiguiente, entiende que imponer la exigencia de que la corroboración se 
refiera a los elementos del tipo delictivo implica requerir otras pruebas y, en 
consecuencia, que realmente no existe la posibilidad de condenar al acusado 
cuando el testimonio de la víctima es la única prueba de cargo. Así, la autora 
sostiene que la existencia de un parte médico de lesiones en una acusación 
por maltrato físico no es un elemento que corrobora la declaración de la víc-
tima, sino que constituye una prueba del propio hecho delictivo292.

290	 SSTS 506/2025, de 3 de junio, ECLI:ES:TS:2025:2584, FJ 2.º, 201/2024, de 4 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2024:1601, 952/2023, de 21 de diciembre, ECLI:ES:TS:2023:6003, 359/2023, 
de 16 de mayo, ECLI:ES:TS:2023:2284, 367/2022, de 18 de abril, ECLI:ES:TS:2022:1596, 
172/2022, de 24 de febrero, ECLI:ES:TS:2022:671, 390/2021, de 6 de mayo, 
ECLI:ES:TS:2021:2170, 257/2020, de 28 de mayo, ECLI:ES:TS:2020:1664, entre otras 
muchas.

291	 506/2025, de 3 de junio, ECLI:ES:TS:2025:2584, FJ 2.º. En el mismo sentido, la STS 
172/2022, de 24 de febrero apunta que «Esa corroboración debe ir dirigida a fortalecer la 
acusación que se viste con las palabras del testigo, y han de ser referidas al hecho mismo 
que se cuestiona, aquel en donde gira la duda que supone todo proceso, no a otros ava-
tares, extraños a lo que se trata de evidenciar con las pruebas sostenidas ante el Tribunal 
sentenciador» (172/2022, de 24 de febrero, ECLI:ES:TS:2022:671, FJ 5.º). Aun así, Ramírez 
Ortiz advierte que existen algunas resoluciones donde el Tribunal sí parece abrir la puerta 
a admitir una «corroboración en sentido débil» de la declaración. A este respecto, el autor 
hace alusión a la STS 544/2016, de 21 de junio, donde el Tribunal Supremo afirma que «la 
declaración de la víctima debe estar rodeada de corroboraciones periféricas de carácter 
objetivo que apunten a la existencia del hecho delictivo», más allá de su simple testimo-
nio. No obstante, la propia resolución seguidamente advierte que dicha exigencia «habrá 
de ponderarse adecuadamente en delitos que no dejan huellas o vestigios materiales de 
su perpetración» (STS 544/2016, de 21 de junio, ECLI:ES:TS:2016:3044, FJ 3.º). Ramírez 
Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la perspectiva 
de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probatorio, N.1, 
2020, pág. 218. 

292	 Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algu-
nas conjeturas sostenidas en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima 
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Respecto de la cantidad de corroboraciones necesarias para poder afir-
mar la existencia de credibilidad objetiva, la jurisprudencia no se pronuncia. 
No obstante, Fernández López apunta que cuántos más datos corroboren la 
declaración, mayor grado de acierto tendrá la hipótesis acusatoria293.

En directa relación con la exigencia de corroboración se encuentra la 
valoración de la fiabilidad del testimonio de la víctima. Según apunta la STS 
771/2024, de 13 de septiembre, este término hace alusión al «grado de com-
patibilidad de dicha información [la aportada por la víctima en su declara-
ción] con el resultado que arrojan el resto de pruebas que integran el cua-
dro plenario y las demás circunstancias contextuales acreditadas»294. Ello 
implica que no solo deben existir elementos externos y objetivos que corro-
boren el testimonio de la víctima, sino que, la valoración conjunta de estos 
debe permitir valorar el grado de confirmación de la hipótesis acusatoria. 
Conforme a ello, Hernández García explica que la fiabilidad exige examinar 
la información que proporciona el testigo sometiendo estos datos al «test de 
compatibilidad» en relación al resto del cuadro probatorio295. En este sentido, 
Magro Servet señala que, mientras la validez se vincula con la precisión de 
los datos aportados por la víctima, la fiabilidad del testimonio se refiere a su 
consistencia interna y a su coherencia con el resto del material probatorio. 
Por consiguiente, el magistrado afirma que «Para determinar la fiabilidad se 
exige veracidad, y esta la obtiene el juez o tribunal del conjunto de la prueba, 
más allá de que externamente la víctima pueda parecer creíble»296.

En este último sentido, también se afirma que el juez o tribunal no puede 
dejarse llevar por la impresión subjetiva que le suscite la declaración de la 
víctima, puesto que ello no comporta ni su fiabilidad ni su credibilidad. En 
este sentido, Ramírez Ortiz explica que la valoración de los aspectos aje-
nos a la calidad de la información que aporta la víctima, como pueden ser 
su apariencia física, su gestualidad, su nerviosismo o su seguridad, presenta 
dos problemas, por un lado, que dichos aspectos son equívocos, tal y como 
apunta la psicología del testimonio, y, por otro, que no es posible realizar 

en el proceso penal desde la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista interna-
cional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, págs. 281-284.

293	 Fernández López, M.: «La valoración de pruebas personales y el estándar de duda razo-
nable», Cuadernos electrónicos de filosofía del derecho, ISSN-e 1138-9877, N.º 15, 2007 
(Ejemplar dedicado a: XXI Jornadas de la Sociedad Española de Filosofía Jurídica y Polí-
tica, «Problemas actuales de la Filosofía del Derecho», Universidad de Alcalá, 28, 29 y 30 
de marzo de 2007), pág. 8.

294	 STS 771/2024, de 13 de septiembre, ECLI:ES:TS:2024:4451, FJ 6. 

295	 Hernández García, J.: «La prueba de la violencia de género» en CERRATO GURI, E. (Dir.): La 
prueba de la violencia de género y su problemática judicial, La Ley, Madrid, 2022, pág. 28.

296	 Magro Servet, V.: «Credibilidad y fiabilidad en la declaración de la víctima en el proceso 
penal. 20 criterios al respecto», Diario La Ley, N.º 10701, Sección Doctrina, 9 de abril de 
2025, págs. 28-32.
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sobre ellos una verificación intersubjetiva, por lo que no cumplen las exigen-
cias de motivación derivadas del art. 24.2 CE297. En consonancia con ello, el 
Tribunal Supremo apunta que:

«La atribución de valor probatorio reconstructivo a la información testifical 
no debe venir determinada solo por lo creíble que se considere a la persona que 
testifica sino por lo fiable que resulte la información que facilita. En términos 
epistémicos resulta mucho más consecuente con las exigencias cognitivo-
materiales derivadas del principio de presunción de inocencia poner el acento 
en la fiabilidad de la información transmitida que en la credibilidad del testigo 
como juicio de valor personal —STC 75/2013, de 8 de abril—. (…) Lo primero 
—lo fiable— exige mayores cargas de justificación al juez que atribuye valor a 
la información. Lo segundo —lo creíble— favorece la utilización de fórmulas de 
justificación con menores cargas cognitivo-materiales»298.

Por todo ello, y dada la relevancia que guarda en este contexto la necesidad 
de que el testimonio de la víctima se encuentre corroborado por elementos 
externos a la propia declaración, se entiende que las acusaciones centrarán 
gran parte de sus esfuerzos probatorios en torno a este objetivo y tratarán 
de recabar todos los medios de prueba que permitan reforzar los elementos 
nucleares de dicho relato. A tales efectos, en este ámbito también adquiere 
una especial relevancia la prueba indiciaria.

3.2. La prueba indiciaria

La especial relevancia que adquiere en el ámbito de los delitos sexuales 
la exigencia de que la declaración de la víctima se vea corroborada por ele-
mentos objetivos y externos que permitan constatar la realidad del delito 
conduce, con frecuencia, a acudir a la prueba indiciaria como mecanismo de 
acreditación. Como apunta Montesinos García, las corroboraciones periféri-
cas «están constituidas, en un elevado número de ocasiones, por hechos que 
no son más que indicios»299. Por tanto, resulta preciso delimitar sus contor-
nos y exponer sus rasgos característicos y exigencias jurídicas para poder 
comprender cómo opera en este ámbito.

La prueba indiciaria se define como aquella que no tiene por objeto el mismo 
hecho que se pretende probar, sino otro que sirve para demostrar aquel por 

297	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, pág. 214. 

298	 SSTS 919/2025, de 6 de noviembre, ECLI:ES:TS:2025:5023, FJ Único y 771/2024, de 13 de 
septiembre, ECLI:ES:TS:2024:4451, FJ 6. 

299	 Véase Montesinos García, A.: «Especifidades probatorias en los procesos por violencia de 
género», Revista de Derecho Penal y Criminología, 3, Época, n.º 17 (enero 2017), pág. 159.
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vía de la inducción300. En este caso, la actividad probatoria no recae sobre los 
hechos directamente determinantes de la responsabilidad penal, sino sobre 
otros hechos (indicio o hechos base) a partir de los que, mediante un razona-
miento lógico (nexo causal), puede determinarse la existencia del hecho objeto 
de prueba (hecho presunto)301. Los indicios o hechos base pueden ser aportados 
al proceso mediante cualquiera de los medios de prueba legalmente previstos302.

300	 Véase: Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, págs. 60-61. Asimismo, Fuentes Soriano afirma que la prueba indiciaria es aquella carac-
terizada por el hecho de que su objeto no es directamente el objeto final de la prueba, sino otro 
intermedio que permite llegar a este a través de una regla de experiencia. Respectivamente, 
Fuentes Soriano, O.: «Valoración de la prueba indiciaria y declaración de la víctima en los deli-
tos sexuales», en Problemas actuales de la administración de justicia en los delitos sexua-
les, Defensoría del Pueblo, Lima, 2000, pág. 168. En este sentido, también: Martín Ostos, J.: 
Manual de Derecho Procesal Penal, 4.ª edición, Astigui, Sevilla, 2020, pág. 321. No obstante, un 
sector doctrinal niega que la prueba indiciaria sea un verdadero medio de prueba. Así, Nieva 
Fenoll afirma que ni tan siquiera se trata de una prueba, sino de una exposición esquemática 
del razonamiento inherente a la lógica formal que se utiliza para averiguar cualquier cuestión, 
no solo los hechos inciertos del proceso. En esta línea se pronuncian: Fenoll Nieva, J.: Derecho 
Procesal III. Proceso Penal, 2.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2022, pág. 419, Barona Vilar, 
S.: «Medios de prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, 
Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 462 y Vallespín Pérez, 
D. y Ortego Pérez, F.: Manual de Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Atelier, 2024, pág. 245. 

301	 Vallespín Pérez, D. y Ortego Pérez, F.: Manual de Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ate-
lier, 2024, pág. 246, Fenoll Nieva, J.: Derecho Procesal III. Proceso Penal, 2.ª edición, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2022, pág. 419, Asencio Mellado, J.M.: «La prueba penal» en Asencio 
Mellado, J.M., (Dir.) y Fuentes Soriano, O., (Coord.): Derecho Procesal Penal (4.ª edición), 
Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, págs. 461-462, Fuentes Soriano, O.: «Valoración de la 
prueba indiciaria y declaración de la víctima en los delitos sexuales», en Problemas actua-
les de la administración de justicia en los delitos sexuales, Defensoría del Pueblo, Lima, 
2000, págs. 169-172 y Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y prueba en el proceso 
penal, La Ley, Madrid, 1993, pág. 137. 

302	 Un sector de la doctrina y el Tribunal Supremo acogen la tradicional máxima praesumtio 
de praesumptionibus non admititur, «no es admisible la presunción de presunciones». En 
consonancia con ello, afirman que los indicios deben estar acreditados mediante prueba 
directa. De hecho, la STS 532/2019, de 4 de noviembre —donde se unifican y sistemati-
zan los principios que deben guiar a los jueces al valorar prueba indirecta— el Alto Tribu-
nal exige que los indicios «estén demostrados mediante prueba directa». Respecto a la 
primera postura, véase: Véase de Miranda Vázquez, C.: «Prueba directa vs. Prueba indi-
recta (un conflicto existente), en DOXA, 38 2015, págs. 91-92, Muñoz Sabaté, L.: La prueba 
de indicios en el proceso judicial: Análisis para juristas, detectives, periodistas, peritos 
y policías, Wolters Kluwer, Madrid, 2016, pág. 64. Respecto a la segunda postura, véase: 
Vallespín Pérez, D. y Ortego Pérez, F.: Manual de Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Ate-
lier, 2024, pág. 247, Asencio Mellado, J.M., (Dir.) y Fuentes Soriano, O., (Coord.): Derecho 
Procesal Penal (4.ª edición), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, págs. 462, Martín Ostos, 
J.: Manual de Derecho Procesal Penal, 4.ª edición, Astigui, Sevilla, 2020, pág. 322. En esta 
dirección, también apunta la STS Sala de lo Penal, Sección 1.ª, 532/2019, de 4 de noviem-
bre, ECLI:ES:TS:2019:3504. En cambio, autores como Miranda Vázquez o Muñoz Sabaté 
apuestan por desterrar la citada máxima y afirman que es posible tomar como hechos 
base no solo los que se extraen de la prueba directa, sino también otras presunciones. En 
esta dirección, se argumenta que si solo fuera posible probar los indicios mediante prueba 
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De modo que, los indicios no deben tratarse de meras sospechas, sino que han 
de estar suficientemente acreditados303.

La cuestión que surge es si resulta exigible un número mínimo o concreto 
de indicios para entender acreditado el hecho presumido. A este respecto, 
el Tribunal Supremo y un importante sector de la doctrina apuntan que, en 
supuestos excepcionales, basta la existencia de un único indicio304. No obs-
tante, otros autores apuntan que los indicios que conforman la base de la 
presunción necesariamente tienen que ser plurales —indicium unus, indi-
cium nullus— y estar suficientemente acreditados para poder conducir, de 
forma razonada, a un hecho presunto capaz de enervar la presunción de ino-
cencia305. En este sentido, Fuentes Soriano señala que en los delitos contra 
la libertad sexual es difícil imaginar un indicio de tal peso que sea suficiente 
para convertirse en prueba de cargo suficiente para condenar. Conforme 
apunta la autora a modo de ejemplo, una prueba de ADN en la que se afirma 
la existencia de restos de semen del acusado en la vagina de la víctima parece 
concluyente en aras de acreditar la existencia de un acto sexual. No obstante, 
no es suficiente para acreditar que este hecho fue delictivo y, por ende, para 

directa —y esta siempre suele tener indicios en su base— nunca sería posible acreditar su 
fiabilidad y, por ende, tampoco de la prueba indiciaria que se extrae de ella.

303	 El Tribunal Constitucional se pronuncia en una de sus primeras sentencias sobre prueba 
indiciaria, la STC 174/1985, de 17 de diciembre, sobre la importancia de que cada uno de 
los indicios estén suficientemente probados para poder distinguir las meras sospechas 
de los verdaderos hechos-base, hábiles para sustentar el razonamiento que conduzca a 
la conclusión probatoria. Véase STC 174/1985, de 17 de diciembre, ECLI:ES:TC:1985:174, 
FJ 6.º.

304	 En la doctrina, algunos autores como Asencio Mellado, Silvia Barona, y Vegas Torres y 
Vallespín Pérez y Ortego Pérez, apuntan que en supuestos excepcionales y en los que el 
indicio es de suficiente entidad, es posible establecer una presunción sobre la base de un 
único indicio. Véase Asencio Mellado, J.M.: «La prueba penal» en Asencio Mellado, J.M., 
(Dir.) y Fuentes Soriano, O., (Coord.): Derecho Procesal Penal (4.ª edición), Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2025, págs. 461-462, Barona Vilar, S.: «Medios de prueba» en Gómez 
Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 462, Vegas Torres, J.: Presunción de inocencia y 
prueba en el proceso penal, La Ley, Madrid, 1993, págs. 149-150 y Vallespín Pérez, D. y 
Ortego Pérez, F.: Manual de Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Atelier, 2024, págs. 246- 
247. Al respecto, el Alto Tribunal sostiene los indicios es necesario que «sean plurales», 
pero admite excepcionalmente un indicio único «pero de una singular potencia acredita-
tiva» (FJ 2.º) 532/2019, de 4 de noviembre, FJ 2.º, ECLI:ES:TS:2019:3504. 

305	 Aunque se afirma que no es posible precisar cuantitativamente cuántos de ellos serían 
necesarios para legitimar la afirmación presumida. Martín Ostos, J.: Manual de Derecho 
Procesal Penal, 4.ª edición, Astigui, Sevilla, 2020, pág. 322 y Fuentes Soriano, O.: «Valo-
ración de la prueba indiciaria y declaración de la víctima en los delitos sexuales», en Pro-
blemas actuales de la administración de justicia en los delitos sexuales, Defensoría del 
Pueblo, Lima, 2000, págs. 170.
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enervar la presunción de inocencia por cuanto puede alegarse por parte de la 
defensa que la relación sexual fue consentida306.

Los indicios utilizados como hechos base también deben estar interrela-
cionados y apuntar en una misma dirección307. Conforme a ello, el Tribunal 
Supremo sostiene «el valor reconstructivo de la prueba indiciaria no se mide 
por una simple agregación de datos fácticos —los hechos indiciarios— sino 
por su lógica interacción, su ajuste recíproco»308. A tales efectos, es preciso 
que los indicios formen una cadena que vaya conformando el iter para llegar 
al proceso mental de convicción309. Por consiguiente, si los indicios permi-
ten extraer conclusiones alternativas que tengan el mismo grado de proba-
bilidad del conjunto de indicios recabados, el hecho presumido debería ser 
rechazado. Asimismo, si permiten extraer varias conclusiones y todas ellas 
son improbables también deberían rechazarse porque cualquiera de ellas 
podría utilizarse por el juzgador como fundamento para negar lo que preten-
día probar por esta vía310.

Por su parte, el razonamiento hasta llegar al hecho presunto se lleva a cabo 
por el órgano judicial mediante las denominadas máximas de experiencia. 
Según la clásica definición de Stein estas se pueden describir como:

«definiciones o juicios hipotéticos de contenido general, desligados de 
los hechos concretos que se han de juzgar en el proceso, procedentes de la 
experiencia, pero independientes de los casos particulares de cuya observación 
se han inducido y que, por encima de esos casos, pretenden tener validez para 
otros nuevos»311.

306	 Fuentes Soriano, O.: «Valoración de la prueba indiciaria y declaración de la víctima en los 
delitos sexuales», en Problemas actuales de la administración de justicia en los delitos 
sexuales, Defensoría del Pueblo, Lima, 2000, págs. 170-171. 

307	 Vallespín Pérez, D. y Ortego Pérez, F.: Manual de Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, 
Atelier, 2024, pág. 247, Martín Ostos, J.: Manual de Derecho Procesal Penal, 4.ª edi-
ción, Astigui, Sevilla, 2020, pág. 322, Asencio Mellado, J.M., (Dir.) y Fuentes Soriano, O., 
(Coord.): Derecho Procesal Penal (4.ª edición), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, pág. 
462, Fuentes Soriano, O.: «Valoración de la prueba indiciaria y declaración de la víctima en 
los delitos sexuales», en Problemas actuales de la administración de justicia en los delitos 
sexuales, Defensoría del Pueblo, Lima, 2000, pág. 171.

308	 STS 312/2025, de 2 de abril, ECLI:ES:TS:2025:1452, FJ 1.º.

309	 STS 532/2019, de 4 de noviembre, ECLI:ES:TS:2019:3504, FJ 2.º. En este sentido, tam-
bién SSTS Sala de lo Penal, Sección 1.ª, 730/2022, de 22 de abril, ECLI:ES:TS:2022:1531, FJ 
2.º, Sala de lo Penal, Sección 1.ª 593/2017, de 21 de julio, ECLI:ES:TS:2017:2970, Sala de lo 
Penal, Sección 1.ª 529/2021, de 17 de junio, ECLI:ES:TS:2021:2541, entre otras muchas.

310	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 63. 

311	 Stein, F.: El conocimiento privado del juez, EUNSA, Pamplona, 1973, pág. 22. En similar 
sentido, el Tribunal Supremo alude a ellas como reglas del criterio humano, de la experien-
cia humana o de la lógica. Véase SSTS 403/2022, de 22 de abril, ECLI:ES:TS:2022:1531, 
75/2022, de 27 de enero, ECLI:ES:TS:2022:152 y 532/2019, de 4 de noviembre, 
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Por consiguiente, estas últimas no han de entenderse como normas, sino 
de reglas de pensamiento que serían razonables para cualquier persona, 
teniendo en cuenta los indicios probados y las consecuencias que de ellos se 
pueden extraer312.

Por último, cuando el órgano judicial se apoya en la prueba indiciaria, 
debe motivar en la sentencia, la «relevancia probatoria» de los indicios uti-
lizados en la base de la inferencia como el propio razonamiento deductivo, 
así como, el iter formativo de la convicción sobre la certeza del hecho pre-
sunto313. Según el Tribunal Constitucional el fundamento de este deber reside 
en el cumplimiento del derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE), 
el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), la prohibición de arbitra-
riedad de los poderes públicos (art. 9.3 CE) y el deber de motivar las senten-
cias que se impone a los órganos judiciales (art. 120.3 CE)314. Además, esta 
exigencia responde a una triple función. Por un lado, posibilitar el autocon-
trol de la prueba indiciaria que fundamenta la sentencia por el propio Juez o 
Magistrado; permitir a las partes la interposición de recursos al conocer el 
razonamiento empleado para llegar de los indicios acreditados a la conclu-
sión; y permitir que los tribunales de instancias superiores puedan realizar su 
labor de control mediante la comprobación de la racionalidad, la coherencia 
y la lógica del razonamiento315. En este sentido, es preciso apuntar que este 
razonamiento es revisable en amparo, ya que, su insuficiencia es equipara-

ECLI:ES:TS:2019:3504, entre otras. En similar sentido, el Tribunal Constitucional tam-
bién se hace referencia a ellas como «una comprensión razonable de la realidad nor-
malmente vivida y apreciada conforme a los criterios colectivos vigentes». Véase: SSTC 
70/2010, de 18 de octubre, ECLI:ES:TC:2010:70, FJ 3.º, 111/2008, de 22 de septiembre, 
ECLI:ES:TC:2008:111, FJ 3.º y 300/2005, de 21 de noviembre, ECLI:ES:TC:2005:300 FJ 3.º.

312	 Por ende, pueden pertenecen a todos los campos del saber, ya sean conocimientos téc-
nicos, científicos o incluso sociales. Montero Aroca, J.: «Nociones generales sobre la 
prueba (entre el mito y la realidad)», en Cuadernos de Derecho Judicial, n.º 7, 2000, págs. 
57. En este sentido, Carnelutti sostiene que se pueden utilizar los conceptos empleados 
en la doctrina alemana como regla de experiencia (Erfahrungsstz)o regla de vida (Lebens-
regel), Carnelutti, F.: La prova civile, 2.ª ed, Edizioni dell’ Ateneo, Roma, 1947, pág. 65.

313	 En este sentido, Barona Vilar, S.: «Medios de prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona 
Vilar, S. (Coord.): Proceso Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valen-
cia, 2024, pág. 463, Asencio Mellado, J.M.: «La prueba penal» en Asencio Mellado, J.M., 
(Dir.) y Fuentes SORIANO, O., (Coord.): Derecho Procesal Penal (4.ª edición), Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2025, págs. 461-462, Vallespín Pérez, D. y Ortego Pérez, F.: Manual de 
Derecho Procesal Penal, 2.ª edición, Atelier, 2024, pág. 246 y Martín Ostos, J.: Manual de 
Derecho Procesal Penal, 4.ª edición, Astigui, Sevilla, 2020, pág. 322. 

314	 SSTC 5/2000, de 17 de enero, ECLI:ES:TC:2000:5 y 249/2000, de 30 de octubre, 
ECLI:ES:TC:2000:249. 

315	 Miranda Estrampes, M.: «Segunda parte: La mínima actividad probatoria y la libre valora-
ción de las pruebas en el proceso penal» en Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad 
probatoria, Editorial Bosch, Barcelona, 2006, págs. 65-68.
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ble a la ausencia de prueba de cargo316. Así, el Tribunal Supremo señala que 
la prueba indiciaria es relevante desde el punto de vista casacional en dos 
sentidos, formal y material. Desde el punto de vista formal, «deben constar 
los indicios o hechos-base plenamente acreditados que permitan acceder 
mediante un juicio de inferencia al hecho-consecuencia; el razonamiento 
de inferencia también ha de ser debidamente explicitado en la sentencia». 
Desde un punto material, el control casacional:

«se contrae en la verificación de que existan varios indicios plenamente 
evidenciados, o uno de singular potencia acreditativa, de naturaleza 
inequívocamente incriminatoria, que no estén destruidos por contraindicios, que 
se refuercen entre sí, y que permitan obtener un juicio de inferencia razonable, 
entendiendo tal razonabilidad como enlace preciso y directo según las reglas 
del criterio humano»317.

Como se indicó al inicio, la relevancia de la prueba indiciaria en el ámbito 
de los delitos sexuales resulta especialmente significativa, en la medida en 
que tanto la doctrina como la jurisprudencia exigen que el testimonio de la 
víctima se encuentre corroborado por elementos externos, objetivos e inde-
pendientes de su propio relato, que permitan inferir la existencia del hecho 
delictivo narrado. En consecuencia, la acusación deberá recabar indicios 
que refuercen los distintos extremos de la declaración y que, a través de un 
razonamiento inductivo sustentado en las máximas de la experiencia y en las 
reglas de la lógica, permitan concluir que lo relatado se ajusta a la realidad 
de lo sucedido, descartando hipótesis alternativas igualmente plausibles y 
afirmando, de este modo, la fiabilidad del testimonio.

Asimismo, tales indicios no pueden apoyarse en meras sospechas o con-
jeturas, sino que han de estar debidamente acreditados mediante medios 
de prueba válidos, de modo que cada hecho base quede objetivamente pro-
bado antes de ser empleado como fundamento de la inferencia. El principal 
problema que se presenta en el ámbito de los delitos sexuales, y en particular, 
en los supuestos de actos de carácter sexual no consentidos, radica en que 
los medios de prueba disponibles para acreditar los extremos alegados por la 
víctima suelen ser limitados. No obstante, cuando se desarrolla una investiga-
ción eficaz y se actúa con la debida celeridad —pues algunos vestigios pueden 
desaparecer con relativa rapidez— es posible recabar elementos indiciarios de 
notable valor probatorio que puedan objetivarse en informes periciales u otros 
medios de prueba318. A tales efectos, pueden tenerse particularmente en con-
sideración los informes periciales y la testifical de referencia.

316	 Asencio Mellado, J.M.: «La prueba penal» en Asencio Mellado, J.M., (Dir.) y Fuentes 
Soriano, O., (Coord.): Derecho Procesal Penal (4.ª edición), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 
2025, pág. 462.

317	 STS 690/2013, de 24 de julio, ECLI:ES:TS:2013:4303, FJ 1.º.

318	 En este sentido, véase: Fernández Luna, F.J.: «Valoración de la declaración de las víctimas 
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3.3. Los informes periciales

Los distintos informes periciales que suelen concurrir en los delitos con-
tra la libertad sexual pueden desempeñar funciones diferenciadas dentro de 
la actividad probatoria. Así, pueden encontrarse periciales derivadas de la 
recogida de vestigios en el lugar de los hechos —como huellas u otros indi-
cios materiales— que contribuyan a esclarecer la autoría o la dinámica de lo 
sucedido. Junto a ellas, existen otras orientadas a la objetivación de datos 
de carácter físico o biológico, tales como la constatación de lesiones o la 
detección de restos biológicos. Por su parte, se distinguen aquellas que se 
dirigen a valorar el impacto psíquico del suceso y su eventual compatibili-
dad con la experiencia traumática referida por la víctima. De este modo, la 
prueba pericial puede aportar elementos relevantes para la reconstrucción 
de lo ocurrido y para la corroboración externa del relato de la víctima. Desde 
esta perspectiva, procede analizar separadamente el alcance probatorio de 
dos de las periciales más relevantes en este ámbito: los informes médico-fo-
renses y la pericial psicológica.

A) Los informes médicos y los informes periciales médico-forenses

Uno de los informes que mayor información puede aportar en este ámbito 
es el informe médico asistencial, elaborado por los facultativos que atien-
den a la víctima en el centro sanitario tras los hechos. Este no se trata de un 
informe pericial como tal, sino que se introduce como prueba documental, 
pero posee un gran valor. A este se suma, el informe pericial médico-forense, 
emitido por el médico forense cuyo objeto ya no es estrictamente asistencial, 
sino la valoración médico-legal de los hallazgos en el cuerpo de la víctima en 
relación a los hechos delictivos denunciados319.

Para ello es crucial la asistencia de la víctima a los servicios de salud con la 
mayor prontitud tras el suceso para posibilitar la recogida de todos los vesti-
gios posibles. En el caso de que esta haya acudido a interponer denuncia ante 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, los agentes la acompañarán al centro 
sanitario y le informaran de la necesidad de no cambiarse de ropa, no lavarse y 
de entregar de inmediato cualquier elemento que pueda revestir interés para 
la investigación. Asimismo, mientras se conduce a la víctima al centro sanitario 
se deberá comunicar con el juzgado de guardia para que el Juez acuerde la 
personación del médico forense de guardia en el hospital de referencia320.

de delitos sexuales» en Soleto Muñoz, H. (Coord.): El sistema de justicia ante la victimiza-
ción sexual, Dykinson, 2023, págs. 1145 y ss.

319	 En este sentido, véase: Montero Juanes, J.M.: «Coordinación inter e intra-institucional en 
la atención a víctimas de violencia sexual» en Manual de atención y valoración pericial en 
materia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 145.

320	 En este sentido, véase: Montero Juanes, J.M.: «Coordinación inter e intra-institucional en 
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Si, por el contrario, la víctima acudiera en primer lugar a un centro sanita-
rio antes de haber interpuesto denuncia, el Protocolo de atención integral, 
sanitaria y judicial a las víctimas de agresiones sexuales de la Comunidad 
Valenciana, dispone que el personal sanitario deberá avisar a las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad para que se personen en el centro, aun cuando la víc-
tima manifieste en ese momento su decisión de no presentar denuncia. En 
todo caso, los agentes le deberán informar de forma clara y comprensible 
acerca de las implicaciones de dicha decisión, teniendo en cuenta que inter-
ponerla, o no, se trata de una opción personal reconocida y amparada por el 
ordenamiento jurídico321.

En todo caso, la trascendencia de estos primeros reconocimientos en el 
ámbito sanitario es tal que el art. 48 de la LO 10/2022, de 6 de septiembre, 
introduce dos mandatos de gran relevancia a este respecto. Por un lado, el 
apartado primero del art. 48 de esta ley impone a las Administraciones públi-
cas la obligación de asegurar la presencia del personal médico forense sin 
demoras en los centros de salud y de que estos profesionales examinen a las 
víctimas y realicen las actuaciones que sean precisas de manera conjunta 
con el reconocimiento ginecológico o médico preceptivo que resulte nece-
sario. Además, como regla general, se establece la necesidad de tratar de 
evitar los reconocimientos reiterados, salvo cuando resulten estrictamente 
indispensables para la investigación, reforzando así la protección de la dig-
nidad y la integridad de la víctima. Por otro lado, el apartado segundo del 
art. 48 regula expresamente la posibilidad de recoger y custodiar muestras 
biológicas, así como de realizar actuaciones médico-forenses destinadas a la 
preservación de posibles elementos probatorios, con independencia de que 
la víctima haya interpuesto o no denuncia previa. Concretamente el precepto 
se pronuncia en los siguientes términos:

«2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los  artículos 363 y 778.3 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1982, 
la recogida de muestras biológicas de la víctima y otras evidencias, incluidas 
imágenes, que puedan contribuir a la acreditación de las violencias sexuales, 
que se realizará previo consentimiento informado, no estará condicionada 
a la presentación de denuncia o al ejercicio de la acción penal. Las muestras 
biológicas y evidencias que se recojan por el centro sanitario se conservarán 
debidamente para su remisión, garantizando la cadena de custodia y del 
modo más inmediato posible, al Instituto de Medicina Legal. El plazo y demás 
condiciones de conservación se determinará mediante protocolos científicos 
por los organismos competentes»

la atención a víctimas de violencia sexual» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de 
atención y valoración pericial en violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 147.

321	 Conselleria de Sanitat: «Protocolo de atención integral, sanitaria y judicial a las víctimas 
de agresiones sexuales de la Comunitat Valenciana», Generalitat Valenciana, año 2023, 
pág. 11.
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La razón de ello, como sostiene Álvarez Bujan, es que estos reconocimien-
tos pueden resultar fundamentales en el marco del proceso para constatar la 
existencia de lesiones, dejar constancia del estado psicológico en el que se 
encontraba la víctima, recabar muestras biológicas que permitan la identifi-
cación del agresor o detectar la eventual presencia de sustancias en la san-
gre de la víctima como, por ejemplo, alcohol, drogas u otros fármacos322.

En la misma dirección, se pronuncia la Guía de Pautas Básicas Comunes 
del Servicio Nacional de Salud para la actuación sanitaria ante Violencia 
Sexual, que dispone que, una vez la víctima se encuentra en el centro de salud, 
se procederá a realizar, en un solo acto y de forma coordinada, la evaluación 
sanitaria y médico forense, así como, la recogida conjunta de muestras, tanto 
biológicas como de evidencias periciales323. En este último supuesto, la guía 
indica que el plazo recomendado para llevar a cabo de manera eficaz la reco-
gida de muestras es dentro de las setenta y dos horas posteriores a la agre-
sión, dada la complejidad que reviste la detección de restos biológicos con 
valor probatorio con posterioridad a dicho plazo. No obstante, el Protocolo 
de actuación médico-forense ante la violencia sexual en los institutos de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, admite que, en determinados supues-
tos, se pueden detectar vestigios más allá de ese intervalo temporal, incluso 
hasta los siete o diez días posteriores a los hechos324.

Como se ha señalado, estas actuaciones revisten especial relevancia, en 
la medida en que permiten extraer elementos de notable entidad para acre-
ditar el hecho delictivo. Uno de ellos es la existencia de lesiones que puedan 
contribuir a acreditar el empleo de violencia por parte del agresor o, incluso, 
de la oposición de resistencia por parte de la víctima frente al acto. No obs-
tante, cabe advertir que la ausencia de lesiones no implica la inexistencia de 
un acto sexual violento, del mismo modo que la mera presencia de las mis-
mas no determina por sí sola la existencia de violencia325.

Las lesiones que más frecuentemente se distinguen en este ámbito se 
pueden dividir en lesiones extragenitales, paragenitales y genito-anales. 

322	 Álvarez Buján, M.V.: «Notas sobre algunos aspectos procesales de la LO 10/2022, de 6 de 
septiembre, de garantía integral de la libertad sexual» en Martínez Galindo, G.: La reforma 
de los delitos sexuales, Bosch, Barcelona, 2024, págs. 317-318. 

323	 Ministerio de Sanidad: «Guía de Pautas Básicas Comunes del SNS (Servicio Nacional de 
Salud) para la actuación sanitaria ante Violencia Sexual», Dirección General de Salud 
Pública, Observatorio de salud de las mujeres, año 2023, pág. 11.

324	 Ministerio de Justicia: «Protocolo de actuación médico-forense ante la violencia sexual en 
los institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses», Consejo Médico Forense, Comité 
Científico Técnico, 2021, págs. 9-10. 

325	 En este sentido, véase: Ruiz López, C.: «Investigación y prueba en procesos por delitos 
sexuales» en Marín de Espinosa Cevallos, E. y Esquinas Valverde, P. (Dirs.) y Morales Her-
nández, M.A. (Coord.).: Los delitos contra la libertad e indemnidad sexual a examen: pro-
puestas de reforma, Ed. Thomson Reuters Aranzadi, Pamplona, 2022, pág. 881. 
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Las primeras hacen referencia a aquellas lesiones que se encuentran en la 
cabeza, el rostro, regiones retroauriculares, superficies de apoyo, la boca, los 
dientes y también el cuello, las mamas o en zonas de defensa y resistencia 
como los antebrazos. En este caso, pueden aparecer signos de contusiones, 
abrasiones, laceraciones, especialmente correspondientes a la retención de 
muñecas y tobillos o la separación de rodillas, muslos o brazos. Por su parte, 
las lesiones paragenitales son aquellas que se encuentran en la porción infe-
rior de la pared abdominal como la región interna de los muslos y la región 
glútea. Y las lesiones genito-anales son aquellas que se sitúan en los genita-
les externos e internos y la región anal. En estos casos, se detallan utilizando 
patrones estándar, en referencia a la existencia de esquimosis, desgarro, 
abrasión, eritema y/o inflamación326.

Los facultativos deben dejar constancia de todo ello en el correspondiente 
parte de lesiones que remitirán al Juzgado. Del mismo modo, deberán elabo-
rar el informe médico asistencial, en el que se consignará de forma detallada 
el tratamiento prescrito, las pautas terapéuticas indicadas y los cuidados 
recomendados327. Por su parte, los médicos forenses también diagnostica-
rán y valorarán dichas lesiones en su respectivo informe pericial328.

Otro de los indicios de especial relevancia lo constituye el hallazgo de 
muestras de naturaleza biológico-genética o químico-toxicológica. En el pri-
mer caso, las muestras biológicas se recaban por el médico forense mediante 
su examen y recogida de la zona bucal, de la superficie corporal, anal, vaginal 
y de genitales externos, de la ropa o uñas de la víctima, así como, del peinado 
del vello púbico o de la realización de lavados vaginales o anales, cuando pro-
ceda y siempre que se considere que ello puede arrojar resultados relevantes 
para el esclarecimiento de los hechos. La finalidad de estas actuaciones es 
localizar y preservar restos biológicos —como semen, saliva, sangre o mate-
rial epitelial— que puedan permitir la identificación genética del agresor, 
así como, aportar datos objetivos sobre la existencia de contacto sexual o 
en relación a determinadas circunstancias del mismo, tales como el tipo de 
práctica realizada o la eventual eyaculación329.

326	 Ministerio de Justicia: «Protocolo de actuación médico-forense ante la violencia sexual en 
los institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses», Consejo Médico Forense, Comité 
Científico Técnico, 2021, pág. 17.

327	 Ministerio de Sanidad: «Guía de Pautas Básicas Comunes del SNS (Servicio Nacional de 
Salud) para la actuación sanitaria ante Violencia Sexual», Dirección General de Salud 
Pública, Observatorio de salud de las mujeres, año 2023, pág. 13.

328	 Montero Juanes, J.M.: «Coordinación inter e intra-institucional en la atención a víctimas 
de violencia sexual» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración 
pericial en violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, págs. 149.

329	 En este sentido, véase: Ministerio de Justicia: «Protocolo de actuación médico-forense 
ante la violencia sexual en los institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses», Con-
sejo Médico Forense, Comité Científico Técnico, 2021, pág. 17-20 y Ministerio de Sanidad: 
«Guía de Pautas Básicas Comunes del SNS (Servicio Nacional de Salud) para la actua-



115

PARTE II. LA PRUEBA EN LOS PROCESOS SEGUIDOS POR DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL...

En el segundo caso, la recogida de muestras de naturaleza químico-toxicoló-
gica tiene por finalidad determinar si el acto sexual pudo haberse logrado por la 
administración subrepticia de sustancias psicoactivas o si se produjo en un con-
texto en el que las capacidades volitivas y cognitivas de la víctima se encontraban 
disminuidas o anuladas como consecuencia del consumo voluntario de alcohol, 
drogas u otros fármacos330. Junto a ello, resulta preceptivo dejar constancia clí-
nica de la sintomatología que presenta la víctima tras los hechos, como amnesia, 
confusión, desorientación, alteraciones del nivel de conciencia, alucinaciones, 
náuseas o vómitos, entre otros signos compatibles con una posible intoxicación 
de este tipo331. En estos supuestos, la toma de muestras se centra habitualmente 
en la obtención de sangre, orina y cabello que son remitidas al Instituto Nacional 
de Toxicología y Ciencias Forenses correspondiente para su análisis y la posterior 
emisión de un informe que dé cuenta de los hallazgos obtenidos332.

Asimismo, se prevé que el médico forense incluya en su informe una evalua-
ción inicial del estado psíquico de la víctima, atendiendo fundamentalmente 
al área emocional, cognitiva, conductual, fisiológica y motora, así como a la 
posible concurrencia de indicadores que revelen una situación de especial 
vulnerabilidad333. No obstante, y pese a la relevancia que tiene constatar el 
estado de la víctima en el momento inmediatamente posterior a los hechos, 
a efectos de valorar el impacto inicial que estos han podido ocasionarle, tam-
bién reviste especial importancia su seguimiento y evaluación psicológica 
posterior, dirigidos a determinar la posible existencia de lesiones o secuelas 
psíquicas derivadas del delito334.

ción sanitaria ante Violencia Sexual», Dirección General de Salud Pública, Observatorio de 
salud de las mujeres, año 2023, págs. 20-21. 

330	 Ministerio de Justicia: «Protocolo de actuación médico-forense ante la violencia sexual en 
los institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses», Consejo Médico Forense, Comité 
Científico Técnico, 2021, pág. 22.

331	 Ministerio de Sanidad: «Guía de Pautas Básicas Comunes del SNS (Servicio Nacional de 
Salud) para la actuación sanitaria ante Violencia Sexual», Dirección General de Salud 
Pública, Observatorio de salud de las mujeres, año 2023, págs. 22-23. 

332	 Montero Juanes, J.M.: «Coordinación inter e intra-institucional en la atención a víctimas 
de violencia sexual» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración 
pericial en violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, págs. 151-152.

333	 En este sentido, se pronuncian: Ministerio de Sanidad: «Guía de Pautas Básicas Comunes 
del SNS (Servicio Nacional de Salud) para la actuación sanitaria ante Violencia Sexual», 
Dirección General de Salud Pública, Observatorio de salud de las mujeres, año 2023, pág. 
21, Ministerio de Justicia: «Protocolo de actuación médico-forense ante la violencia sexual 
en los institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses», Consejo Médico Forense, Comité 
Científico Técnico, 2021, pág. 26 y Montero Juanes, J.M.: «Coordinación inter e intra-insti-
tucional en la atención a víctimas de violencia sexual» en Manual de atención y valoración 
pericial en materia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 149.

334	 Echeburúa Odriozola, E.: «Daño psicológico en víctimas adultas de agresiones sexuales» 
en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración pericial en violencia 
sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 342 y ss. 
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En suma, los informes médicos asistenciales y los informes periciales 
médico-forenses constituyen instrumentos de singular relevancia para la 
obtención y preservación de elementos objetivos sobre la existencia del 
hecho delictivo y sus circunstancias de ejecución, así como sobre las con-
secuencias físicas derivadas del mismo. De ahí que su obtención temprana y 
su adecuada preservación constituyan elementos clave para la eficaz inves-
tigación de estos delitos y su posterior enjuiciamiento en aras a garantizar 
una respuesta procesal respetuosa con las necesidades de protección de las 
víctimas de violencia sexual.

B) Informe pericial psicológico forense

Los delitos contra la libertad sexual pueden ocasionar un trauma psíqui-
co-físico o vivencia traumática especialmente intensa que puede afectar a 
la estabilidad psíquica de la víctima, e incluso, desencadenar en alteraciones 
psicopatológicas significativas. Por tanto, establecer la existencia de daño 
psíquico, así como, determinar su causalidad con el delito puede tener una 
gran importancia como un indicio para corroborar la declaración de la víc-
tima respecto a la existencia del delito.

A tales efectos, el estudio psicopatológico forense se desarrolla en dos 
fases, una primera urgente que, como ya se ha apuntado, se desarrolla en 
el centro de salud y, posteriormente, un seguimiento que depende del cua-
dro clínico y de la evolución de la víctima que, generalmente, se desarrolla 
durante los tres o seis meses posteriores a los hechos delictivos, lapso tem-
poral que puede prolongarse si se presenta alguna complicación335.

En un momento inicial, lo más habitual es que la víctima presente inquie-
tud o ansiedad, labilidad emocional, tristeza, confusión o incluso un estado 
de shock. Asimismo, es frecuente que estas reacciones se acompañen de 
sentimientos de culpa, vergüenza o inseguridad336. No obstante, se afirma 
que la respuesta inicial al suceso es variable, de modo que la ausencia de 
síntomas especialmente intensos no debe, en ningún caso, conducir a cues-
tionar la existencia del hecho delictivo337.

335	 In extenso, Martínez Tejedor, J.A.: «Evaluación psicopatológica de la víctima. Lesiones y 
secuelas psíquicas» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración 
pericial en violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 352-355.

336	 De la Cruz Fortún, M.A.: Factores predictores del impacto psicopatológico en víctimas 
de agresión sexual, Tesis doctoral publicada por el Ministerio de Sanidad, Servicios Socia-
les e Igualdad, 3. COLECCIÓN: Premio de la Delegación del Gobierno para la Violencia de 
Género a Tesis Doctorales sobre Violencia de Género, 2017, pág. 75 .Disponible en: https://
violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Tesis3_Factores_Predictores.
pdf?utm 

337	 Martínez Tejedor, J.A.: «Evaluación psicopatológica de la víctima. Lesiones y secuelas 
psíquicas» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración pericial en 
violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 359. 

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Tesis3_Factores_Predictores.pdf?utm
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Tesis3_Factores_Predictores.pdf?utm
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Tesis3_Factores_Predictores.pdf?utm
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En el corto plazo, estas manifestaciones iniciales pueden derivar en tras-
tornos del sueño, alteraciones del apetito, irritabilidad, cambios bruscos de 
ánimo, miedo generalizado y tendencia al aislamiento. A su vez, estos sín-
tomas suelen traducirse en cierto grado de dificultad para retomar la vida 
cotidiana, aunque su intensidad e incidencia varían en función de cada per-
sona338. Estas alteraciones suelen remitir al tiempo y no resultan desadap-
tativas. Sin embargo, en otros casos, la víctima puede presentar cuadros 
psicopatológicos específicos que originen una lesión psíquica, es decir, un 
trastorno mental derivado del trauma físico o psicofísico339.

En este sentido, los más frecuentes son los trastornos adaptativos ansio-
sos o depresivos, que producen en la víctima síntomas emocionales y altera-
ciones del comportamiento que le ocasionan un deterioro y malestar signi-
ficativos; a ellos se unen las disfunciones sexuales, que llevan aparejadas el 
temor y la evitación a las relaciones sexuales y una considerable disminución 
del deseo; también destaca la disociación, como mecanismo por el que la 
víctima produce una forma de despersonalización o embotamiento físico y/o 
emocional que la mantiene alejada del trauma pero que le ocasiona una dis-
rupción de la conciencia y de la identidad; y, por último, uno de los que origi-
nan alteraciones mentales más graves son los trastornos por estrés en sus 
distintas formas. Dentro de ellos se distinguen el trastorno de estrés postrau-
mático, el trastorno por estrés agudo y el trastorno por estrés postraumático 
complejo340.

Para evaluar la sintomatología asociada a ellos, existen criterios diagnós-
ticos estandarizados a nivel internacional que permiten detectarlos, cuanti-
ficarlos y monitorizarlos, como los establecidos en el DSM 5 (Diagnostic and 
Statistical Manual of Mental Disorders, 5.ª edición), desarrollado por la Aso-
ciación Psiquiátrica Americana, o la clasificación CIE-10 (Clasificación Inter-
nacional de Enfermedades, 10.ª edición), desarrollada por la Organización 

338	 Echeburúa Odriozola, E.: «Daño psicológico en víctimas adultas de agresiones sexuales» 
en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración pericial en violencia 
sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 343. 

339	 Martínez Tejedor, J.A.: «Evaluación psicopatológica de la víctima. Lesiones y secuelas 
psíquicas» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración pericial 
en violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, págs. 361 y 354-355. 

340	 En este sentido, véase: González Fernández, J. y Pardo Fernández, E.: «El daño psíquico 
en las víctimas de agresión sexual», Principios éticos en la práctica pericial psiquiátrica, 
artículo publicado en el VIII Congreso Virtual de Psiquiatría de 2007, pág. 3. Disponible en: 
http://www.psquiatria.com/articulos/psquiatria_legal/29258/, Martínez Tejedor, J.A.: 
«Evaluación psicopatológica de la víctima. Lesiones y secuelas psíquicas» en González 
Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración pericial en violencia sexual, Bosch, 
Barcelona, 2018, págs. 361-362 y Echeburúa Odriozola, E., de Corral Gargallo, P., Amor 
Andrés, P.J.: «Evaluación del daño psicológico en las víctimas de delitos violentos», Psi-
cothema, Vol. 14, 2002, pág. 140. 

http://www.psquiatria.com/articulos/psquiatria_legal/29258/
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Mundial de la Salud341. Asimismo, y aunque se trata de una cuestión pericial 
compleja, en estos casos es preciso valorar si la lesión psíquica se ha esta-
bilizado y ha originado una secuela psíquica, es decir, si el daño psíquico ha 
dado lugar a un menoscabo mental permanente que no remite con el paso 
del tiempo ni con el tratamiento adecuado342. El diagnóstico final, así como 
los resultados objetivos de las pruebas aplicadas para la determinación de 
estos trastornos deberán incorporarse al informe pericial que se aporte al 
plenario, a fin de que el órgano judicial pueda valorar su relevancia en el caso 
concreto343.

Durante la evaluación del daño psicológico, algunos autores indican que, 
en el contexto médico-forense, también es pertinente explorar la posible 
existencia de simulación por parte de la víctima, definida como la produc-
ción intencionada de síntomas físicos o psicológicos falsos o significativa-
mente exagerados344. Así, algunos informes psicológicos en este ámbito 
emplean herramientas como el MMPI-2 (Minnesota Multiphasic Personality 
Inventory-2) o el SCL-90-R (Symptom Checklist-90-Revised) que cuentan 
con escalas de control destinadas a identificar la presencia de distorsión en 
las respuestas345.

No obstante, cabe advertir que estas herramientas no permiten determi-
nar la veracidad, o no, del hecho delictivo investigado, sino que se emplean 
para valorar la consistencia clínica del daño psicológico referido. A tra-
vés de ellas es posible analizar si el perfil sintomático es psicopatológica-
mente coherente, si los síntomas descritos resultan compatibles entre sí y 
si el patrón de respuestas muestra o no indicadores de exageración o dis-
torsión346. Por tanto, cuando el perfil obtenido es consistente y clínicamente 
plausible, puede constituir un elemento de corroboración del impacto psi-

341	 Martínez Tejedor, J.A.: «Evaluación psicopatológica de la víctima. Lesiones y secuelas 
psíquicas» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración pericial 
en violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 362.

342	 Al respecto, véase: Echeburúa Odriozola, E., de Corral Gargallo, P., Amor Andrés, P.J.: 
«Evaluación del daño psicológico en las víctimas de delitos violentos», Psicothema, Vol. 
14, 2002, pág. 140.

343	 En este sentido: Echeburúa Odriozola, E.: «Daño psicológico en víctimas adultas de agre-
siones sexuales» en González Fernández, J. (Coord.): Manual de atención y valoración 
pericial en violencia sexual, Bosch, Barcelona, 2018, pág. 346.

344	 Gancedo, Y., Vilariño, y M., Seijo, D.: «Abordaje de la evaluación psicológica forense de 
la agresión sexual» en Libro de actas XI Congreso Internacional de Psicología Jurídica y 
Forense, 2018 Santiago de Compostela, págs. 1-2.

345	 Arce Fernández, R., Fariña Rivera, F., Carballal Fernández, A., Novo Pérez, M.: «Creación 
y validación de un protocolo de evaluación forense de las secuelas psicológicas de la vio-
lencia de género» en Psicothema, Vol. 21, núm. 2, 2009, págs. 247 y ss.

346	 Sierra, J.C., Jiménez, E.M. y Buela-Casal, G. (Coords.): «Psicología del testimonio y eva-
luación cognitiva de la veracidad de testimonios y declaraciones» en Psicología Forense. 
Manual de técnicas y aplicaciones, Madrid, Biblioteca Nueva, 2006, págs. 13 y ss. 
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cológico alegado, especialmente si existe coherencia temporal y contextual 
con los hechos denunciados.

Asimismo, en el ámbito de la psicología forense también se apunta al posi-
ble empleo de pruebas orientadas a valorar la credibilidad del testimonio de 
la víctima. En este sentido, se alude a los sistemas de análisis de la realidad, 
como el SVA-CBCA (Statement Validity Assessment- Criteria-Based Content 
Analysis) que aúna dos técnicas combinadas347. Este sistema, se compone 
de tres elementos interrelacionados, en primer lugar, una entrevista semies-
tructurada y no sugestiva destinada a obtener el relato de la persona de la 
forma más libre y menos contaminada posible; en segundo lugar, el análisis 
CBCA, que analiza cualitativamente el contenido de dicha entrevista a partir 
de determinados criterios que permiten valorar si presenta características 
más compatibles con recuerdos basados en la experiencia que con relatos 
producto de la fabulación; y, en tercer lugar, la evaluación de validez SVA en 
el que los resultados del CBCA se integran con otros datos obtenidos sobre 
el caso como, por ejemplo, las declaraciones previas de la víctima, los datos 
extraídos del atestado o los informes médicos. A partir de esta valoración 
conjunta, el perito formula una conclusión de carácter probabilístico sobre 
si el relato presenta características más compatibles con una experiencia 
vivida que con una narración inventada348. En este sentido, se puede cata-
logar la declaración como: creíble, probablemente creíble, indeterminada, 
probablemente increíble o increíble349.

A este respecto, Peral Rodríguez advierte que diversos estudios han 
puesto en cuestión la utilidad de estos criterios para diferenciar de forma 
fiable entre relatos reales y falsos, por lo que la determinación de la credibi-
lidad de la víctima basada exclusivamente en estos análisis no alcanzaría un 
nivel de exactitud suficiente como para permitir extraer conclusiones rele-
vantes en el ámbito judicial350. Por su parte, Ramírez Ortiz también formula 
otra importante objeción y señala que, si el perito solo evalúa el contenido del 
testimonio de la víctima, el aporte del informe pericial sería irrelevante por 
cuanto nada aportaría al problema relativo al testimonio único de la víctima. 

347	 Gancedo, Y., Vilariño, y M., Seijo, D.: «Abordaje de la evaluación psicológica forense de 
la agresión sexual» en Libro de actas XI Congreso Internacional de Psicología Jurídica y 
Forense, 2018 Santiago de Compostela, pág. 3. 

348	 Peral Rodríguez, T.: «Cuestiones prácticas sobre el testimonio de las víctimas en el 
entorno judicial» en Magro Servet, V. y Sánchez Melgar, J. (Dirs.): Guía práctica sobre el 
testimonio de la víctima del delito, La Ley, Madrid, 2024, págs. 182-192. 

349	 Medina, J.P, Soriano, L., Negre, M.C.: «Sistema de análisis de validez de las declaraciones 
(Protocolo SVA) en un caso de abusos sexuales entre menores. Descripción de criterios 
y su aplicación» en Gaceta Internacional de Ciencias Forenses, N.º 12, junio-septiembre, 
2014, págs. 71-74.

350	 Peral Rodríguez, T.: «Cuestiones prácticas sobre el testimonio de las víctimas en el 
entorno judicial» en Magro Servet, V. y Sánchez Melgar, J. (Dirs.): Guía práctica sobre el 
testimonio de la víctima del delito, La Ley, Madrid, 2024, pág. 192.
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En cambio, el autor sostiene que si el perito, para determinar la veracidad o 
no del testimonio, analiza datos procedentes de fuentes externas al propio 
relato —habida cuenta de que estas técnicas suelen implicar la consulta del 
expediente judicial y su contraste con diversa información del caso proce-
dente de diversas fuentes—, podría estar excediendo el ámbito de su fun-
ción y adentrándose en una labor de valoración probatoria que corresponde 
exclusivamente al órgano judicial. La razón de ello radica en que este informe 
no actuaría como elemento corroborador del relato, sino que, en realidad, la 
corroboración vendría dada por los elementos tomados en consideración por 
el profesional a tales efectos351.

En este último sentido, también se ha pronunciado el Tribunal Supremo. 
Así, la STS 979/2021, de 15 de diciembre, afirma que la pertinencia de la 
prueba pericial psicológica sobre la credibilidad del testimonio de personas 
adultas ha sido tratada por la Sala de casación y resuelta en sentido negativo, 
al entender que su determinación corresponde exclusivamente al tribunal de 
instancia352. En la misma dirección, y de manera más expresiva, el Alto Tribu-
nal apunta en la STS 1367/2011, de 20 de diciembre, que:

«La credibilidad del testimonio de la víctima nunca puede dejarse única y 
exclusivamente a la valoración del perito. Conforme a nuestras leyes procesales, 
ni es ése el papel del perito ni tampoco puede el juez abdicar de la fundamental 
labor que le está encomendada por el artículo 741 LECr. Por otra parte, no resultaría 
conciliable con el principio de la libre apreciación de la prueba y la valoración 
por el órgano judicial de la declaración de los testigos conforme a las reglas de 
la sana crítica, cuestiones ambas recogidas en nuestro ordenamiento jurídico, 
el sometimiento de los testigos a esa especie de prueba pericial psicológica o 
psiquiátrica enfocada a valorar la credibilidad de su declaración»353.

En definitiva, se puede concluir que el informe psicológico forense reviste 
gran relevancia para evaluar, en una fase inicial, el impacto que el hecho 
denunciado pueda haber causado en la persona que afirma haberlo sufrido. 
Asimismo, resulta fundamental para valorar la posible existencia de lesiones 
y secuelas psíquicas y para analizar, desde un punto de vista técnico, su even-
tual relación de causalidad con los hechos investigados. No obstante, la eva-
luación del daño psicológico debe diferenciarse claramente del análisis de la 
posible simulación de síntomas y de la valoración de la credibilidad del tes-
timonio. Como se ha apuntado, las pruebas psicométricas empleadas para 
explorar la posible simulación permiten objetivar la existencia, intensidad y 
coherencia clínica de la sintomatología referida, sin embargo, no permiten 

351	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, Madrid, págs. 241-242.

352	 STS 979/2021, de 15 de diciembre, ECLI:ES:TS:2021:4625, FJ 2.º

353	 STS 1367/2011, de 20 de diciembre, ECLI:ES:TS:2011:8847, FJ 2.º.
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determinar la veracidad del hecho delictivo investigado, sino únicamente 
aportar información sobre la consistencia psicológica del daño alegado. Asi-
mismo, las técnicas de análisis de credibilidad basadas en el contenido del 
testimonio, como el SVA-CBCA, presentan limitaciones relevantes, no solo 
porque su validez científica es objeto de debate, sino también porque su apli-
cación resulta problemática por cuanto el perito incorpora a su análisis infor-
mación procedente de otras fuentes ajenas al propio relato y puede suponer 
una extralimitación de la función pericial e invadir el ámbito propio de la valo-
ración judicial de la prueba.

3.4. Las testificales de referencia

Como se viene apuntando, en un contexto de habitual parquedad proba-
toria resulta común que no existan testigos directos de los hechos distintos 
de la propia víctima. No obstante, pueden existir personas a quienes hubiera 
relatado lo ocurrido, como familiares o amigos o, incluso, que hayan tenido 
contacto con ella de forma inmediata o próxima a lo sucedido, como agentes 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, personal sanitario o terceros que se 
encontraran con la víctima tras los hechos. Estos declarantes tienen la con-
sideración de testigos de referencia, en la medida en que su conocimiento no 
deriva de una percepción directa del hecho delictivo, sino de la información 
que la víctima —u otra persona— les ha transmitido354. Así, el art. 710 LECrim 
se refiere expresamente a ellos afirmando que «los testigos expresarán la 
razón de su dicho y, si fueren de referencia, precisarán el origen de la noticia, 
designando con su nombre y apellido o con las señas con que fuere conocida 
a la persona que se la hubiere comunicado».

Por tanto, la declaración testifical de estas personas puede resultar de 
especial utilidad en aras a acreditar la existencia del delito en la medida en 
que su relato reproduzca de forma sustancial y coherente el relato de los 
hechos que la víctima hubiera manifestado con anterioridad, especialmente 
cuando concurran testigos de distinta procedencia —por ejemplo, agentes 
policiales y personas de su entorno personal— y exista convergencia en los 
elementos esenciales del relato355.

354	 Montesinos García, A.: «Especifidades probatorias en los procesos por violencia de 
género», Revista de Derecho Penal y Criminología, 3, Época, n.º 17 (enero 2017), pág. 146.

355	 En este sentido, véase: Montesinos García, A.: «Especifidades probatorias en los procesos 
por violencia de género», Revista de Derecho Penal y Criminología, 3, Época, n.º 17 (enero 
2017), pág. 146, Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal 
desde la perspectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razona-
miento probatorio, N.1, 2020, Madrid, págs. 242-243 y Fernández Luna, F.J.: «Valoración 
de la declaración de las víctimas de delitos sexuales» en Soleto Muñoz, H. (Coord.): El 
sistema de justicia ante la victimización sexual, Dykinson, 2023, págs. 1147-1148.	
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En este contexto, no solo posee relevancia el contenido del testimonio que 
la víctima hubiera transmitido al testigo sino también aquellos aspectos que 
este hubiera podido percibir de forma directa. En particular, el estado emo-
cional de la víctima al relatar los hechos, así como su apariencia física, su 
nivel de afectación o cualquier otro signo externo apreciable, especialmente 
por quienes le asistieron inmediatamente después de lo sucedido356. En este 
sentido, resulta paradigmática la STS 793/2017, de 11 de diciembre357, en rela-
ción con la valoración como testimonio de referencia de los agentes que acu-
dieron en auxilio de quien posteriormente denunció los hechos. La resolución 
destaca que:

«(…) la Sala sentenciadora ha tomado en consideración otros elementos de 
prueba que, según su criterio, corroboraban la declaración de la víctima, que 
gozan de autonomía probatoria, como testimonios de referencia de lo que la 
víctima les relató espontáneamente cuando fue atendida en la vía pública, 
y como testigos directos de lo que pudieron percibir personalmente, que en 
muchos de los casos conforman indicios relevantes»358.

De este modo, el Tribunal Supremo reconoce que la declaración de estos 
intervinientes no solo tiene valor como testimonio de referencia respecto de 
lo que la víctima manifestó de forma inmediata, sino también como prueba 
directa en relación con los signos externos que pudieron apreciar por sí 
mismos, en el caso concreto, que la víctima se encontraba conmocionada, 
con manchas de sangre y les referenció que acababa de sufrir una agresión 
sexual.

En la misma línea, resulta ilustrativa la STS 62/2018, de 5 de febrero359. En 
este caso, tras sufrir la agresión sexual en el domicilio que compartía con el 
acusado, la víctima consiguió abandonar la vivienda con la excusa de que 
había quedado con una amiga. Inmediatamente después se dirigió a la casa 
de unos conocidos, Julián y Gabriela, quienes observaron que la víctima se 
encontraba llorando, nerviosa y alterada. Uno de ellos, la acompañó poste-
riormente a la comisaría para interponer la denuncia. En este caso, el Tribu-
nal Supremo considera relevante esta circunstancia porque esas personas 
no presenciaron la agresión, pero sí pudieron percibir directamente el estado 
emocional y físico de la víctima inmediatamente después de los hechos, lo 
que resultaba coherente con el relato de la agresión denunciada360.

356	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, Madrid, pág.243.

357	 STS 793/2017, de 11 de diciembre, ECLI:ES:TS:2017:4466. 

358	 STS 793/2017, de 11 de diciembre, ECLI:ES:TS:2017:4466, FJ 2.º.

359	 STS 62/2018, de 5 de febrero, ECLI:ES:TS:2018:217.

360	 Así, el Tribunal Supremo confirma la condena del autor sobre la base de esta testifical y 
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A tales efectos, también se puede mencionar la SAP Cantabria 222/2022, 
de 26 de julio361. En este caso, el testimonio de la víctima se vio corroborado 
por la declaración de una tercera persona a la que no fue ella quien relató los 
hechos, sino el propio acusado. Concretamente, prestó declaración un com-
pañero de celda, quien manifestó que el acusado le había contado que, en 
un pueblo de Cantabria, había participado junto con otras dos personas en 
la violación de una menor. El testigo aportó además detalles que resultaron 
coherentes con el iter criminis, tales como el hecho de que posteriormente se 
cambiaran de ropa o determinadas características identificativas de la víc-
tima, extremos que fueron valorados por el tribunal como indicios periféricos 
de corroboración362.

En definitiva, a la luz de lo expuesto, y pese a que en muchos delitos contra 
la libertad sexual la única prueba directa de los hechos sea la declaración de 
la víctima, la exigencia de corroboración periférica implica que, por lo gene-
ral, la fortaleza probatoria en este tipo de procesos no descansa en un único 
medio de prueba, sino en la valoración conjunta de una pluralidad de indicios 
convergentes, respaldados por prueba directa y apreciados conforme a las 
reglas de la sana crítica, para tratar de alcanzar una convicción judicial res-
petuosa con el principio de presunción de inocencia y con las garantías del 
proceso penal. Como se ha puesto de manifiesto, adquieren especial rele-
vancia los informes médicos e informes médico-periciales elaborados tras 
la asistencia sanitaria prestada a la víctima con posterioridad a los hechos, 
como medios de prueba que pueden contribuir a acreditar la existencia del 
acto sexual, la eventual participación del acusado, la dinámica de lo ocu-
rrido o circunstancias relevantes para la reconstrucción de los hechos, como 
el estado volitivo o cognoscitivo de la víctima en el momento de prestar —o 
no— su consentimiento. Del mismo modo, la evaluación y el seguimiento 
del estado psicológico de la víctima puede aportar datos relevantes sobre 
el impacto emocional de los hechos y sobre la posible existencia de lesio-
nes o secuelas psíquicas derivadas de los mismos. Y la prueba testifical y, en 
particular, los denominados testigos de referencia también pueden aportar 
elementos relevantes para afirmar la existencia del delito, tanto a partir del 
contenido de las manifestaciones que la víctima realizó de forma inmediata 
como de las percepciones directas que tuvieron de su estado físico y emocio-

de un informe médico que corroboraba la existencia de lesiones. En este sentido, apunta 
que «(...) la sentencia contiene una argumentación fáctica coherente y completa de la 
convicción alcanzada. Se basa fundamentalmente en las declaraciones de la víctima que 
son analizadas de forma detallada bajo el prisma del triple test tópico en la jurisprudencia 
(persistencia; ausencia de motivos de incredibilidad; corroboraciones externas). El relato 
de la denunciante aparece avalado por los informes médicos sobre las lesiones y por los 
testigos de referencia que describen la actitud y estado de la víctima tras los hechos» (STS 
62/2018, de 5 de febrero, ECLI:ES:TS:2018:217, FJ 1.º). 

361	 SAP Cantabria 222/2022, de 26 de julio, Sección 3.ª, ECLI:ES:APS:2022:1009.

362	 SAP Cantabria 222/2022, de 26 de julio, Sección 3.ª, ECLI:ES:APS:2022:1009, FJ 2.º. 
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nal. No obstante, en la mayoría de ocasiones, la obtención de estos medios 
de prueba requiere actuar con la mayor celeridad posible tras la comisión 
de los hechos para no perder ningún vestigio que pueda resultar relevante a 
tales efectos.

4. Especialidades en la práctica de la prueba

Una vez expuesta la relevancia que reviste la declaración de la víctima en 
los procedimientos por delitos contra la libertad sexual, por su carácter cen-
tral para poder considerar acreditada la hipótesis acusatoria, resulta previ-
sible que dicho medio de prueba se sitúe en el centro del debate probatorio. 
Del mismo modo, es igualmente razonable prever que, en la fase de juicio oral, 
la estrategia defensiva se dirija de forma prioritaria a cuestionar la prueba de 
cargo en su conjunto y, de manera específica, dicho testimonio, que suele eri-
girse como prueba principal. Ello responde al legítimo ejercicio del derecho 
de defensa (art. 24 CE) y se encuentra en sintonía con el principio de contra-
dicción, pilares esenciales de un proceso penal con todas las garantías363.

No obstante, aun constituyendo estas dinámicas manifestaciones incues-
tionables de un sistema procesal garantista, tampoco puede desconocerse 
que cada declaración prestada por la víctima implica rememorar hechos espe-
cialmente dolorosos y de elevada carga emocional. Esta reiteración del relato 
puede generar un fenómeno de revictimización, por cuando la víctima debe 
enfrentarse a dicha exposición, al menos, en tres momentos: en sede policial, 
al interponer la denuncia; en sede judicial durante la fase de instrucción; y, 
finalmente, en el acto del juicio oral. Todo ello con independencia de que, ade-
más, deba exponer —siquiera de forma sucinta— su relato ante los facultati-
vos o peritos encargados de elaborar los informes periciales antes referidos364. 
Por estas razones, Hernández García reconoce que «(…) este modelo objetivo 
puede provocar victimización secundaria. Es cierto, y sería absurdo negarlo. 
Pero lo es que también existen mecanismos que permiten atenuar dicho riesgo 
optimizando todos los previstos en el "Estatuto de la Víctima"»365.

363	 En este sentido, véase: Doig Díaz, Y.: «A las víctimas de delitos sexuales: les supone un 
beneficio la conformidad?» en González Navarro, A. (Dir.): Derecho, Justicia y sostenibili-
dad social, Aranzadi, Madrid, 2025, págs. 385-386 y Hernández García, J.: «La prueba de 
la violencia de género» en Cerrato Guri, E. (Dir.): La prueba de la violencia de género y su 
problemática judicial, La Ley, Madrid, 2022, pág. 32.

364	 A este respecto se pronuncian: de Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por deli-
tos sexuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, págs. 199-200, Doig Díaz, Y.: «A las víctimas 
de delitos sexuales: les supone un beneficio la conformidad?» en González Navarro, A. 
(Dir.): Derecho, Justicia y sostenibilidad social, Aranzadi, Madrid, 2025, págs. 385-386, 
Hernández García, J.: «La prueba de la violencia de género» en Cerrato Guri, E. (Dir.): La 
prueba de la violencia de género y su problemática judicial, La Ley, Madrid, 2022, pág. 32.

365	 Hernández García, J.: «La prueba de la violencia de género» en Cerrato Guri, E. (Dir.): La 
prueba de la violencia de género y su problemática judicial, La Ley, Madrid, 2022, pág. 32.
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Conforme a ello, se ha puesto de relieve que tanto el EVD como la LECrim 
incorporan medidas dirigidas a atenuar el impacto que la prestación de 
declaración puede tener para la víctima en el marco del proceso penal, con 
especial atención a quienes lo son de determinados delitos, como los de 
naturaleza sexual. Como se ha apuntado anteriormente, entre dichas medi-
das se prevé que: (i) la declaración en fase de instrucción se practique en 
dependencias adecuadas, siempre que sea posible (art. 25.1 a) EVD); (ii) que 
la víctima pueda declarar mediante medios telemáticos y desde el lugar en 
que se encuentre, cuando ello resulte viable (art. 258 bis.3 LECrim); (iii) que, 
en caso de que acuda a declarar al plenario, se adopten mecanismos para 
evitar la confrontación visual con el presunto agresor (art. 25.2 EVD); y (iv) que 
se impida la formulación de preguntas innecesarias relativas a su vida pri-
vada que carezcan de relevancia para el enjuiciamiento del asunto (art. 709 
LECrim).

Junto a estas previsiones, se ha consolidado igualmente un instrumento 
dirigido de forma específica a mitigar las consecuencias derivadas de la rei-
teración de declaraciones durante el proceso, aplicable en materia de delitos 
sexuales, si bien limitado a ciertos sujetos.

4.1. La declaración de la víctima como prueba 
preconstituida: especial previsión para los sujetos 
vulnerables previstos en el art. 449 ter LECrim

En este contexto, la LO 8/2021, de 4 de junio, de protección integral de la 
infancia y la adolescencia frente a la violencia (En adelante, LO 8/2021, de 
4 de junio), refuerza la tutela prevista para las víctimas de delitos sexuales 
en relación a dos colectivos que, por su especial vulnerabilidad, se considera 
que resultan particularmente expuestos a la revictimización asociada a la rei-
teración de declaraciones en el marco del proceso: los menores de catorce 
años y las personas con discapacidad necesitadas de especial protección366. 
En concreto, esta ley permite la preconstitución de la declaración testifical 

366	 En este sentido, se sostiene que las personas con limitaciones cognitivas, ya sea por razón 
de la edad o por la presencia de alguna patología, muestran una especial vulnerabilidad 
frente a los procesos de influencia durante las distintas tomas de declaración y entrevis-
tas forenses, así como un mayor riesgo de victimización secundaria. Véase: Ministerio de 
Justicia: «Guía de buenas prácticas para la declaración en el proceso penal de menores 
y personas con discapacidad necesitadas de especial protección: intervención desde la 
psicología forense, en particular en la prueba preconstituida», Secretaría General Técnica, 
Madrid, 2022, pág. 32. Asimismo, son numerosas las disposiciones presentes en textos 
supranacionales que abogan por la necesaria protección de la infancia y las personas con 
discapacidad frente a los efectos perjudiciales que conlleva su paso por el proceso, como 
es el caso de la Convención de las Naciones Unidas de 20 de noviembre de 1989, sobre los 
Derechos del Niño y la Decisión Marco del Consejo de La Unión Europea, de 15 de marzo 
de 2001, relativa al estatuto de la víctima en el proceso penal. 
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de estos sujetos en la fase de instrucción con la finalidad de evitar su ulterior 
comparecencia en el acto del juicio oral. De este modo, se sostiene que la 
reforma persigue una doble finalidad en este ámbito: por un lado, minimizar 
la victimización secundaria de estos colectivos especialmente vulnerables367 
y, por otro, preservar la integridad del testimonio frente al transcurso del 
tiempo entre la comisión de los hechos delictivos y la celebración del juicio368.

No obstante, y antes de abordar las exigencias relativas a la práctica de 
esta prueba, a la que la ley se refiere como «preconstituida», resulta necesario 
realizar una breve aclaración terminológica en este ámbito. Conviene adver-
tir que, con anterioridad a la LO 8/2021, de 4 de junio, la expresión «prueba 
preconstituida» era un término de creación jurisprudencial que la doctrina 
tradicional reservaba para aludir a aquellos actos de investigación que, de 
forma excepcional, se practicaban en fase de instrucción ante el riesgo de 
pérdida o irrepetibilidad en el juicio oral por diversas causas. En consecuen-
cia, se empleaba el término «prueba anticipada» para referirse a aquellas 

367	 Así, el propio Preámbulo de la LO 8/2021, de 4 de junio, de protección integral de la infan-
cia y la adolescencia frente a la violencia, dispone que «(…) la prueba preconstituida es 
un instrumento adecuado para evitar la victimización secundaria, particularmente eficaz 
cuando las víctimas son personas menores de edad o personas con discapacidad necesi-
tadas de especial protección. Atendiendo a su especial vulnerabilidad se establece su obli-
gatoriedad cuando el testigo sea una persona menor de catorce años o una persona con 
discapacidad necesitada de especial protección. En estos supuestos la autoridad judicial, 
practicada la prueba preconstituida, solo podrá acordar motivadamente su declaración 
en el acto del juicio oral, cuando, interesada por una de las partes, se considere necesario» 
(Apartado II Preámbulo de la LO 8/2021, de 4 de junio, de protección integral de la infan-
cia y la adolescencia frente a la violencia). A este respecto, véase también: Pino Pérez, 
M.A.: «La declaración de la víctima de delitos sexuales como prueba preconstituida» en 
Ortega Burgos, E. (Dir.): Derecho Penal 2023, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, pág. 324, 
Badiola Coca, S.: «La prueba preconstituida en las declaraciones de menores víctimas 
de delitos sexuales» en Borgia, G. y Pereira Puigvert, S. (Dirs.) y Della Torre, J. y Gimeno 
Beviá, J. (Coords.): Retos de la prueba en el proceso actual, Aranzadi, Madrid, 2024, pág. 
196, Fernández López, M. y González Coulón, M.A.: «La preconstitución del testimonio 
de menores y personas con discapacidad en España y Chile. Un análisis comparado» en 
González Coulón, M.A. (Coord.): Testimonios: Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 232 y Ministerio de Justicia: «Guía de buenas prácticas 
para la declaración en el proceso penal de menores y personas con discapacidad necesi-
tadas de especial protección: intervención desde la psicología forense, en particular en la 
prueba preconstituida», Secretaría General Técnica, Madrid, 2022, pág. 32. 

368	 En este sentido: López Yagües, V.: «Comentario art. 703 bis LECrim» en Barja de Quiroga, 
J. (Dir.): Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, Tomo II, Arts. 520 a Disposición 
final, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, pág. 2806, Fernández López, M. y González Cou-
lón, M.A.: «La preconstitución del testimonio de menores y personas con discapacidad en 
España y Chile. Un análisis comparado» en González Coulón, M.A. (Coord.): Testimonios: 
Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 232 y Ministerio 
de Justicia: «Guía de buenas prácticas para la declaración en el proceso penal de menores 
y personas con discapacidad necesitadas de especial protección: intervención desde la 
psicología forense, en particular en la prueba preconstituida», Secretaría General Técnica, 
Madrid, 2022, pág. 32. 
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pruebas de carácter personal —como las declaraciones de testigos o peri-
tos— que devenían irrepetibles de forma sobrevenida y que, por ello, debían 
practicarse durante la fase de instrucción, con todas las garantías procesa-
les369. En cambio, tras la reforma parece adoptarse un concepto amplio de 
prueba preconstituida, comprensivo de «toda aquella que, con independen-
cia de su naturaleza —personal o documental—, se practica durante la fase 
de investigación ante el juez de instrucción»370. En consecuencia, y conforme 
a lo dispuesto en el texto de la LECrim, el término «prueba anticipada» se 
emplea únicamente para designar a aquellas pruebas propuestas en los 
escritos de calificación que se practican una vez abierto el juicio oral y ante el 
órgano enjuiciador (arts. 657.III, 781.1.III y 784.2 LECrim)371.

Partiendo de lo expuesto, resulta oportuno examinar la regulación que, a 
estos efectos, incorpora la LO 8/2021, de 4 de junio, en lo relativo a la práctica 
de la prueba preconstituida en el ámbito de los delitos sexuales.

El régimen general relativo a la prueba preconstituida se regula en el art. 
448 LECrim. En este precepto se prevé la posibilidad de practicar la decla-
ración del testigo en fase de instrucción en dos supuestos: (i) ante la impo-
sibilidad de concurrir por haber de ausentarse del territorio nacional y (ii) en 
los casos en que hubiera motivos que condujeran a temer su muerte o inca-
pacidad física o intelectual antes de la apertura del juicio oral. Junto a esta 
previsión, la citada ley incorporó un nuevo precepto, introducido ex novo, el 
art. 449 ter LECrim, cuyo párrafo primero se pronuncia en los siguientes tér-
minos:

«Cuando una persona menor de catorce años o una persona con discapacidad 
necesitada de especial protección deba intervenir en condición de testigo en 
un procedimiento judicial que tenga por objeto la instrucción de un delito de 
homicidio, lesiones, contra la libertad, contra la integridad moral, trata de seres 
humanos, contra la libertad e indemnidad sexuales, contra la intimidad, contra 
las relaciones familiares, relativos al ejercicio de derechos fundamentales y 
libertades públicas, de organizaciones y grupos criminales y terroristas y de 
terrorismo, la autoridad judicial acordará, en todo caso, practicar la audiencia 
del menor como prueba preconstituida, con todas las garantías de la práctica 

369	 En este sentido, véase: Asencio Mellado, J.M., (Dir.) y Fuentes Soriano, O., (Coord.): Dere-
cho Procesal Penal (2.ª edición), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2020, págs. 424-428 y 
Gimeno Sendra, V., Díaz Martínez, M. y Calaza López, S.: Derecho Procesal Penal, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2021, págs. 330-337. 

370	 Fernández López, M. y González Coulón, M.A.: «La preconstitución del testimonio de 
menores y personas con discapacidad en España y Chile. Un análisis comparado» en Gon-
zález Coulón, M.A. (Coord.): Testimonios: Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2024, pág. 235. 

371	 Moreno Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal Penal (Edición revisada por: 
Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, 
págs. 484-485.
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de prueba en el juicio oral y de conformidad con lo establecido en el artículo 
anterior. Este proceso se realizará con todas las garantías de accesibilidad y 
apoyos necesarios»372.

Por tanto, el legislador introduce la preconstitución automática de la 
declaración de los menores de catorce años y de las personas con discapa-
cidad necesitadas de especial protección, siempre que deban declarar en un 
proceso seguido, entre otros, por delitos contra la libertad sexual y con inde-
pendencia de que se cumplan los presupuestos generales previstos en el art. 
448 LECrim373.

La decisión relativa al ámbito subjetivo establecido a este respecto no ha 
estado exenta de críticas, especialmente en relación a los menores de edad. En 
este sentido, se ha cuestionado el concreto criterio cronológico adoptado, espe-
cialmente cuando la persona declarante es víctima de un delito sexual, pues 
mientras la regulación penal presume que los menores de dieciséis años carecen 
de la madurez necesaria para prestar un consentimiento sexual válido, dicha pre-
sunción de especial vulnerabilidad no se proyecta con igual intensidad en este 
ámbito procesal, donde la posibilidad de practicar la prueba preconstituida se 
extiende tan solo hasta los catorce años374. Asimismo, se ha puesto de relieve 
que el carácter rígido de este criterio excluye la ponderación de las circunstan-
cias individuales del caso, el nivel de madurez del menor, su posición procesal 
—víctima o tercero—, o la entidad de los hechos investigados, particularmente en 
orden poder extender la protección en este ámbito a los menores que tienen más 
de catorce años pero que no han alcanzado la mayoría de edad375.

372	 Disposición final primera de la LO 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia 
y la adolescencia frente a la violencia. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882.

373	 Badiola Coca, S.: «La prueba preconstituida en las declaraciones de menores víctimas de 
delitos sexuales» en Borgia, G. y Pereira Puigvert, S. (Dirs.) y Della Torre, J. y Gimeno Beviá, 
J. (Coords.): Retos de la prueba en el proceso actual, Aranzadi, Madrid, 2024, pág. 195.

374	 De Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2025, págs. 260-261. En este sentido, también se pronuncia Badiola Coca quien 
sostiene que el legislador yerra al asumir una presunción de madurez a los menores que 
tienen más de catorce años de edad. Véase: Badiola Coca, S.: «La prueba preconstituida 
en las declaraciones de menores víctimas de delitos sexuales» en Borgia, G. y Pereira Pui-
gvert, S. (Dirs.) y Della Torre, J. y Gimeno Beviá, J. (Coords.): Retos de la prueba en el 
proceso actual, Aranzadi, Madrid, 2024, pág. 196. 

375	 En consecuencia, Fernández López y González Coulón sostienen que sería aconsejable 
que se habilite la preconstitución de la declaración del menor siempre que el órgano judi-
cial lo estime oportuno, atendiendo a las circunstancias del caso, y concurra un informe 
pericial que respalde tal medida, siguiendo el criterio que ya se aplicaba en la práctica 
con fundamento en los arts. 433, 455, 707, 731 bis, 777.2 y 797.2 LECrim. Véase Fernández 
López, M. y González Coulón, M.A.: «La preconstitución del testimonio de menores y per-
sonas con discapacidad en España y Chile. Un análisis comparado» en González Coulón, 
M.A. (Coord.): Testimonios: Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant lo Blanch, Valen-
cia, 2024, pág. 241.
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Del mismo modo, se advierte que esta medida no se aplica de manera 
automática a todas las personas con discapacidad, sino únicamente aque-
llas que están necesitadas de especial protección, por lo que parece preciso 
atender a lo dispuesto en el art. 25 CP para integrar este significado376.

En lo que respecta al procedimiento de preconstitución, su configuración 
general en el art. 449 bis LECrim responde a la finalidad de salvaguardar, 
en la mayor medida posible, el principio de contradicción. A tal efecto, se 
contempla la presencia durante su práctica tanto de la persona investigada 
como de su Letrado. La intervención del abogado tiene carácter preceptivo, 
de modo que, en caso de incomparecencia injustificada o cuando concu-
rran razones de urgencia que lo aconsejen, se prevé el nombramiento de un 
letrado de oficio designado expresamente a tal fin. En cambio, la incompare-
cencia del encausado, siempre que haya sido debidamente citado, no impide 
su práctica377. Asimismo, la regulación exige que la prueba quede registrada 
en un soporte apto para la grabación de imagen y sonido, correspondiendo al 
Letrado de la Administración de Justicia velar por la calidad de la grabación 
y levantar el acta en la que conste la identificación y firma de todas las per-
sonas intervinientes.

A estas previsiones deben añadirse las reglas específicas contenidas en 
el art. 449 ter LECrim. Además de establecer que el acto se lleve a cabo 
con todas las garantías de accesibilidad y los apoyos necesarios, la norma 
prevé que el órgano instructor pueda acordar que la exploración del menor 
de catorce años se practique con la intervención de un equipo psicosocial, al 
que las partes podrán trasladar, a través de la autoridad judicial, las pregun-
tas que estimen oportunas y, posteriormente, solicitar aclaraciones por esta 
misma vía. Asimismo, el órgano judicial podrá recabar de estos profesionales 

376	 El párrafo segundo del art. 25 CP apunta que «Asimismo a los efectos de este Código, se 
entenderá por persona con discapacidad necesitada de especial protección a aquella per-
sona con discapacidad que, tenga o no judicialmente modificada su capacidad de obrar, 
requiera de asistencia o apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica y para la toma de 
decisiones respecto de su persona, de sus derechos o intereses a causa de sus deficien-
cias intelectuales o mentales de carácter permanente». 

377	 En relación con este extremo, de Torres Guajardo advierte de la posible existencia de un 
doble régimen de preconstitución de la prueba. La razón estriba en que el artículo 448 
LECrim —que regula los supuestos en los que esta práctica procede por incapacidad del 
testigo para declarar o cuando se prevé que no pueda comparecer en el juicio oral por 
tener que ausentarse del territorio nacional— parece establecer un régimen más estricto 
en cuanto a la necesaria presencia del investigado en la misma. En este sentido, dicho 
precepto dispone que «el Juez recibirá juramento y volverá a examinar a éste [el testigo], 
a presencia del procesado y de su abogado defensor y, asimismo, del Fiscal y del quere-
llante, si quisieren asistir al acto». En consecuencia, afirma que ello puede suponer una 
rebaja de las exigencias legales para dar cumplimiento al principio de contradicción que 
no se justifica por el hecho de que en los supuestos del art. 449 ter LECrim exista la posi-
bilidad de que el testigo pueda llegar a comparecer en el plenario. Véase de Torres Gua-
jardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, 
págs. 267-268. 
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un informe en el que se expongan el desarrollo de la diligencia y el resultado 
de la audiencia al menor.

Una vez practicada la exploración, el art. 703 bis LECrim establece, con 
carácter general, que el testigo no tenga que declarar en el juicio oral, ya que 
la grabación de la declaración podrá reproducirse a instancia de la parte inte-
resada en la vista, de conformidad con lo dispuesto en el art. 730.2 LECrim378. 
No obstante, la ley establece dos excepciones a esta regla general: cuando 
alguna de las partes solicite su presencia y el órgano judicial la considere 
necesaria, o cuando, también a instancia de parte, el órgano enjuiciador lo 
acuerde en aquellos casos en que la prueba preconstituida no reúna todos 
los requisitos previstos en el artículo 449 bis LECrim y pueda generar inde-
fensión. Ambos supuestos requieren resolución motivada. Con todo, aunque 
la norma contempla la comparecencia del testigo en el juicio oral únicamente 
a instancia de parte y en los supuestos indicados, la STS 558/2023, de 6 de 
julio379, parece admitir que también pueda acordarse de oficio, por cuanto 
afirma que:

«La decisión de declarar la pertinencia del testimonio de un menor en el acto 
del juicio oral no ha de quedar condicionada, pese a lo que parece sugerir el 
nuevo precepto, a la petición de parte. Serán las circunstancias del caso las que 
aconsejen una u otra decisión que, sin perder nunca de vista la indispensable 
e irrenunciable protección del menor, deberá alzaprimar los principios 
estructurales del proceso frente a las exigencias formales»

Asimismo, como subrayan Fernández López y González Coulon conviene 
advertir que no es imprescindible la reproducción de la prueba en el acto del 
juicio oral para que esta adquiera valor probatorio, puesto que, aunque se 
practique en fase de instrucción, se lleva a cabo con garantías sustancial-
mente equiparables a las del plenario —con las adaptaciones necesarias— y, 
en particular, con pleno respeto al principio de contradicción380.

Con todo, y aun valorándose positivamente esta medida, se han señalado 
determinados aspectos carentes de justificación, así como, vacíos regula-
torios en la LECrim que pueden ocasionar disfunciones o perjuicios prácti-
cos381. En este sentido, se advierte que no parece justificado proporcionar la 

378	 López Yagües, V.: «Comentario art. 703 bis LECrim» en Barja de Quiroga, J. (Dir.): Comen-
tarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, Tomo II, Arts. 520 a Disposición final, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2023, pág. 2806. 

379	 STS 558/2023, de 6 de julio, ECLI:ES:TS:2023:3050, FJ 2.2.2.

380	 Fernández López, M. y González Coulón, M.A.: «La preconstitución del testimonio de 
menores y personas con discapacidad en España y Chile. Un análisis comparado» en Gon-
zález Coulón, M.A. (Coord.): Testimonios: Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2024, págs. 245-246.

381	 En este sentido, véase: López Yagües, V.: «Comentario art. 703 bis LECrim» en Barja de 
Quiroga, J. (Dir.): Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, Tomo II, Arts. 520 a 
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misma protección a quien acude al proceso en calidad de víctima, por ejem-
plo, por un delito grave contra la libertad sexual, que quien acude como tes-
tigo, incluso de referencia, pese a que se trate de un proceso seguido por el 
mismo delito. Asimismo, se indica que la práctica de la declaración en una 
fase inicial del procedimiento puede condicionar el contenido del interro-
gatorio, que puede variar en función de la información disponible en dicho 
momento procesal. A ello se añade que su práctica en fase de instrucción 
comporta necesariamente una cierta limitación del principio de contra-
dicción, que alcanza su plena efectividad en el juicio oral382. Finalmente, se 
señala que la LECrim no contempla cómo debe procederse en supuestos en 
los que, tras haberse practicado la declaración en instrucción, surjan hechos 
nuevos, o cuando, sencillamente, el órgano instructor incumpla el mandato 
de preconstitución de la prueba en ese momento procesal, supuestos en los 
que parece inevitable la comparecencia del testigo en el plenario383.

No obstante, y cuando inevitablemente el testigo deba declarar en el juicio 
oral, el art. 707 LECrim permite que, fuera de los casos previstos en el art. 
703 bis, cuando una persona menor de dieciocho años o una persona con 
discapacidad necesitada de especial protección deba intervenir en el acto 
del juicio, su declaración se pueda llevar a cabo evitando la confrontación 
visual con la persona inculpada, para lo que podrá ser utilizado cualquier 
medio técnico que haga posible la práctica de esta prueba, incluyéndose la 
posibilidad de que los testigos puedan ser oídos sin estar presentes en la sala 
mediante la utilización de tecnologías de la comunicación accesible384.

En definitiva, la regulación introducida por la LO 8/2021, de 4 de junio, de 
protección integral de la infancia y la adolescencia frente a la violencia, en 

Disposición final, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, pág. 2805-2806, Fernández López, 
M. y González Coulón, M.A.: «La preconstitución del testimonio de menores y personas 
con discapacidad en España y Chile. Un análisis comparado» en González Coulón, M.A. 
(Coord.): Testimonios: Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2024, págs. 245-246 y de Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexua-
les, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, págs. 274-276.

382	 Fernández López, M. y González Coulón, M.A.: «La preconstitución del testimonio de 
menores y personas con discapacidad en España y Chile. Un análisis comparado» en Gon-
zález Coulón, M.A. (Coord.): Testimonios: Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2024, págs. 259-264. 

383	 Así lo advierten: López Yagües, V.: «Comentario art. 703 bis LECrim» en Barja de Quiroga, 
J. (Dir.): Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, Tomo II, Arts. 520 a Disposi-
ción final, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, pág. 2805-2806, de Torres Guajardo, I.: Las 
víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, págs. 274-276 
y Fernández López, M. y González Coulón, M.A.: «La preconstitución del testimonio de 
menores y personas con discapacidad en España y Chile. Un análisis comparado» en Gon-
zález Coulón, M.A. (Coord.): Testimonios: Ecos sobre los hechos en el proceso, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2024, pág. 265.

384	 Magro Servet, V.: Guía práctica de la prueba en el proceso penal, 2.ª edición, La Ley, 
Madrid, 2025, págs. 81-82. 
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materia de prueba preconstituida supone un avance significativo en la tutela 
procesal de las víctimas especialmente vulnerables llamadas a declarar por 
determinados delitos y, en particular, respecto a los delitos contra la libertad 
sexual. Mediante la preconstitución automática de la declaración de meno-
res de catorce años y de personas con discapacidad necesitadas de espe-
cial protección, el legislador articula un mecanismo que persigue equilibrar 
dos exigencias fundamentales del proceso penal contemporáneo, por un 
lado, la protección de la víctima frente a la victimización secundaria y, por 
otro, la preservación de la calidad e integridad del testimonio como medio de 
prueba. No obstante, como se ha puesto de manifiesto, la configuración legal 
de este instrumento no está exenta de tensiones ni de zonas de fricción con 
principios estructurales del proceso penal, particularmente con el principio 
de contradicción, cuya plena realización encuentra su espacio natural en el 
juicio oral. A ello se añaden determinadas lagunas normativas y opciones de 
política legislativa discutibles, como el rígido criterio de edad o la falta de 
previsión para la amplia casuística que puede surgir en esta materia.

En consecuencia, la prueba preconstituida en este ámbito debe enten-
derse como un instrumento de protección reforzada. No obstante, como 
indica López Yagües, el régimen de protección que debe ofrecerse a las víc-
timas vulnerables exige un constante equilibrio entre los derechos de la víc-
tima, las garantías del acusado y el interés público en una correcta adminis-
tración de justicia385. Su correcta utilización dependerá, en gran medida, de 
la capacidad de los órganos judiciales para integrar los mandatos de protec-
ción con el respeto a los principios esenciales del proceso penal, de modo 
que la búsqueda de una justicia más sensible a la víctima no suponga una 
merma indebida de las garantías procesales.

4.2. La declaración de la víctima como prueba 
preconstituida fuera de los supuestos previstos en 
el art. 449 ter LECrim

En este punto, también debe señalarse que existen propuestas que abo-
gan por extender el régimen de preconstitución de la declaración a todas las 
víctimas de delitos sexuales, con independencia de su edad o condición física 
o psíquica, con el fin de reducir el elevado riesgo de victimización secundaria 
en este ámbito.

El principal fundamento reside en que las víctimas de delitos sexuales pue-
den sufrir de forma especialmente intensa la revictimización, por diversos 
motivos. En primer lugar, se afirma que la propia naturaleza del delito sexual 
implica una invasión profunda de la esfera más íntima de la persona, afectando 

385	 López Yagües, V.: «Víctimas, vulnerabilidad y proceso penal» en López Yagües, V.: Víctimas 
y especial vulnerabilidad, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, págs. 20-21. 
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directamente a su autonomía corporal, su identidad y su dignidad. Asimismo, 
se ha señalado que estas víctimas han estado históricamente expuestas a pre-
juicios y estereotipos que tienden a cuestionar su credibilidad o su comporta-
miento en relación con los hechos, lo que incrementa el riesgo de que perciban 
el proceso penal como un espacio de desconfianza o de juicio hacia su per-
sona. Desde una perspectiva procesal, además, se apunta que la centralidad 
que suele adquirir la declaración de la víctima en este tipo de delitos deter-
mina que deba someterse a múltiples exploraciones y declaraciones a lo largo 
del procedimiento. Esta reiteración del relato, unida a la posible confrontación 
con la persona acusada, puede generar elevados niveles de ansiedad, miedo y 
sufrimiento emocional, intensificando el riesgo de victimización secundaria386.

Con la finalidad de mitigar el impacto negativo que estas dinámicas pueden 
generar, Peramato Martín se ha pronunciado de forma reiterada a favor de posi-
bilitar la preconstitución de la declaración de todas las víctimas en procesos 
seguidos por violencia sexual, así como de aquellas especialmente vulnerables 
en el contexto de determinadas manifestaciones de violencia de género, defen-
diendo la necesidad de garantizar su incolumidad frente a los efectos del pro-
ceso387. En la misma dirección, el Consejo General del Poder Judicial (En ade-
lante, CGPJ), en su Informe sobre el Anteproyecto de Ley Orgánica de Garantía 
Integral de la Libertad Sexual388, apunta a la preconstitución de la prueba como 
una de las técnicas procesales idóneas para evitar el incremento del estrés emo-
cional, la angustia, la depresión o el miedo que puede generar en la víctima de 
delitos sexuales el enfrentamiento en el juicio oral con la persona acusada. Así, 
el Pleno del Consejo indica que este proceder encuentra justificación en la espe-
cial vulnerabilidad de la víctima y en la propia naturaleza del delito, circunstan-
cias que podrían erigirse en causa legítima para fundamentar su no compare-
cencia en el acto del juicio oral. En sintonía con ello, el citado informe planteaba 
la conveniencia de que el legislador recogiera expresamente esta posibilidad en 
la regulación procesal, en coherencia con lo ya previsto en la LO 8/2021, de 4 de 
junio, en los supuestos antes expuestos. Conforme a ello, apuntaba que:

«En este orden de consideraciones, sería plausible que el prelegislador 
introdujera la oportuna regulación de la prueba preconstituida en ese tipo de 

386	 En la línea de estos argumentos, se pronuncia: de Torres Guajardo, I.: Las víctimas del 
proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, págs. 41-42 y 278.

387	 En este sentido, véase: https://elpais.com/sociedad/2022-07-30/teresa-perama-
to-hay-que-evitar-a-las-victimas-el-sufrimiento-de-recordar-y-reproducir-la-violen-
cia-sexual.html Peramato Martín ha ocupado durante años el cargo de Fiscal de Sala contra 
la Violencia sobre la Mujer y actualmente desempeña el cargo de Fiscal General del Estado.

388	 Pleno del Consejo General del Poder Judicial: «Informe sobre el Anteproyecto de Ley 
Orgánica de Garantía integral de la libertad sexual», 25 de febrero de 2021. Disponible en: 
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Ju-
dicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyecto-de-Ley-Organi-
ca-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual 

https://elpais.com/sociedad/2022-07-30/teresa-peramato-hay-que-evitar-a-las-victimas-el-sufrimiento-de-recordar-y-reproducir-la-violencia-sexual.html
https://elpais.com/sociedad/2022-07-30/teresa-peramato-hay-que-evitar-a-las-victimas-el-sufrimiento-de-recordar-y-reproducir-la-violencia-sexual.html
https://elpais.com/sociedad/2022-07-30/teresa-peramato-hay-que-evitar-a-las-victimas-el-sufrimiento-de-recordar-y-reproducir-la-violencia-sexual.html
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyecto-de-Ley-Organica-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyecto-de-Ley-Organica-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyecto-de-Ley-Organica-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual
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casos, teniendo en cuenta que en el proyecto de Ley Orgánica de protección 
integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, actualmente en 
trámite en las Cortes Generales (BOCG, serie A, núm. 22, de 19 de junio de 2020), 
ya se contiene un nuevo artículo 449 bis y 449 ter LECRIM que regula la prueba 
preconstituida para el caso de menores víctimas de delito»389.

Pese a que, finalmente, la LO 10/2022, de 6 de septiembre, no introdujo 
ninguna previsión al respecto, de Torres Guajardo sostiene que, incluso en el 
marco normativo actual, los órganos judiciales podrían acordar la preconsti-
tución de la declaración cuando la víctima se enfrente a un riesgo relevante 
de revictimización derivado de la reiteración de su relato, lo que permitiría 
extender este mecanismo a determinadas víctimas de delitos sexuales sin 
necesidad de una reforma legal expresa. Para ello, según afirma, habría que 
partir de una concepción amplia de la expresión contenida en el régimen 
general de la prueba preconstituida previsto en el art. 448 LECrim relativa 
a la «incapacidad física o psíquica» del testigo para declarar en el plenario. 
Sobre esta base, el autor señala que deberían fijarse criterios que legitimen 
la preconstitución mediante un juicio de ponderación en el que se valoren los 
distintos intereses en juego: los de la víctima, centrados en su derecho a que 
el proceso no le ocasione perjuicios innecesarios; los del acusado, respecto 
del cual no existiría una oposición legítima a la extensión de este régimen, en 
la medida en que su práctica no presenta diferencias sustanciales desde el 
punto de vista de las garantías procesales en comparación con el régimen ya 
previsto para víctimas menores de edad; y, finalmente, el interés del Estado 
en la correcta administración de justicia, que debe orientarse a garantizar la 
máxima eficacia del proceso mediante un equilibrio entre las garantías del 
acusado y la adecuada protección de la víctima390.

Frente a estas posiciones, se sostiene que la previsión de la preconstitu-
ción de la declaración en el art. 449 ter LECrim encuentra su fundamento 
principal en la particular situación de vulnerabilidad de las víctimas a las que 
se refiere. Con todo, se subraya que la articulación de un régimen tuitivo espe-
cífico para las víctimas de determinados ilícitos debe abordarse con cautela, 
pues una extensión insuficientemente definida podría generar fricciones en 
el funcionamiento del sistema de justicia y comprometer la adecuada con-
secución de los fines de protección perseguidos. Asimismo, se subraya la 
necesidad de extremar la cautela en el ámbito de los delitos sexuales, puesto 
que, como se ha señalado, la naturaleza y las circunstancias de estos hechos 

389	 Pleno del Consejo General del Poder Judicial: «Informe sobre el Anteproyecto de Ley 
Orgánica de Garantía integral de la libertad sexual», 25 de febrero de 2021, págs. 67-68. 
Disponible en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-Gene-
ral-del-Poder-Judicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyec-
to-de-Ley-Organica-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual 

390	 De Torres Guajardo, I.: Las víctimas del proceso por delitos sexuales, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2025, págs. 278-296.

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyecto-de-Ley-Organica-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyecto-de-Ley-Organica-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-sobre-el-anteproyecto-de-Ley-Organica-de-Garantia-Integral-de-la-Libertad-Sexual
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suelen situar la declaración de la víctima como un medio de prueba decisivo 
para sustentar una eventual condena. Por ello, la posibilidad de que el acu-
sado ejerza plenamente su derecho de defensa frente a dicho testimonio y 
de que se garantice en todo caso el principio de contradicción adquiere en 
este contexto una relevancia especialmente intensa. En esta línea, se sos-
tiene que, pese a la creciente tendencia a reforzar la protección de la víctima 
en el proceso penal —en contraste con etapas anteriores—, estas legítimas 
preocupaciones no pueden eclipsar los principios estructurales del proceso, 
tales como la contradicción, la inmediación y la presunción de inocencia391.

Se impone, por tanto, la necesidad de alcanzar un equilibrio entre la pro-
tección debida a las víctimas de delitos, especialmente en el ámbito de los 
delitos sexuales, y los derechos y garantías que el ordenamiento reconoce 
al acusado, de modo que en ningún caso las medidas de tutela se traduzcan 
en una merma indebida de las garantías procesales ni en una afectación del 
derecho a un proceso con todas las garantías.

5. La valoración de la prueba de la violencia sexual

A la dificultad que, en ocasiones, plantea otorgar credibilidad al testimo-
nio de la víctima, derivada de la frecuente escasez de medios probatorios 
idóneos para corroborar su relato —especialmente si la investigación no se 
desarrolla con la debida celeridad—, se añade la incidencia de estereotipos 
de género como un factor adicional que puede condicionar su valoración en 
el marco de los delitos sexuales. Examinar las razones por las que los este-
reotipos de género tienen una acusada incidencia en la prueba de los delitos 
contra la libertad sexual, hace obligado atender primero a las líneas funda-
mentales que rigen la valoración de la prueba en el proceso penal para, tras 
analizar el origen y la configuración de los estereotipos de género, valorar 
si incorporar la perspectiva de género a la valoración de la prueba en este 
marco delincuencial resulta un instrumento útil para neutralizar los efectos 
que provoca la presencia de ese tipo de sesgo cognitivo.

Como es sabido, son dos los grandes sistemas de valoración de la prueba, 
por un lado, el sistema de prueba legalmente tasada y, por otro, el sistema 
de libre valoración de la prueba. En el primero de ellos, es el propio legislador 
quien establece un conjunto de reglas vinculantes que establecen las normas 
legales de eficacia y el valor que debe concederse a cada medio probatorio. 
En cambio, en el sistema de libre apreciación de la prueba, también deno-
minado de «apreciación en conciencia» o de «íntima convicción», el órgano 
jurisdiccional es libre para decidir el grado de confirmación de un hecho, sin 

391	 En este sentido, véase: Pino Pérez, M.A.: «La declaración de la víctima de delitos sexuales 
como prueba preconstituida» en Ortega Burgos, E. (Dir.): Derecho Penal 2023, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2023, págs. 323-325. 



136

PRUEBA PENAL Y VIOLENCIA SEXUAL

límites en cuanto a los medios probatorios utilizables y sin la existencia de 
normas de valoración que sustituyan la conciencia del juzgador en la apre-
ciación de aquellos392. Este es el sistema que acoge el ordenamiento jurídi-
co-procesal español cuyo reflejo se contiene en el art. 741.1 LECrim que se 
pronuncia en los siguientes términos:

«El Tribunal, apreciando según su conciencia las pruebas practicadas en el 
juicio, las razones expuestas por la acusación y la defensa y lo manifestado por 
los mismos procesados, dictará sentencia dentro del término fijado en esta Ley»

El origen del principio de decisión «según conciencia» se remonta al Code 
d’instruction criminelle francés de 1808, desde donde se proyectó a los orde-
namientos penales inspirados en el modelo napoleónico. En este contexto 
histórico, la denominada íntima convicción del juez se concebía como una 
libertad prácticamente ilimitada en la apreciación de los hechos enjuiciados, 
de modo que la declaración de culpabilidad o inocencia del acusado no exi-
gía motivación alguna ni la explicitación de los elementos probatorios o razo-
namientos que habían influido en la decisión393.

No obstante, la STC 31/1981, de 28 de julio394, supuso un punto de inflexión 
a este respecto, al declarar que el órgano judicial debe motivar su decisión 
como exigencia derivada del derecho fundamental a la presunción de inocen-
cia, quedando sometido a una serie de exigencias fundamentales orientadas 
a evitar el riesgo de arbitrariedad en la valoración de la prueba395. Dichas exi-
gencias se corresponden con el denominado «juicio sobre la prueba», el «jui-
cio sobre la suficiencia» y el «juicio sobre la motivación y su razonabilidad», a 
los que ya se ha hecho referencia con anterioridad396.

392	 Asencio Mellado, J.M.: Prueba prohibida y prueba preconstituida, Ed. Trivium, Madrid, 
1989, pág. 19.

393	 Barona Vilar, S.: «La prueba» en Gómez Colomer, J.L. y Barona Vilar, S. (Coord.): Proceso 
Penal, Derecho Procesal III, 4.ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024.

394	 STC 31/1981, de 28 de julio, ECLI:ES:TC:1981:31.

395	 González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración de la prueba, presunción de ino-
cencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. 
(Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, 
págs. 443-444. En esta misma línea, la STS 175/1999, de 13 de febrero, precisa que «Nuestra 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, rompiendo con el método tradicional de la prueba legal o 
tasada, introduce en nuestro sistema de juzgar, los criterios liberales derivados del pensa-
miento ilustrado que basan la convicción del juzgador en el libre examen y valoración de la 
prueba. La apreciación en conciencia, a la que se refiere expresamente el artículo 741 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, no quiere decir que el órgano juzgador goce de un absoluto 
arbitrio para apreciar la prueba sino que debe ajustarse, en sus criterios valorativos, a las 
reglas de la lógica, del criterio racional y de la sana crítica, respetando también los principios 
o máximas de experiencia y los conocimientos científicos que responden a reglas inamovi-
bles del saber» (STS 175/1999, de 13 de febrero, ECLI:ES:TS:1999:925, FJ 1.º).

396	 SSTS 229/2025, de 12 de marzo, ECLI:ES:TS:2025:1182, FJ 3.º, 976/2024, de 6 de 
noviembre, ECLI:ES:TS:2024:5583, 456/2022, de 10 de mayo, ECLI:ES:TS:2022:1864, 
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Así pues, se entiende que la estimación en conciencia no implica la apli-
cación por el juez de un criterio íntimo e inaccesible, sino de una aprecia-
ción lógica de la prueba no exenta de pautas y criterios objetivos397. Tampoco 
supone una libertad absoluta, en el sentido de permitir la arbitrariedad o la 
irracionalidad. Por el contrario, se trata de una libertad condicionada por la 
exigencia de un procedimiento racional de investigación de los hechos, que 
somete la valoración probatoria a las reglas de la sana crítica, las leyes de la 
lógica, las máximas de la experiencia y a los conocimientos científicos. Según 
explica González Lagier, las reglas de la sana crítica hacen referencia a cri-
terios específicos de corrección de los razonamientos con los que se intenta 
conocer el mundo; y, también según su criterio, los conocimientos científicos 
y máximas de experiencia no son propiamente criterios de valoración, sino 
«premisas de inferencia probatoria que permiten correlacionar los elemen-
tos de juicio con los hechos que se declaran probados»398.

5.1. La presencia de sesgos cognitivos en la valoración 
probatoria: los estereotipos de género

En el marco de la valoración probatoria, el órgano judicial se sirve de heu-
rísticos, entendidos como reglas cognitivas que, de manera inconsciente, 
todo ser humano aplica al procesar la información que recibe del exterior. 
Estas reglas permiten reducir las tareas complejas de asignar probabilida-
des y realizar predicciones a operaciones de juicio más simples399. Como 

753/2021, de 7 de octubre, ECLI:ES:TS:2021:3704, 470/2020, de 23 de septiembre, 
ECLI:ES:TS:2020:3010, entre otras muchas. 

397	 En este sentido, véase: Moreno Catena, V. y Cortés Domínguez, V.: Derecho Procesal 
Penal (Edición revisada por: Damián Moreno, J. y Guzmán Fluja, V.C.), 13.ª edición, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2025, pág., 487, González Cano, M.I. y Fidalgo Gallardo, C.: «Valoración 
de la prueba, presunción de inocencia y principio in dubio pro reo» en González Cano, M. 
I. (Dir.) y Romero Pradas, M.I. (Coord.): La prueba. Tomo II. La prueba en el proceso penal, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs. 445-446. 

398	 González Lagier, D.: «Inferencia probatoria y valoración conjunta de la prueba» en Ferrer 
Beltrán, J. (Coord.): Manual de razonamiento probatorio, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, México, 2023, págs. 382 y 383. 

399	 Muñoz Aranguren, A.: «La influencia de los sesgos cognitivos en las decisiones jurisdic-
cionales: el factor humano. Una aproximación», InDret, 2.2021, pág. 3. En el mismo sen-
tido, Nieva Fenoll los define como aquellos atajos del pensamiento que facilitan el proceso 
de toma de una decisión con base en un cálculo estadístico «rápido y hasta burdo» de las 
probabilidades de éxito de la misma. Como explica este autor, el estudio de los heurísticos 
proviene de la psicología cognitiva y, en concreto, de las investigaciones de Tversky y Hah-
neman. Las aportaciones de estos autores fueron de tal relevancia en el ámbito científico 
que merecieron el premio Nobel en el año 2002. (Tversky, A. & Kahneman, D.: «Judment 
under Uncertainty: Heuristics and Biases», Science, Vol. 185, núm. 4157, 1974). En este sen-
tido, véase: Nieva Fenoll, J.: «Los sesgos cognitivos y la prueba: huyendo de la intuición 
del juez», InDret, 1.2025, pág. 386. 
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apunta Simó Soler, su empleo permite optimizar los recursos y simplificar el 
procesamiento de la información, de modo que su presencia en sede judicial 
es «imprescindible, incluso irrenunciable»400. Estos atajos del pensamiento 
se basan en un cálculo estadístico rápido y rudimentario de las probabilida-
des de éxito de una decisión401.

En este ámbito, y en función de la forma en que condicionan los procesos de 
valoración y juicio se distinguen los siguientes: (i) el heurístico de representati-
vidad, esto es, la decisión se adopta tomando como referencia aquello que tuvo 
éxito en un pasado por la propia experiencia del individuo o de otras personas 
conocidas402; (ii) el heurístico de accesibilidad o disponibilidad, supone que 
la persona toma la decisión en función de aquellos sucesos o casos similares 
que recuerda con mayor facilidad o que le han causado un mayor impacto403; 
y (iii) el heurístico de anclaje y ajuste, que consiste en que el sujeto realiza una 
primera estimación mediante un valor inicial (anclaje) que posteriormente va 
adecuando a medida que obtiene información adicional (ajuste)404.

El principal problema que reside en el uso de estos procedimientos cogni-
tivos es que pueden provocar errores, también denominados por los psicólo-
gos cognitivos como «sesgos»405. Entre los más representativos destacan los 
siguientes: (i) el sesgo retrospectivo, estrechamente relacionado con el heu-

400	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, pág. 116. 

401	 Nieva Fenoll, J.: «Los sesgos cognitivos y la prueba: huyendo de la intuición del juez», 
InDret, 1.2025, pág. 389.

402	 Nieva Fenoll afirma que en el campo probatorio este heurístico conduce al órgano judicial a 
«una de las conductas judiciales más frecuentes, pero pocas veces confesada» consistente 
en intuir al principio del proceso y con relativamente pocos datos disponibles, alguna hipó-
tesis estereotípica que cuadre con el relato de hechos del proceso. Nieva Fenoll, J.: «Los 
sesgos cognitivos y la prueba: huyendo de la intuición del juez», InDret, 1.2025, pág. 387.

403	 En este sentido: Nieva Fenoll, J.: «Los sesgos cognitivos y la prueba: huyendo de la intui-
ción del juez», InDret, 1.2025, pág. 387 y Muñoz Aranguren, A.: «La influencia de los ses-
gos cognitivos en las decisiones jurisdiccionales: el factor humano. Una aproximación», 
InDret, 2.2021, pág. 5. En este sentido, el primero de los autores apunta que si un juez 
decreta la prisión provisional a una persona perteneciente a un colectivo vulnerable y, con 
posterioridad, esta persona comete un homicidio, es probable que acabe decretando esta 
medida cautelar con más frecuencia en casos análogos. 

404	 Al respecto, Muñoz Aranguren advierte que este procedimiento mental tiende a arrojar 
resultados diferentes, simplemente por el hecho de haber comenzado con un valor distinto. 
Así, Nieva Fenoll explica que, pese a que la actividad probatoria vaya arrojando datos en 
sentido contrario, el órgano judicial tendrá tendencia a ir ajustándolos a fin de que se corres-
pondan con la idea que se representó al inicio del proceso. Véase, respectivamente, Muñoz 
Aranguren, A.: «La influencia de los sesgos cognitivos en las decisiones jurisdiccionales: el 
factor humano. Una aproximación», InDret, 2.2021, págs. 5-6 y Nieva Fenoll, J.: «Los sesgos 
cognitivos y la prueba: huyendo de la intuición del juez», InDret, 1.2025, pág. 387-388. 

405	 Tversky, A. & Kahneman, D.: «Judment under Uncertainty: Heuristics and Biases», Science, 
Vol. 185, núm. 4157, 1974, pág. 1126.
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rístico de disponibilidad, lleva al sujeto a valorar hechos ya acontecidos como 
si sus consecuencias hubieran sido previsibles desde el inicio, sin advertir que 
está proyectando su conocimiento actual sobre el pasado ni la influencia que 
este mecanismo mental ejerce en su juicio sobre lo sucedido406; (ii) el sesgo de 
confirmación, por el que la persona tiende a filtrar la información que recibe, 
buscando y sobrevalorando las pruebas y argumentos que confirman su posi-
ción inicial e ignorando aquellos que no la respaldan407; y, por último, el (vi) el 
sesgo de grupo, que conduce al sujeto a valorar de forma «injustificadamente 
homogénea» las actitudes, actos y opiniones de las personas que pertenecen 
a un mismo grupo, por la sola razón de su pertenencia a él. Estos prejuicios 
pueden ser tanto positivos como negativos y pueden derivar tanto por la per-
tenencia como por la no pertenencia del sujeto al grupo408. Este último sesgo 
tiene una importante incidencia en los procesos mentales de decisión, aún de 
forma inconsciente, y se vincula con el concepto de estereotipo409.

Los estereotipos se definen por Cook y Cusack como «una visión generali-
zada o una preconcepción sobre los atributos o características de los miem-
bros de un grupo en particular o sobre los roles que tales miembros deben 
cumplir» y, por tanto, sobre el comportamiento que la sociedad espera de 
ellos410. Estos se componen de dos elementos, la categorización y la gene-
ralización, de modo que cuando una persona se incluye dentro de un grupo 
queda revestido de los caracteres que este posee sin que se compruebe su 
correspondencia en el caso concreto411.

406	 Se apunta que este sesgo está directamente relacionado con el sesgo de la disponibilidad 
puesto que los resultados ya acontecidos son más accesibles para el órgano enjuiciador 
que aquellos otros que nunca se produjeron. Muñoz Aranguren, A.: «La influencia de los 
sesgos cognitivos en las decisiones jurisdiccionales: el factor humano. Una aproxima-
ción», InDret, 2.2021, pág. 6. 

407	 Muñoz Aranguren, A.: «La influencia de los sesgos cognitivos en las decisiones jurisdic-
cionales: el factor humano. Una aproximación», InDret, 2.2021, pág. 8. 

408	 En este sentido, véase: Muñoz Aranguren, A.: «La influencia de los sesgos cognitivos 
en las decisiones jurisdiccionales: el factor humano. Una aproximación», InDret, 2.2021, 
págs. 9-12.

409	 y Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, págs. 228-229.

410	 Cook, R. y Cusack, S.: Estereotipos de género. Perspectivas legales y transnacionales 
(Trad. Andrea Parra), Bogotá, Profamilia, 2010, pág. 11. 

411	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, págs. 62-64. Los principales problemas que la autora señala en su utili-
zación son, por un lado, su arraigo, ya que, según afirma, imprimen una serie de compor-
tamientos en la personalidad del individuo que contribuyen a conformar su identidad, ya 
que su aprendizaje se realiza mediante la socialización y su transmisión intergeneracional; 
y por otro lado, su naturalización, rasgo que impide poder identificar los estereotipos que 
son perjudiciales puesto que se conciben como comportamientos o actitudes normales y, 
por tanto, no dañinos.
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Dentro del ámbito de los estereotipos, que es muy amplio y diverso, se dis-
tinguen los estereotipos de género. Estos se definen como un conjunto de 
creencias sobre los rasgos característicos de hombres y mujeres que versan 
sobre sus comportamientos, personalidad, apariencia física, ocupación o, 
incluso, su vida u orientación sexual412. Estas creencias o perjuicios se predi-
can de ambos géneros, y no tienen por qué resultar necesariamente perjudi-
ciales413. No obstante, se afirma que su utilización suele realizarse en perjuicio 
de las mujeres en la medida en que, históricamente, les han sido asignados 
a ellas roles serviles y con características y atributos inferiores a los de los 
hombres414. En consecuencia, se advierte que la asignación y perpetuación 
de roles asimétricos entre hombres y mujeres en distintos ámbitos —perso-
nal, social, político o económico— puede afectar al ejercicio efectivo y en un 
plano de igualdad de los derechos y libertades por parte de estas últimas415.

El principal motivo radica en que los estereotipos de género no solo se 
configuran en el imaginario colectivo, sino que, en la medida en que operan 
en el marco de los heurísticos, tienden a influir en las decisiones que adoptan 
los distintos operadores jurídicos que intervienen en el proceso penal, tales 
como fuerzas policiales, profesionales de la psicología y de la medicina, abo-
gados, fiscales y, por supuesto, en los órganos judiciales416. En este ámbito, 
su reproducción puede incidir en la interpretación y aplicación del Derecho y 
afectar a la dignidad de las mujeres, llegando incluso a limitar el ejercicio de 
derechos como la tutela judicial efectiva, especialmente cuando su compor-
tamiento no encaja con el estereotipo de género que se está empleando en 
sede judicial417.

412	 Cook, R. y Cusack, S.: Estereotipos de género. Perspectivas legales y transnacionales 
(Trad. Andrea Parra), Bogotá, Profamilia, 2010, pág. 18. 

413	 Dzura Filipczuk, V.C.: «Los estereotipos de género en los procesos penales por violencia 
sobre la mujer», en Revista Boliviana de Derecho, n.º 40, julio, 2025, pág. 667.

414	 Cook, R. y Cusack, S.: Estereotipos de género. Perspectivas legales y transnacionales 
(Trad. Andrea Parra), Bogotá, Profamilia, 2010, pág. 2. 

415	 Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes 
penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria -LEGAL- Revista del Parla-
mento Vasco, 4, 2023, pág. 116.

416	 En este sentido, véase: En este sentido, Ballesteros Doncell, E. y Blanco Moreno, F.: «"Yo 
sí te creo" Estereotipos sexistas hacia las víctimas de agresión sexual. Un estudio de caso 
sobre la Audiencia Provincial de Baleares», IQual. Revista de género e igualdad, 2021, 4, 
págs. pág. 100, Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, págs. 147-148, Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de 
la víctima en el proceso penal desde la perspectiva de género», en Quaestio Facti. Revista 
internacional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, pág. 229 y ss. 

417	 En este sentido, véase: Dzura Filipczuk, V.C.: «Los estereotipos de género en los procesos 
penales por violencia sobre la mujer», en Revista Boliviana de Derecho, n.º 40, julio, 2025, 
pág. 667, Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2024, pág. 74.
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La consolidación de estos estereotipos en el ámbito de la Administración 
de Justicia, así como sus efectos perjudiciales para las mujeres, ha sido reite-
radamente señalada como motivo de preocupación por distintos instrumen-
tos internacionales y nacionales418. Uno de los instrumentos más relevantes 
a estos efectos es la CEDAW. Este texto reconoce y condena en sus arts. 2 
y 3 la existencia de discriminación sobre la mujer en distintos ámbitos y, en 
particular, en el ámbito de la Administración de justicia419. En este sentido, su 
art. 5 establece la obligación de que los Estados parte adopten medidas para 
tratar de eliminar «los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cual-
quier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superiori-
dad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y 
mujeres».

En la misma dirección, la Recomendación núm. 19 del Comité CEDAW 
incide en la importancia de eliminar «las actitudes tradicionales según las 
cuales se considera a la mujer como subordinada o se le atribuyen funciones 
estereotipadas (…) ya que estos perjuicios y prácticas pueden llegar a justifi-
car la violencia contra la mujer como una forma de protección o dominación 
de la mujer»420. Asimismo, resulta particularmente ilustrativa la Recomen-
dación General núm. 33, relativa al acceso de las mujeres a la justicia, en la 
que se advierte que el empleo de prácticas o valoraciones estereotipadas por 
parte de los operadores jurídicos puede llegar a comprometer la imparciali-
dad judicial. En este sentido, el Comité subraya que:

«Las mujeres tienen que poder confiar en un sistema judicial libre de mitos 
y estereotipos y en una judicatura cuya imparcialidad no se vea comprometida 
por esos supuestos sesgados. La eliminación de los estereotipos judiciales en 
los sistemas de justicia es una medida esencial para asegurar la igualdad y la 
justicia para las víctimas y los supervivientes»421.

El Convenio de Estambul también contiene en su art. 12 la obligación de 
que los Estados parte del Convenio adopten las medidas necesarias para 
promover cambios en aras de «erradicar los prejuicios, costumbres, tradicio-

418	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, págs. 76-83.

419	 Comité CEDAW. Recomendación general núm. 28 relativa al art. 2 de la Convención sobre 
sobre la Eliminación de Discriminación contra la Mujer, (16 de diciembre de 2010), párrafo 
8. Disponible en: https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomenda-
ci-n-general-28 

420	 Comité CEDAW. Recomendación general núm. 19 relativa al art. 2 f), 5 y 10 c) de la Conven-
ción sobre la Eliminación de Discriminación contra la Mujer, (29 de enero de 1992), párrafo 
11. Disponible en: https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomenda-
ci-n-general-28 

421	 Comité CEDAW. Recomendación general, núm. 33 sobre el acceso de las mujeres a la jus-
ticia, (3 de agosto de 2015), párrafo 28. Disponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/
Documentos/BDL/2016/10710.pdf 

https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomendaci-n-general-28
https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomendaci-n-general-28
https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomendaci-n-general-28
https://www.right-to-education.org/es/resource/cedaw-recomendaci-n-general-28
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2016/10710.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2016/10710.pdf
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nes y cualquier otra práctica basada en la idea de la inferioridad de la mujer 
o en un papel estereotipado de las mujeres y los hombres». Dado el amplio 
margen de actuación que el Convenio reconoce a los Estados en materia de 
prevención de la violencia contra las mujeres, dicha obligación se proyecta 
necesariamente sobre el conjunto de los poderes públicos, incluida la Admi-
nistración de Justicia422.

A nivel nacional, la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de 
trato y la no discriminación, es el primer instrumento normativo en el que se 
emplea un enfoque de antiestereotipación, dado que su art. 19, relativo a al 
derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la administración de 
justicia, sostiene que:

«Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
velarán por la supresión de estereotipos y promoverán la ausencia de cualquier 
forma de discriminación en la administración de justicia por razón de las causas 
previstas en esta ley».

Este precepto reviste gran importancia por cuanto con anterioridad a esta 
previsión, tanto la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, como la Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, tan 
solo aludían a la presencia de estereotipos en el ámbito de la educación, los 
medios de comunicación, las investigaciones estadísticas y la sanidad423.

Esta visión se refuerza por la posterior LO 10/2022, de 6 de septiembre, 
por cuanto su propio Preámbulo reconoce que la persistencia de los roles 
de género en la sociedad constituye uno de los principales factores que difi-
cultan el acceso efectivo de las mujeres y las niñas a los derechos humanos 
vinculados a la libertad y la seguridad, y que, al mismo tiempo, contribuyen a 
la perpetuación de la violencia sexual. En este sentido, la ley afirma que:

«El acceso efectivo de las mujeres y las niñas a estos derechos ha sido 
históricamente obstaculizado por los roles de género establecidos en la 
sociedad patriarcal, que sustentan la discriminación de las mujeres y penalizan, 
mediante formas violentas, las expresiones de libertad contrarias al citado 
marco de roles»424.

De este modo, el legislador reconoce por primera vez la dimensión estruc-
tural y cultural de la violencia sexual y la necesidad de afrontar los estereo-
tipos de género como un factor relevante en su prevención y adecuada res-

422	 En este sentido, véase: SIMÓ SOLER, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia 
sexual, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pág. 81.

423	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, pág. 82.

424	 Apartado I del Preámbulo de la lo 10/2022, de 6 de septiembre.
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puesta jurídica. Sobre esta base, y teniendo en cuenta el impacto que este 
sesgo cognitivo pueden tener en la actuación de los distintos operadores 
jurídicos —y, en especial, en el órgano judicial—, resulta oportuno profundi-
zar en su concreta incidencia en el enjuiciamiento de los delitos sexuales, así 
como, en los instrumentos de los que se dispone para poder combatirlo.

5.2. El mito de la violación y su incidencia en el 
enjuiciamiento de los delitos sexuales

En los procesos penales por delitos sexuales se observa una especial 
incidencia de determinados estereotipos de género. Entre ellos destacan 
aquellos directamente vinculados a la violencia sexual, que contribuyen a la 
consolidación del denominado mito de la violación. Este se define por BURT 
como el conjunto de «creencias falsas, prejudiciales y estereotipadas sobre 
la violación, las víctimas y los violadores» que, según afirma, se encuentran 
consolidadas en el ideario común425.

Según este estereotipo, una violación real se describe como un evento 
fuera de lo común, en el que un agresor —hombre— lleva a cabo un ataque 
violento y sorpresivo en la calle contra una víctima —mujer— que se defiende 
y resiste con determinación y acaba sufriendo lesiones en su cuerpo426. Este 
relato favorece la construcción de un modelo ideal de víctima y de agresión 
que refuerza ciertos arquetipos, según los cuales la mujer que sufre un ataque 
sexual debe defenderse y resistir con todas sus fuerzas, presentar lesiones 
en su cuerpo, huir inmediatamente del lugar, mostrarse psicológicamente 
devastada tras los hechos y denunciarlos de manera inmediata427.

425	 Burt, M.R.: «Cultural myths and supports for rape». Journal of Personality and Social 
Pshicology, 38, 1980, pág. 217. En este sentido, véase también: de Lamo Velado, I.: «Mito-
logía contemporánea de la violación. Una revisión sobre la presencia de estereotipos de 
género en los tribunales españoles», en iQual. Revista de género e igualdad, 2023, 6, págs. 
149 y ss., Ballesteros Doncell, E., Blanco Moreno, F. y Rubio-Martín, M.J.: «¿Qué queda 
del mito de la violación real? Un estudio de caso basado en análisis de sentencias judi-
ciales», Revista española de Sociología, 31 (4), 2022, pág. 3. y Brandariz Portela, T.: «Los 
mitos de la violación en el caso de "La Manada". Una crítica a la división patriarcal público/
privado», Investigaciones Feministas, 12(2), 2021, pág. 579. 

426	 Ballesteros Doncell, E., Blanco Moreno, F. y Rubio-Martín, M.J.: «¿Qué queda del mito 
de la violación real? Un estudio de caso basado en análisis de sentencias judiciales», 
Revista española de Sociología, 31 (4), 2022, pág. 3, Brandariz Portela, T.: «Los mitos de 
la violación en el caso de "La Manada". Una crítica a la división patriarcal público/privado», 
Investigaciones Feministas, 12(2), 2021, págs. 579 y ss. 

427	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, págs. 148-149, Ballesteros Doncell, E., Blanco Moreno, F. y Rubio-Martín, 
M.J.: «¿Qué queda del mito de la violación real? Un estudio de caso basado en análisis de 
sentencias judiciales», Revista española de Sociología, 31 (4), 2022, págs. 3-5, Brandariz 
Portela, T.: «Los mitos de la violación en el caso de "La Manada". Una crítica a la división 
patriarcal público/privado», Investigaciones Feministas, 12(2), 2021, pág. 577. Asimismo, 



144

PRUEBA PENAL Y VIOLENCIA SEXUAL

Este tipo de ideas preconcebidas sobre el comportamiento «esperable» o 
«normal» de las víctimas de una agresión sexual afectan principalmente a las 
mujeres puesto que, como se ha apuntado, son ellas las principales víctimas 
de estos delitos428.

Estos estereotipos penetran en la función jurisdiccional, hasta el punto de 
influir en las resoluciones dictadas en este tipo de procesos, particularmente 
en el ámbito de la valoración probatoria, donde se advierte que actúan como 
«factores extralegales» que acaban reproduciendo concepciones sesgadas 
y patrones discriminatorios429. En este sentido, diversos estudios jurídicos 
han puesto de relieve este fenómeno, entre los que destacan los realizados 
por de Lamo Velado y Simó Soler430. La primera, tras realizar un análisis cua-

de Lamo Velado alude a estos estereotipos de forma diferenciada, haciendo referencia, en 
primer lugar, al «Mito de la mujer pública», conforme al cual la calle o los espacios públi-
cos son considerados lugares inherentemente inseguros para las mujeres, de modo que 
estas deberían ser especialmente precavidas en dichos contextos. En segundo término, 
menciona el «Mito de la víctima heroica», según el cual la mujer debe huir u oponerse acti-
vamente al agresor, incluso cuando ello pueda poner en peligro su propia vida, así como 
el «Mito de la víctima rota», que representa a la víctima como una mujer triste, quebrada 
y permanentemente marcada por la agresión sufrida. La autora añade, además, el «Mito 
de la iniciativa femenina», conforme al cual aquellas mujeres que se muestran indepen-
dientes y sexualmente autónomas tendrían un mayor riesgo de ser violadas, en la medida 
en que una vida considerada promiscua se presenta como un factor que favorecería la 
agresión. Finalmente, se refiere al «Mito de la sexualidad femenina como arma», según 
el cual las mujeres podrían instrumentalizar la denuncia de violencia sexual con el fin de 
obtener alguna ventaja, ya sea por despecho o para conseguir algún beneficio a cambio. 
Véase: de Lamo Velado, I.: «Mitología contemporánea de la violación. Una revisión sobre 
la presencia de estereotipos de género en los tribunales españoles», en iQual. Revista de 
género e igualdad, 2023, 6, págs. 149 y ss.

428	 Chapleau, K. M., Oswald, D. L., & Russell, B. L.: «Male rape myths: The role of gender, 
violence, and sexism». Journal of Interpersonal Violence, 23(5), 2008, pág. 610 y ss. Dispo-
nible en: https://psycnet.apa.org/doi/10.1177/0886260507313529 

429	 De Lamo Velado, I.: «Mitología contemporánea de la violación. Una revisión sobre la pre-
sencia de estereotipos de género en los tribunales españoles», en iQual. Revista de género 
e igualdad, 2023, 6, págs. 157.

430	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, págs. 197-198 y de Lamo Velado, I.: La credibilidad de las víctimas de viola-
ción en el proceso penal, Aranzadi, Madrid, 2025, págs. 135-137. Desde el ámbito jurídico, 
también reviste especial interés a estos efectos la aportación de Subijana Zunzunegui, I.J.: 
«La perspectiva de género en la interpretación de las leyes penales, sustantivas y proce-
sales», Legebiltzarreko Aldizkaria —LEGAL— Revista del Parlamento Vasco, 4, 2023, págs. 
123 y ss. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945 Desde el 
ámbito de la Psicología y Sociología también son relevantes las siguientes investigaciones 
en relación a la persistencia de estereotipos de género en el enjuiciamiento de los delitos 
sexuales: Ballesteros Doncell, E., Blanco Moreno, F. y Rubio-Martín, M.J.: «¿Qué queda 
del mito de la violación real? Un estudio de caso basado en análisis de sentencias judicia-
les», Revista española de Sociología, 31 (4), 2022, Brandariz Portela, T.: «Los mitos de la 
violación en el caso de "La Manada". Una crítica a la división patriarcal público/privado», 
Investigaciones Feministas, 12(2), 2021 y Ballesteros Doncell, E. y Blanco Moreno, F.: 

https://psycnet.apa.org/doi/10.1177/0886260507313529
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
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litativo y cuantitativo de una muestra de sentencias dictadas en procesos 
penales seguidos por delitos de violación entre los años 2000 y 2019, con-
cluye en que la valoración de la credibilidad de las víctimas se ve afectada por 
los citados estereotipos. Según apunta, cuando el relato de la víctima encaja 
en el estereotipo de la violación real —esto es, una agresión caracterizada por 
el empleo de una violencia intensa y cometida por un desconocido en la vía 
pública— su credibilidad no suele ser cuestionada. Por el contrario, a medida 
que el testimonio se aparta de esta construcción estereotipada, aumenta la 
exigencia probatoria, otorgándose mayor relevancia a elementos como la 
resistencia de la víctima o la existencia de lesiones431.

En esta línea, también se sitúan los resultados del estudio de Simó Soler, 
basado en el análisis cuantitativo de una muestra de sentencias dictadas 
por la Audiencia Provincial de Valencia entre 2004 y 2020 en procesos por 
delitos de agresión y abuso sexual. Entre sus conclusiones, la autora pone de 
relieve que la valoración relativa a la existencia de lesiones físicas y el tiempo 
transcurrido hasta la interposición de la denuncia constituyen dos de los fac-
tores utilizados con mayor frecuencia como estereotipos en las sentencias 
dictadas en este ámbito, lo que responde a la extendida creencia de que las 
víctimas de estos delitos presentan «huellas» visibles del ataque y acuden de 
forma inmediata a denunciar los hechos432.

Asimismo, y en sintonía con los citados estudios, Subijana Zunzunegui tam-
bién advierte del impacto negativo que en el marco de la valoración probato-
ria de los delitos sexuales tiene la referencia a ese modelo de «víctima ideal». 
Según afirma el autor, este arquetipo se traduce en una excesiva focaliza-
ción del debate probatorio en la conducta de quien afirma ser víctima, espe-
cialmente, en la circunstancia de haber opuesto o no resistencia frente a los 
hechos, en cómo es su vida con posterioridad a la agresión —en la convicción 
de que el aislamiento y la introversión es la única forma de vida posible para 
quienes han sido víctimas— o cuánto tardó en denunciar los hechos. En con-
secuencia, señala que la presencia de estos estereotipos de género puede 
comprometer el cumplimiento del deber del órgano judicial de llevar a cabo 
una valoración probatoria basada en una argumentación racional433.

«"Yo sí te creo" Estereotipos sexistas hacia las víctimas de agresión sexual. Un estudio 
de caso sobre la Audiencia Provincial de Baleares», IQual. Revista de género e igualdad, 
2021, 4. 

431	 De Lamo Velado, I.: La credibilidad de las víctimas de violación en el proceso penal, Aran-
zadi, Madrid, 2025, págs. 135-137.

432	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, págs. 197-198. 

433	 Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes 
penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria -LEGAL- Revista del Parla-
mento Vasco, 4, 2023, págs. 123-125. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/article/
view/6135/6945 

https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
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Por tanto, y dado que estas concepciones distorsionadas logran pene-
trar en la valoración probatoria efectuada por parte del órgano enjuiciador, 
Fuentes Soriano y Subijana Zunzunegui apuntan que el problema reside en 
que, de manera consciente o inconsciente, los estereotipos discriminatorios 
han logrado alcanzar la consideración de máximas de la experiencia434. En 
esta misma línea, Ramírez Ortiz señala que tales máximas, a diferencia de 
aquellas fundadas en conocimientos científicos y, por ende, con capacidad 
para formular generalizaciones válidas con carácter universal, se apoyan en 
prejuicios sociales ampliamente extendidos. En consecuencia, pueden califi-
carse como falsas máximas de experiencia, en la medida en que, por lo gene-
ral, carecen de cualquier respaldo científico o empírico435.

En este ámbito, el citado argumento se ve reforzado en la medida en que 
los datos estadísticos no avalan la veracidad del relato asociado al mito de 
la violación o, al menos, este no se confirma como el patrón que se mani-
fiesta con mayor frecuencia en la realidad. Según revela la Macroencuesta de 
Violencia contra la Mujer del año 2024, aunque la mayoría de agresores son 
hombres y la inmensa mayoría de las víctimas son mujeres, el resto de extre-
mos apuntados no están corroborados436.

Según se desprende de esta estadística, la mayor parte de las violaciones 
cometidas sobre mujeres residentes en España, mayores de dieciséis años y 
fuera del ámbito de la pareja son perpetradas por hombres a quienes la mujer 
conocía con anterioridad a la agresión437. Asimismo, y al igual que se obser-
vaba en las Macroencuestas de 2015 y 2019, cuanto mayor es la gravedad de 
la agresión sexual, menor es el porcentaje de mujeres que identifican al agre-

434	 Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algu-
nas conjeturas sostenidas en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima 
en el proceso penal desde la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista inter-
nacional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, págs.280-281 y Subijana Zunzunegui, 
I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes penales, sustantivas y 
procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria —LEGAL— Revista del Parlamento Vasco, 4, 2023, 
págs. 124-125. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945 

435	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, pág. 230.

436	 Macroencuesta de violencia sobre la Mujer, Delegación del Gobierno contra la violencia de 
género, 2024. Disponible en: https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaencifras/
macroencuesta-de-violencia-contra-la-mujer-2024/ Se van a tomar como referencia 
exclusivamente los datos referentes a la violencia sexual cometida fuera del ámbito de la 
pareja porque el estudio de referencia no ofrece todos los datos de violencia sexual dentro 
de la pareja de manera autónoma, sino agregados junto con la violencia física.

437	 En concreto, el 14,5 % de estas mujeres afirma haber sufrido violencia sexual fuera del 
ámbito de la pareja en algún momento de su vida. De este porcentaje, el 23,1 % identifica 
como agresor a un familiar varón, el 62,7 % a un hombre amigo o conocido y únicamente el 
12,0 % señala a un hombre desconocido como autor de la agresión. 

https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaencifras/macroencuesta-de-violencia-contra-la-mujer-2024/
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaencifras/macroencuesta-de-violencia-contra-la-mujer-2024/


147

PARTE II. LA PRUEBA EN LOS PROCESOS SEGUIDOS POR DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL...

sor como un hombre desconocido438. Por otro lado, la mayoría de las agre-
siones sexuales no tienen lugar en la vía pública, sino en un domicilio u otro 
espacio privado439. Además de ello, únicamente el 11,6 % de las mujeres que 
han sufrido una violación declara haber sufrido lesiones físicas como conse-
cuencia del ataque, y solo el 12,2 % manifiesta haber presentado lesiones en 
la zona genital. En cambio, los datos revelan que las consecuencias psicoló-
gicas sí aparecen con mayor frecuencia, ya que el 53,8 % de las mujeres que 
han sufrido violencia sexual fuera del ámbito de la pareja afirma haber pade-
cido secuelas psicológicas derivadas de los episodios de violencia.

En relación con la denuncia, los datos también son reveladores por cuanto 
apuntan que únicamente el 9,9 % de las mujeres que han sufrido una violación 
ha denunciado los hechos ante la Policía, la Guardia Civil o en sede judicial. 
Entre los motivos más citados para no denunciar se encuentran ser menor 
de edad en el momento de los hechos («era menor, era una niña», 37,9 %) y la 
vergüenza (37,6 %). A estos les siguen no conceder importancia a lo sucedido 
(32,7 %), el temor a no ser creídas (21,4 %), el miedo al agresor (20,6 %), pensar 
que la agresión fue culpa propia (19,3 %) y la percepción de que «eran otros 
tiempos, otra época y no se hablaba de estas cosas» (19,2 %)440.

Por tanto, los datos empíricos ponen de manifiesto la distancia existente 
entre el relato socialmente construido en torno al mito de la violación y la 
realidad en la que se producen la mayoría de las agresiones sexuales. Sin 
embargo, pese a esta falta de correspondencia, en ocasiones, dichas con-
cepciones continúan proyectándose en el ámbito del enjuiciamiento penal 
a través de estereotipos que condicionan la valoración probatoria y pueden 
llegar a erosionar las exigencias de racionalidad y objetividad que deben pre-
sidir la motivación judicial. Ello evidencia la necesidad de someter a un espe-
cial escrutinio la utilización de este tipo de concepciones estereotipadas, a 
fin de evitar que operen como falsas máximas de experiencia capaces de 
comprometer la correcta tutela judicial de las víctimas de delitos sexuales. 
Para ello, se apunta a una solución que se reputa hábil para reducir la inciden-

438	 Como se desprende de los datos expuestos, mientras que la mayoría de las mujeres que 
afirman haber sufrido una violación fuera del ámbito de la pareja señalan como agresor a 
un familiar, amigo o conocido, cuando se trata de otras formas de violencia sexual el peso 
relativo de los agresores desconocidos aumenta. En concreto, entre las mujeres que han 
sufrido otras formas de violencia sexual fuera del ámbito de la pareja, el 18,6 % identifica 
como agresor a un familiar varón, el 48,5 % a un hombre amigo o conocido y el 46,5 % a un 
hombre desconocido. 

439	 Concretamente, del porcentaje total, el 31,6 % de mujeres declara que la agresión sucedió 
en su propia casa, el 33,1 % en la casa de la persona agresora y el 14,1 % en la casa de otra 
persona. 

440	 Estos porcentajes se refieren al total de mujeres que han sufrido una violación fuera de la 
pareja y no han denunciado ellas mismas ni en la policía ni en el juzgado. Dado que esta 
pregunta es de respuesta múltiple, y las encuestadas podían seleccionar varias opciones, 
el porcentaje total supera el 100 %. 
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cia de estas ideas preconcebidas: la adopción de la perspectiva de género 
por parte de los órganos judiciales.

5.3. La perspectiva de género en el enjuiciamiento de 
los delitos sexuales

La presencia de estereotipos de género en el ámbito judicial y, en parti-
cular, su incidencia en el enjuiciamiento de los delitos sexuales puede aca-
rrear consecuencias especialmente gravosas para las mujeres y contribuir a 
la perpetuación de situaciones de desigualdad. En consecuencia, se sostiene 
la necesidad de articular y aplicar mecanismos adecuados que permitan 
mitigar sus efectos en el proceso penal y, de manera específica, en el ámbito 
probatorio. Una de las herramientas que se articula a tales efectos es la pers-
pectiva de género.

Este recurso aspira a que los parámetros que se emplean para interpretar 
y aplicar la ley no refuercen un enfoque que, bajo la apariencia de objetividad 
e imparcialidad, prescinda del análisis de las desigualdades, y que, por ende, 
pueda conducir a decisiones formalmente iguales, pero materialmente des-
iguales441. Conforme a ello, Fuentes Soriano la define como:

«Una herramienta conceptual que, a partir de la conciencia de la situación 
histórica y presente en que se desenvuelve la mujer, permite aportar criterios 
válidos para comprender y explicar la sociedad desvelando situaciones que 
directa o indirectamente legitimen la discriminación y proponiendo nuevas 
medidas, mecanismos o instituciones que logren y promuevan situaciones y 
condiciones de igualdad efectiva entre hombres y mujeres»442.

Por tanto, esta metodología de análisis de la cuestión litigiosa no procede 
en todos los supuestos en los que se vea involucrada una mujer, sino solo en 
aquellos casos en los que se produzca un impacto de género como conse-
cuencia de los estereotipos y prejuicios sociales predominantes443. En este 
sentido, se pretende que la perspectiva de género trascienda la mera iden-
tificación de instituciones, normas y prácticas jurídicas discriminatorias y se 

441	 Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes 
penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria —LEGAL— Revista del Par-
lamento Vasco, 4, 2023, pág. 116. Disponible en: https://legal.legebiltzarra.eus/article/
view/6135/6945 

442	 Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algu-
nas conjeturas sostenidas en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima 
en el proceso penal desde la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista interna-
cional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, pág. 275. 

443	 Llorente Sánchez-Arjona, M.: Justicia con perspectiva de género. El nuevo paradigma en 
la lucha contra la violencia de género, Aranzadi, Pamplona, 2021, pág. 53. 

https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
https://legal.legebiltzarra.eus/article/view/6135/6945
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proyecte en la interpretación y aplicación judicial del Derecho, con el objetivo 
de derogar o sustituir las concepciones que contribuyen a perpetuar situa-
ciones de desigualdad444.

Desde esta perspectiva, cabe destacar su innegable valor hermenéutico, en 
cuanto orienta la interpretación de la norma y, por ende, condiciona su aplica-
ción práctica445. Con este objetivo, la perspectiva de género se consagra como 
un principio informador del ordenamiento jurídico446. El punto de partida de 
este enfoque reside en lo dispuesto en el art. 9.2 CE que asigna a los poderes 
públicos la obligación de promover las condiciones para que la libertad e igual-
dad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, así 
como, retirar los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. Este mandato 
constitucional informa el ordenamiento jurídico y de él se deduce que va diri-
gido, entre otros, a los jueces en la aplicación e interpretación del derecho447.

Posteriormente, y en desarrollo de este precepto, la Ley 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, proclama en su art. 4 
que la igualdad de trato y de oportunidades constituye un principio informador 
del ordenamiento jurídico que debe integrarse en la interpretación y aplicación 
de las normas. En la misma línea, la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la 
igualdad de trato y la no discriminación, establece en el apartado tercero de su 
art. 4 el carácter transversal del derecho a la igualdad de trato y a la no discri-
minación en la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico448.

444	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, pág.203. 

445	 En este sentido, se pronuncian: Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en 
la interpretación de las leyes penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizka-
ria —LEGAL— Revista del Parlamento Vasco, 4, 2023, pág. 117 y Fuentes Soriano, O.: «La 
perspectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algunas conjeturas sostenidas 
en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde 
la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento 
probatorio, N.1, 2020, pág. 275.

446	 La Fiscalía General del Estado en su Circular 1/2023, de 29 de mayo, apunta al enfoque de 
género como un principio rector del ordenamiento jurídico de carácter normativo y, por tanto, 
de obligado cumplimiento, que «informa la interpretación y aplicación del derecho y, desde 
luego, la valoración de la prueba» y que, además, se encuentra conectado con los principios 
constitucionales de dignidad e igualdad. Véase Fiscalía General del Estado: Circular 1/2023, 
de 29 de marzo, relativa a los criterios de actuación del Ministerio Fiscal tras la reforma de 
los delitos contra la libertad sexual operada por la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiem-
bre, pág. 9. Disponible en: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8697 

447	 Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algu-
nas conjeturas sostenidas en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima 
en el proceso penal desde la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista interna-
cional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, pág. 275.

448	 Subijana Zunzunegui, I.J.: «La perspectiva de género en la interpretación de las leyes 
penales, sustantivas y procesales», Legebiltzarreko Aldizkaria —LEGAL— Revista del Par-
lamento Vasco, 4, 2023, pág. 117-118.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8697
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Esta interpretación se encuentra, además, respaldada por la doctrina 
constitucional. En este sentido, la STC 59/2008, de 14 de mayo, supuso un 
punto de avance crucial en aras a proporcionar sustento constitucional a 
tales planteamientos. Como indica Llorente Sánchez-Arjona, en esta reso-
lución el máximo intérprete constitucional acogió por primera vez la pers-
pectiva de género como criterio legitimador de un tratamiento normativo 
diferenciado en el supuesto objeto de recurso449. A partir de ese momento, el 
Tribunal Constitucional ha ido profundizando progresivamente en esta orien-
tación, como ponen de manifiesto las SSTC 92/2024 de 18 de julio, y 89/2024 
de 5 de junio450, que han avalado expresamente la constitucionalidad de la 
perspectiva de género como metodología jurídica.

En este sentido, la STC 92/2024, de 18 de julio, niega que esta herramienta 
vulnere la libertad ideológica (art. 16 CE) y la neutralidad estatal. Por el con-
trario, el Tribunal Constitucional apunta que la perspectiva de género no 
constituye una obligación ideológica contraria a la Constitución, sino «una 
herramienta para dar cumplimiento al principio de igualdad entre hombres 
y mujeres» (arts. 9.2 y 14 CE)451. Asimismo, la STC 89/2024, de 5 de junio 
subraya que los conceptos de «género» y «perspectiva de género» cuentan 

449	 En este caso, la STC 59/2008, de 14 de mayo, resuelve la cuestión de inconstitucionalidad 
planteada por el Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia respecto del art. 153.1 CP, en la 
redacción dada por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género, que prevé una respuesta penal agravada cuando, 
entre otros supuestos, la víctima sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado 
ligada al autor por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. El órgano judi-
cial cuestionaba su constitucionalidad por una posible vulneración de los arts. 14, 24.2 y 
10 CE, al considerar que establecía una diferencia de trato basada en el sexo. El Tribunal 
Constitucional descarta dichas objeciones y declara la conformidad del precepto con la 
Constitución. En este sentido, Llorente Sánchez-Arjona subraya la relevancia de los pro-
nunciamientos contenidos en esta resolución, en la medida en que el Tribunal Constitu-
cional entiende que es el género —y no el sexo— el elemento determinante del tratamiento 
diferenciado en este caso, sin que ello pueda calificarse como una discriminación inversa, 
pues la diferenciación legislativa encuentra su fundamento en la constatación de que la 
violencia ejercida por hombres contra sus parejas o exparejas mujeres constituye un fenó-
meno estructural específico, vinculado a patrones históricos de desigualdad y a relacio-
nes de poder instauradas en este ámbito. Véase Llorente Sánchez-Arjona, M.: «Medidas 
cautelares en los procesos por violencia de género» en Llorente Sánchez-Arjona, M. y 
Zafra Espinosa de los Monteros, R. (Dirs.): La violencia de género en la sombra, Aranzadi, 
Pamplona, 2023, págs. 264-265. 

450	 SSTC 92/2024, de 18 de julio, ECLI:ES:TC:2024:92 y la 89/2024, de 5 de junio, 
ECLI:ES:TC:2024:89.

451	 SSTC 92/2024, de 18 de julio, ECLI:ES:TC:2024:92, FJ 3.º. Para un examen más detallado 
de los argumentos esgrimidos por el Tribunal Constitucional en respuesta al recurso 
de inconstitucionalidad planteado en este caso, se puede consultar: Torres Díaz, M.C.: 
«Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional 92/2024, de 18 de junio [BOE- A-2024-
15427]. El aval constitucional de la perspectiva de género como metodología jurídica y 
herramienta analítica para la igualdad» en reseñas de jurisprudencia, enero-junio 2024, 
Ars Iuris Salmanticensis, Vol. 12, diciembre 2024, págs. 176-180. 
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con un sólido reconocimiento en el ámbito internacional, al estar presentes 
en numerosos acuerdos e instrumentos ratificados por España, así como en 
el marco de la Unión Europea. En consecuencia, sostiene que, lejos de com-
prometer la neutralidad ideológica del Estado, supone «un avance en el res-
peto a los valores constitucionales, especialmente, los recogidos en los arts. 
1.1, 9.2 y 14 CE»452.

Desde este enfoque, la perspectiva de género se alinea con los citados 
mandatos, en la medida en que constituye una herramienta dirigida a evitar 
que los parámetros empleados por el sistema de justicia en la elaboración, 
interpretación y aplicación de la ley refuercen situaciones de desigualdad y, 
por el contrario, favorezcan la igualdad efectiva entre mujeres y hombres en 
el disfrute de sus derechos y libertades453.

A su vez, la capacidad de este instrumento para detectar y eliminar prác-
ticas susceptibles de generar discriminación justifica su utilización prefe-
rente en los procesos por delitos sexuales, un ámbito en el que, como se ha 
señalado, persisten estereotipos de género especialmente perjudiciales, en 
particular los vinculados al arquetipo de la «víctima ideal». En este sentido, 
diversos instrumentos normativos prevén expresamente la incorporación de 
la perspectiva de género en la respuesta judicial frente a las formas de vio-
lencia que afectan de manera desproporcionada a las mujeres, entre ellas la 
violencia sexual.

Desde el ámbito internacional, el Comité CEDAW, a través de su Recomen-
dación núm. 35, subraya la necesaria implementación de la perspectiva de 
género en todas las medidas previstas en su ámbito de aplicación y, en con-
creto, en el ámbito de la prevención, la protección, el enjuiciamiento y el cas-
tigo de la violencia contra la mujer. Conforme a ello apunta que:

«Todas las medidas deberían aplicarse con un enfoque centrado en la 
víctima o superviviente, reconociendo a las mujeres como titulares de derechos 
y promoviendo su capacidad para actuar y su autonomía, en particular la 
evolución de la capacidad de las niñas, desde la infancia hasta la adolescencia. 
Además, las medidas deberían concebirse y aplicarse con la participación de la 
mujer, teniendo en cuenta la situación particular de las mujeres afectadas por 
las formas interrelacionadas de discriminación»454.

Del mismo modo, el apartado segundo del art. 49 del Convenio de Estam-
bul establece la necesaria adopción de la perspectiva de género para procu-

452	 89/2024, de 5 de junio, ECLI:ES:TC:2024:89, FJ 2.º.

453	 García Porres, I. y Subijana Zunzunegui, I.: «El enjuiciamiento penal con perspectiva de 
género», SEPÍN, SP/DOCT/75846 (septiembre), págs. 1-2. 

454	 CEDAW. Recomendación general, núm. 35 sobre el acceso de las mujeres a la justicia, (26 
de julio de 2017), párrafo 28. Disponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/Documen-
tos/BDL/2017/11405.pdf 

https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
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rar una investigación y un enjuiciamiento adecuados en el ámbito de la vio-
lencia sobre la mujer. Así, apunta que:

«Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo necesarias, 
de conformidad con los principios fundamentales de los derechos humanos 
y teniendo en cuenta la perspectiva de género en este tipo de violencia, para 
garantizar una investigación y un procedimiento efectivos por los delitos 
previstos en el presente Convenio».

Asimismo, en el plano nacional, el apartado c) de la LO 10/2022, de 6 de 
septiembre, en coherencia con el diagnóstico que efectúa en su Preámbulo, 
centrado en la persistencia de los estereotipos de género como uno de los 
motivos de perpetuación de la violencia sexual455, dispone que todas las 
administraciones públicas, entre las que necesariamente se incluye la Admi-
nistración de Justicia, deben incorporar un enfoque de género. Según afirma, 
este debe estar basado en la «comprensión de los estereotipos y de las rela-
ciones de género, de sus raíces y de sus consecuencias» y debe operar como 
un principio rector tanto en la aplicación como en la evaluación del impacto 
de las disposiciones de la citada ley.

En esta misma línea, el art. 23 consagra la obligación de garantizar una for-
mación inicial y continua especializada, en todos los niveles de la Administra-
ción, de los profesionales que intervienen en la prevención y respuesta frente 
a las violencias sexuales, a través de un programa marco que incorpore la 
perspectiva de género, el análisis de los estereotipos, el impacto del trauma 
y la prevención de la victimización secundaria, con especial atención a las 
situaciones de discriminación interseccional. Por su parte, el art. 27 extiende 
de manera expresa esta exigencia formativa a los miembros de las Carreras 
Judicial y Fiscal y al personal al servicio de la Administración de Justicia.

Por tanto, y teniendo en cuenta la relevancia que adquiere esta herra-
mienta, especialmente en los contextos de violencia objeto de estudio, es 
preciso averiguar qué concreta función está llamada a cumplir en el proceso 
penal y, en concreto, en los procesos seguidos por estos delitos.

Dada su afirmada vocación de principio informador del ordenamiento jurí-
dico se sostiene que la perspectiva de género debe proyectarse en cualquier 
momento del proceso en el que puedan incidir consideraciones estereotipa-
das sobre el comportamiento que, conforme a roles socialmente preconce-
bidos, se atribuye a mujeres y hombres456. No obstante, antes de proceder a 
analizar cómo opera en cada una de sus fases, resulta necesario abordar la 

455	 Apartado I del Preámbulo de la LO 10/2022, de 6 de septiembre.

456	 Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algu-
nas conjeturas sostenidas en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima 
en el proceso penal desde la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista interna-
cional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, pág. 276-277.
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perspectiva de género desde una delimitación negativa, esto es, aclarando 
qué no debe entenderse que persigue dicho enfoque.

En este sentido, Simó Soler subraya que la incorporación de la perspec-
tiva de género no implica que, por el mero hecho de que el sujeto pasivo sea 
una mujer, deba dictarse necesariamente una condena ni, mucho menos, 
imponerse la pena en su grado máximo. Tampoco puede operar como cri-
terio supletorio en supuestos de insuficiencia probatoria ni justificar la apli-
cación de garantías procesales o de un estándar de prueba diferenciado que 
supongan su rebaja o flexibilización. Así pues, su utilización resulta plena-
mente compatible con el respeto al principio de presunción de inocencia457. 
Por tanto, la autora señala que, muy al contrario de lo que se sostiene desde 
algunos sectores, la perspectiva de género no pretende limitar los derechos 
ni las garantías que rigen el proceso penal, sino favorecer una mayor profun-
dización en la labor indagatoria, orientada a comprender con mayor preci-
sión las circunstancias y el contexto en que se produjeron los hechos458.

En consecuencia, se sostiene que, dado que uno de los principales pro-
blemas derivados del uso de estereotipos de género discriminatorios radica 
en que estos han llegado a adquirir la apariencia de «falsas» máximas de la 
experiencia —al configurarse como generalizaciones carentes de respaldo 
empírico o científico—, la perspectiva de género se presenta como una herra-
mienta idónea para neutralizarlas y restituir su correcta valoración en el razo-
namiento judicial459.

457	 En este último aspecto, la autora subraya de manera expresa la plena compatibilidad de 
la perspectiva de género con el derecho a la presunción de inocencia y advierte del riesgo 
que entrañan aquellas posiciones que propugnan una flexibilización del estándar proba-
torio de «más allá de toda duda razonable» por esta vía. Ello se debe a que, aun cuando 
puedan concurrir contextos caracterizados por una limitada disponibilidad de medios de 
prueba, dichos supuestos suelen ir acompañados de la previsión de sanciones penales 
de especial gravedad que no dejan lugar a ninguna rebaja en el umbral probatorio. Véase 
Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, pág. 130. En consonancia con lo anteriormente expuesto, y en el sentido de 
negar que la aplicación de la perspectiva de género comporte afectación alguna al dere-
cho a la presunción de inocencia, se pronuncia la STS 930/2022, de 30 de noviembre. En 
este sentido, apunta que «(…) contando también con el enfoque de esta perspectiva de 
género, es cierto que los parámetros de la valoración de la prueba en el proceso penal 
deben hacerse respetando siempre la presunción de inocencia y una valoración proba-
toria racional coherente y lógica que mantenga siempre la perspectiva de que las dudas 
deben siempre favorecer al reo. Y aquí una cosa es que se contemple la perspectiva de 
género en el marco de la justicia penal y otra que el análisis de la valoración probatoria 
tenga que llevarse a cabo bajo la preeminencia de las reglas de la presunción de inocencia 
y que en el marco de la duda el beneficio es del reo» (STS 930/2022, de 30 de noviembre, 
ECLI:ES:TS:2022:4489, FJ 6.º). 

458	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, pág. 130. 

459	 Para ejemplificar esta idea, Ramírez Ortiz recurre a un supuesto de «falsa» máxima de la 
experiencia como, por ejemplo, sería la afirmación de que «en las relaciones de depen-
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En este sentido, Ramírez Ortiz explica que la perspectiva de género cum-
ple una doble función, una epistémica y otra heurística. En el primer sentido, 
de acuerdo con la función epistémica, la perspectiva de género permite al 
órgano juzgador tomar conciencia de la eventual presencia de atajos cogni-
tivos en sus procesos de toma de decisiones, advertir la existencia de este-
reotipos subyacentes y tratar de desarticularlos mediante la aplicación de 
la propia perspectiva de género, la cual operaría, desde esta óptica, como 
una máxima de experiencia dotada de valor epistémico puesto que aportaría 
criterios cognoscitivos sobre los que poder realizar inferencias, sin reprodu-
cir roles de género inherentes a las desigualdades de poder entre hombres y 
mujeres.

En el segundo sentido, como función heurística, el autor apunta que las 
máximas de experiencia que proporciona la perspectiva de género también 
se pueden emplear para formular hipótesis adecuadas sobre los hechos de la 
causa. Según afirma, ello tiene una importancia determinante en el marco de 
la investigación en la medida en que indica al investigador qué datos fácticos 
se deben recabar e incorporar, lo que puede ser determinante en la fase pos-
terior de valoración probatoria para prevenir situaciones de impunidad460. 
Por tanto, la perspectiva de género reviste una relevancia decisiva no solo en 
la fase de enjuiciamiento, sino desde el primer contacto de la víctima con el 
sistema de justicia penal.

Ello reviste especial importancia en el ámbito de los delitos sexuales, por 
cuanto la propia decisión de denunciar el hecho delictivo no está exenta de 
prejuicios que pueden desalentar a la víctima a interponer la denuncia, tratar 
de culpabilizarla por lo ocurrido o restar importancia a los hechos y, por ende, 
conducir a no desarrollar una investigación que procure recabar todos los 
vestigios que pueden existir para acreditar el hecho delictivo461. Un ejemplo 

dencia laboral, las mujeres no sufren situaciones de acoso sexual». A este respecto, señala 
que la perspectiva de género tampoco puede operar en sentido inverso convirtiendo tales 
enunciados en máximas de experiencia universales o cuasiuniversales, que condujeran a 
sostener que «en las relaciones de dependencia laboral, las mujeres siempre sufren, o lo 
hacen con un altísimo grado de probabilidad, situaciones de acoso sexual, de modo que 
las mujeres que denuncian estos hechos siempre dicen la verdad». Por el contrario, su 
finalidad consiste en otorgarles su adecuado alcance que, en este caso, supondría afirmar 
que «en las relaciones de dependencia laboral suelen producirse con relativa frecuencia 
situaciones de acoso sexual». Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el 
proceso penal desde la perspectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional 
sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, págs. 230. 

460	 In extenso, véase Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal 
desde la perspectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razona-
miento probatorio, N.1, 2020, pás. 229-231. 

461	 En este sentido, véase: Araya Novoa, M.P.: «Género y verdad. Valoración racional de la 
prueba en los delitos de violencia patriarcal», Revista de Estudios de la Justicia, núm. 32, 
2020, págs. 39-40, Dzura Filipczuk, V.C.: «Los estereotipos de género en los procesos 
penales por violencia sobre la mujer», en Revista Boliviana de Derecho, n.º 40, julio, 2025, 
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ilustrativo de ello lo constituye la Sentencia del Juzgado núm. 3 de Valladolid, 
174/2020, de 13 de octubre462.

La víctima se personó en una comisaría de la Policía Nacional para denun-
ciar unos hechos ocurridos esa misma tarde. En su relato manifestó que 
había acudido al estudio de un tatuador con la finalidad de cubrir un tatuaje 
que llevaba en su cuerpo. Una vez allí, afirmó que, cuando ya se encontraba 
recostada en la camilla, el denunciado comenzó a masajearle el pecho y, 
seguidamente, tras exhibir su pene, procedió a masturbarse encima de ella. 
Además, se ofreció a entregar el pantalón que vestía en el momento de los 
hechos, al considerar que podía contener restos de semen. No obstante, los 
agentes de policía minimizaron el suceso y le recomendaron no denunciar 
puesto que «iba a ser su palabra contra la del denunciado»463.

La mujer no desistió en su empeño de denunciar el suceso y acudió direc-
tamente a sede judicial a comunicar la notitia criminis, donde se incoaron 
diligencias y se dio inicio al proceso judicial que culminó con una sentencia 
condenatoria. La propia resolución subraya la gravedad que poseen estos 
comportamientos que reproducen prejuicios y cuestionan prematuramente 
los hechos, en la medida en que desincentivan a las víctimas y las obligan a 
buscar otras vías de apoyo para conseguir que su iniciativa tenga acogida 
judicial. Asimismo, la sentencia advierte que una investigación más eficaz 
hubiera disminuido la victimización secundaria padecida por la denunciante 
a lo largo del proceso y hubiera contribuido a un mejor esclarecimiento de los 
hechos. Conforme a ello, la resolución afirma que:

«Esta negligencia policial podía haber evitado un enjuiciamiento prolongado, 
pues si un análisis científico determina que en el pantalón de Nuria había 
semen toda excusa del acusado sería ociosa, hubiera evitado el peregrinaje 
de declaraciones y sometimiento a cuestionamiento constante en su versión y, 
desde luego, hubiera facilitado la argumentación de que los hechos ocurrieron 
tal y como lo cuenta Nuria. Cualquier otra víctima menos sensibilizada, cualquier 
otra persona menos beligerante o que se sintiera culpabilizada por lo sucedido 
hubiera abandonado su interés, no ha sido el caso, como también la rectificación 
policial una semana después, aunque perdida ya una prueba importantísima, 
subsanaba en parte la ineficacia inicial»464.

pág. 673 y Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde 
la perspectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento 
probatorio, N.1, 2020, págs. 237-238.

462	 Sentencia del Juzgado núm. 3 de Valladolid, 174/2020, de 13 de octubre, ECLI:ES:JP:2020:41.

463	 De hecho, según apunta la resolución, en el propio atestado se reseñó que «informada de 
la posibilidad de denunciar los hechos y el recorrido de la denuncia, decisión finalmente 
no denunciar los hechos». Sentencia del Juzgado núm. 3 de Valladolid, 174/2020, de 13 de 
octubre, ECLI:ES:JP:2020:41, FJ 1.º. 

464	 Sentencia del Juzgado núm. 3 de Valladolid, 174/2020, de 13 de octubre, ECLI:ES:JP:2020:41, 
FJ 1.º. 
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Por tanto, la eliminación de posibles sesgos en los agentes de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad y, en general, en el personal que asiste a las víctimas 
desde el primer momento en que deciden denunciar los hechos resulta de 
vital importancia, ya que puede condicionar de forma directa no solo la pro-
pia iniciación del proceso, sino también la ulterior valoración de los hechos y, 
en consecuencia, el fallo465.

Asimismo, este último extremo adquiere una relevancia particular en el 
ámbito de los delitos sexuales en los que la única prueba directa disponible 
suele ser la declaración de la víctima. En tales casos, desarrollar una inves-
tigación no estereotipada exige que las indagaciones estén prioritariamente 
orientadas a la búsqueda de datos que pueden resultar decisivos para posi-
bilitar la corroboración externa del testimonio466. Por esta razón, es preciso 
tener presente la necesidad de actuar con celeridad para recabar determi-
nados vestigios que, dada su naturaleza, pueden desaparecer con relativa 
prontitud como, por ejemplo, determinadas muestras biológicas o huellas, 
tal y como se ha apuntado con anterioridad467.

En lo que respecta a la fase de enjuiciamiento, la relevancia de la perspec-
tiva de género se mantiene, en la medida en que su aplicación en la interpre-
tación de los elementos constitutivos de los delitos sexuales permite evitar 
lecturas estereotipadas de conceptos típicos de carácter valorativo y favo-
recer una comprensión contextualizada de las dinámicas de violencia. Del 
mismo modo, la práctica y valoración de la prueba tampoco se encuentran 
exentas de la influencia de sesgos, especialmente en aquellos supuestos en 
los que la declaración de la víctima constituye la principal —y, en ocasiones, la 
única— prueba de cargo. En consecuencia, esta herramienta resulta impres-
cindible para que el relato de la mujer sea evaluado al margen de estereo-
tipos que pretenden erigirse en aparentes criterios de racionalidad, pese a 
configurarse como máximas de experiencia de carácter discriminatorio468.

465	 En esta dirección, veáse: Dzura Filipczuk, V.C.: «Los estereotipos de género en los pro-
cesos penales por violencia sobre la mujer», en Revista Boliviana de Derecho, n.º 40, julio, 
2025, pág. 672. 

466	 En este sentido, se pronuncian: Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el 
proceso penal desde la perspectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional 
sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, págs. 237-238, Fuentes Soriano, O.: «La pers-
pectiva de género en el proceso penal. ¿Refutación? de algunas conjeturas sostenidas en 
el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde 
la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento 
probatorio, N.1, 2020, pág. 277.

467	 En esta línea, véase también: Araya Novoa, M.P.: «Género y verdad. Valoración racional de 
la prueba en los delitos de violencia patriarcal», Revista de Estudios de la Justicia, núm. 
32, 2020, pág. 40.

468	 Hernández Moura, B.: «Consideraciones en clave de género sobre la valoración del testi-
monio en delitos contra la libertad e indemnidad sexuales en atención a la reciente juris-
prudencia del Tribunal Supremo» en Revista General de Derecho Procesal, N.º 59, 2023, 
págs. 21-22.
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En este sentido, se identifican resoluciones en las que el alejamiento de la 
víctima del arquetipo de «víctima ideal» o del comportamiento socialmente 
esperado conduce a poner en duda la verosimilitud de su relato469. Un ejem-
plo paradigmático lo constituye la STS 852/2021, de 4 de noviembre470. En 
los hechos probados se relata que el acusado coincidió con la denunciante 
en un pub, donde entablaron conversación, bailaron y se besaron de forma 
consentida. Posteriormente, el acusado propuso salir a dar un paseo, a lo que 
la denunciante accedió.

Durante el trayecto, y pese a que la denunciante manifestó reiterada-
mente su deseo de regresar a su domicilio, este la condujo hasta el portal 
de su edificio. Allí, y pese a la negativa expresa de la denunciante, el acu-
sado la introdujo en el interior del inmueble y realizó tocamientos de carácter 
sexual, cesando momentáneamente tras la oposición de ésta. Acto seguido, 
el acusado la introdujo por la fuerza en el ascensor con destino a su vivienda, 
intento que fue frustrado por la propia víctima al accionar el descenso. De 
nuevo en el portal, el acusado la inmovilizó, le bajó la ropa interior y, pese a 
la resistencia física y verbal continuada de la denunciante, intentó reiterada-
mente penetrarla vaginalmente. Tras aprovechar la caída de la mujer, el acu-
sado logró inmovilizarla y consumó la penetración vaginal, cesando cuando la 
denunciante consiguió zafarse y huir del lugar.

En primera instancia, la Audiencia Provincial de León condenó al acusado 
por un delito de agresión sexual. No obstante, el Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla y León acordó su absolución basándose en que la conducta de la 
víctima había sido «extraña» desde el momento en que se encontró con el 
acusado en el pub. Conforme a ello, el tribunal de apelación señala que:

«(…) ha de coincidirse necesariamente con la parte apelante en cuanto a que 
la conducta de la denunciante, desde el momento en que conoce al denunciado 
en el pub, resulta ciertamente extraña. Nos referimos a que, partiendo del hecho 
reconocido por ella de que estuvo bailando con él dentro del establecimiento, 
y de que incluso se besaron, así como de que aceptó acompañarle fuera del 
mismo e ir con él a dar un paseo, no resulta lógico ni creíble que, de ser cierto lo 
que también afirma de que el denunciado le propuso ir a su apartamento, oferta 

469	 En este sentido, véase: de Lamo Velado, I.: La credibilidad de las víctimas de violación en 
el proceso penal, Aranzadi, Madrid, 2025, págs. 73 y ss., Hernández Moura, B.: «Conside-
raciones en clave de género sobre la valoración del testimonio en delitos contra la libertad 
e indemnidad sexuales en atención a la reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo» en 
Revista General de Derecho Procesal, N.º 59, 2023, págs. 21 y ss., Dzura Filipczuk, V.C.: 
«Los estereotipos de género en los procesos penales por violencia sobre la mujer», en 
Revista Boliviana de Derecho, n.º 40, julio, 2025, pág. 672, Ibáñez Díez, P.: «La declaración 
de la perjudicada en los procedimientos de violencia de género: una aproximación crítica 
desde el ejercicio de la abogacía», en Journal of Feminist Gender and Women Studies 1, 
enero 2015, pág. 66.

470	 STS 852/2021, de 4 de noviembre, ECLI:ES:TS:2021:4148. 
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que ella rechazó, sin embargo continuase con él no solo durante el paseo, sino 
que, al llegar al portal de la casa donde se ubica aquél, llegase incluso a entrar 
dentro del portal»471.

Finalmente, el Tribunal Supremo resuelve el recurso de casación y anula 
la sentencia dictada en segunda instancia al reconocer en su fundamenta-
ción la utilización de máximas de experiencia sustentadas en estereotipos 
de género, cuya aplicación resultaba lesiva para la adecuada valoración del 
testimonio de la víctima. Así, el Alto Tribunal afirma que:

«Tras el control casacional que nos corresponde apreciamos que la revocación 
de la sentencia de primera instancia y la consiguiente absolución del acusado 
se basa, en primer término, en máximas de experiencia del propio Tribunal 
que implican prejuicios por parte del mismo en cuanto a su extrañeza de la 
conducta de la denunciante desde el momento que conoce al acusado en el pub. 
Asimismo, pese a afirmar el Tribunal que no ha quedado probado móvil espurio 
alguno —todo ello tras un discurso con distintas conjeturas y estereotipos de 
género realizados por la Sala sin cita de apoyo probatorio alguno— afirma que 
el testimonio de la víctima no supera los parámetros de credibilidad objetiva o 
verosimilitud»472.

Este no constituye un supuesto aislado, sino que pueden identificarse 
otros casos en los que el propio comportamiento de la víctima también se 
utiliza para poner en duda su credibilidad, apoyándose para ello en premi-
sas estereotipadas basadas en su comportamiento «esperable». A este 
respecto, también se puede traer a colación algunas resoluciones como la 
SAP Barcelona, 399/2019, de 6 de junio473. En esta resolución, la denunciante 
sostuvo que el acusado, bajo el pretexto de trasladarla al colegio para reco-
ger a su hijo, la llevó al parking subterráneo de un centro comercial, donde la 
agredió sexualmente. No obstante, aun cuando la mujer presentaba diversas 
lesiones y requirió tratamiento psicológico posterior, el tribunal concluyó que 
su declaración no resultaba verosímil. Entre los argumentos sostuvo que, de 
ser cierto el relato, el comportamiento «esperable» de la víctima durante el 
trayecto en coche hubiera sido abandonar el vehículo, pese a encontrarse en 
marcha:

«(…) es difícilmente comprensible que en un trayecto como el existente 
desde el lugar en que la Sra. María Cristina se percató de que el acusado no la 
llevaba hasta el colegio donde había de recoger a su hijo ya que iba en dirección 
opuesta, hasta el centro comercial, no se bajara del turismo cuando el mismo 

471	 STSJ Castilla y León, Sección 1.ª, 50/2019, de 10 de septiembre, ECLI:ES:TSJCL:2019:3394, 
FJ 4.º. 

472	 STS 852/2021, de 4 de noviembre, ECLI:ES:TS:2021:4148, FJ 2.º.

473	 SAP Barcelona, Sección 2, 399/2019, de 6 de junio, ECLI:ES:APB:2019:8750.
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tuvo necesariamente que detenerse en varias ocasiones al obligarlo así, como 
mínimo, alguno de los semáforos que se fueron encontrando»474.

En la misma línea, cabe destacar la SAP Granada núm. 532/2017, de 7 de 
noviembre475. En este caso, la denunciante manifestó que el acusado, para 
quien había trabajado durante nueve años como asistenta de limpieza, apro-
vechaba tanto los trayectos en los que la trasladaba a su domicilio —al care-
cer ella de medios propios de transporte— como los momentos en que se 
encontraban en la vivienda de aquel para realizarle tocamientos de carácter 
sexual en los muslos, la vagina, los pechos y los glúteos. Ante ello, la resolu-
ción cuestiona el hecho de que la denunciante siguiera acudiendo al trabajo 
y permitiendo que el acusado la condujera hasta su domicilio extremos que, 
según el relato, merman su credibilidad. Así, la resolución apunta que:

«El juzgador expone en la sentencia su incomprensión, por falta de lógica 
suficiente en la versión de la testigo, de que no intentara cortar las situaciones 
de este tipo aquellas ocasiones en que podía evitarlas si tanto le pesaban y 
mortificaban, como las de los trayectos en coche. El razonamiento es desde 
luego aplastante, pues no se entiende qué tipo de obstáculos tenía D.ª Inocencia 
para volver a su casa tras el trabajo por medios propios (transporte público, 
vehículo privado...)»476.

Mención aparte merece el indicio valorado en la SAP Soria 72/2012, de 15 
de octubre477. En este caso no se acordó la absolución, sino la condena del 
procesado por un delito de abusos sexuales. El tribunal tomó en conside-
ración el comportamiento previo de la víctima en el ámbito sexual, pero no 
como un indicio de apoyo a la absolución, sino precisamente a la condena. En 
este sentido, la Sala razona que:

«No debemos de olvidar que D.ª Esmeralda no había mantenido relación 
sexual alguna completa hasta el día de la fecha, contando con 19 años de edad. 
Es decir, no se trataba de una persona promiscua y aún cuando había participado 
en varias ocasiones en distintas celebraciones junto con sus compañeros de 
curso, y había filtreado o se había besado —según reconoció ella misma— con 
otros chicos, es evidente que no había mantenido relaciones sexuales con 
ninguno. Si no las había mantenido con conocidos difícilmente es comprensible 
que las hubiera tenido con un desconocido»478.

474	 SAP Barcelona, Sección 2.ª, 399/2019, de 6 de junio, ECLI:ES:APB:2019:8750.

475	 SAP Granada Sección 2.ª, 532/2017, de 7 de noviembre, ECLI:ES:APGR:2017:1183.

476	 SAP Granada Sección 2, 532/2017, de 7 de noviembre, ECLI:ES:APGR:2017:1183, FJ 3.º. 

477	 SAP Soria 72/2012, de 15 de octubre, ECLI:ES:APSO:2012:232.

478	 SAP Soria 72/2012, de 15 de octubre, ECLI:ES:APSO:2012:232, FJ 4.º.
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En este caso, el Tribunal utiliza lo que Simó Soler denomina un «estereotipo 
favorable», puesto que bajo una máxima de experiencia sesgada se refuerza 
positivamente la credibilidad del testimonio de la mujer. Sin embargo, como 
advierte la propia autora, el inconveniente de este tipo de estereotipos es que 
pueden operar de forma inversa en otros supuestos, sirviendo para desacre-
ditar a las víctimas cuyo comportamiento no se ajusta a ese patrón479. En este 
caso, la lógica de la anterior deducción conduciría a pensar que una persona 
promiscua o que ha mantenido relaciones sexuales con varias personas, pese 
a su juventud, sí vería cuestionado su relato en este extremo.

Por todo lo expuesto, Hernández Moura subraya la necesidad de incor-
porar la perspectiva de género en la valoración del testimonio de la víctima, 
especialmente en supuestos de violencia sexual, dada su capacidad para 
cuestionar determinadas máximas de experiencia «pretendidamente neu-
tras al género» que pueden desembocar en un juicio desfavorable sobre la 
credibilidad de su relato480.

Asimismo, en este ámbito se plantea una cuestión especialmente contro-
vertida relativa al papel que puede desempeñar la perspectiva de género en 
relación con un aspecto concreto de la valoración del testimonio de la víctima, 
como es la exigencia de corroboración externa de su declaración. En estos 
supuestos, Ramírez Ortiz y Fuentes Soriano coinciden en destacar la relevan-
cia que posee esta herramienta en la fase de investigación para la obtención 
de elementos objetivos y externos al propio relato que puedan servir, en el 
momento de la valoración probatoria, de apoyo a la declaración de la víctima. 
No obstante, discrepan en relación con el papel que dicha herramienta puede 
desempeñar en la identificación y apreciación de los elementos susceptibles 
de cumplir esa función corroboradora481.

En este sentido, el autor sostiene que la función principal de la perspec-
tiva de género se despliega en la fase de investigación y que, por tanto, dicha 
herramienta carece de virtualidad en aquellos supuestos en los que el testi-
monio de la víctima no se encuentra corroborado por elementos objetivos y 

479	 Simó Soler, E.: Estereotipos de género en procesos por violencia sexual, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2024, pág. 174.

480	 Asimismo, la autora propone revisar los parámetros de valoración del testimonio de la 
víctima con el objetivo de disociar de la valoración probatoria la subjetividad que repre-
senta un sesgo que puede distorsionar el análisis de la fiabilidad del testimonio. Hernán-
dez Moura, B.: «Consideraciones en clave de género sobre la valoración del testimonio en 
delitos contra la libertad e indemnidad sexuales en atención a la reciente jurisprudencia 
del Tribunal Supremo» en Revista General de Derecho Procesal, N.º 59, 2023, pág. 32.

481	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la perspec-
tiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probatorio, N.1, 
2020, pág. 220-231 y Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género en el proceso penal. 
¿Refutación? de algunas conjeturas sostenidas en el trabajo de Ramírez Ortiz "El testimonio 
único de la víctima en el proceso penal desde la perspectiva de género"», en Quaestio Facti. 
Revista internacional sobre razonamiento probatorio, N.1, 2020, pág. 278 y 284.
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externos482. Frente a esta posición, la autora, aun reconociendo que el testi-
monio no corroborado no resulta suficiente para fundamentar una condena, 
pone de relieve la especial relevancia que puede adquirir la perspectiva de 
género en este ámbito. En particular, sostiene una concepción débil de la exi-
gencia de corroboración, conforme a la que los elementos de apoyo externo a 
la declaración de la víctima no han de recaer necesariamente sobre el núcleo 
del hecho delictivo, sino que pueden proyectarse también sobre circunstan-
cias periféricas o contextuales que contribuyan a dotar de verosimilitud al 
relato483. Por tanto, Fuentes Soriano concluye en que:

«Interpretar, pues, con perspectiva de género cuál es el objeto de la 
corroboración requerida para considerar fiable el testimonio de la víctima se 
convierte en un primer paso necesario para dotar de sentido a la afirmación 
de que el testimonio único de la víctima puede alcanzar virtualidad probatoria 
suficiente para destruir la presunción de inocencia que asiste al acusado»484.

En contra de estas posiciones, Gama Leyva sostiene que la incorporación 
de la perspectiva de género en la valoración probatoria obliga a reconocer 
la posible suficiencia del testimonio de la víctima como fundamento de una 
condena aun cuando no se encuentre respaldado por elementos externos y 
objetivos de corroboración. A su juicio, la regla relativa a la insuficiencia del 
testimonio único no corroborado refleja una desconfianza estructural hacia 
la declaración de la víctima y, en particular, al testimonio de la mujer. Desde 
esta perspectiva, el autor sostiene que la carencia de elementos objetivos 
de corroboración podría suplirse mediante la práctica de una prueba pericial 
psicológica orientada a la evaluación de la credibilidad del testimonio de la 
víctima, en la medida en que esta podría suponer un elemento de apoyo con 
relevancia para la valoración judicial del testimonio485.

No obstante, este último planteamiento suscita relevantes tensiones con 
el derecho fundamental a la presunción de inocencia y, en particular, en su 
vinculación con las exigencias de motivación judicial y con la prohibición de 
arbitrariedad. La principal razón radica en que la carencia de corroboracio-

482	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probato-
rio, N.1, 2020, pág. 212-216.

483	 Esta postura coincide con lo que, en relación con la declaración de la víctima, se ha deno-
minado «corroboración en sentido débil». Fuentes Soriano, O.: «La perspectiva de género 
en el proceso penal. ¿Refutación? de algunas conjeturas sostenidas en el trabajo de 
Ramírez Ortiz "El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la perspectiva 
de género"», en Quaestio Facti. Revista internacional sobre razonamiento probatorio, N.1, 
2020, pág. 283-284.

484	 Fuentes Soriano, O.: «Perspectiva de género y enjuiciamiento» en Cerrato Guri, E.: La 
prueba de la violencia de género y su problemática judicial, La Ley, Madrid, 2022, pág. 89. 

485	 Gama Leyva, R.: «Prueba y perspectiva de género. Un comentario crítico», Quaestio facti. 
Revista Internacional sobre razonamiento probatorio, N. 1, 2020, Madrid, págs. 295-298. 
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nes externas tiende a desplazar el juicio probatorio hacia parámetros subje-
tivos relativos a la persona del testigo —como su actitud, su comportamiento 
o su apariencia— o hacia la sola coherencia interna del relato, elementos que 
resultan insuficientes para sustentar, por sí mismos, un juicio positivo de cre-
dibilidad. Ello conduce a una valoración centrada en la credibilidad subjetiva 
del declarante y no en la fiabilidad objetiva de la información suministrada, 
lo que implica el riesgo de debilitar las exigencias de racionalidad y justifica-
ción de la decisión probatoria que se derivan del derecho a la presunción de 
inocencia486.

En resumen, se puede afirmar que el Derecho puede contribuir tanto 
a consolidar las desigualdades de género como a superarlas, lo que exige 
incorporar de forma efectiva la perspectiva de género en su interpretación 
y aplicación judicial487. Así pues, esta herramienta adquiere una relevancia 
decisiva en los procesos seguidos por delitos sexuales, ámbito en el que los 
sesgos de género presentan una especial incidencia. Su aplicación resulta 
imprescindible tanto en la fase de instrucción, con el objetivo de intensificar 
la obtención de elementos que puedan servir posteriormente para corrobo-
rar el testimonio de la víctima, como en la fase de enjuiciamiento, no solo para 
interpretar adecuadamente los elementos constitutivos del delito, sino en el 
momento de valorar la declaración de la víctima conforme a los parámetros 
establecidos por la jurisprudencia del Tribunal Supremo.

6. La prueba del consentimiento sexual: núcleo de la 
controversia probatoria

Desde una perspectiva probatoria, el consentimiento de la víctima cons-
tituye el elemento central en el análisis de la violencia sexual y, en particular, 
del delito de agresión sexual, en cuanto constituye una de sus manifestacio-
nes más frecuentes. La determinación de su concurrencia en el caso con-
creto representa uno de los principales obstáculos en la investigación y acre-
ditación de estas conductas delictivas.

En los modelos tradicionales de regulación penal, los delitos sexuales se 
configuraban fundamentalmente en torno a la violencia y la intimidación, de 
modo que el elemento central de la conducta típica residía en la coacción 
ejercida sobre la víctima. En la configuración contemporánea de estos deli-
tos, en cambio, el consentimiento ha pasado a erigirse como el criterio deter-

486	 Ramírez Ortiz, J.L.: «El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la pers-
pectiva de género (2): respuesta a los comentarios sobre el "El testimonio único de la víc-
tima en el proceso penal desde la perspectiva de género"» en Quaestio facti. Revista Inter-
nacional sobre razonamiento probatorio, N. 2, 2021, Madrid, págs. 343-344.

487	 Llorente Sánchez-Arjona, M.: Justicia con perspectiva de género. El nuevo paradigma en 
la lucha contra la violencia de género, Aranzadi, Pamplona, 2021, págs. 52-53.
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minante para delimitar la frontera entre la sexualidad lícita y la conducta 
penalmente relevante. No obstante, el tránsito hacia este nuevo enfoque, 
centrado en la ausencia de consentimiento, plantea importantes dificulta-
des derivadas de la propia naturaleza de este elemento, especialmente en el 
ámbito probatorio488.

Este nuevo paradigma ha obligado a indagar en lo que se ha denominado 
la ontología del consentimiento, cuyo análisis ha sido desarrollado especial-
mente en la doctrina angloamericana. Desde esta perspectiva, se distinguen 
dos concepciones del consentimiento, una actitudinal y otra comunicativa 
o performativa. La primera concibe el consentimiento como la disposición 
interna de aceptación del sujeto respecto del acto sexual, esto es, como 
un estado mental de voluntad favorable a la realización de la conducta que 
no requiere necesariamente una manifestación externa489. En este sentido, 
Hurd lo describe como un elemento capaz de transformar una acción moral-
mente reprochable en una actuación perfectamente legítima, incluso desea-
ble, desde el punto de vista personal o ético490. Así, quien consiente sabe que 
ha consentido y ese asentimiento interno del sujeto únicamente puede ser 
aprehendido en la medida en que la persona decida exteriorizarlo, aunque 
ello no es imprescindible para que surta efectos jurídicos491.

Al respecto, Ramos Vázquez considera que esta concepción se apoya en 
una visión antropológica de raíz cartesiana, que separa cuerpo y mente como 
esferas diferenciadas, ubicando en esta última las intenciones, sensaciones 
y sentimientos, y atribuyéndole un carácter esencialmente inaccesible a ter-
ceros. Así, señala que esta interpretación entraña un riesgo evidente, ya que, 
si el consentimiento se identifica con un proceso puramente interno, se con-
vierte en un auténtico «arcano de la mente», cuya reconstrucción en el pro-

488	 En esta dirección: Faraldo Cabana, P.: «"Solo sólo sí es sí": Hacia un modelo comunicativo 
del consentimiento en el delito de violación» en Acale Sánchez, M., Miranda Rodrígues, 
A. y Nieto Martín, A. (Coords.): «Reformas penales en la península ibérica: A "jangada de 
pedra"?», Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, Colección: Derecho Penal y Derecho 
Procesal Penal, n.º 10, julio 2021, págs. 265-267. Disponible en: https://www.boe.es/biblio-
teca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DP-2021-199.

489	 Westen, P.: The logic of consent. The Diversity and Deceptiveness of Consent as a Defense 
to Criminal Law, Routledge, London, New York, 2016, págs. 25 y ss., Alexander, L.: «The 
ontology of Consent», en Analytic Philosophy, Vol. 55, núm. 1, págs. 165 y ss., Hurd, H.: 
«The normative Force of Consent» en: Müller, A. y Schaber, P. (Eds.), The Routledge 
Handbook of Ethics of Consent, Routledge, New York, 2018, págs. 44 y ss. y Bergelson, V.: 
«The meaning of consent» en Ohio State Journal of Criminal Law, 12, págs. 172 y ss.

490	 Así, la autora explica que el consentimiento permite convertir una agresión en un placaje 
de fútbol, un secuestro en una excursión de domingo o un allanamiento de morada en una 
cena festiva. Hurd, H.: «Blaming the victim: a response to the proposal that Criminal Law 
recognize a general defense of contributory responsability», Buffalo Criminal Law Review, 
8, 2005, pág. 504. 

491	 Bergelson, V.: «The meaning of consent» en Ohio State Journal of Criminal Law, 12, pág. 172.

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DP-2021-199
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DP-2021-199
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ceso penal resulta extraordinariamente compleja por su carácter subjetivo y 
abstracto492.

Frente a ello, se desarrollan concepciones de carácter performativo o 
comunicativo, que entienden el consentimiento no como un estado mental 
aislado, sino como un fenómeno que adquiere relevancia jurídica en la medida 
en que se exterioriza493. En consecuencia, estas posturas ponen énfasis en la 
importancia de los criterios externos y observables para la comprensión de 
los estados mentales494.

Desde esta perspectiva, el consentimiento no se concibe como una rea-
lidad puramente subjetiva e interna en la que deba indagarse, sino que se 
configura como la manifestación externa de la voluntad del sujeto respecto 
de un acto sexual concreto, manifestación especialmente relevante en el 
ámbito jurídico-penal495. Así, puesto que el consentimiento se entiende como 
un acto comunicativo, el órgano judicial debe centrarse en rastrear las dis-
tintas interacciones que rodean el contacto sexual496. El problema que surge 
entonces consiste en determinar qué tipo de comunicación resulta necesa-
ria para considerar acreditada, o no, la existencia de consentimiento en este 
ámbito497.

Para dar respuesta a dicha cuestión, surgen distintos modelos de regulación 
de los delitos sexuales basados en el consentimiento, que buscan concretar 
pautas normativas y criterios de valoración destinados a ofrecer mayor claridad 
sobre cuándo puede considerarse válidamente expresada la voluntad sexual de 
la persona y, con ello, a dotar de mayores herramientas interpretativas a la labor 

492	 Ramos Vazquez, J.A.: «Algunos problemas conceptuales y epistemológicos de la defi-
nición de consentimiento sexual en la llamada ley del "solo sí es sí"», Teoría y Derecho, 
Revista de pensamiento jurídico, n.º 34, 2023, págs. 233-235. Disponible en: https://teo-
riayderecho.tirant.com/index.php/teoria-y-derecho/article/view/761 

493	 Mcgregor, J.: «It is Rape? On Acquaintance Rape and Taking Women’s Consent Seriously», 
Ashgate, Hampshire, 2007, pág. 125 y ss. y Feinberg, J.: Harm to Self, Oxford University 
Press USA, 1986, págs. 172 y ss.

494	 En este sentido, véase los modelos propuestos, entre otros, por Hörnle, T.: «Violación 
como relaciones sexuales no consentidas» (Trad. Corina Engelmann), en Letra: Derecho 
Penal, Año VI, número 10, 2020, págs. 197-217, Schulhofer, S.J.: «Reforming Law of Rape», 
Law & Inequality: A journal of Theory and Practice, 35, págs. 335-352 y lo dispuesto por 
Gruber, A.: «Consent confusión», Cardozo Law Review, 38, 2016, págs. 421-429.

495	 Hörnle, T.: «Violación como relaciones sexuales no consentidas» (Trad. Corina Engel-
mann), en Letra: Derecho Penal, Año VI, número 10, 2020, págs. 202-203.

496	 Wertheimer, A.: Consent to sexual Relations, Cambridge University Press, 2003, pág. 144, 
Hörnle, T.: «Violación como relaciones sexuales no consentidas» (Trad. Corina Engel-
mann), en Letra: Derecho Penal, Año VI, número 10, 2020, págs. 202-203.

497	 Hörnle, T.: «Violación como relaciones sexuales no consentidas» (Trad. Corina Engel-
mann), en Letra: Derecho Penal, Año VI, número 10, 2020, pág. 203.

https://teoriayderecho.tirant.com/index.php/teoria-y-derecho/article/view/761
https://teoriayderecho.tirant.com/index.php/teoria-y-derecho/article/view/761
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probatoria en este ámbito498. Estos enfoques consideran que la comunicación 
puede adoptar formas diversas, no solo con palabras, sino también mediante 
gestos, actitudes, omisiones o la propia participación en la interacción sexual499.

En este escenario, se distinguen dos modelos de regulación basados en el 
consentimiento, por un lado, el modelo veto o del «no es no» y, por otro lado, 
el del consentimiento afirmativo o del «solo sí es sí». En el primer enfoque, el 
consentimiento se entiende como un permiso unilateral, esto es, como una 
habilitación para que otra persona pueda actuar sobre el cuerpo ajeno. Desde 
esta perspectiva, quien propone iniciar el contacto debe esperar a que el otro 
participante le autorice para ello. Ello implica que el rechazo o la negativa por 
parte de la persona a la que se propone el contacto determinará la ilicitud de 
la conducta500. En el segundo enfoque, el consentimiento se concibe como 
una disposición bilateral, esto es, como el acuerdo alcanzado entre quienes 
intervienen en el contacto sexual acerca de sus deseos y preferencias, fruto 
de un proceso de comunicación y cooperación recíproca. Desde esta óptica, 
la ilicitud de la conducta vendrá determinada por la ausencia de una manifes-
tación afirmativa de conformidad respecto de las propuestas o avances que 
se produzcan durante el desarrollo del acto sexual501.

Este último paradigma ha adquirido especial relevancia en los últimos 
años, reflejándose en las reformas legislativas de numerosos Estados, entre 
ellos, España mediante la reforma penal introducida en el ámbito del delito 
de agresión sexual por parte de la LO 10/2022, de 6 de septiembre. Ello se 
debe, en buena medida, a la influencia del Convenio de Estambul que en su 
art. 36.2 consagra el consentimiento afirmativo como elemento central de la 
violencia sexual502. Para un importante sector, este enfoque representa una 

498	 Malón Marco, A.: La doctrina del consentimiento afirmativo, Thomson Reuters Aranzadi, 
Pamplona, 2020, págs. 61 y ss. 

499	 Hörnle, T.: «Violación como relaciones sexuales no consentidas» (Trad. Corina Engel-
mann), en Letra: Derecho Penal, Año VI, número 10, 2020, pág. 203.

500	 John Gardner sostiene que, en este tipo de situaciones, el hombre suele asumir el papel 
activo en la interacción sexual, en la medida en que habitualmente se le atribuye la iniciativa 
de recabar el consentimiento, mientras que la mujer aparece como la parte encargada de 
otorgarlo o negarlo. Gardner, J.: «The opposite of Rape», Oxford Journal of Legal Studies, 
vol. 38, núm. 1, 2018, pág. 55. Al respecto, véase también: Pineau, L.: «Date rape: A feminist 
Analysis» en Francis, L.: Date Rape, The Pennsylvania State University Press, 1996, pág. 15. 

501	 Gardner, J.: «The opposite of Rape», Oxford Journal of Legal Studies, vol. 38, núm. 1, 2018, 
pág. 55. Al respecto, véase también: Pineau, L.: «Date rape: A feminist Analysis» en Fran-
cis, L.: Date Rape, The Pennsylvania State University Press, 1996, pág. 15. 

502	 El art. 36 del Convenio de Estambul señala que: «1. Las Partes adoptarán las medidas 
legislativas o de otro tipo necesarias para tipificar como delito, cuando se cometa inten-
cionadamente: a) la penetración vaginal, anal u oral no consentida, con carácter sexual, 
del cuerpo de otra persona con cualquier parte del cuerpo o con un objeto; b) los demás 
actos de carácter sexual no consentidos sobre otra persona; c) el hecho de obligar a otra 
persona a prestarse a actos de carácter sexual no consentidos con un tercero. 2. El con-
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evolución positiva —un «paso adelante»—, no solo en relación a los modelos 
centrados en los medios comisivos, sino también respecto del modelo del 
veto, en la medida en que este tiende a situar a los participantes en una rela-
ción sexual en una posición desigual, al asumir que uno propone y el otro se 
limita a aceptar o rechazar el contacto503.

Asimismo, se entiende que el modelo del «solo sí es sí» ofrece una protec-
ción más eficaz a las víctimas de delitos sexuales en comparación con los 
modelos anteriormente mencionados504. La razón radica en que este enfo-
que parte de la premisa de que solo puede apreciarse la existencia de con-
sentimiento cuando se ha manifestado afirmativamente la voluntad sexual. 
En consecuencia, la adopción por parte de la víctima de una actitud pasiva 
frente al contacto, sin que existan signos de los que pueda inferirse su anuen-
cia, debe entenderse necesariamente como expresión de la inexistencia de 
consentimiento505. Este extremo constituye una diferencia sustancial res-
pecto del denominado modelo del veto, en la medida en que este último 
opera sobre la presunción de consentimiento en ausencia de una negativa 
expresa por parte de la víctima. En este sentido, se explica que:

«La primera opción [el modelo del veto] dice que para probar la falta de 
voluntad, debe haber alguna protesta verbal. La segunda opción [el modelo del 
consentimiento afirmativo] dice que debemos asumir la falta de consentimiento 
a menos que haya un permiso afirmativo claro. En la primera opción, el silencio y 

sentimiento debe prestarse voluntariamente como manifestación del libre arbitrio de la 
persona considerado en el contexto de las condiciones circundantes».

503	 En este sentido, Silvina Álvarez sostiene que tanto el modelo del veto como el del consenti-
miento afirmativo no se limitan a ofrecer diferentes esquemas normativos sobre el consenti-
miento, sino que expresan concepciones contrapuestas acerca de la sexualidad y de las diná-
micas de poder que la atraviesan. De modo que, mientras que este último pretende configurar 
el consentimiento como un consenso entre los participantes, el primero parece centrarse en 
la propuesta de una de las partes —el hombre— y dejar de lado los deseos y pretensiones de la 
otra parte —la mujer— contribuyendo, por tanto, a perpetuar un modelo de sociedad patriarcal 
y desigualitaria. Álvarez Medina, S.: «El consentimiento sexual afirmativo y los estándares pro-
batorios», Estudios, Jueces y Juezas para la democracia, n.º 105, diciembre, 2022, págs. 38-41. 

504	 Oxford Pro Bono Publico (OPBP) & Right to Equality: «Affirmative Consent in the Law of 
Sexual Offences in Commonwealth Jurisdictions», University of Oxford, Faculty of Law, 
January 2024, pág. 9. 

505	 Schulhofer, S.J.: «Reforming Law of Rape», Law & Inequality: A journal of Theory and 
Practice, 35, págs. 345, Malón Marco, A.: La doctrina del consentimiento afirmativo, 
Thomson Reuters Aranzadi, Pamplona, 2020, pág. 63, Pereira Garmendia, M.M.: Buscando 
un consenso sobre el consentimiento en los delitos sexuales. Un enfoque desde la evo-
lución de la legislación británica y un aviso a navegantes (o a legisladores ociosos), Ed. 
Reus, Madrid, 2021, pág. 92-96, Faraldo Cabana, P.: «"Solo sólo sí es sí": Hacia un modelo 
comunicativo del consentimiento en el delito de violación» en Acale Sánchez, M., Miranda 
Rodrígues, A. y Nieto Martín, A. (Coords.): «Reformas penales en la península ibérica: A 
"jangada de pedra"?», Boletín Oficial del Estado, Colección: Derecho Penal y Derecho Pro-
cesal Penal, n.º 10, julio 2021, pág. 269.
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la pasividad siempre implican consentimiento; en la segunda opción, el silencio 
y la pasividad siempre significan que no hay consentimiento»506.

Por tanto, un sector de la doctrina afirma que el «solo sí es sí» otorga una 
mayor protección a las víctimas que se quedan en shock frente al ataque y 
no son capaces de exteriorizar una negativa ante el acto sexual indeseado, 
por cuanto impone entender que en estos casos no existe consentimiento507. 
Este extremo reviste de vital importancia puesto que, frente a la imagen ins-
taurada en el imaginario colectivo de una víctima que se resiste activamente, 
grita o huye, se sostiene que, ante una agresión sexual, es frecuente que la 
víctima permanezca callada o adopte una actitud pasiva durante el encuen-
tro508. No obstante, desde el punto de vista probatorio, estas situaciones con-

506	 Schulhofer, S.J.: «Reforming Law of Rape», Law & Inequality: A journal of Theory and Prac-
tice, 35, págs. 344. En idéntico sentido: Hörnle, T.: «Violación como relaciones sexuales no 
consentidas» (Trad. Corina Engelmann), en Letra: Derecho Penal, Año VI, número 10, 2020, 
pág. 203 y Álvarez Medina, S.: «El consentimiento sexual afirmativo y los estándares proba-
torios», Estudios, Jueces y Juezas para la democracia, n.º 105, diciembre, 2022, págs. 35-52 
y Faraldo Cabana, P.: «"Solo sólo sí es sí": Hacia un modelo comunicativo del consentimiento 
en el delito de violación» en Acale Sánchez, M., Miranda Rodrígues, A. y Nieto Martín, A. 
(Coords.): «Reformas penales en la península ibérica: A "jangada de pedra"?», Boletín Oficial 
del Estado, Colección: Derecho Penal y Derecho Procesal Penal, n.º 10, julio 2021, pág. 269.

507	 Little, N.J.: From No means No to Only Yes means Yes: The rational Results of Affirma-
tive Consent Standard in Rape Law, Vanderbilt Law Review, 58, pág. 1347, Schulhofer, 
S.J.: «Reforming Law of Rape», Law & Inequality: A journal of Theory and Practice, 35, 
págs. 344, Hörnle, T.: «Violación como relaciones sexuales no consentidas» (Trad. Corina 
Engelmann), en Letra: Derecho Penal, Año VI, número 10, 2020, pág. 203 y Álvarez Medina, 
S.: «El consentimiento sexual afirmativo y los estándares probatorios», Estudios, Jueces 
y Juezas para la democracia, n.º 105, diciembre, 2022, pág. 42, Malón Marco, A.: La doc-
trina del consentimiento afirmativo, Thomson Reuters Aranzadi, Pamplona, 2020, pág. 66.

508	 De la Cruz Fortún, M.A.: Factores predictores del impacto psicopatológico en víctimas 
de agresión sexual, Tesis doctoral publicada por el Ministerio de Sanidad, Servicios Socia-
les e Igualdad, COLECCIÓN: Premio de la Delegación del Gobierno para la Violencia de 
Género a Tesis Doctorales sobre Violencia de Género, 2017, págs. 70-71. Disponible en: 
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Tesis3_Factores_Predic-
tores.pdf?utm, de la Torre Laso, J.: «Tonic Immobility in Victims of Sexual Violence in the 
Spanish Forensic Context», Journal of Forensic Research, Volume 14:04, 2023, pág. 561, 
Marco Francia, M.P.: «Victimización secundaria en los delitos sexuales. Consentimiento 
y enjuiciamiento a la víctima. Con especial referencia al caso de "La Manada"» en Faraldo 
Cabana, P. y Acale Sánchez (Dir.) y Rodríguez López, S. y Fuentes Loureiro, M.A. (Coord.): 
La Manada: un antes y un después en la regulación de los delitos sexuales en España, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2018, págs. 323-324. También diversos estudios en los que se 
indagará con posterioridad: Galliano, G., Noble, L.M., Travis, L.A., and Puechl, C.: «Vic-
tim reactions during rape/sexual assault: A preliminary study of the immobility response 
and its correlates», J Interpers Violence, 8 (1993): 109-114, Möller, A., Söndergaard, H. 
P., y Helström, L.: «Tonic immovility during sexual assault- a common reaction predicting 
post traumatic strees disorder and severe depression», Nordic Federation of societes of 
Obstetrics and Gynecology, Acta Obstetria et Gynecologia Scandinavica, 96 (2017), pág. 
932, Kalaf, J., Freire Coutinho, E.S., Pereira Vilete, L.M., Pires Luz, M., Berger, W., Mend-
lowicz, M., Volchan, E., Baxter Andreoli, S., Quintana, M.I., de Jesús Mar, J. y Figueira, 

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Tesis3_Factores_Predictores.pdf?utm
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/Tesis3_Factores_Predictores.pdf?utm
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tinúan generando una dificultad evidente en la medida en que, en ocasiones, 
resulta complejo determinar cuándo el silencio puede interpretarse como 
manifestación de una relación consentida y cuándo constituye, por el contra-
rio, una reacción de la víctima frente a una conducta sexual no deseada. Esta 
cuestión adquiere especial relevancia si se tiene en cuenta que, en el ámbito 
de las relaciones sexuales, el consentimiento suele manifestarse de forma 
implícita o tácita y no necesariamente mediante una expresión verbal509.

En sintonía con los postulados del consentimiento afirmativo, el legisla-
dor español introdujo, mediante la reforma del delito de agresión sexual 
operada por la LO 10/2022, de 6 de septiembre, una definición de consen-
timiento sexual en los siguientes términos: «Sólo se entenderá que hay con-
sentimiento cuando se haya manifestado libremente mediante actos que, en 
atención a las circunstancias del caso, expresen de manera clara la voluntad 
de la persona» (art. 178.1 CP). Este cambio ha suscitado un debate en el plano 
doctrinal en torno a su interpretación y delimitación, con relevantes implica-
ciones en el plano probatorio. Mientras que un sector doctrinal se muestra 
crítico con esta formulación y apunta al riesgo de una eventual exclusión de la 
validez del consentimiento otorgado de manera tácita —en particular, por la 
referencia a «actos» que «expresen de manera clara»510—, otro sector doctri-

I.: «Sexual Trauma is more strongly associated with tonic immobility tan others types of 
trauma- A population based study», Journal of Affective Disorders, 215 (2017), págs. 73-74.

509	 De la Torre Laso, J.: «El consentimiento de las relaciones sexuales. Un análisis de su sig-
nificado y las variables implicadas», Revista de Estudios Jurídicos y Criminológicos, n.º 
8, Universidad de Cádiz, 2023, pág. 283. Asimismo, varios estudios empíricos realizados 
desde el ámbito de la Psicología apuntan en la misma dirección: Beres, M. A.: «Rethin-
king the concept of consent for anti-sexual violence activism and education». Feminism 
& Psychology, Vol. 24 (3), 2014, págs. 383 y ss., Jozkowski, K.N., Peterson, Z.D., Sanders, 
S.A., Dennis, B. & Reece, M.: «Gender differences in heterosexual college students´con-
ceptualizations and indicators of sexual consent: Implications for contemporary sexual 
assault prevention education», The Journal of Sex Reserch, 51 (8), 2014, págs. 904-916 
y Humphreys, T.P. & Brousseau, M.M.: «The sexual consent scale-revised: Development, 
reliability, and preliminary validity», Journal of Sex Research, 47 (5), 2010, págs. 209-225. 

510	 En este sentido, véase los pronunciamientos de: Ramírez Ortiz, J.L.: «¿Es posible garan-
tizar la libertad sexual sin la reforma penal? En defensa de una ley menos integral», 
IgualdadES, 5, 2021, pág. 504. Disponible en: https://www.cepc.gob.es/sites/default/
files/2021-12/3961508-joseu-luis.html, Gimbernat Ordeig, E.: «No es violación: ¡Es abuso!; 
por Enrique Gimbernat, Catedrático emérito de Derecho penal de la Universidad Com-
plutense de Madrid», Diario del Derecho, Iustel, 24 de abril de 2023, Álvarez García, F. 
J.: «La libertad sexual en peligro» en Iglesias Canle, I. y Bravo Bosch, M.J. (Dirs.): Liber-
tad sexual y violencia sexual, Tirant lo Blanch, Valencia, 2022, pág. 305 y Moya Fuentes, 
M.A.: Las agresiones sexuales a mayores de 16 años: una revisión crítica tras las refor-
mas de 2022 y 2023. Especial contemplación de los problemas de retroactividad y del 
consentimiento de la víctima, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, págs. 98-101, Camarena 
Grau, S.: «Consentimiento y libertad en el Anteproyecto de Ley de Garantía de Libertad 
Sexual» en Boletín de la Comisión Penal de Jueces y Juezas para la democracia, 13, págs. 
43-44 (pie de página 9). Disponible en: https://www.juecesdemocracia.es/wp-content/
uploads/2021/03/13-BOLETIN-PENAL-Vol.-2-2021.pdf

https://www.cepc.gob.es/sites/default/files/2021-12/3961508-joseu-luis.html
https://www.cepc.gob.es/sites/default/files/2021-12/3961508-joseu-luis.html
https://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2021/03/13-BOLETIN-PENAL-Vol.-2-2021.pdf
https://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2021/03/13-BOLETIN-PENAL-Vol.-2-2021.pdf
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nal asegura que esta definición no exige, en ningún caso, descartar la validez 
de tal manifestación511.

Ahora bien, desde esta última perspectiva se subraya que ninguna de 
las expresiones que conforman la actual definición se debe interpretar de 
manera restrictiva512. Según se afirma, los valores constitucionales obligan a 
reconocer que una relación sexual verdaderamente consentida, con indepen-
dencia de que este se haya manifestado de manera expresa o tácita, queda 
fuera del ámbito penal, pues lo contrario vulneraría el derecho de autodeter-
minación sexual513. En sintonía con ello, Ramón Ribas sostiene que la expre-
sión «actos», contenida en la definición de consentimiento, debe concebirse 
como una expresión elástica que permita dar acogida a expresiones corpora-
les, gestos u otras actitudes similares514. No obstante, y dada la dificultad que 
entraña cumplir la exigencia de que la voluntad se manifieste «de manera 

511	 En este sentido, véase: Faraldo Cabana, P. y Ramón Ribas, E.: «"Solo sí es sí", pero de ver-
dad. Una réplica a Gimbernat», en Estudios Penales y Criminológicos, vol. XL, 2020, pág. 
21-42, Magro Servet, V.: Guía práctica de delitos de violencia de género y contra la liber-
tad sexual. Adaptada a la Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, LA LEY, Madrid, 2023, págs. 
365-367, Cancio Meliá, M.: «La reforma de los delitos contra la libertad sexual» en Las-
curaín Sánchez, J.A. y Peñaranda Ramos, E. (Coords.): Liber amicorum al Profesor Julio 
Díaz- Maroto y Villarejo, UAM ediciones, Madrid, pág. 119, González Chinchilla, M.: «La 
Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre: el "nuevo" consentimiento sexual, desde la 
perspectiva de la eficacia probatoria en el proceso penal», en Diario La Ley, n.º 10154, Sec-
ción Tribuna, 20 de octubre de 2022, pág. 4, Arderiu Ripoll, O.: «Cuestiones complejas de 
prueba en el proceso penal: el consentimiento en los delitos contra la libertad sexual» en 
Miranda Vázquez, C.D. y Munné Catarina, F. (Dirs.): Desafíos de la probática y del derecho 
probatorio, Bosch, Barcelona, 2025, pág. 338.

512	 En este sentido, véase: Ramón Ribas, E.: «Aciertos y desaciertos de la reforma de los deli-
tos sexuales» en García Álvarez, P. y Caruso Fontán, V. (Dirs.) y Rodríguez Ramos, M. 
(Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo sí es sí», Colex, A Coruña, 2023, 
págs. 383-386, Cancio Meliá, M.: «La reforma de los delitos contra la libertad sexual» 
en Lascuraín Sánchez, J.A. y Peñaranda Ramos, E. (Coords.): Liber amicorum al Profesor 
Julio Díaz- Maroto y Villarejo, UAM ediciones, Madrid, pág. 119, y Magro Servet, V.: Guía 
práctica de delitos de violencia de género y contra la libertad sexual. Adaptada a la Ley 
Orgánica 4/2023, de 27 de abril, LA LEY, Madrid, 2023, págs. 366-367.

513	 Del Moral García, A.: «Caracterización normativa del consentimiento en la reforma de los 
delitos sexuales» en Agustina Sanllehí, J.R. (Coord.): Comentarios a la Ley del «solo sí es 
sí». Luces y sombras ante la reforma de los delitos sexuales introducida en la LO 10/2022, 
Atelier, Barcelona, 2023, págs. 118-119. En la misma línea: Lascuraín Sánchez, J.A.: «Deli-
tos sexuales: ¿una reforma progresista?», en Diario del Derecho, Iustel, Estudios y Comen-
tarios, 7 de abril de 2021. Disponible en: https://www.iustel.com/diario_del_derecho/noti-
cia.asp?ref_iustel=1209863 

514	 Así, en línea con esta postura —y en referencia a ciertos comentarios formulados en tono 
de burla respecto a la definición— el autor sostiene que «SOLO SÍ ES SÍ, por supuesto; pero 
ello no exige un sí verbal, ni un documento escrito y, mucho menos, una escritura notarial». 
Ramón Ribas, E.: «Aciertos y desaciertos de la reforma de los delitos sexuales» en García 
Álvarez, P. y Caruso Fontán, V. (Dirs.) y Rodríguez Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de 
género en la Ley del «solo sí es sí», Colex, A Coruña, 2023, pág. 386 y 390. 

https://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=1209863
https://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=1209863
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clara», especialmente cuando se trata de señales implícitas, desde este sec-
tor se subraya la necesidad de no interpretar dicho requisito de forma rígida 
ni aislada. En este sentido, se destaca que la expresión «en atención a las cir-
cunstancias del caso» debe desempeñar un papel especialmente relevante 
a este respecto515.

En este sentido, Magro Servet señala que corresponde a la valoración de 
las circunstancias del caso determinar si se puede entender que el consen-
timiento se ha manifestado mediante actos que expresan de manera clara el 
asentimiento de la otra persona516. En la misma dirección se pronuncia la FGE 
que afirma que los tribunales deben examinar, conforme a las circunstancias 
concurrentes, si existe consentimiento a partir de los elementos probatorios 
que permitan apreciar de forma clara la voluntad de la persona de participar 
en el contacto sexual517. En relación con el significado que debe atribuirse a 
esta expresión, Ramón Ribas indica que con ella se hace alusión a las circuns-
tancias personales del autor y la víctima y las fácticas concurrentes antes y 
durante de los hechos con relevancia penal. Según afirma, dentro de ellas se 
podrían incluir:

«Desde el grado de conocimiento previo entre las partes implicadas al 
lugar y momento de los hechos, la minoría de edad de las partes, su estado 
de intoxicación etílica o por drogas, la diferente posición social, la dinámica 
relacional, la presencia o no de otras personas, el contexto intimidatorio o 
abusivo, la capacidad de reacción de la víctima, la negociación sobre el uso de 
anticonceptivos, etc.»518.

515	 En esta dirección: Fiscalía General del Estado: Circular 1/2023, de 29 de marzo, relativa 
a los criterios de actuación del Ministerio Fiscal tras la reforma de los delitos contra la 
libertad sexual operada por la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, pág. 17. Dispo-
nible en: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8697 Magro Servet, V.: 
Guía práctica de delitos de violencia de género y contra la libertad sexual. Adaptada a la 
Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, LA LEY, Madrid, 2023, págs. 366-368, Ramón Ribas, 
E.: «Aciertos y desaciertos de la reforma de los delitos sexuales» en García Álvarez, P. y 
Caruso Fontán, V. (Dirs.) y Rodríguez Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la 
Ley del «solo sí es sí», Colex, A Coruña, 2023, págs. 385-386 y Acale Sánchez, M.: «Delitos 
sexuales: razones y sinrazones para esta reforma», en IgualdadES, n.º 5, año 3, julio-di-
ciembre 2021, pág. 475. Disponible en: https://www.cepc.gob.es/publicaciones/revistas/
igualdades/numero-5-juliodiciembre-2021/delitos-sexuales-razones-y-sinrazones-pa-
ra-esta-reforma 

516	 Magro Servet, V.: Guía práctica de delitos de violencia de género y contra la libertad 
sexual. Adaptada a la Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, LA LEY, Madrid, 2023, pág. 367. 

517	 Fiscalía General del Estado: Circular 1/2023, de 29 de marzo, relativa a los criterios de 
actuación del Ministerio Fiscal tras la reforma de los delitos contra la libertad sexual ope-
rada por la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, págs. 16-17. Disponible en: https://
www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8697 

518	 En idéntico sentido, González Rus apunta que, a estos efectos, la persona proponente 
deberá evaluar factores relativos a la víctima, como su edad, su capacidad mental, su estado 
de conciencia, las relaciones previas con el autor o las circunstancias del ambiente, tales 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8697
https://www.cepc.gob.es/publicaciones/revistas/igualdades/numero-5-juliodiciembre-2021/delitos-sexuales-razones-y-sinrazones-para-esta-reforma
https://www.cepc.gob.es/publicaciones/revistas/igualdades/numero-5-juliodiciembre-2021/delitos-sexuales-razones-y-sinrazones-para-esta-reforma
https://www.cepc.gob.es/publicaciones/revistas/igualdades/numero-5-juliodiciembre-2021/delitos-sexuales-razones-y-sinrazones-para-esta-reforma
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8697
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8697
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Por tanto, se afirma que incluso el silencio puede constituir una forma 
válida de expresar si la persona consiente, o no, la concreta relación sexual. 
En este sentido, si el sujeto no emite ninguna expresión verbal, pero existen 
signos que, atendidas las circunstancias personales o fácticas, expresan con 
claridad su voluntad de participar en el acto, no existe obstáculo para afir-
mar la existencia de consentimiento. Del mismo modo, si pese a no mediar 
palabras, las acciones, expresiones o gestos no revelan dicha voluntad, aten-
diendo al conjunto de circunstancias que rodean los hechos deberá con-
cluirse que el consentimiento no concurre519. Asimismo, en aquellos supues-
tos en los que la víctima queda paralizada y no concurre ninguna señal que 
permita afirmar la existencia de una voluntad clara de participar en el acto, 
debe entenderse, en todo caso, que «el silencio es negativo»520.

En esta misma línea interpretativa de la cláusula de consentimiento se pro-
nuncia el Tribunal Supremo. En este sentido, la jurisprudencia sostiene que 
la LO 10/2022, de 6 de septiembre, ha querido dotar al consentimiento de 
determinadas «expresiones de acompañamiento», incorporando las referen-
cias a los «actos» y a las «circunstancias del caso», sin alterar otros elemen-
tos ya consolidados, como la exigencia de que se preste libremente521. Desde 

como la hora, el lugar, el ambiente, las personas presentes, el eventual consumo de alcohol o 
drogas o las posibilidades de auxilio ajeno. Véase, respectivamente, Ramón Ribas, E.: «Acier-
tos y desaciertos de la reforma de los delitos sexuales» en García Álvarez, P. y Caruso Fon-
tán, V. (Dirs.) y Rodríguez Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo sí 
es sí», Colex, A Coruña, 2023, pág. 386 y Gonzalez Rus, J.J.: «La reforma de las agresiones 
sexuales», Diario La Ley, N.º 9790, Sección Doctrina, 12 de febrero de 2021, pág. 9.

519	 Faraldo Cabana, P. y Ramon Ribas, E.: «"Solo sí es sí", pero de verdad. Una réplica a Gim-
bernat», en Estudios Penales y Criminológicos, vol. XL, 2020, pág. 37. 

520	 Así, Ramón Ribas apunta que conductas como guiar la mano de la pareja a la zona donde 
uno quiere que le toquen, tocarla, quedarse paralizado, llorar en silencio o intentar apar-
tar las manos del otro, son actos que expresan esa voluntad con suficiente claridad sin 
necesidad de una concreta manifestación verbal. Ramón Ribas, E.: «Aciertos y desaciertos 
de la reforma de los delitos sexuales» en García Álvarez, P. y Caruso Fontán, V. (Dirs.) y 
Rodríguez Ramos, M. (Coord.): La perspectiva de género en la Ley del «solo sí es sí», Colex, 
A Coruña, 2023, pág. 384.

521	 Respecto a la libertad en su otorgamiento, la jurisprudencia afirma que el consentimiento 
debe partir de una disposición libre y voluntaria de querer mantener relaciones sexuales 
con una persona en concreto. Por tanto, admite que cualquier forma coactiva de obte-
nerlo se tendrá por inexistente, tal y como se desprende de la tipificación que realiza el 
art. 178.2 CP, y en sintonía con lo apuntado por la doctrina (STS 625/2024, de 19 de junio, 
ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º. En este sentido, también: SAP Madrid, Sección 17.ª, 438/2024, 
de 9 de octubre, ECLI:ES:APM:2024:13765, FJ 2.º). No obstante, conviene puntualizar que el 
Pleno del Tribunal Supremo parece cuestionar que la exigencia de libertad implique prestar 
el consentimiento con pleno conocimiento de todas las circunstancias concurrentes en el 
momento de prestarlo, en la medida en que determinados supuestos de engaño respecto a 
las circunstancias que rodean el acto sexual no determinan la invalidez del consentimiento a 
estos efectos (STS Pleno 603/2024, de 14 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3418). Esta cuestión se 
analiza con mayor detenimiento al examinar los presupuestos de validez del consentimiento 
en el Capítulo II, en el apartado referido a la libertad. 
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esta perspectiva, los tribunales afirman que por «actos» se han de entender 
«todo tipo de manifestaciones de la persona que va a consentir, sean ver-
bales o no, gestuales o situacionales, pero han de ser tomados como explí-
citos»522. Por tanto, se sostiene que dentro de este término cabe «cualquier 
manifestación expresa o tácita», siempre que evidencie que ambas personas 
desean voluntariamente mantener la relación sexual523.

Respecto a la exigencia que establece el apartado primero del art. 178 CP 
acerca de que dichos actos expresen «de manera clara» la voluntad de la 
víctima, el Tribunal Supremo sostiene que la interpretación de dicha expre-
sión debe efectuarse en conexión con la referencia a «las circunstancias del 
caso», de modo que la valoración de estas adquiere un papel decisivo para 
poder afirmar, o descartar, la existencia de anuencia al contacto524. En cuanto 
a su alcance, la Sala Segunda del Tribunal Supremo la define como:

«el conjunto de hechos o actos que concurren entre las partes en el momento 
inmediatamente anterior al inicio de la relación sexual que evidencian cuál es 
la voluntad de la persona de forma clara, de tal manera que no debe dar lugar 
a dudas sobre que el consentimiento existió, ya que la falta de claridad en las 
circunstancias del caso para concluir concurrente el consentimiento da lugar a 
que este sea inexistente»525.

Así, la interpretación jurisprudencial de «las circunstancias del caso» com-
prende los elementos contextuales relevantes en el desarrollo del contacto 
sexual, caracterizados por su carácter contingente. De ahí que estas deban 
permitir apreciar que los actos llevados a cabo han sido voluntariamente pro-
movidos por ambas partes y que responden a un entendimiento común, en 

522	 SSTS 625/2024, de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º, 23/2023, de 20 de enero, 
ECLI:ES:TS:2023:311, FJ 8.º y 196/2023, de 21 de marzo, ECLI:ES:TS:2023:1400, FJ 5.º. 
SSAP Teruel, Sección 1, 40/2025, de 7 de julio, ECLI:ES:APTE:2025:177, FJ 4.º, Navarra, 
Sección 2.ª, 138/2025, de 17 de junio, ECLI:ES:APNA:2025:1372, FJ 4.º, Jaén, Sección 2.ª, 
176/2025, de 13 de mayo, ECLI:ES:APJ:2025:1203, FJ 1.º, entre otras.

523	 STS 625/2024, de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º, SSAP Barcelona, Sección 20.ª, 
350/2025, de 29 de abril, ECLI:ES:APB:2025:8842, FJ 2.º y Madrid, Sección 17.ª, 438/2024, 
de 9 de octubre, ECLI:ES:APM:2024:13765, FJ 2.º.

524	 A este respecto, el Alto Tribunal se pronuncia en los siguientes términos «No es preciso 
un consentimiento expreso. Puede ser tácito, ya que la expresión "las circunstancias del 
caso" se erige como el referente para llegar al alcance interpretativo acerca de si existió el 
consentimiento» (SSTS 625/2024, de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º)

525	 ATS 9649/2025, de 25 de septiembre, ECLI:ES:TS:2025:9649.ª, 6681/2025, de 26 de junio, 
ECLI:ES:TS:2025:6681A, 6168/2025, de 26 de junio, ECLI:ES:2025:6681.ª, STS 625/2024, 
de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º. En la misma línea, la SAP Albacete, 273/2024, 
de 5 de agosto, define la expresión «circunstancias del caso» como los «aspectos externos 
para trasladar de forma clara la fehaciencia del consentimiento a la realización de actos 
sexuales» (SAP Albacete, Sección 2.ª, 273/2024, de 5 de agosto, ECLI:ES:APAB:2024:578, 
FJ 3.º). 
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cuanto manifestación contextual y clara de la voluntad sexual526. Por tanto, 
el Tribunal Supremo sostiene que el mero silencio o pasividad de la persona 
ante el inicio o transcurso del acto sexual, sin más aditamentos, no puede dar 
lugar a admitir la existencia de un consentimiento tácito527.

Esta afirmación reviste especial relevancia, puesto que, aun cuando el con-
sentimiento ya ocupaba una posición central en la regulación de los delitos 
sexuales, una importante corriente jurisprudencial tendía a exigir una mani-
festación expresa de oposición por parte de la víctima para dar por acredi-
tada su ausencia, exigencia que resultaba especialmente determinante en 
aquellos contextos en los que no concurría violencia ni intimidación528. Así, 
resulta especialmente relevante destacar que el Alto Tribunal se pronuncia 
de manera contundente al afirmar que:

«No se trata ya en la actualidad de evaluar si existió "oposición de la víctima" 
al acto sexual. Ello se refiere ya a una jurisprudencia antigua donde se evaluaba 
si la víctima se opuso al acto sexual. En la actual es radicalmente distinto, ya que 
más que oposición al acto sexual que trasladaba la prueba a la acusación de que 
la víctima "se opuso" a mantener relaciones sexuales", la clave está, al revés, en 
si hubo consentimiento»529.

En la misma línea, la STS 544/2023, de 5 de julio, al examinar la alegación 
de la defensa según la cual resultaría necesario acreditar que, una vez mani-
festada la intención del autor, la víctima hiciera patente su rechazo de forma 
perceptible para aquel, afirma que «no es precisa la negativa expresa de la 

526	 Al respecto, el Tribunal Supremo apunta que «Suele considerarse como circunstancias al con-
junto de lo que está en torno a alguien o algo. En este sentido, las circunstancias están vincula-
das al contexto y pueden influir, con mayor o menor determinación, en la esencia de las cosas. 
La noción de circunstancia está relacionada con lo circunstancial (es decir, con aquello que no 
es permanente)» (STS 625/2024, de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º).

527	 En este sentido, véase: SSTS 625/2024, de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º y la 
544/2023, de 5 de julio, ECLI:ES:TS:2023:2973, FJ 4.º. En sintonía con ello, también se pro-
nuncia la SAP Barcelona, Sección 6.ª, 489/2025, de 16 de junio, ECLI:ES:APB:2025:8839, 
FJ 1.º.

528	 El Tribunal Supremo pone de relieve que el consentimiento ya ocupaba una posición 
central en la configuración de los delitos contra la libertad sexual con anterioridad a 
la reforma «aunque no se definiera expresamente» (STS 196/2023, de 21 de marzo, 
ECLI:ES:TS:2023:1400, FJ 5.º). Ahora bien, como se desprende del análisis efectuado en 
el periodo anterior, la exigencia de acreditar una negativa frente al contacto propiciaba, 
en aquellos casos en los que esta no podía constatarse, la aparición de lagunas de impu-
nidad, especialmente en contextos en los que no resultaba posible probar la existencia 
de violencia o intimidación, ni concurría circunstancia alguna que permitiera acreditar la 
ausencia de consentimiento o su carácter viciado.

529	 STS 625/2024, de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º. En este sentido, la STS 
934/2025, de 12 de noviembre, también sostiene que «No es preciso que la víctima tenga 
que expresar negativamente que no acepta el acto sexual, sino que se requiere del con-
sentimiento» (STS 934/2025, de 12 de noviembre, ECLI:ES:TS:2025:5253, FJ 2.º). 
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víctima, sino, al revés, el consentimiento de la misma al acto sexual, como ya 
se encarga de señalar el art. 178.1 CP»530.

En consecuencia, estos pronunciamientos resultan especialmente rele-
vantes en aquellas situaciones en las que la víctima se queda paralizada y 
no existe ninguna expresión o gesto que conduzca a afirmar la existencia de 
consentimiento para el contacto sexual. Así, la SAP Barcelona, 489/2025, de 
16 de junio, en un contexto carente de violencia o intimidación, y ante el que 
la víctima adopta una respuesta de silencio pasivo sostiene que «el silencio o 
"dejar hacer" de la víctima no equivale a la prestación de consentimiento»531.

No obstante, y pese a lo anterior, los tribunales reconocen que si el silen-
cio se acompaña de señales implícitas que denoten la existencia de consen-
timiento «conforme a las circunstancias del caso» nada obsta para que se 
pueda apreciar su existencia y, por ende, la atipicidad de la conducta532. Asi-
mismo, conviene advertir que la exigencia de que el consentimiento exprese 
«de manera clara la voluntad» obliga a entender, tal y como admiten los tri-
bunales, que su interpretación no admite dudas. En consecuencia, ante un 
contexto ambiguo o la presencia de señales equívocas por parte de la per-
sona con la que se pretende llevar a cabo el contacto, deberá concluirse que 
no existe consentimiento533. Este último extremo será abordado con mayor 
detenimiento en epígrafes posteriores.

Por tanto, se advierte que la definición legal de consentimiento sexual 
introducida por la LO 10/2022, de 6 de septiembre, pese a que permite mejo-
rar la protección de las víctimas de agresión sexual, ha generado controver-
sia en torno a la interpretación que debe otorgarse a las distintas expresiones 
que la conforman y, en particular, a si estas determinan la eventual exclusión 
del consentimiento tácito. Además, se observa que este disenso reviste una 
especial relevancia, en la medida en que no se agota en el plano teórico, sino 
que proyecta efectos directos y significativos sobre su aplicación en la prác-
tica. Pese a esta controversia, y como se desprende de algunas resoluciones 

530	 STS 544/2023, de 5 de julio, ECLI:ES:TS:2023:2973, FJ 4.º.

531	 SAP Barcelona, Sección 6.ª, 489/2025, de 16 de junio, ECLI:ES:APB:2025:8839, FJ 1.º.

532	 En este sentido, véase SSAP Huesca, Sección, 1.ª, 38/2025, de 5 de marzo, 
ECLI:ES:APHU:2025:113), Jaén, Sección 2.ª, 260/2025, de 8 de julio, ECLI:ES:APJ:2025:1399, 
FJ 1.º, Jaén, Sección 2.ª, 176/2025, de 13 de mayo, ECLI:ES:APJ:2025:1203, FJ 2.º y Ourense, 
Sección 2.ª, 134/2023, de 31 de julio, FJ 2.º. 

533	 En este punto, la jurisprudencia es clara al apuntar que «No deben existir dudas acerca 
de si ese consentimiento existe o no. El CP exige en el art. 178.1 CP que la expresión de la 
víctima sea clara en su voluntad positiva a mantener relaciones sexuales» (STS 625/2024, 
de 19 de junio, ECLI:ES:TS:2024:3348, FJ 3.º, SAP Madrid, Sección 17.ª, 438/2024, de 9 
de octubre, ECLI:ES:APM:2024:13765, FJ 2.º). En la misma línea, la STS 788/2025, de 1 
de octubre, sostiene que «No es válido "creer" que hay consentimiento, sino que hay que 
tener la seguridad de que la mujer consiente y que ello se desprende de las "circunstancias 
del caso"» (STS 788/2025, de 1 de octubre, ECLI:ES:TS:2025:4067, FJ 2.º)
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recaídas en este ámbito, el Tribunal Supremo ha rechazado de forma expresa 
que el nuevo modelo de regulación basado en el consentimiento afirmativo 
exija una manifestación expresa o verbal de la voluntad sexual. Con todo, 
tampoco se puede obviar que en este contexto surgen dos cuestiones pro-
blemáticas en torno a la cláusula del art. 178.1 CP.

En un primer término, se advierte la dificultad directamente vinculada al 
componente de subjetividad que incorpora la exigencia de que la voluntad 
de la víctima se manifieste de manera «clara». Esta imposición resulta par-
ticularmente problemática si se atiende a los múltiples factores que pueden 
incidir tanto en la dinámica comunicativa entre los propios participantes 
de la interacción sexual como en la posterior reconstrucción judicial de los 
hechos534. En este escenario, la valoración probatoria queda condicionada 
por apreciaciones contextuales que no siempre permiten delimitar con pre-
cisión la frontera entre ambigüedad y la expresión inequívoca de la volun-
tad535. Así, lo que para una persona puede ser una señal clara de querer man-
tener una relación sexual, derivada de una mirada, un gesto, o cierta posición 
corporal, puede resultar no serlo en realidad, por tratarse de un signo de 
complacencia o amistad. Ello no solo puede conducir a equívocos entre los 
propios intervinientes en la relación sexual —cuestión que será muy difícil de 
acreditar en el plenario por cuanto la interpretación de la voluntad favorable 
al contacto depende, en muchas ocasiones, de estas expresiones sutiles—, 
sino que puede conducir a que los órganos judiciales también mantengan 
posiciones dispares sobre cuando la voluntad sexual puede considerarse 
claramente manifestada.

A esta dificultad se suma la complejidad que supone para el acusado 
demostrar en el proceso la existencia de una disposición favorable de la víc-
tima al contacto, no solo por estas limitaciones inherentes a la captación de 
gestos o actitudes sutiles, sino también porque la interacción sexual acos-
tumbra a producirse en un escenario marcado por la escasez de prueba 
directa y el protagonismo de la declaración de la víctima, lo que puede difi-
cultar considerablemente sus posibilidades de defensa.

Por tanto, la centralidad del consentimiento afirmativo como criterio 
determinante del delito de agresión sexual ha supuesto un avance en la pro-
tección de la autodeterminación sexual. Sin embargo, este cambio de para-

534	 En este sentido, véase: Álvarez Medina, S.: «El consentimiento sexual afirmativo y los 
estándares probatorios» en Jueces y Juezas para la democracia, Estudios, n.º 105, diciem-
bre, 2022, págs. 40-41 y de la Torre Laso, J.: «El consentimiento de las relaciones sexua-
les. Un análisis de su significado y las variables implicadas», Revista de Estudios Jurídicos 
y Criminológicos, n.º 8, Universidad de Cádiz, 2023, págs. 284-286.

535	 En este sentido, véase: Ehrilch, S.: Representig rape: language and sexual consent, Lon-
dres-Nueva York: Routledge, 2001, pág. 10 y Ramos Vazquez, J.A.: «Algunos problemas con-
ceptuales y epistemológicos de la definición de consentimiento sexual en la llamada ley del 
"solo sí es sí"», Teoría y Derecho, Revista de pensamiento jurídico, n.º 34, 2023, pág. 244.
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digma y su concreta articulación en el ordenamiento jurídico no está exento 
de tensiones en el plano probatorio. La exigencia de que el consentimiento 
se manifieste de manera clara introduce un componente valorativo que, lejos 
de eliminar la incertidumbre en el ámbito judicial, la aumenta, especialmente 
en estos contextos caracterizados generalmente por la ambigüedad comu-
nicativa y la escasez de prueba directa. En este escenario, el principal riesgo 
reside en la eventual afectación de los derechos fundamentales del acusado 
y, en concreto, del derecho de defensa. De ahí que el verdadero desafío no 
radique tanto en la formulación normativa del consentimiento, como en la 
capacidad del sistema para articular criterios probatorios rigurosos, racio-
nales y libres de estereotipos que permitan conjugar el respeto a las debidas 
garantías del acusado en el marco del proceso con la efectiva protección a 
las víctimas de estos delitos.
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El análisis desarrollado permite afirmar que la prueba constituye el eje 
vertebrador del proceso penal, en tanto instrumento imprescindible para la 
reconstrucción de los hechos y la adopción de una decisión judicial legítima. 
Su estudio no puede abordarse de manera fragmentaria, sino que exige una 
comprensión sistemática de sus elementos esenciales —concepto, finalidad, 
objeto y tema— en íntima conexión con el derecho fundamental a la presun-
ción de inocencia.

En este sentido, se ha puesto de manifiesto la ausencia de un concepto 
unívoco de prueba en la doctrina, así como la insuficiencia de aquellas con-
cepciones que la identifican exclusivamente con una actividad, un medio o 
un resultado. Frente a ello, se ha considerado más adecuada una concepción 
integradora que permita comprender la dinámica probatoria en su conjunto, 
evitando reduccionismos y garantizando su coherencia con los principios 
estructurales del proceso penal.

Asimismo, el estudio del objeto y del tema de la prueba ha permitido dis-
tinguir entre los hechos como presupuesto abstracto de la actividad pro-
batoria y las afirmaciones concretas que deben acreditarse en un proceso 
determinado. Esta distinción resulta esencial para delimitar correctamente 
las exigencias probatorias de las partes y comprender la distribución de roles 
dentro del proceso, especialmente en lo que respecta a la carga de la prueba, 
que recae sobre la acusación como consecuencia directa de la vigencia de la 
presunción de inocencia.

Precisamente, el derecho a la presunción de inocencia se erige como el 
principal límite al ejercicio del ius puniendi del Estado y como una garantía 
estructural del proceso penal. Su contenido no se agota en la proclamación 
de un estado inicial de inocencia, sino que proyecta exigencias concretas 
sobre la actividad probatoria: la necesidad de una prueba de cargo sufi-
ciente, obtenida y practicada con todas las garantías, con contenido objeti-
vamente incriminatorio y debidamente motivada. En ausencia de tales requi-
sitos, la condena deviene incompatible con un proceso penal respetuoso con 
los derechos fundamentales.
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Sobre este sustrato teórico, en la segunda parte de esta investigación, se 
han abordado las particularidades que presenta la prueba en el ámbito del 
enjuiciamiento de la violencia sexual. Este análisis resulta especialmente 
relevante en el contexto actual, caracterizado por una creciente visibilización 
de este fenómeno y por una intensificación de la respuesta jurídico-penal 
frente a estas conductas. Sin embargo, dicho estudio también ha puesto de 
manifiesto las importantes dificultades probatorias que acompañan a este 
tipo de delitos, lo que ha generado un intenso debate en torno a la suficiencia 
de la prueba y a los estándares exigibles para dictar una condena. En este 
ámbito, el principal desafío radica en articular un modelo probatorio que per-
mita dar una respuesta eficaz a la violencia sexual sin erosionar las garantías 
procesales. Ello implica rechazar tanto posiciones que, en aras de la protec-
ción de la víctima, tiendan a rebajar los estándares probatorios, como aque-
llas que, mediante una aplicación excesivamente rígida de dichos estánda-
res, puedan conducir a situaciones de impunidad.

En este sentido, se ha constatado que los delitos contra la libertad sexual 
presentan unas características que los singularizan desde el punto de vista 
probatorio. Se trata, en muchos casos, de hechos que se desarrollan en 
ámbitos de intimidad, sin la presencia de testigos y con escasos elementos 
probatorios objetivos. Ello provoca que, con frecuencia, la principal —cuando 
no única— prueba de cargo venga constituida por la declaración de la víc-
tima. Su declaración puede ser suficiente para enervar la presunción de ino-
cencia, siempre que sea objeto de una valoración especialmente rigurosa, 
racional y motivada por parte del órgano judicial, conforme a los parámetros 
de ausencia de incredibilidad subjetiva, persistencia en la incriminación y 
verosimilitud del testimonio. En este contexto, factores como la tardanza en 
denunciar o el carácter progresivo de la declaración no pueden operar, por sí 
solos, como circunstancias determinantes para cuestionar su credibilidad, al 
constituir reacciones frecuentes en las víctimas de delitos sexuales.

Ahora bien, como se desprende de lo expuesto, ni la escasez de otros 
medios de prueba ni la elevada incidencia de estos delitos justifican atribuir a 
su testimonio un estatus probatorio privilegiado ni una presunción de veraci-
dad. Así, su eficacia condenatoria depende tanto de su consistencia interna 
como de su eventual corroboración mediante elementos objetivos o periféri-
cos que refuercen la fiabilidad del relato. De este modo, puede afirmarse que 
la clave en este ámbito no reside en modificar el sistema de garantías, sino 
en mejorar la investigación, la calidad de la actividad probatoria y la raciona-
lidad de su valoración. Ello pasa por un uso adecuado de los distintos medios 
de prueba disponibles y por la correcta articulación de la prueba indiciaria 
cuando proceda.

Para evitar situaciones de insuficiencia probatoria, resulta esencial actuar 
con la mayor celeridad tras los hechos y desplegar una investigación eficaz 
orientada a la obtención y preservación de todos los vestigios susceptibles 
de contribuir a su esclarecimiento. En este sentido, la pronta asistencia de la 
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víctima a un centro sanitario puede resultar determinante para constatar la 
existencia de posibles lesiones corporales, recoger vestigios biológicos que 
permitan la identificación genética del presunto agresor, acreditar la exis-
tencia del contacto sexual o el tipo de práctica realizada, así como obtener 
muestras químico-toxicológicas que permitan valorar si el acto se produjo 
en un contexto de afectación de sus capacidades cognitivas o volitivas. Del 
mismo modo, la evaluación inicial de su estado psicológico y su posterior 
seguimiento pueden aportar datos relevantes sobre la eventual existencia de 
secuelas psíquicas y su posible relación causal con los hechos investigados. 
Asimismo, la identificación de testigos de referencia que puedan dar cuenta 
tanto de las manifestaciones realizadas por la víctima como de la percepción 
directa de su estado físico o emocional tras el suceso puede adquirir una sig-
nificativa relevancia probatoria en el enjuiciamiento de la violencia sexual.

A lo anterior se suma que, el debido respeto al derecho de defensa y a los 
principios de inmediación y contradicción, implican que la víctima deba con-
tinuar enfrentándose al difícil trance de comparecer en las distintas fases del 
proceso penal y de reproducir su testimonio en sede policial, judicial y en el 
plenario. No obstante, la LO 10/2022, de 6 de septiembre, introdujo diver-
sas modificaciones en el EVD y en la LECrim orientadas a mitigar los efectos 
de esta reiteración declarativa y a reducir la victimización secundaria en el 
ámbito de los delitos sexuales. Como se ha expuesto, entre ellas destacan la 
previsión de que, en todo caso, la declaración se practique en dependencias 
adaptadas y, siempre que sea posible, por profesionales del mismo sexo y 
formados en perspectiva de género (art. 25.1 EVD); la limitación de pregun-
tas relativas a la intimidad sexual de la víctima durante el interrogatorio ple-
nario, salvo que sean pertinentes y necesarias (art. 709 LECrim); así como 
el refuerzo de las medidas destinadas a preservar su anonimato (art. 681.3 
LECrim). Además, la LO 8/2021, de 4 de junio, introdujo la posibilidad de la 
preconstitución de la declaración en supuestos de especial vulnerabilidad, en 
concreto, cuando el testigo sea menor de catorce años o persona con disca-
pacidad necesitada de especial protección (art. 449 ter LECrim). Asimismo, 
el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, incorporó el art. 258 bis 
LECrim, que prevé la posibilidad de que las declaraciones de las víctimas de 
violencia sexual se practiquen por medios telemáticos. Por tanto, mediante 
la introducción de mecanismos que no alteran los principios esenciales del 
enjuiciamiento penal, se pretende reducir el impacto personal y emocional 
que el proceso puede generar en la víctima, especialmente en el contexto de 
conductas que inciden directamente en su esfera más íntima.

Todo ello pone de manifiesto la voluntad del legislador de articular un equi-
librio entre la consecución de un proceso penal con todas las garantías y la 
necesidad de evitar espacios de impunidad y de prevenir la revictimización 
de quienes denuncian haber sufrido un delito contra la libertad sexual. De 
igual forma, ello no implica desconocer las particularidades de la violencia 
sexual ni aplicar de forma rígida y descontextualizada los criterios generales 
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de valoración de la prueba. Antes, al contrario, el desafío consiste en inter-
pretar y aplicar dichos criterios de manera que permitan tener en cuenta las 
circunstancias específicas en las que se producen estos delitos, evitando 
que prejuicios, estereotipos o exigencias probatorias inadecuadas conduz-
can a la desprotección de las víctimas.

En este último sentido, también se ha constatado que la LO 10/2022, de 
6 de septiembre, refuerza de manera expresa la necesidad de incorporar la 
perspectiva de género en la actuación de todos los operadores que intervie-
nen en la prevención, investigación y enjuiciamiento de la violencia sexual, 
mediante la previsión de una formación inicial y continua especializada (arts. 
23 a 29). Esta opción legislativa reviste una importancia decisiva, pues la efi-
cacia real de la perspectiva de género no depende únicamente de su procla-
mación normativa, sino de que los operadores que integran la Administración 
de Justicia dispongan de herramientas conceptuales y prácticas suficientes 
para identificar el impacto de los estereotipos de género y neutralizar su inci-
dencia tanto en la investigación de los hechos como en la posterior valoración 
de la prueba. Así, su utilidad resulta particularmente relevante en este ámbito, 
caracterizado por la frecuente ausencia de testigos directos, la centralidad 
del testimonio de la víctima y la persistencia de concepciones vinculadas al 
mito de la violación, que incrementan el riesgo de que se introduzcan falsas 
máximas de experiencia en el razonamiento judicial. Desde esta perspectiva, 
la incorporación de este enfoque no implica una flexibilización del estándar 
probatorio ni una merma de las garantías del acusado, sino que constituye 
una herramienta orientada a detectar la posible presencia de razonamientos 
estereotipados en cualquier fase del proceso y, en consecuencia, a asegurar 
una aplicación verdaderamente racional e igualitaria del Derecho.

Así, se ha puesto de relieve que las dificultades probatorias inherentes a 
estos delitos no pueden traducirse en una alteración de las reglas básicas del 
proceso penal. La presunción de inocencia sigue operando con toda su inten-
sidad y exige que la condena se funde en una prueba de cargo suficiente, 
practicada con todas las garantías y susceptible de generar en el juzgador 
una convicción racional más allá de toda duda razonable. La protección de la 
víctima, siendo un objetivo legítimo y necesario, no puede alcanzarse a costa 
de sacrificar las garantías esenciales del acusado.

Finalmente, la prueba del consentimiento afirmativo se erige en el ele-
mento central de la controversia probatoria en el delito de agresión sexual 
a partir de la reforma penal operada por la LO 10/2022, de 6 de septiembre. 
Pese a que este cambio ha supuesto un avance en la tutela de la autodeter-
minación sexual, esta redefinición normativa, también plantea relevantes 
desafíos en el plano probatorio y, en particular, para conjugar la efectiva pro-
tección de las víctimas, especialmente de aquellas que adoptan respuestas 
pasivas frente al ataque y no son capaces de oponer una negativa o rechazo 
al contacto, con el derecho de defensa del acusado
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En definitiva, la respuesta del Derecho penal frente a la violencia sexual 
debe construirse desde el respeto a los principios que informan el proceso 
penal en un Estado de Derecho. La eficacia en la persecución de estos delitos 
y la protección de las víctimas no son objetivos incompatibles con la preser-
vación de las garantías procesales, sino que deben integrarse en un mismo 
modelo de justicia. Solo así puede asegurarse que las decisiones judiciales 
no solo sean materialmente justas, sino también formalmente legítimas. El 
estudio de la prueba penal y su aplicación en el ámbito de la violencia sexual 
revela la necesidad de mantener un delicado equilibrio entre dos exigencias 
igualmente esenciales: la tutela efectiva de las víctimas y la protección de los 
derechos fundamentales del acusado. Este no puede alcanzarse mediante 
soluciones simplistas ni mediante la flexibilización de los estándares proba-
torios, sino a través de una comprensión profunda del fenómeno probatorio 
y de una aplicación rigurosa y contextualizada de sus principios. Solo desde 
esta perspectiva es posible ofrecer una respuesta jurídica adecuada a una de 
las manifestaciones más graves de vulneración de la libertad y dignidad de la 
persona, garantizando al mismo tiempo la legitimidad del sistema penal en 
su conjunto.
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El presente trabajo examina el papel de la prueba en el proceso penal, atendiendo tanto a 
sus fundamentos teóricos como a sus particularidades en el ámbito de los delitos contra la 
libertad sexual. En una primera parte, ofrece una sistematización del régimen probatorio pe-
nal, proporcionando el marco conceptual necesario para abordar los problemas específicos 
que plantea su aplicación. Sobre esta base, la segunda parte analiza las singularidades de 
la actividad probatoria en el enjuiciamiento de la violencia sexual, caracterizada por su fre-
cuente desarrollo en contextos de intimidad y por la centralidad del testimonio de la víctima.

Desde esta perspectiva, la obra pone el acento en la importancia de una investigación 
eficaz, en el estudio de los principales medios de prueba relevantes en este ámbito y en la 
exigencia de una valoración judicial rigurosa, exenta de estereotipos y plenamente respe-
tuosa con las garantías procesales. El resultado es una propuesta que busca armonizar la 
protección de las víctimas con la preservación de los derechos fundamentales del acusado, 
contribuyendo a una aplicación más coherente y equilibrada del sistema probatorio en uno 
de los terrenos más complejos del Derecho penal contemporáneo.
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